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PRESENTACIÓN
Este número de la revista Laborem es el producto de un proceso de profun-

da reflexión y muy activa participación que ha tenido la Sociedad Peruana de De-
recho del Trabajo y de la Seguridad Social dentro del escenario laboral peruano, a 
través de actividades y sucesos ocurridos entre los años 2015 y 2016. En ese bie-
nio la Sociedad apostó por la realización de eventos científicos que abordaron el 
tema de la negociación colectiva en el Sector Público, tema muy sensible dentro 
de nuestro ordenamiento que, a la fecha, es posiblemente el escenario de una de 
las reformas (en marcha) más significativas dentro del Derecho Laboral peruano 
en las últimas décadas.

 Los artículos que se incluyen en este número de la revista se han agru-
pado en tres partes. En la primera se transcriben las ponencias presentadas en el 
“Conversatorio laboral: La negociación colectiva en el Régimen Laboral Públi-
co”, que se celebró el día 11 de mayo de 2015. En este evento el profesor español 
Manuel Palomeque hizo una presentación general sobre el tema, contándose con 
las valiosas intervenciones de Juan Carlos Cortés, José Miguel Delgado, Víctor 
Ferro, Eduardo Rodríguez y Alfredo Villavicencio. 

 Posteriormente, en un segundo bloque, se recogen las intervenciones del 
evento llevado a cabo los días 22 y 23 de junio de 2015, sobre las “Experiencias 
de negociación colectiva en el Sector Público en América Latina”. Este evento fue 
muy importante pues, dentro de un contexto nacional favorable para la discusión 
sobre los alcances del derecho de negociación colectiva en el Sector Público, se 
presentó una mirada latinoamericana al problema. En este evento participaron el 
profesor uruguayo Fernando Delgado; desde Argentina, Pablo Titiro; desde Co-
lombia, Enrique Borda; Juan Diego Gómez como representante de la Internacio-
nal de Servicios Públicos para la región andina; el profesor Humberto Villasmil 
como representante de la Organización Internacional del Trabajo; y el profesor 
costarricense Fernando Bolaños. Este conversatorio tuvo como colofón a una in-
tensa mesa redonda (la que también se transcribe en este número de la revista), la 
cual contó con la participación de los profesores Víctor Ferro, Javier Neves, Ger-
mán Alarco, Eduardo Rodríguez y Jorge Villasante.  En estos dos eventos se tuvo 
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el apoyo de la Oficina de la OIT para los Países Andinos, a quien le reiteramos 
nuestro agradecimiento. Además, representantes de la OIT participaron como ex-
positores en ambas actividades académicas.

 Luego, en este número de la revista Laborem se transcriben: la Sentencia 
del Tribunal Constitucional del 3 de setiembre de 2015, “Caso Ley de Presupues-
to Público” (expedientes acumulados 3-2013-PI/TC, 4-2013-PI/TC y 23-2013-
PI/TC) y la parte pertinente de la Sentencia del Tribunal Constitucional de fecha 
26 de abril de 2016, “Caso Ley del Servicio Civil” (expedientes acumulados 25-
2013-PI/TC, 3-2014-PI/TC, 8-2014-PI/TC y 17-2014-PI/TC). Estas sentencias re-
cogen, en buena cuenta, una visión amplia del derecho constitucional de negocia-
ción colectiva y han iniciado un giro decisivo que culminará con una futura regu-
lación que el Congreso de la República deberá discutir y aprobar.

En esta edición de Laborem se recogen comentarios iniciales a estas senten-
cias formulados por asociados de nuestra Sociedad Peruana de Derecho del Tra-
bajo y de la Seguridad Social, que en sendos artículos analizan aspectos vincula-
dos al significado e impacto de este criterio jurisprudencial del Tribunal Consti-
tucional, de trascendencia indiscutible.

Esperamos que esta entrega de la revista Laborem sea de utilidad para to-
dos quienes están interesados en el devenir de la negociación colectiva en el Sec-
tor Público, sea desde la práctica o desde la academia, y que en el tiempo este nú-
mero, en especial, se reconozca como un testimonio del momento trascendente 
que estamos viviendo, en el que este importante derecho colectivo ha sido rein-
terpretado desde la Constitución y desde los pronunciamientos que, sobre la nor-
mativa internacional aplicable, han emitido los órganos de control de la Organi-
zación Internacional del Trabajo.

Adolfo Ciudad Reynaud
Presidente de la SPDTSS

Luis Mendoza Legoas
Directivo de la SPDTSS al 

cuidado de la edición
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LA NEGOCIACIÓN COLECTIVA 
EN EL RÉGIMEN LABORAL PÚBLICO

Lima, 11 de mayo de 2015

MANUEL CARLOS PALOMEQUE LÓPEZ

Muy buenos días a todos ustedes. Les saludo muy cordialmente a todos y 
cada uno, a todas y cada una. Deseo expresar mi satisfacción por estar presente en 
este relatorio sobre un tema de mucho interés sobre todo aquí, en este país. Vaya, 
pues, por delante mi gratitud a Adolfo Ciudad, flamante Presidente de la Sociedad 
Peruana de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social, a los compañeros de 
la Junta Directiva de la nueva dirección de la Sociedad, por haber pensado en mí 
para iniciar estos relatorios. Y también mi gratitud a la Directiva saliente con Jai-
me Zavala a la cabeza, que promovió hace no mucho tiempo mi condición como 
Socio Honorario de la Sociedad.  Muy satisfecho, por tanto, de asistir a un acto 
de relevancia en el momento de transición de una Junta Directiva saliente inte-
grada por muy buenos amigos y la entrante, con no menos queridos amigos tam-
bién, con Adolfo Ciudad a la cabeza, como mis amigos y compañeros de la mesa 
aquí presentes y el público, muy queridos amigos. A los posteriores oradores y 
a todos ustedes les prometo que no estaré mucho tiempo en el uso de la palabra.

Me propongo abordar este tema, la Negociación Colectiva en el Régimen 
Laboral Público, en términos generales. Naturalmente no pretenderé yo abordar 
la problemática de esta cuestión en el ordenamiento jurídico o en la realidad pe-
ruana, sería una osadía por mi parte, ni tampoco les voy a contar una situación en 
el sistema jurídico español o de otro país europeo, en absoluto. Me voy a abocar, 
entonces, a abordar tal como yo veo esta cuestión y compartir con ustedes las con-
clusiones a las que llego tras el análisis de este tema. Entonces, que quede claro 
el punto de vista que, metodológicamente, voy a tocar.
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Las relaciones entre negociación colectiva, procedimientos de diálogo y de 
negociación colectiva en torno a las condiciones de trabajo y empleo público son 
una cuestión esencialmente problemática. Lo ha sido siempre y si se contemplan 
estas procelosas relaciones entre ambas realidades, negociación colectiva y fun-
ción pública; o empleo público y determinación de las condiciones de trabajo de 
los trabajadores públicos a través de la negociación colectiva. Si se contempla 
–en términos generales y desde una perspectiva contemporánea– qué es lo que 
ha ocurrido y cómo está la cuestión en general, yo creo que podríamos hablar de 
tres grandes etapas institucionales, algo así como un balance técnico de las rela-
ciones entre ambas categorías.

En un primer momento, de rechazo; el ordenamiento jurídico no aceptaba 
la negociación colectiva de los empleados públicos. Se le consideraba un cuer-
po extraño y por tanto el organismo –ordenamiento jurídico– se comporta como 
cualquiera ante los cuerpos extraños: lo rechaza inmediatamente. Que el emplea-
dor –o el conjunto de empleadores en un sector determinado– tenga que pactar 
colectivamente las condiciones de trabajo ha costado mucho. El reconocimiento 
normativo de la negociación colectiva como derecho proclamado en general y to-
davía más en los textos constitucionales ha sido –entre todas las instituciones de 
carácter colectivo del Derecho Laboral– particularmente problemático porque es 
realmente una institución central del sistema jurídico laboral y de lo que llama-
ríamos un modelo democrático de ordenación jurídica de las relaciones de traba-
jo. No hay duda alguna de lo costosa de la penetración de esta institución en el 
Sector Público, tanto es así que, en términos generales, todavía no está consoli-
dada de forma terminante.

La primera etapa es de desconocimiento; el ordenamiento jurídico laboral 
se ha negado, en esta primera etapa, en todos los ordenamientos jurídicos, al re-
conocimiento de la negociación colectiva como instrumento de determinación de 
condiciones de trabajo para los empleados públicos. Las razones de esa objeción 
son políticas y el ordenamiento jurídico –que funciona en estos casos como el ex-
ponente institucional del rechazo político– formuló normas prohibitivas que fue-
ron la traducción, al plano jurídico, del rechazo político. En el debate de ideas o 
en el debate de intereses, el ordenamiento jurídico traslada a la normativa y a la 
imperatividad una determinada posición, una determinada voluntad reguladora y 
una determinada opción de política legislativa que es el rechazo a la penetración.

Claro, en el debate puramente jurídico –que es el que a nosotros nos inte-
resa– las razones que han justificado tradicionalmente este rechazo, son de dos 
tipos: la primera es la alusión a la singular posición de la Administración Públi-
ca, “que no es cualquier empleador”, “que es un empleador que a través de su 
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actuación general se ocupa de la satisfacción de las necesidades generales, de la 
tutela de los derechos”, que “tiene una posición muy singular que la separa de un 
empleador privado”, que “es la Administración Pública”, “una pieza del Estado”, 
e incluso que “es un instrumento jurídico público de funcionamiento del sistema”.

En general, se atribuye al Estado empleador ciertas y algunas caracterís-
ticas singulares que presentan determinadas dificultades a la hora de aceptar sin 
más la penetración de un procedimiento de negociación, como es la negociación 
colectiva, a la hora de determinar las condiciones de trabajo de los empleados pú-
blicos: el principio de la legalidad, el principio de sometimiento presupuestario 
de la Administración Pública, la prohibición de transacción, que no tiene un em-
pleador privado, entre otras, son ingredientes –ciertos, realmente– que justifican 
o pretenden justificar esta posición unilateral de la determinación de las condi-
ciones de trabajo por parte de este singularísimo empleador (que es nada menos 
que el Estado o una pieza central del Estado que es la Administración Pública).

Junto a este tipo de consideraciones hay otras de no menor entidad: son las 
de aquellos sistemas jurídicos en que el empleo público presenta una bipartición 
esencial. Hay en general muchos sistemas jurídicos de dos tipos de empleados pú-
blicos, es decir, dos tipos de personas que prestan servicios retribuidos para las 
administraciones públicas: los empleados públicos sometidos a un régimen jurí-
dico privado a los que se aplica el ordenamiento jurídico general común –igual 
que si se tratase de trabajadores privados que prestaran servicios para un emplea-
dor privado, en cuyo ámbito la penetración de la negociación colectiva no ha sido 
tan compleja ni dificultosa como en el otro al que me referiré a continuación– y 
el segundo colectivo, conformado por aquellos empleados públicos cuya vincu-
lación jurídica con la Administración Pública no es contractual, como el caso de 
los trabajadores para las empresas privadas, sino a través de una relación jurídica 
estatutaria o funcionarial regulada por la propia Administración Pública, es decir, 
un régimen de función pública en sentido estricto; son empleados públicos cuya 
vinculación jurídica con la Administración Pública no está regulada por el Dere-
cho del Trabajo (ni la cobertura es contractual, como en el primer caso), sino que 
es estatutaria. Es la propia Administración –como acabo de decir– quien fija, es-
tablece la regulación de estas relaciones desde el Derecho Administrativo y no 
desde el Derecho del Trabajo.

En este ámbito de la función pública, que es una realidad muy importante 
en los sistemas europeos, esta bipartición, en donde los funcionarios públicos re-
presentan –digamos– el núcleo central de satisfacción de necesidades públicas, el 
funcionamiento de la administración básicamente se apoya en la función pública 
mayoritariamente, en tanto que las relaciones de los empleados públicos sometidos 
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al régimen jurídico privado representan porcentajes menores comparativamente. 
En este ámbito de los funcionarios públicos la penetración de la negociación co-
lectiva ha sido harto dificultosa.

Sin embargo, esto se ha ido corrigiendo. Se pasó, por tanto, a una segun-
da etapa, en la que diversas construcciones han ido abriendo trabajosamente el 
camino para el reconocimiento de la negociación colectiva. Una primera cons-
trucción es la “laboralización de la función pública”. ¿Qué se entiende por esta 
expresión? Pues que determinados derechos laborales de los trabajadores, his-
tóricamente recogidos en los respectivos ordenamientos jurídicos, han amplia-
do su titularidad subjetiva y se han ido aplicando paulatinamente, por reconoci-
mientos normativos correspondientes, también a los funcionarios públicos. De 
tal manera que aquella bipartición en el empleo público entre el Derecho del 
Trabajo y el Derecho Administrativo, no es que se haya corregido, pues toda-
vía goza de buena salud, pero sí se ha visto que se han ido ampliando los ám-
bitos subjetivos de determinados derechos laborales, determinados derechos de 
los trabajadores, fundamentalmente en el ámbito de las relaciones colectivas de 
trabajo, en beneficio de  los funcionarios públicos. De tal manera que el pro-
cedimiento ha consistido en que las leyes laborales que regulan estos derechos 
(por ejemplo las leyes de libertad sindical o las leyes que regulan el derecho de 
huelga) han atribuido la titularidad del derecho no solo a los trabajadores, cla-
ro, sino también a los funcionarios públicos, con algunas peculiaridades o sin 
ellas: en el caso de la libertad sindical, sin ninguna peculiaridad; en el caso del 
derecho de huelga, sin ninguna peculiaridad; en el caso del derecho de represen-
tación colectiva, de los derechos de los trabajadores y también de los funciona-
rios públicos (con alguna peculiaridad).

Bien pues, la negociación colectiva para el empleo público y concretamen-
te para la función pública, se ha beneficiado de este proceso histórico de labora-
lización de los derechos de los funcionarios públicos. Son derechos laborales de 
los que se benefician también los funcionarios públicos. Son derechos que se han 
construido históricamente para los trabajadores pero que en su reconocimiento 
constitucional y de desarrollo legislativo ordinario también se extienden, por tan-
to, a los funcionarios públicos. Han ido ampliando su activo de derechos los fun-
cionarios públicos, además de los derechos que derivan de la regulación jurídi-
ca estatutaria o funcionarial con determinados derechos laborales, muy importan-
tes, que proceden del ámbito del Derecho del Trabajo. Curioso fenómeno este de 
la laboralización de la función pública, pues, a pesar de todo, al día de hoy, no ha 
arrumbado con la bipartición clásica.
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Hay que recordar que la mencionada bipartición es, fundamentalmente, de 
origen continental europeo (específicamente de la Revolución Francesa). Ese es 
el arranque de este principio cultural, que está más o menos extendido en deter-
minados ámbitos, incluso en algunos países está sometida a determinado cuestio-
namiento; sin embargo, ahí está todavía en plena vigencia, pero con algunos co-
rrectivos como este cualificado (de la laboralización de la función pública). O tam-
bién a las construcciones derivadas de reconocimientos constitucionales que, por 
ejemplo, atribuyen a los funcionarios públicos, a los empleados públicos en ge-
neral y a los funcionarios públicos (en particular) determinados derechos labora-
les (por ejemplo el derecho a la libertad sindical) y guardan silencio sobre el tema 
de la negociación colectiva.

Al guardar silencio sobre si la negociación colectiva para la función públi-
ca está reconocida o no está reconocida, se da margen a un razonamiento: la ne-
gociación colectiva es una pieza central de la libertad sindical; y no es posible en-
tender el carácter de la libertad sindical como derecho matriz identificativo de un 
determinado modelo democrático de ordenación jurídica de las relaciones labo-
rales sin pensar en los instrumentos de acción propios de la libertad sindical. La 
libertad sindical no es un simple derecho instrumental que permite a sus titulares 
organizar, constituir organizaciones de defensa de intereses –claro, esa es una di-
mensión inicial de carácter organizativo que de no estar ahí no tendría sentido este 
asunto– pues la libertad sindical también comprende los medios de acción indis-
pensables para llevar a cabo a estas organizaciones (cuya creación se permite li-
bremente). ¿Y cuáles son estos instrumentos? Pues básicamente son los derechos 
de conflicto y los derechos de negociación; las organizaciones sindicales (así como 
las organizaciones empresariales) llevan a cabo su acción a través de relaciones 
de negociación y de relaciones de conflicto, indistintamente.

¿Qué reconocimiento constitucional de la libertad sindical sería ese que 
impidiera a una parte importante de los empleados, de los trabajadores –en este 
caso los trabajadores o funcionarios públicos– la existencia o utilización de ins-
trumentos de negociación colectiva o de conflicto colectivo? No tendría sentido. 
Y se construye, incluso constitucionalmente, el concepto de contenido complejo 
del Derecho, entendiendo así a la libertad sindical, no porque sea difícil de enten-
der, sino porque en su interior hay una pluralidad de componentes, entre ellos, la 
negociación colectiva.

La negociación colectiva, se concluye, es el proceso de reflexión institucio-
nal. Integra el contenido esencial de la libertad sindical. Construcciones parale-
las de los Tribunales o Cortes Constitucionales sostienen que el contenido esen-
cial de un derecho es aquel que lo identifica como tal y no como otro. Si faltase 
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alguna de las facultades que lo hacen reconocible como tal, estaríamos hablando 
de un derecho distinto y no de ese. Así, por ejemplo, si un ordenamiento jurídico 
eliminara el derecho de enajenación de la propiedad, entonces ahí entraría a tallar 
lo mencionado sobre la construcción del contenido esencial y las Cortes Consti-
tucionales negarían esa locura del legislador. La declararían inconstitucional por-
que está alterando el contenido esencial del derecho, el conjunto de facultades que 
lo hacen reconocible como tal (el nome juris).

Bueno, pues, por ahí ha venido penetrando esta construcción de tal manera 
que se ha llegado a la conclusión, por ahorrar tiempo en esta exposición que es-
toy haciendo –y no cansarles más de lo debido– que la negociación colectiva for-
ma parte del contenido esencial del derecho de libertad sindical. Ergo, si la Cons-
titución proclama el derecho de libertad sindical y también el derecho de libertad 
sindical de los funcionarios públicos, implícitamente está contenida la negocia-
ción colectiva de los funcionarios públicos. Esta idea se abre camino: estamos en 
la segunda etapa mencionada, pues incluso sin un reconocimiento constitucional 
expreso de la negociación colectiva de los funcionarios públicos, sí existen reco-
nocimientos normativos de las leyes del Estado.

Aquí incide un argumento coadyuvante central, que es la aportación de la 
Organización Internacional del Trabajo; fundamentalmente la importación a los 
derechos internos de los Convenios de la OIT 151, adoptado por la Organización 
en 1979 sobre protección del derecho de sindicación y procedimientos de deter-
minación de condiciones para los empleados públicos que reconoce, redactado en 
términos tan amplios como son los propios de este tipo de instrumentos normati-
vos lógicamente, porque la Organización Internacional del Trabajo mira a reali-
dades institucionales muy diversas de los países miembros al respecto, será el Es-
tado miembro que ratifique el Convenio, quien tendrá que adaptar su ordenamien-
to jurídico a este reconocimiento; pero este paso fue trascendental, este Convenio 
151, y también el 154 del año 1981, sobre fomento de la negociación colectiva, 
contiene algunas referencias a los procedimientos de determinación de condicio-
nes de trabajo en la Administración Pública para los empleados públicos.

Bien, en este caso es un elemento normativo de carácter internacional que 
se integra en los ordenamientos de los Estados miembros; construcciones internas 
con argumentaciones constitucionales tal; lo que pasa es que en esta segunda eta-
pa los operadores jurídicos tienen miedo a los términos. Como veníamos hablan-
do, Alfredo Villavicencio y yo, sobre el tema del lenguaje; él sostenía que se ha 
recuperado el debate también en ese plano. Bueno, el lenguaje no se ha perdido 
nunca, es un espacio muy importante para el debate, para la transmisión del con-
flicto a partir del conflicto. Curiosamente, la negociación colectiva, sin nombrarla,  
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“la innombrable”, podríamos decir, se abría camino a través de esquemas termino-
lógicos y de nomenclaturas sospechosas: “procedimientos de consulta”, “de par-
ticipación”, “procesos de diálogo social”, en fin. La negociación colectiva es algo 
muy concreto: es un proceso de determinación conjunto de condiciones y los pro-
cedimientos de negociación de condiciones de trabajo se abren camino a través 
de estas terminologías.

En la experiencia del ordenamiento jurídico español –les prometía al princi-
pio que no haría ninguna referencia a ordenamientos jurídicos concretos, pero esta 
es una excepción que confirma la regla– la negociación colectiva de condiciones 
de trabajo a las instituciones públicas penetra de la mano de una legislación que 
huye de la terminología. Esto abrió un debate paralelo en el ordenamiento español.  
Sin reconocer la expresión, existía cobertura internacional, había debate constitu-
cional coadyuvante, pero tuvieron que pasar varios años para que esa misma ley, 
en una modificación importante, de base a la negociación colectiva de los funcio-
narios públicos (con cambios apenas en los términos y no tanto en los contenidos).

Bien, pues ya no hay ninguna dificultad para entender que está plenamen-
te aceptada la negociación colectiva. Nos encontramos en la tercera fase, donde 
los ordenamientos jurídicos reconocen el derecho de los funcionarios públicos 
también a participar en la negociación colectiva sus condiciones de trabajo en-
tre la Administración Pública y la representación de los intereses de los funcio-
narios públicos. Se articulan y alumbran auténticos procedimientos de negocia-
ción colectiva, aunque con peculiaridades institucionales. No hay un reconoci-
miento en plano de igualdad con la negociación colectiva laboral del personal 
laboral que preste servicios para el empresario privado o para la Administra-
ción Pública, pero en régimen laboral contractual: no la hay. En ninguno de los 
países donde he mirado este asunto, no la hay. Hay sí un reconocimiento no ya 
de procedimientos de consulta sino de negociación colectiva de los funciona-
rios públicos, pero con importantes peculiaridades. ¿Cuáles serían estas pecu-
liaridades, en términos de resumen?

Primera: se regula en marcos normativos diferenciales, no es la ley común 
de negociación colectiva, como sí es en materia de libertad sindical. La ley común 
de libertad sindical es para todos e incluye a los funcionarios públicos; pero en la 
negociación colectiva no existe lo mismo, pues se tiene una norma, una ley espe-
cial para la negociación colectiva de los funcionarios públicos, en una ley especial 
monográfica o en una parte de una ley para los funcionarios públicos.

Segundo: un régimen jurídico de negociación específico, peculiar, muy for-
malizado por la legislación del Estado, donde se identifican no solo naturalmente 
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el régimen común los sujetos negociadores –quienes están legitimados para ne-
gociar– sino el procedimiento negociador. Se atribuye la negociación en términos 
generales a los sindicatos, no a los órganos unitarios; es decir, en estos países a 
los que me estoy refiriendo hay dos vías de representación de intereses de los tra-
bajadores, los órganos unitarios y los órganos sindicales y se atribuye en térmi-
nos generales a los órganos sindicales la negociación.

Se excluyen, en tercer lugar, determinadas materias de la negociación; se 
tiene a la negociación como un procedimiento de determinación de condiciones 
de trabajo, pero cuando las condiciones de trabajo tienen que ver con determina-
das materias, no puedo penetrar la negociación colectiva; ¿cuáles son  estas ma-
terias?, pues varían cada una de elemento en elemento, pero son fundamental-
mente el ejercicio de las potestades administrativas, lo que afecte a los derechos 
de los ciudadanos y de los usuarios de los servicios públicos, lo que afecte a los 
procedimientos de determinación de los actos administrativos, determinados co-
lectivos de funcionarios públicos quedan excluidos, fundamentalmente el perso-
nal directivo, etc., son restricciones importantes que tienen una justificación jurí-
dico política importante.

Y finalmente la última “peculiaridad” (entre comillas, porque puede ser más 
que peculiaridad) es que se diversifican los tipos de acuerdo. En lugar de hablar 
del convenio colectivo como resultado del proceso de negociación, se hace una 
tipología de acuerdos, se llaman acuerdos, pactos (depende de la terminología de 
los ordenamientos jurídicos), pero la característica fundamental es que determi-
nados pactos requieren autorización administrativa. Es incompatible con un mo-
delo de negociación colectiva una autorización administrativa del convenio. Está 
claro que si hay autorización administrativa de convenio no hay negociación co-
lectiva, pues el control es judicial. Si el convenio colectivo se extralimita y pacta 
contra ley, pues serán los tribunales los que determinen. En este caso, un número 
determinado de pactos operan automáticamente pero otros, los que tienen que ver 
en términos generales con el ejercicio de las competencias, por parte del órgano 
administrativo que pacta las condiciones de trabajo, requieren autorización admi-
nistrativa que en caso de otorgarse tiene plena vigencia (y en caso de no otorgar-
se, el pacto no puede entrar en vigencia).

En conclusión, de esta tercera etapa de reconocimiento legislativo de la ne-
gociación colectiva de los funcionarios públicos se desprende el alumbramiento 
de un régimen especial con determinadas limitaciones. No hay una equiparación 
institucional con la negociación colectiva común, con la negociación colectiva 
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de los trabajadores y también de los empleados públicos no sometidos al régi-
men de función.

Queridas amigas, queridos amigos, querido Presidente electo, esto es como 
veo yo este asunto, me he permitido presentar una construcción evolutiva de esta 
realidad y desde luego sigue siendo un tema problemático este de las relaciones 
entre negociación colectiva y, más que empleados públicos, función pública, fun-
cionarios públicos en el caso de que el ordenamiento jurídico distinga esta bipar-
tición del empleo. Ha sido un placer. Muchas gracias.
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LA NEGOCIACIÓN COLECTIVA  
EN EL RÉGIMEN LABORAL PÚBLICO

Lunes 11 de mayo de 2015

Transcripción de comentaristas y público
1. Víctor Ferro

Nuevamente el doctor Palomeque nos deleita con una estupenda presen-
tación que nos abre un panorama muy rico, muy llamado a la reflexión, que nos 
enfrenta a una situación muy particular, la que significa el real reconocimiento 
de lo que queremos hacer nosotros como colectividad en materia de negociación 
colectiva en el Sector Público. Primero, no perdamos de vista que tenemos un 
mandato constitucional, el fomento a la negociación colectiva que reconoce en el  
artículo 28 de nuestra Carta Magna. Entonces, esto implica que si queremos un 
verdadero Estado Democrático de Derecho, no podemos dejar de lado lo que cons-
tituye una pieza central de este ordenamiento, cual es la negociación colectiva.

El hecho de que, respecto de los servidores públicos, la Constitución so-
lamente prevea el derecho a la sindicación y a la huelga –artículo 42– impli-
ca que ha habido un reconocimiento expreso de estos dos derechos, pero como 
bien decía Manuel Palomeque, hay de por medio pues un reconocimiento im-
plícito. No se entiende bien cómo puede haber libertad sindical sin este instru-
mento básico que es la negociación colectiva. Por supuesto, el reconocimien-
to del derecho a la negociación colectiva tiene que ver con el Convenio 98 rati-
ficado por el Perú, que la reconoce como un instrumento central y esto ha sido 
parte de la declaración de principios y derechos fundamentales en el trabajo de 
la OIT. Es pues pieza básica de la gobernanza del mercado laboral, por lo cual 
este derecho no puede ser soslayado. Sin embargo, como se acaba de mencio-
nar, no es un derecho sencillo, no es un derecho que pueda implementarse de 
un momento a otro; requiere abrir el camino, despejar la trocha para que progre-
sivamente se pueda avanzar en esa línea.
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En principio, los actores sociales, Estados, entidades representativas del 
Sector Público, tienen que iniciar un procedimiento de consulta, un procedimien-
to que permita establecer los grandes lineamientos para que vayamos avanzan-
do en la dirección de un sistema integral de negociación colectiva que sea jus-
to y equitativo en el Sector Público. Dicho esto, no puede desconocerse que en 
el Sector Público peruano coexisten notables diferencias en la disponibilidad de 
recursos con que cuentan las entidades del Estado; aquellos que manejan recur-
sos propios o tienen financiamiento directo, evidentemente tienen mejores posi-
bilidades para otorgar mayores remuneraciones, y esto lo tenemos perfectamen-
te visualizado, entidades como la Sunat o los Registros Públicos han venido ne-
gociando y han venido obteniendo beneficios que no necesariamente logran pro-
ducirse en otras entidades que están en nuestro Sector Público, como por ejem-
plo ocurre en el Ministerio de Trabajo o la Sociedad de Beneficencia Pública de 
Puno, cuya disponibilidad de recursos es muy limitada. ¿Es razonable entonces 
que se alienten y perpetúen estas diferencias? ¿Es justo que empleados públicos 
al servicio del Estado sean objeto de significativas diferencias en sus ingresos en 
función de la disponibilidad de recursos con que cuente la respectiva entidad? Yo 
creo que no se trata solamente de decir: “la negociación colectiva está reconoci-
da, listos, salga cada uno a negociar y obtenga lo que pueda, arréglenselas”. Creo 
que es precisamente por este caos remunerativo que tiene el Sector Público, que 
la negociación colectiva es particularmente relevante, porque se requiere el con-
senso social para estructurar, por ejemplo, un sistema nacional de remuneracio-
nes del Sector Público y ello es precisamente uno de los mecanismos donde me-
jor podría avanzar la negociación colectiva.

Creemos que este proceso debe ser gradual, pero con un horizonte claro; 
es impostergable la necesidad de que contemos con un sistema de remuneracio-
nes en el Sector Público, pero creo que no abriéndolo para que cada entidad nego-
cie a su real saber y entender, sino para que primero logremos abrir mecanismos 
de consulta. Creo que podemos ir pensando en un sistema donde se logre estruc-
turar un sistema de remuneraciones que ordene este desorden en el cual vivimos 
hoy, y que permita asistir, finalmente, a una negociación centralizada en donde 
los interlocutores sociales establezcan los parámetros para las mejoras salariales a 
ser incorporadas seguidamente en el presupuesto nacional del siguiente ejercicio.

Pero también postulamos a una negociación colectiva que tenga en cuenta 
que, en los aumentos salariales, debe privilegiarse que los incrementos se alcan-
cen en función de objetivos cumplidos: no simplemente el aumento general a to-
dos por igual. Creemos que deberemos avanzar en una función pública que esté 
centrada en alcanzar determinadas metas, que sea el incremento en los sectores la 
evaluación del desempeño y la mejora en la competitividad; por esa vía lograremos 
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el Estado Democrático de Derecho al que todos aspiramos, con un reconocimiento 
central al rol que corresponde a la negociación colectiva. Muchas gracias.

2. Alfredo Villavicencio

Voy a mencionar mi percepción sobre los hechos de la realidad y luego voy 
a plantear lo que dice la OIT en el estudio general, lo que dice la OIT respecto 
del Perú, lo que dice nuestra Corte Suprema y lo que dicen las leyes de repúbli-
cas hermanas, por lo menos las más recientes, y ustedes, gente toda lúcida y for-
mada, sacarán sus propias conclusiones.

En primer lugar, está el tema de la capacidad adquisitiva de la realidad. ¿Qué 
pasa con los funcionarios públicos? Según el INEI, del año 1980 al 2012, los sa-
larios de los funcionarios públicos han perdido el 88% de su capacidad adquisi-
tiva. Esto, queridos amigos, significa, por ejemplo, que un maestro que hoy gana 
1,200 soles debería estar ganando 6,600 soles; y que un médico que gana 3,500 
soles, en verdad debería estar ganando 19,000 soles (…) ¿se imaginan ustedes la 
cantidad de lo perdido en salud, en vivienda, en vestido, en educación?, porque 
cuando hablamos de las cifras nos olvidamos muchas veces que el salario es el 
sustento que nos permite cubrir todas estas necesidades, esa es la realidad, la pri-
mera realidad que sale de los datos oficiales.

En el contexto internacional, en el año 2013, la OIT miró el mundo y su 
comité de expertos hizo un estudio general sobre la negociación colectiva en el 
Sector Público, bajo el título “La negociación colectiva en el Sector Público: Un 
camino a seguir”. Les leo un párrafo porque el tiempo que se me ha asignado es 
realmente corto: “En términos generales, el derecho de sindicación y de negocia-
ción colectiva está estrechamente relacionado con los demás derechos fundamen-
tales en el trabajo, complementa la libertad sindical y es un instrumento construc-
tivo que favorece la protección de los trabajadores y las trabajadoras que se en-
cuentran a menudo en posición de vulnerabilidad y permite promover el conjun-
to de los derechos fundamentales; es un instrumento clave para garantizar la no 
discriminación y la igualdad, incluida la igualdad de remuneraciones de hombres 
y mujeres por un trabajo de igual valor, dado que integra al mundo del trabajo la 
garantía de los derechos fundamentales. El reconocimiento internacional del de-
recho de negociación colectiva en la Administración Pública, es una reivindica-
ción de larga data del movimiento sindical, el cual ha venido criticando con razo-
nes sólidas la desigualdad de trato contra los funcionarios públicos en este cam-
po”. Como se ve, el Informe General reitera permanentemente que la negociación 
colectiva es un camino a seguir en la función pública.
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En el contexto latinoamericano, haré referencia solamente a dos experien-
cias comparadas: Uruguay aprobó en 2008 la Ley 18508, que establece y regula 
el derecho de negociación colectiva por su propio nombre, ocupándose de mate-
rias salariales y con una política actual que dice que los incrementos deben ser el 
costo de vida más 1%, porque hay que recuperar la capacidad perdida de años an-
teriores. En Colombia está el Decreto 1092 del año 2012, que evidentemente re-
glamenta el contenido, el objeto y señala explícitamente algo que mencionaba el 
Dr. Palomeque en su brillante exposición: están excluidas materias como estruc-
tura organizacional, las competencias de la administración y organización del Es-
tado, procedimientos administrativos, régimen disciplinario, están excluidos, pero 
específicamente dice “en materia salarial podrá haber concertación”.

Pasamos entonces a otro tema. La regulación Servir no solo afecta la nego-
ciación colectiva en materia de condiciones de trabajo y condiciones salariales, 
sino afecta también la jurisdicción arbitral y esto ha sido objeto de un pronuncia-
miento de la Corte Suprema del Perú, que se ha pronunciado reiteradamente so-
bre restricciones similares en materia de condiciones de trabajo, señalando lo que 
el profesor Palomeque decía con toda claridad que: la negociación colectiva for-
ma parte del contenido esencial de la libertad sindical. Permítanme leerles algu-
nas de las ejecutorias: “Este colegiado considera que la disposición presupuesta-
ria invocada por la recurrente que prohíbe efectuar incrementos o reajustes en las 
remuneraciones en los últimos cinco años en los tres niveles de Gobierno, termi-
naría por desconocer el contenido esencial del derecho de negociación colectiva, 
ya que se negaría de plano la posibilidad de mejorar las condiciones de vida y de 
trabajo de los destinatarios (…)” –mejorar, dice la Corte, cuando, como hemos 
señalado, se arrastra el 88 % de pérdida de capacidad adquisitiva– “que es preci-
samente la razón de ser de la negociación colectiva, con lo que infringiría la obli-
gación del Estado de fomentar, a través de la negociación colectiva y los medios 
alternativos de solución de conflictos, entre ellos el arbitraje, la resolución de los 
conflictos laborales existentes de materia definitiva y autónoma”.

Otra ejecutoria: “Que de conformidad con el artículo 4 del Convenio 98 se 
deberán adoptar medidas adecuadas a las condiciones nacionales cuando ello sea 
necesario para estimular y fomentar entre los empleadores y las organizaciones 
de empleadores de una parte y las organizaciones de trabajadores por otro, el ple-
no desarrollo y uso de procedimientos de negociación voluntaria con el objeto de 
reglamentar por contratos colectivos las condiciones de empleo”.

Les decía, sobre jurisdicción arbitral hay un informe de la Defensoría del 
Pueblo, porque no solo se afecta ese contenido esencial en materia económica, 
sino se afecta también la jurisdicción arbitral y el Informe N° 367-2013 de la 
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Defensoría del Pueblo, dice: “Como se ha señalado anteriormente, la Constitu-
ción ha reconocido el carácter jurisdiccional del arbitraje y a nivel normativo se 
ha desarrollado su competencia en la resolución de conflictos patrimoniales, es 
decir, de disposición, en la medida en que el inicio y la continuación del procedi-
miento arbitral esté supeditado a la manifestación de la libre voluntad privada de 
las partes. Dicha competencia permite que en el arbitraje se resuelvan controver-
sias planteadas en una negociación colectiva, es decir, los árbitros pueden asumir 
la competencia sobre conflictos relacionados con las condiciones laborales y con 
el incremento de las remuneraciones que se dan en toda relación laboral, toda vez 
que tanto como empleador vía negociación colectiva tiene la posibilidad de inci-
dir sobre estos aspectos o de renunciar a dichas pretensiones. No obstante, la Ley 
de Presupuesto impide que los árbitros se pronuncien sobre los incrementos de las 
remuneraciones, a pesar de que se trata de un aspecto de libre disposición en una 
relación laboral, pues tanto el empleador como los trabajadores tienen la potes-
tad de discutir este tipo de pretensiones y de arbitrar; tal situación representa una 
grave interferencia, a través de la Ley de Presupuesto, en la función jurisdiccional 
de los árbitros, pues conforme a lo establecido por el Tribunal Constitucional, se 
restringe su margen de decisión al declararse la nulidad de pleno derecho y dejar 
sin eficacia los laudos que contengan aspectos remunerativos o de cualquier otro 
aspecto de libre disposición”. Este informe no es sobre la Ley Servir, es sobre la 
Ley de Presupuesto, las reiteradas leyes de presupuesto que tienen las mismas nor-
mas que la Ley Servir, y la Ley Servir incluso va un poquito más allá, ¿Verdad?

Entonces simplemente para terminar, quiero leerles, aunque esta es una cita 
larga pero bueno, como he dicho que voy a ser institucional la tengo que leer, me 
gustaría frasearla, no me gusta leer cosas, me gusta más decirlas, pero este es un 
pronunciamiento sobre la Ley Servir, reciente, de la Comisión de Expertos en la 
aplicación de Convenios y Recomendaciones de la OIT, para ya no hablar de in-
forme general, todos los países, sino sobre el Perú:

“La Comisión toma nota de las observaciones de las Confederaciones CTP, 
CAP, CGTP relativas a la Ley N° 30057, así como a las leyes presupuestales del 
país que niegan a los trabajadores públicos la determinación de sus remuneracio-
nes y otras materias con incidencia económica a través de la negociación colectiva.

La Comisión toma nota de que el Gobierno indica en su memoria (subra-
ya, indica en su memoria) 1) en un informe del 4 de febrero de 2014 la Defenso-
ría del Pueblo concluyó que los artículos 42, 43 y 44 de la Ley, afectan de modo 
injustificado el derecho de negociación colectiva; y 2) en un pronunciamiento del 
22 de mayo de 2014 el Tribunal Constitucional, si bien no alcanzó una mayoría 
que permitiera declarar fundada la demanda de inconstitucionalidad, exhortó al 
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Congreso de la República a que con base en el Convenio adoptara una norma que 
introduzca un mecanismo que permita el verdadero diálogo entre los trabajadores 
públicos y la Administración Pública en materia remunerativa –(recalca: ojo, en 
materia remunerativa, no es solamente consulta sobre cualquier cosa, sino en ma-
teria remunerativa)– La Comisión observa que las leyes de presupuesto del Sec-
tor Público para los años fiscales 2013 y 2014 prohíben el reajuste, incremento o 
creación de cualquier forma de ingreso para los trabajadores del Sector Público 
cualquiera sea su mecanismo. La Comisión observa también que el artículo 42 de 
la Ley N° 30057 establece expresamente que los servidores tienen derecho a so-
licitar la mejora de sus condiciones no económicas incluyendo el cambio de con-
diciones de trabajo y condiciones de empleo de acuerdo a las posibilidades pre-
supuestales y de infraestructura de la entidad y la naturaleza de las funciones que 
en ella se cumplan”.

Pasaré directamente a una parte de interés, dado el tiempo concedido. “La 
Comisión constata con preocupación que las mencionadas disposiciones legisla-
tivas excluyen cualquier mecanismo de participación, incluida la negociación, en 
la determinación de los temas salariales o de incidencia económica en el conjun-
to del Sector Público, lo cual es contrario al artículo 7 del Convenio, que al refe-
rirse a negociación o participación de las organizaciones de empleados públicos 
en la determinación de las condiciones de trabajo, incluye los aspectos económi-
cos de estos”. El Comité de Libertad Sindical ya lo había dicho en una queja pre-
sentada por la Sunat, había dicho que la exclusión de la materia salarial de la ne-
gociación colectiva, vulneraba gravemente el artículo 7 al que acabamos de hacer 
mención. Como comprenderán no les voy a dar mi opinión porque les he tratado 
de hacer una presentación institucional, ¿verdad?, esto es lo que dicen los órganos 
especializados sobre la materia y yo simplemente les pido a ustedes, en primer lu-
gar, que saquen su propia conclusión. En segundo lugar, les pido disculpas porque 
tengo clase a las 11 de la mañana en la universidad y me voy a tener que retirar.

3. Eduardo Rodríguez (OIT)

Quiero hacer un reconocimiento no solamente a quienes integran este pa-
nel al cual me honro en asistir en representación de la OIT, sino también del pú-
blico en general, entre nosotros encontramos destacados dirigentes sindicales, ob-
viamente funcionarios, miembros de la academia y también un grupo muy impor-
tante de hombres y mujeres jóvenes que pienso es muy significativo también re-
saltar. Muy brevemente voy a referirme a algunos de los aspectos que me han pe-
dido tratar. En una nota de opinión técnica, habíamos señalado que el proyecto 
de ley que se alcanzó en consulta a la OIT –en ese momento se estaba discutien-
do y después se conformó en la Ley– traducía un criterio de desequilibrio entre 
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las necesidades y funciones de la Administración Pública con los derechos de los 
trabajadores y funcionarios. Quiero aquí agregar una cuestión fundamental y, es 
decir, ¿cuál es la responsabilidad que tiene el Estado en relación con los derechos 
humanos y, por tanto, entonces con la libertad sindical y la negociación colectiva? 
Entonces, hay necesidad de hacer esa armonización y hay necesidad por tanto de 
la promoción, la tutela, la restitución de este conjunto de estos derechos como par-
te de las obligaciones fundamentales del Estado y eso tiene que ver fundamental-
mente también con otro criterio general que se establece de esta nota de opinión, 
que esta armonización no debe implicar una subordinación de los derechos a la 
libertad sindical y a la negociación colectiva sino al contrario, una armonización 
con los intereses de la propia sociedad, porque la libertad sindical y la negocia-
ción colectiva son parte fundamental y visible de las propias necesidades de de-
sarrollo, de justicia social y del Estado de Derecho; entonces, en ese sentido este 
desequilibrio es un elemento fundamental que se plantea.

El otro aspecto que resalta en las conclusiones generales es la ausencia 
de los mecanismos de consulta y participación pero también de desarrollo de 
los mecanismos de autocomposición que son siempre de carácter preventivo 
y son siempre fortalecedores de la propia institucionalidad y que obviamen-
te van de la mano también con los aspectos referidos a la mejora de la calidad 
de los servicios, pero también a la continuidad en la propia prestación de los 
servicios en tanto en cuanto sus mecanismos contribuyen justamente a resol-
ver parte de las controversias o de las quejas que se dan en el ámbito de la re-
lación laboral.

El otro aspecto que se señala es que el proyecto –en ese momento– de 
ley tenía una serie de contradicciones o de falta de articulación y sintonía con 
convenios como el 87, el 98 y el 151 y que obviamente tampoco correspondía 
a ciertos criterios que estaban establecidos, como por ejemplo en el convenio 
154 y en ese mismo sentido también la nota de opinión técnica hace referen-
cia a disposiciones constitucionales que aquí se han citado, así como también 
al Pacto Internacional de Derechos Económicos y Sociales, el Protocolo de San 
Salvador, etc., es decir, la nota de opinión técnica no solamente se basa en nor-
mas internacionales y en los pronunciamientos de los órganos de control nor-
mativos, sino también en este marco mucho más amplio de los derechos huma-
nos fundamentales.

Otro aspecto fundamental que se destaca es que en la ley se da, en opinión 
de la propia OIT, un poder reglamentario bastante amplio y, por tanto, entonces 
ahí se señala la necesidad de acomodarlo, de mejorarlo con relación al principio 
de reserva legal.
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Podría seguir extendiéndome en ese conjunto de pronunciamientos que for-
man parte de la opinión técnica pero creo que son de dominio general porque fue-
ron ampliamente difundidos. Quiero solamente hacer tres referencias finales; la 
primera es que la nota de opinión técnica no prejuzga sobre las decisiones de los 
órganos de control normativo; y segundo que también se basa, se fundamenta en 
lo que establece la propia Constitución de la OIT y, particularmente, el artículo 
19 que además lo retoma el artículo 1 del Convenio 151 que está ratificado, en el 
sentido de que son normas mínimas y, por tanto, entonces si a nivel nacional exis-
ten otras normas sean estas legislativas o sean estas de decisiones de los órganos 
jurisdiccionales, en que mejore la situación esas deberían ponerse en considera-
ción y esto es muy importante por las decisiones que están pendientes del Tribu-
nal Constitucional y la discusión de ese antecedente que se tiene.

Pero más que esto, la opinión técnica me parece que fue muy importante y 
resaltó también la necesidad de la consideración de la situación de las organiza-
ciones sindicales. Ya el Dr. Villavicencio hizo mención al último informe de la 
Comisión de Expertos que salió publicado en febrero de este año que evidencia 
la opinión de la Organización, –no de la Oficina sino de la Organización– y, por 
tanto, es una opinión importante para ser considerada a nivel nacional. Pero adi-
cional a eso, el Dr. Villavicencio hacía referencia a otras quejas que se han pre-
sentado; hay que decir que el Perú es uno de los tres países que a nivel mundial 
ha hecho mayor uso de las quejas por violación a la libertad sindical y que la ma-
yor parte de estas quejas se refieren al Sector Público y se refieren fundamental-
mente a las restricciones a la negociación colectiva, y ¿por qué ese número? ese 
número es porque lamentablemente no se han atendido de manera suficiente esas 
observaciones y recomendaciones para el mejoramiento, no solamente de los ca-
sos específicos, sino del propio marco normativo.

En marzo de este año salió publicado el último informe del Comité de Li-
bertad Sindical en el cual da su pronunciamiento con relación a las quejas 2941 y 
3026 que además lo hacen en un solo informe y en ese sentido reitera de alguna 
manera los aspectos fundamentales que ya estaban en esta nota de opinión técni-
ca respecto de la participación y consulta que debe de haber por parte de las auto-
ridades para el tema de la definición tanto de carácter salarial, como de otros as-
pectos fundamentales, y pide poner de conformidad la legislación nacional con 
justamente lo establecido en los convenios internacionales de trabajo.

Quiero terminar con lo siguiente, y aquí se ha planteado. Si hay un mar-
co normativo que es el del Convenio 98 y hay otro marco normativo que se refie-
re al Convenio 151, ¿qué es lo que nosotros encontramos?: lo que encontramos 
es que la Ley Servir es una ley que no toma en consideración los ámbitos y la 
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extensión de la negociación colectiva reconocida en el propio Convenio 98. En-
tonces, del conjunto de actores o del ámbito personal que regula o rige esta nue-
va Ley, que es más o menos un millón y medio de trabajadores, al final de cuen-
tas quiere aplicar solamente los criterios del 151 y no del 98, y aún en el 151 hay 
un conjunto –como ya señalé– de restricciones fundamentales. Entonces esta fal-
ta de diferenciación de los sujetos que se van a regular pueden traducirse en una 
restricción importante como de alguna manera lo están señalando los propios ór-
ganos de control normativo.

4. Juan Carlos Cortés

Varias cosas iniciales. En primer lugar, se me ha invitado como Presidente 
de Servir y no como miembro de la Sociedad, por tanto, tendré que hablar como 
miembro de Servir, primera vez en la historia que me invitan por mi cargo y no 
por ser miembro, pero en fin, digamos que vamos a hablar de una manera dis-
tinta entonces. En segundo lugar, hablando del tema terminológico, la ley se lla-
ma Ley del Servicio Civil y no ley Servir, entonces si vamos a ser claros en eso, 
es importante hacer la diferenciación, hay una diferencia importante entre lo que 
es servir y lo que es la ley. En tercer lugar, hay una cosa importante que Manuel 
Carlos expresó y esto es que es un tema bastante político y que, por tanto, el aná-
lisis que tenemos que hacer es un análisis político y no únicamente técnico, no es 
posible hacer un análisis de qué es lo que ha pasado en nuestro país y obviamen-
te me va a faltar un montón de tiempo para poder explicar una serie de cosas que 
hemos vivido desde Servir o que hemos vivido con dirigencias sindicales y dis-
cusiones que ha habido que no puedo señalar o conversaciones con la propia OIT 
o con quien hizo esa memoria que fue pedida por los trabajadores, presentada al 
Congreso, pero nunca dialogada previamente con el Gobierno, digamos esa mi-
rada un poquito sesgada de con quien converso y con quien no converso. Pero en 
fin, el tema es que existen igual algunas cosas positivas de la ley, por lo menos 
espero que se señale, en primer lugar hay negociación colectiva de condiciones 
de trabajo y o de remuneraciones y eso se dice claramente y desde el principio lo 
hemos dicho. En segundo lugar, hay algunas cosas nuevas que podrían ser intere-
santes, como es el arbitraje potestativo, que seguramente la OIT dirá que no debe 
darse el arbitraje potestativo, Pero digamos que hemos creído importante colo-
car en la ley el arbitraje potestativo donde el sindicato en principio podría llevar 
al arbitraje a la entidad pública. En tercer lugar, es importante también señalar, la 
comisión que todavía no se ha creado que es la que decide si es que la huelga es 
legal, quien va a determinar al presidente del tribunal, creo que para dar un tema 
de independencia; creo que son cosas positivas pero que finalmente no son toma-
das muy en cuenta.
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Otra cosa que es importante es de dónde partimos. Alfredo –que lamenta-
blemente se ha ido– decía una cosa importante, sacaba ese cuadro, y ¿qué es lo 
que ha pasado en los últimos años con referencia al tema de gasto en remunera-
ciones? Sabemos más o menos, en los últimos años se ha venido gastando más o 
menos mil millones de soles de incremento de presupuesto todos los años en re-
muneraciones; ¿cuánto ha sido en el 2013, 2014?: más o menos tres mil millones, 
¿y por qué razón? Básicamente porque se han dado aumentos a determinados sec-
tores: médicos, policías, Poder Judicial, enfermeras, etc. y eso hace que en reali-
dad el porcentaje de crecimiento en salarios en el Sector Público haya crecido, es 
más, en estos momentos hay ciertos problemas bastante importantes, por ejemplo, 
no hay médicos que quieran asumir labores administrativas, digamos, como di-
rectores, porque les están pagando mejor como médicos –lo cual nos parece muy 
bien– que como administrativos, entonces estamos como locos tratando de con-
seguir personas que vayan o mecanismos para poder hacer eso.

Entonces, eso no importa ¿no? no importa que se haya crecido un poco más, 
se esté dando un poco más y es más, creo que es importante no mirar únicamen-
te el tema de la negociación colectiva, sino la política remunerativa del Estado y 
creo que hay que ver, obviamente si es que se quiere criticar la restricción a la ne-
gociación colectiva, me parece perfecto, pero claro, vamos al campo de lo políti-
co, ¿era posible que saliera la Ley del Servicio Civil sin ciertas restricciones o ne-
gociar en las mesas? Sabemos perfectamente, y los dirigentes sindicales y quie-
nes hacemos política –en este caso yo– sabemos que eso sucede, o aquellos que 
han estado en algún momento en algún cargo político y que no hayan negocia-
do? (...) difícil que no hayan negociado, porque si no, no se sacan las cosas. En-
tonces, la cancha de mando está marcada, porque está el Tribunal Constitucional 
que está pendiente una acción en la cual resolverá –de acuerdo a lo que señalé a 
los dirigentes– pronto y establecerá, ¿qué tipo de negociación? ¿la negociación a 
nivel de entidad o la negociación centralizada, que es un tema que han plantea-
do los dirigentes sindicales después de la emisión de la ley? ¿cuál de ellas? Cla-
ro, si vamos a nivel de entidad, ¿quiénes van a poder negociar y quiénes no van 
a negociar? ¿quiénes son los que tienen presupuesto para negociar y quiénes no 
tienen presupuesto para negociar?, ¿eso lo hemos analizado?, no mucho parece.

Adicionalmente a eso, es importantísimo para la política remunerativa del 
Estado qué es lo que plantea la Ley del Servicio Civil; hemos discutido, discuti-
mos y seguiremos discutiendo con los dirigentes sindicales sobre el tema de qué 
es lo que pasa con cada uno de los regímenes, porque claro, no podemos ver a to-
dos los regímenes iguales, tienen bases distintas, y la Ley aparece más hacia el 
728 que al 276. El 276 que en estos momentos tiene una CTS ridícula, a partir 
de la norma se estaría planteando que sea una CTS mayor, de un sueldo o de un 
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promedio cercano al sueldo y luego la gratificación, que no tienen sino los 300 
soles de aguinaldo, que el año pasado han sido 500, a efectos de incrementarla; 
¿cuánto hace ese incremento? Más o menos un 18 o 20 % si es que pasaran a la 
Ley del Servicio Civil.

¿Hay un tema presupuestal? Por supuesto que hay un tema presupuestal 
¿Hay un tema político? Por supuesto que hay un tema político y creo que el aná-
lisis estrictamente de lo que dicen ciertas entidades o cierta visión únicamente del 
Estado de una manera parcial, no es posible, por lo menos eso es lo que estamos 
intentando no hacer, mirar únicamente a algunos y a ver cómo mejoran algunos 
y otros siguen en el techo (…) perdón, en el piso (…) en el techo pegados por-
que no puede dar un poco más o su techo es un techo menor, digamos por ejem-
plo, un abogado del Ministerio del Interior que hace casi lo mismo que un abo-
gado de otra entidad que no voy a señalar, con 728, ¿cuál es la diferencia? Más o 
menos cinco veces, el abogado del Ministerio del Interior gana 1,500 más o me-
nos, el otro gana 7 mil y tanto.

Digamos entonces, ¿qué es lo que hay que mirar? ¿Cuál es nuestra priori-
dad? ¿Nuestra prioridad no es tratar de ser más equitativos en el interior del Esta-
do? ¿Esa es la lógica? ¿Eso es de lo que deberíamos preocuparnos principalmen-
te? Creo que es importante obviamente hacer un análisis más jurídico, pero tam-
bién la mirada es una mirada política y una mirada de que tenemos que tratar de 
resolver los principales problemas que tenemos y los principales problemas que 
tenemos es un Sector Público que está anquilosado por años, donde no se ha he-
cho caso a muchos trabajadores y, en segundo lugar, uno donde hay una serie de 
trabajadores con remuneraciones realmente paupérrimas.

¿Cuál debe ser la apuesta? Quizás la equivocación de este Gobierno ha sido 
la apuesta por salud y educación, probablemente, pero de alguna manera sí creo 
que debemos tener una mirada mayor, una mirada mucho más política de las co-
sas y una mirada en la cual resolvamos los problemas principales que tiene el país.

5. José Miguel Delgado (Unión Nacional de Empleados Estatales)

En este panel sobre el derecho a la negociación colectiva escuchar a Villa-
vicencio, a Ferro, al Dr. Palomeque, es aleccionador, nos enseña, aprendemos de 
estos abogados expertos. Eduardo también, pero me parece interesante también 
el enfoque que ha planteado Juan Carlos Cortés, porque creo que desde el pun-
to de vista del derecho los fundamentos legales nacionales e internacionales que 
nos han dado nuestros amigos juristas son sólidos en cuanto al derecho, pero es 
cierto, el enfoque con que plantea el Gobierno el derecho a la negociación colec-
tiva es un enfoque político, definitivamente, porque el generar una situación de 
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regresión de la ley, de regresión de los derechos, requiere una decisión política y 
la Ley del Servicio Civil y la Ley de Presupuesto son leyes regresivas del Dere-
cho Laboral. Cuando en la Administración Pública hay un sector que ya ha nego-
ciado colectivamente, y considerábamos nosotros un avance y aspirábamos a eso, 
ahora estas dos leyes le quitan ese derecho a este grupo de trabajadores y eso es 
regresivo, entonces, para que una ley tenga carácter regresivo en materia laboral 
se requiere de una decisión política.

Los fundamentos de presupuesto, los argumentos de presupuesto, de la pro-
blemática del Sector Público, siempre son, pues, fundamentos y argumentos po-
líticos, porque no van en función del respeto al Derecho. Escuchaba a Villavicen-
cio y a Eduardo hablar sobre el informe de la Comisión de Expertos de la OIT y 
del informe del Comité de Libertad Sindical, en donde exigen al Gobierno perua-
no el cumplimiento del Convenio 151 y la negociación colectiva, inclusive he-
mos estado a punto de poner ahora en la Conferencia Internacional del Trabajo 
al Perú como un país violador del Convenio 151 de la OIT, no lo hemos logrado, 
estaba en el número 4 pero la semana pasada nos han comunicado que lo han sa-
cado, los funcionarios del Gobierno han trabajado muy bien al interior de la OIT 
para lograr sacar al Perú, pero ya lo tenemos puesto, casi puesto.

Quiero tocar dos temas fundamentales con relación a la negociación colec-
tiva. Uno es el tema de carácter regresivo en el que estamos en estos momentos, 
como lo decía, en materia de negociación colectiva y en materia de otros dere-
chos; y otro es el tema de la integralidad que debe tener la negociación colectiva 
en el sector estatal, porque plantear que hay sectores que sí pueden negociar por-
que captan y otros sectores que no puedan negociar porque no captan, creo que 
eso es discriminatorio, definitivamente; el Estado es una integralidad y el país se 
desarrolla y crece de manera integral, el sector salud, el sector educación son sec-
tores estratégicos, ¿o el aparato productivo no forma a los técnicos, a los pro-
fesionales en el sistema educativo? ¿o no es el sistema de salud el que cura, el 
que sostiene la salud de los trabajadores?, entonces hay que ver de manera in-
tegral el tema de la negociación colectiva en el Sector Público, no pueden ha-
ber sectores –como Aduanas por ejemplo– que sí pueden negociar porque tienen 
ingresos y contribuciones y sectores que no tienen ingresos –como educación y 
salud– no pueden negociar; el carácter de la negociación en el sector estatal tiene 
que ser integral, en función del “crecimiento” que tenemos en los últimos quin-
ce años; tenemos quince años de crecimiento económico en el país y con quince 
años de crecimiento económico en estos momentos se nos quita el derecho a ne-
gociación colectiva remunerativa a un sector y a los que aspiramos a eso se nos 
dice “sabes qué, ya no puede haber más negociación colectiva” por una ley, por 
decisión política del Gobierno se nos está quitando.
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Entonces sí, la Ley Servir hay que analizarla desde el punto de vista polí-
tico. ¿Cuáles son los fundamentos doctrinarios, ideológicos con los que se cons-
truye esta ley, para hacerla regresiva con solo en materia del derecho a la nego-
ciación colectiva, sino también en materia de otros derechos, como la CTS?, no 
reconocer a trabajadores que tienen 25 a 30 años de servicios su derecho a una 
compensación justa, como tienen los de la 728; en la Administración Pública los 
que estaban mejor remunerados eran los que estaban vinculados a la 728, porque 
se dan tres regímenes en la Administración Pública: la 276, que es la Ley de Ba-
ses de las Carrera Pública, la 728 y ahora los compañeros CAS, son tres sectores, 
y los de la 728 los mejor posicionados y eso porque en los últimos 18 años ha-
bían negociado colectivamente, entonces este proceso de negociación tenía a la 
728 como los trabajadores mejor remunerados en la Administración Pública, aho-
ra este sector ya no puede negociar, de acuerdo a la Ley de Presupuesto y a la Ley 
Servir, entonces, ¿A qué se condena a estos trabajadores sin poder negociar más?  
¿A la precariedad? ¿A que, como ha dicho Juan Carlos ahí está su techo, ya no 
pueden ir más?, entonces en función de cómo va creciendo la inflación, el costo 
de vida, esos trabajadores van a tender a precarizar su remuneración porque ya no 
tienen ni la posibilidad de negociar ellos mismos; la precariedad como un factor 
transversal a las tres leyes en las que está la Administración Pública, creo que es 
el factor que desde el punto de vista remunerativo, con que esta ley genera el ca-
rácter regresivo para la Administración Pública.

Reitero, no podemos plantearnos, le doy toda la razón a Juan Carlos Cor-
tés, el análisis de la norma solamente desde el punto de vista legal; es fundamen-
talmente desde el punto de vista político; la decisión de precarizar el empleo, la 
decisión de precarizar las remuneraciones, la decisión de hacer regresivo el dere-
cho a la negociación colectiva en la Administración Pública es una decisión po-
lítica del Gobierno. Gracias

SECUENCIA DE PREGUNTAS

Winston Huamán Enríquez, Secretario General de la Confederación In-
tersectorial de Trabajadores Estatales. Mi felicitación, en primer lugar, a la Socie-
dad por haber organizado este conversatorio. A la luz de lo que hemos escuchado, 
el Tribunal Constitucional de nuestro país, que nos ha ofrecido entregar la senten-
cia el día 15 a la demanda de inconstitucionalidad a los gremios sindicales, debe-
ría ser favorable, siquiera en el aspecto de la negociación colectiva, porque hay 
otras temáticas planteadas en la demanda; pero como también ha sido muy since-
ro el Presidente de Servir, de repente la decisión también en este altísimo órgano 
constitucional de repente será también política, y entonces a los trabajadores en 
este país ¿qué nos queda hacer? 
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Yo pido permiso al Presidente de la Sociedad, señalo a los trabajadores que 
estos conocimientos que nos actualizan y nos ilustran solo tendrán sentido si eso 
lo volcamos en la gestión y el trámite de nuestros roles, por eso mañana está ra-
tificada la instalación del comité nacional de lucha estatal y se anunciará al pre-
sidente seguramente hoy día, que los trabajadores estatales vamos al conflicto a 
partir del 4 de junio, dentro de nuestra preocupación, ese es el tema central: sin-
dicato que antes de esos años negociaba, no ha podido ni siquiera instalar la co-
misión negociadora, lo que es más grave todavía, para hacer la pregunta al señor 
Presidente de Servir, si es que los trabajadores hace dos años instalaban las co-
misiones negociadoras y daban un fruto de haber expresado hasta ahora esa di-
ferenciación que José ha señalado, 728 por encima de lo que significa la realidad 
de más de 234 mil trabajadores, en la estadística presentada por Servir, de los tra-
bajadores del Estado en la 276, porque iban negociando e iban mejorando, los de 
la 276 no teníamos derecho alguno; cierto es que –y para satisfacción del señor 
Presidente de Servir– considero que hoy en la Ley Servir la negociación colecti-
va está más ordenada, digamos que hay un intento de legislarla, pero se restrin-
ge el aspecto económico, que es lo negativo, y ese es el problema de conflicto.

Por eso consideramos que si es que no hay una política de diálogo a par-
tir de estos días entre el Gobierno y los servidores, entre nuestro Estado y sus 
trabajadores, realmente en este país lo que va a tener que seguir cundiendo es 
lo que vemos todos los días en la televisión y eso nos parece que es sumamen-
te grave, por eso pregunto al señor Juan Carlos Cortés, si es que la decisión es 
política, por qué el Gobierno sigue insistiendo en una decisión política que nos 
lleva a una realidad de desencuentro y de conflicto, sabiendo que jurídicamen-
te, legalmente todos, hoy por ejemplo en esta mesa han intervenido que no pue-
de ser posible que en este país se restrinja la negociación colectiva en el aspec-
to remunerativo.

Dr. Julio César Franco

Gracias por la oportunidad de aprender de los profesores y expertos que 
nos acompañan. Solo tenía una consulta muy puntual, porque en el inventario de 
antecedentes normativos, en especial jurisprudenciales relativos a esta materia, 
no he escuchado referencia a la sentencia N° 018-2013 pronunciada por el Tribu-
nal Constitucional en la primera versión de inconstitucionalidad presentada con 
relación a esta materia y de lo que hemos conversado con los especialistas y ex-
pertos en otras ocasiones y lo que hemos leído en algunos documentos, me pare-
ce que habría distintas lecturas de lo que dice el Tribunal Constitucional. Le pe-
diría a los profesores que puedan comentar el tema, qué comentario tendrían al 
respecto. Gracias.
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Persona que no se identifica

Solamente para hacer dos consultas breves. ¿Por qué en las negocia-
ciones colectivas los sindicatos solicitan incrementos de remuneraciones?, 
en las municipalidades –estamos hablando de gobiernos locales– autorizan, 
sabiendo que existe el artículo 44 que impide dicho aumento; y lo segundo, 
qué responsabilidad penal habría sobre los funcionarios y el alcalde que au-
torizan dichos pagos mediante negociaciones colectivas aprobadas, muchas 
veces con la gestión anterior.

Persona que no se identifica

Quería preguntar, si es que el discernimiento que debe gestar una decisión 
judicial o arbitral pasa por lo jurídico, cierto que debe haber el razonamiento po-
lítico, pero pasa por lo jurídico, y sabemos y nos han ventilado bastante conoci-
miento y bastante argumento sobre la solidez de la necesidad de que se permita 
en la negociación colectiva negociar el factor económico y eso es parte del con-
tenido esencial de un derecho fundamental, el razonamiento es, tanto en el arbi-
traje, como en la jurisdicción nacional ¿no tenemos el control difuso? ¿no es que 
acaso una ley de menor jerarquía debe responder a un valor o principio constitu-
cional, a efectos de poder limpiar ese terreno que está flanqueado por normas de 
presupuesto y por la Ley N° 30057 sobre, y es solo un comentario nada más, si es 
que hay gente que está en el suelo es la que tiene techo, hay la brecha salarial en-
tre gerentes públicos que con los otros, esas cosas que son inequitativas deberían 
pasar por una mejor reflexión de lo normativo que pida justicia y desarrollar una 
mejor praxis, una mejor realidad social.

Martín Vega, Universidad Nacional Mayor de San Marcos

Si bien es cierto los funcionarios tenemos responsabilidad administra-
tiva sobre las acciones, pero cuando se hace una negociación y se dan cier-
tos incrementos, la Contraloría General de la República está demandando y 
pidiendo indemnizaciones por el mejoramiento de condiciones laborales, en-
tonces eso va a generar que los funcionarios al momento de tomar una deci-
sión vamos a tener que reflexionar bastante sobre las medidas que tomar; esa 
es la pregunta que quería plantearles.

Oscar Muro, Centro de Solidaridad

El doctor Cortés mencionó algo muy importante, que ha habido un avance 
respecto a la negociación colectiva al arbitraje potestativo y que estaban en la par-
te del proceso de huelga; yo solamente quiero decirle al doctor Cortés que el Sec-
tor Público ha presentado dos convenios colectivos y lamentablemente en ningún 
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convenio han sido llamadas las partes interesadas, entonces, cuál es el proceso que 
se tiene que seguir, en tanto él mimos ha mencionado que hay un nuevo avance 
referente a la negociación colectiva.

Carlos Guillermo Morales

Quería hacer una intervención desde la óptica de las políticas públicas; 
en realidad me ha parecido que hay un tema que ha estado ausente; en materia 
de negociación de las remuneraciones en el Sector Público, realmente es un as-
pecto que está sujeto a condicionamientos presupuestales, medidas presupuesta-
rias, los que hemos estado alguna vez en el Estado sabemos cuales son las limita-
ciones que existen. Mi pregunta en el fondo es, en materia de políticas públicas, 
cómo se puede hacer efectivamente realidad una política de empleo público basa-
da en la meritocracia en función precisamente a la determinación de las remune-
raciones en función a criterios de productividad, rendimiento, etc. y compatibili-
zarlo con un sistema de negociación colectiva que, básicamente, busca un plan-
teamiento equitativo sobre la base de determinados parámetros, digamos, más o 
menos uniformes, cuando precisamente lo que quiere de alguna manera la Ley de 
Servicio Civil, busca potencialidad precisamente, todo lo que es el rendimiento e 
individualizar precisamente los estándares de rendimiento; yo creo que ese es el 
tema de fondo, además de ser un tema político, un tema de determinación, la tra-
dicional difusión, yo creo que ese es el tema de fondo, aquí tenemos que analizar 
como país, no solamente como dirigentes sindicales o como gestores de políticas 
públicas, creo que realmente es una reflexión… en ese sentido creo que es muy 
acertada la elección del tema, sin embargo, creo que debería haber una reflexión 
de fondo sobre el tema; creo que el asunto es básicamente político, una cuestión 
de política pública y por lo tanto hay que tomar una posición determinada y creo 
que ha quedado en evidencia cuáles son, pero me gustaría saber en todo caso, por 
ejemplo, en el caso de Uruguay se pone como ejemplo porque tiene toda una tra-
dición de consejo de salarios, de determinación de salarios y prácticamente Uru-
guay es una realidad muy distinta dentro de toda Latinoamérica, pero me gusta-
ría ver probablemente las experiencias en otros países para ver cómo se ha podi-
do compatibilizar; siempre en la administración ha existido esa limitación, es un 
tema complejo, problemático y es una decisión efectivamente de poder, en el fon-
do; entonces, si vamos a hacer una reforma del empleo público sobre la base de 
condiciones políticas favorables, pues digámoslo y asumámoslo conscientemen-
te y si no queremos hacerlo, pues digámoslo también, ni estamos de acuerdo con 
esta posición, pero creo que en el fondo efectivamente es una posición política, 
una posición de voluntarismo político, pero también de sustento técnico y de po-
sición sobre la visión que lo tiene de Estado, la visión que lo tiene de servicio pú-
blico y la visión que lo tiene de servidores estatales. Esa sería más que todo mi 
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reflexión general planteada de alguna manera a los miembros de mesa, cuál es la 
posición que tiene cada uno de ellos, creo que Juan Carlos ya ha adelantado su 
posición de alguna manera y me interesaría saber si hay algún país en el cual se 
haya encontrado alguna fórmula de compatibilización o si la OIT propicia algún 
modelo que pueda compatibilizar esas dos posiciones; en los países del Common 
Law sé que lo hay, estoy seguro que en Nueva Zelandia lo manejan perfectamen-
te para la nueva gestión pública.

José Luis Osorio, secretario nacional colegiado de la Federación de 
Trabajadores del Estado en el Sector Salud; llevo trabajando 18 años en el 
sector, trabajo actualmente en presupuesto y planificación estratégica de mi 
entidad y les puedo decir con conocimiento de causa, que todos los años se 
ha venido disminuyendo el presupuesto de las entidades, bajo qué criterio, 
no sé, y eso ha obligado a que nosotros como dirigentes sindicales tengamos 
que presionar; todos esos beneficios que manifiesta el doctor Cortés que aho-
ra reciben la Federación Médica y los trabajadores, nosotros hemos tenido 
que ir a tres huelgas seguidas en dos años para poder hacer que nuestros tra-
bajadores tengan un incentivo para trabajar en zonas alejadas y de frontera; 
todas esas situaciones a nosotros nos trae una suspicacia el por qué ahora re-
cién el Estado quiere asumir ese rol ordenador; por qué, lamentablemente, a 
pesar de que hay un pronunciamiento del Tribunal Constitucional de que se 
tenía que sacar una nueva y ordenada el tema de negociación colectiva, to-
dos nuestros pliegos nacionales han sido rechazados, no podemos negociar; 
esa es la pregunta, por qué el Estado de un tiempo a la fecha quiere asumir 
ese rol cuando fácilmente dando un presupuesto adecuado a las entidades se 
podrían lograr unos salarios fijos.

María Aguinaga Vélez, abogada del Ministerio de Relaciones Exteriores, 
y más allá de las reflexiones de carácter administrativo que me parecen muy vá-
lidas, a mí me gustaría plantear concretamente lo que ya a nivel de procedimien-
to estamos viviendo en las entidades públicas que estamos sometidas a los pro-
cedimientos de negociación colectiva. El caso concreto del Ministerio de Rela-
ciones Exteriores es que, a consecuencia, precisamente de la reglamentación que 
establece el artículo 44 de la Ley y el artículo 72 del Reglamento, que el prime-
ro de ellos señala que el mecanismo de conciliación concluye el 31 de marzo, en 
tanto en el reglamento señala que la solicitud de conciliación se puede presentar 
hasta el 31 de marzo, ha motivado a que la organización sindical del Ministerio 
de Relaciones Exteriores haya entendido que al primero de abril tenía expedito su 
derecho para iniciar el arbitraje; en ningún momento el Sitre, Sindicato de Tra-
bajadores de Relaciones Exteriores, pudo dar inicio a un procedimiento de con-
ciliación, que en buena cuenta también ha sido resultado de que el Ministerio de 
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Trabajo, quien se entiende, por la interpretación que hace la décima disposición 
final transitoria del Reglamento, sería la autoridad administrativa de trabajo 
para procesar el tema, tenía claro si debía participar o no como ente en mate-
ria de conciliación y debido a ello, cuando ya hemos llegado a abril del pre-
sente año, también ellos nos informaron que en buena cuenta nunca pudie-
ron iniciar esos procedimientos de conciliación a consecuencia de que algu-
na normatividad pendiente por parte de la Autoridad Nacional del Servicio 
Civil, él establecía una reglamentación y decretos específicos sobre cómo se 
debía llevar a cabo una conciliación entre entidades públicas y personal que 
estuviera sometido al régimen laboral del Decreto Legislativo N° 276. En ese 
sentido y a manera de pregunta, lo que concretamente queríamos saber como 
entidad pública, y creo que también puede ser una inquietud compartida por 
otras entidades públicas, es cuándo la Autoridad Nacional del Servicio Civil 
establecerá lineamientos sobre el procedimiento de conciliación que enten-
demos es una etapa previa al arbitraje.

Secretario General del Sindicato de Trabajadores del Sector Agra-
rio. Tenemos una preocupación para plantear a la mesa. Hemos firmado un 
extraproceso con Economía y con el Ministerio de Trabajo, qué pasa, que el 
funcionario, porque aquí como dirigente tiene que haber un funcionario como 
personero que va en representación de la institución firma este extraproceso 
donde nosotros estamos pidiendo que nos asignen una remuneración por es-
colaridad, y seis puntos firma, ha firmado el acta con ¿Sunafif? y esa acta, 
como dicen, tiene fuerza de ley. Sin embargo, al día siguiente botaron al fun-
cionario, pero la cosa es que el acta está vigente ahí. Si el funcionario ha fir-
mado que se dé una asignación, por supuesto que el día de mañana vamos a 
firmar el acta final que ya la institución va a tener que reconocer, pero la pre-
gunta es ¿funcionario que hayan botado por haber firmado algo positivo para 
los trabajadores? Es una preocupación.

Juan Carlos Cortés

Hay varias cosas que creo que son importantes y de repente una de las co-
sas principales que habría que ponernos de acuerdo es un poco la historia, ¿no? 
La Ley de Presupuesto existente, digamos tal con la misma redacción, de repen-
te el año pasado un poco más dura para los árbitros, pero eso está, no sé, cuan-
do estuvo el gobierno aprista ¿no?, ¿no sé si me equivoco, Jorge? durante todo el 
gobierno aprista e inclusive antes, o sea tiene más o menos unos diez años y qui-
zás más la Ley Presupuestal que impide los incrementos, no es que ayer, no es 
este año, no es el año pasado, son diez años que hay este tema, donde además ha-
bría que ponernos a pensar si el que el mismo tema habría que trabajar para las 
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entidades del Estado y las empresas del Estado, creo que habría que hacer una 
diferenciación, pero en fin, no puedo decirlo abiertamente porque obviamen-
te está Fernando.

Segunda cosa. Hay 90 pliegos de reclamo que se han presentado en Ser-
vir; hay otros que han ido de frente al Ministerio de Economía; es cierto que 
ha habido un problema con el tema de la conciliación, ya está acordado el flu-
jograma con Trabajo, tenemos que ver esta semana cómo lo implementamos, 
hemos hablado con su Secretaria General sobre ese tema hace una semana (lo 
dice señalando a la representante del Ministerio de Relaciones Exteriores); en-
tonces, estamos tratando de resolver aquellos problemas que no hemos resuel-
to por falta de articulación entre Trabajo y Servir, o por la falta de claridad de 
la norma de repente, obviamente en eso admitimos nuestra culpa y estamos tra-
tando de solucionar; hay una interpretación además que estamos haciendo no-
sotros, es, los plazos que se han establecido, básicamente tienen que ver con un 
tema presupuestal y únicamente para el tema presupuestal, por lo tanto, las fe-
chas en realidad tienen cierta flexibilidad cuando principalmente se trate de con-
diciones de trabajo que la propia entidad, que pueda además asumir lo que la 
entidad está pactando o lo que si es que tiene el presupuesto para hacerlo; pero 
en fin, digamos que es un tema que en estos días estamos tratando de resolver 
a través de un documento.

Con respecto a la sentencia del Tribunal que preguntaba Julio, ahí fue 
solamente un tema al que llegaron, ahora la pregunta que tenemos que ha-
cer, ¿por qué no llegaron a una cosa adicional? ¿qué fue lo que pasó ahí?, 
claro, vemos el documento y podríamos preguntarnos: ¿Por qué no se llegó 
a un acuerdo en casi nada? Digamos que habría que preguntarnos el por qué, 
¿no?, al menos yo soy bastante suspicaz en ese tema; y la parte que dice que 
tenía 90 días, no fue sentencia, por lo tanto, quizás con eso se hubiera resuel-
to el tema, de repente; quizás eso hubiera llevado a que el Congreso asumie-
ra la posición del Sitre, únase a efectos de colocar la negociación a nivel glo-
bal pero que además, dicho sea de paso, no es que sea totalmente que todas 
las instituciones y los sindicatos estén claros al respecto, hay grupos de sin-
dicatos que no quieren ese tipo de negociación.

Ahora, 728; no todos los 728 han negociado; los que han negociado son 
aquellos que tienen recursos propios, que no son todos los 728; es más, de los más 
o menos 80 mil 728 que hay, a los únicos que –por ejemplo– les han depositado 
la CTS ha sido a 30 mil porque tenían recursos propios, o sea, esa es la diferen-
ciación que existe, lidiamos, por eso decimos que la mirada tiene que ser una mi-
rada mucho más global; y finalmente, en cuanto a esa mirada, sí, la preocupación 
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que tenemos, es cierto, se nos critica el por qué hemos reducido la anterior: 
porque es un tema de plata, pero démonos ya a futuro, el tema de la CTS es 
un sueldo y principalmente pensando en CAS y 276; pero sí pues, no todo 
podemos sacar.

En el tema de las municipalidades y la responsabilidad penal; ahí hicimos 
un salvavidas mediante un informe, porque la norma no era muy clara, pero qué 
es lo que ha pasado en todo el país, porque manda eso en todo el país, es más, la 
Contraloría empezó en Arequipa a hacer lo que se llamó el Plan Misti, que iba a 
crucificar a todos los alcaldes y a todos los gerentes municipales, por la razón de 
que todos habían dado el aumento concedido que era de 100 soles, 50 soles, 80 
soles, que les habían dado a los gerentes, entonces ahí dijimos, bueno, la ley no 
ha sido del todo clara, por lo tanto la Fiscalía empezó a bajar la presión versus 
los exalcaldes o a los gerentes municipales, pero sí digamos en principio no po-
día ser, tenemos ya varios convenios pactados en los cuales se ha pactado justa-
mente eso, se ha pactado tener un aumento de remuneraciones cuando la ley hace 
diez años dice que no es posible; además los 728 generalmente han salido a tra-
vés del tema de los arbitrajes o algunas municipales también a través de los arbi-
trajes, para bien o para mal, en fin, no voy a discutir el tema.

Luego, como he dicho al principio, es un tema básicamente político; en-
tonces, cuando se ha presentado los dos pliegos de reclamos, el pliego del año 
pasado y el pliego de este año, con una diferencia marcada, ahí lo que tiene que 
haber es una respuesta política y sabemos que es política, tanto los dirigentes 
sindicales como nosotros sabemos que es política, que el abrir una mesa de ne-
gociación y, es más, yo diría, a pesar de la interpretación que yo hago, es, den-
nos la oportunidad de empezar a conversar con el Estado varios temas del tema 
del empleo público, ¿no?, esta es la lógica que hay detrás, por lo menos ábran-
nos un espacio, porque el espacio se cerró, se volvió a abrir, se volvió a cerrar 
y después nos ha llevado a que todos los problemas que tenemos en el país lle-
ven a que esto suceda.

Finalmente, yo diría que hay un tema importante y es cómo vamos a reac-
cionar frente a lo que suceda a partir del 15 de mayo, como le decía a Augusto yo 
no tenía la menor idea del plazo, pero entiendo que ellos han hablado con el Tri-
bunal Constitucional y les han dicho que sería este 15 de mayo, entonces obvia-
mente la pregunta que nos tenemos que hacer principalmente, cualquiera fuera 
el resultado, no tengo la menor idea cuál va a ser el resultado, es cómo hacemos 
a efectos de que podamos, a través de diversos mecanismos, tratar de resolver lo 
que creo que es el problema principal y es cómo hacemos para que las principales 
personas que están afectadas en sus remuneraciones, comiencen a tener un poco 
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más de equidad; eso es por lo menos lo que me preocupa, principalmente a aque-
llos que están en 276 y aquellos que están en CAS.

Víctor Ferro

Quería hacer un par de comentarios muy puntuales. Creo que existe un con-
senso nacional de que el sistema de remuneraciones que hoy rige en el Perú en el 
sector público, es caótico, hay un desorden absoluto y tenemos reglamentaciones 
marcadamente diferenciadas según la entidad de que se trate, a pesar de que co-
rrespondan a puestos análogos o semejantes. En consecuencia, el estado actual de 
cosas no debe subsistir. En esta materia, el rol del diálogo social juega un rol pre-
ponderante, y esto qué implica: partimos de la base de que debe haber un proce-
dimiento de negociación o consulta, y hago notar el artículo 7 del Convenio 151, 
que establece que “deben establecerse procedimientos de negociación o cuales-
quiera otros métodos que permitan a los representantes de los empleados públi-
cos participar en la determinación de las condiciones de empleo” entonces, nego-
ciación o cualesquiera otros métodos, establezcamos este diálogo nacional entre 
el Estado y los entes representativos del sector público para empezar a trazar el 
derrotero hacia un sistema nacional de remuneraciones del sector público y a par-
tir de ello, una siguiente etapa será la negociación centralizada, pero hoy por hoy, 
con el sistema que hoy nos rige lo que tenemos es un desorden absoluto, con in-
equidades marcadas, donde entidades que tienen –como mencionaba en mi prime-
ra intervención– acceso al manejo de fondos, pueden permitirse remuneraciones 
notoriamente distintas de aquellas entidades que no lo tienen; este tema no debe 
subsistir, desde mi punto de vista; entonces, empecemos un diálogo que nos per-
mita estructurar un sistema nacional de remuneraciones del Sector Público, vía el 
diálogo y la consulta entre los grandes interlocutores sociales.

Eduardo Rodríguez

Lamento que el doctor Cortés no esté, porque precisamente yo hice hinca-
pié en las observaciones críticas pero obviamente la nota de opinión técnica de 
la OIT hace un reconocimiento también en lo que significa la ley en términos de 
avance en varios aspectos.

Brevemente algunos comentarios; primero, con relación a la ponencia del 
doctor Palomeque, el decir que efectivamente esas tres etapas son claras creo que 
han sido muy ilustrativas, pero que en la práctica no son una detrás de la otra, 
sino que hay contradicciones porque de alguna manera creo que se ha debatido, 
se ha puesto sobre la mesa, entonces muy importante su planteamiento, pero tam-
bién en la realidad hay que ver que hay flujos y reflujos en ese tipo de situaciones.
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La segunda cuestión, yo entiendo que la decisión que tomó el Estado 
de manera autónoma e independiente de ratificar los Convenios Internacio-
nales de Trabajo es una decisión política, y entiendo que las relaciones labo-
rales no pueden entenderse si no es entendida también en esta sinergia, pero, 
el marco que orienta la Política –con pe mayúscula y no con pe minúscula–, 
pues es el proyecto de Nación que está establecido en la Constitución de la 
cual forman parte los Convenios Internacionales de Trabajo que se han rati-
ficado, entonces, si eso no se sigue, me parece que quizás estamos en una si-
tuación grave de lo que es el estado de derecho y lo que implica entonces el 
reconocimiento pleno de esto que, insisto, ha sido definido de manera autó-
noma y soberana por el propio país.

En segundo lugar, creo que es importante hacer la diferenciación entre el 
conjunto de los trabajadores que están regulados por el Convenio 98 y el conjun-
to de trabajadores que estuvieran regulados por el Convenio 151, no son lo mis-
mo, y esto me parece que es fundamental para poder avanzar en la solución del 
conflicto que está planteado en el propio Tribunal Constitucional y en otras ins-
tancias y para ello tomar en consideración lo que los propios órganos de control 
normativo han establecido, en donde esa opinión no es la opinión de los trabaja-
dores, fue a instancia de los trabajadores, pero es una opinión de carácter tripar-
tito, con legitimidad absoluta.

En tercer lugar, creo que lo fundamental que se ha observado des-
de un principio es la necesidad de abrir los procedimientos y los cauces de 
diálogo, de participación; hay criterios claramente establecidos, no de aho-
ra y no por el caso del Perú, sino de muchos otros países, de la necesidad 
de esa consulta y de esa participación en el propio proceso de elaboración 
del presupuesto; cuando el doctor Cortés señala que este problema de la 
Ley de Presupuesto viene desde hace diez años o más, pues lo que está re-
iterando es que hay un problema de hace diez años o más, que ha llegado a 
una cima en ese sentido.

Simplemente terminaría diciendo que hay un llamado de la OIT a la aplica-
ción y cumplimiento de aquellas normas que el propio Estado se ha dado y ha re-
conocido; y en segundo lugar también decir que la OIT ha estado siempre abier-
ta, siempre en diálogo con las autoridades para brindar la cooperación y la asis-
tencia técnica que le sea requerida; el caso de las opiniones que se dieron fue a 
solicitud de los trabajadores y del propio Congreso y cuando se establecieron los 
diálogos con las autoridades, digamos que no hubo acogida a la prestación de la 
cooperación técnica, no solamente en el momento de adoptar la Ley, sino tam-
bién después en el tema de los reglamentos; entonces en ese sentido sí yo quiero 



Revista Laborem Nº 19

45

dejar aquí salvada la posición de la OIT de que está siempre a disposición de sus 
tres mandantes para brindar la cooperación y la asistencia técnica. Muchas gracias.

José Miguel Delgado

Solamente digo lo siguiente: La libertad sindical, los amigos especialistas 
la definen como un derecho fundamental, y el otro derecho fundamental, la nego-
ciación colectiva como algo esencial y esencial a eso, la negociación remunera-
tiva. Cuando un gobierno, con todos esos consejos contundentes y claros decide 
quitar el derecho a un sector importante de trabajadores a esa negociación colec-
tiva, entonces es una política antilaboral.

El otro tema es el diálogo social. Para que exista diálogo social tiene que 
haber voluntad, si no existe voluntad de dialogar para resolver, entonces ese diá-
logo social no se puede dar; no puede ser un diálogo social donde solamente vaya-
mos a escuchar fundamentos como “el presupuesto no permite esto, el presupues-
to no permite lo otro”; y no es cierto que hace más de diez años la Ley de Presu-
puesto prohíba el incremento, lo que prohíbe es el incremento unilateral pero no 
vía negociación colectiva, porque desde hace diez años se viene dando la nego-
ciación colectiva además en un sector importante de la Administración Pública.

Nosotros los trabajadores del Estado, también somos usuarios de los servi-
cios del Estado, de la educación, de la salud, del agua, entonces como usuarios y 
como trabajadores para nosotros es sumamente importante y fundamental que los 
servicios públicos sean de calidad; y los servicios públicos de calidad tienen que 
ir de la mano con derechos laborales, no puede haber servicios públicos de cali-
dad donde los derechos laborales no se respeten. Nada más.
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MANUEL CARLOS PALOMEQUE LÓPEZ 
SEGUNDA INTERVENCIÓN

He seguido con mucho interés este debate doméstico y sé de lo que se tra-
ta: problemas muy específicos, problemas de la realidad social, de la realidad sin-
dical del país, de esta norma de referencia y como yo he propuesto esa dimensión 
política del asunto y esto ha dado mucho fuego al debate, nos gustaría fijar unos 
conceptos sin entrar en el asunto político, porque además no lo conozco, natural-
mente. Pudiera ser que si decir que es un tema político permitiera que se ampare 
cualquier cosa, pero hay planos y análisis que cabe distinguir. Cuando digo que 
es un tema esencialmente político me refiero a que al serlo explica las dificultades 
de recepción normativa históricamente, a eso me refería, claro, como es un tema 
esencialmente político el reconocimiento de los derechos laborales, y se pasa des-
de el Estado Liberal de Derecho (de reconocer prácticamente nada), a un modelo 
de Estado Social, con una recepción plural. El riesgo de hablar en términos gene-
rales consiste en que no se ajusta al lente y para hacer un debate provechoso hay 
que referir ese análisis a una realidad concreta, si no, existe el riesgo de perdernos. 

Razones políticas explican las dificultades que los ordenamientos jurídicos, 
en función de la coyuntura política, en función de las mayorías parlamentarias  
–no es lo mismo un gobierno social demócrata que un gobierno conservador, no es 
lo mismo una dictadura que una democracia, el factor político explica todas estas 
cosas, pues eso es obvio– y, por tanto, un tema complejo técnicamente pero ade-
más esencialmente político. Esto explica la tardanza de su reconocimiento norma-
tivo por parte de los ordenamientos jurídicos; y un reconocimiento con problemas. 
Pero una vez que una norma jurídica, en un ordenamiento nacional se promulga, 
sea que responda a la voluntad política, o a compromisos electorales, o a un afán 
de avanzar en la dinámica de los derechos laborales o a lo que responda, entonces 
el debate se convierte en jurídico. La cuestión está en analizar esa realidad nor-
mativa en concreto, positiva, en términos de constitucionalidad o en términos de 
reflexión internacional, en el caso de los Convenios de la OIT.
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Pero los Convenios de la OIT ayudan poco en esto, porque –como bien 
decía Fernando– están redactados con la suficiente generalidad para que quepan 
muchas cosas; el derecho a negociación colectiva de los funcionarios públicos no 
deriva como un derecho subjetivo de los Convenios de la OIT; los Convenios de 
la OIT, una vez que son ratificados por el Estado miembro encomiendan a que se 
dote de procedimientos, en la materia que nos ocupa, de negociación colectiva o 
semejantes –lo ha dicho Víctor Ferro antes–, de tal manera que un Estado cum-
pliría perfectamente el procedimiento de la OIT estableciendo procedimientos de 
consulta que no sean estrictamente de negociación colectiva: procedimientos de 
negociación o semejantes que conduzcan a la misma finalidad

Por lo tanto, el debate realmente importante es el de constitucionalidad. 
¿Esta norma jurídica en vigor, que limita la negociación colectiva en materia de 
condiciones económicas, admite el reconocimiento o no? Ese es el debate esen-
cial, pronúnciense ustedes; yo tengo mi opinión (bueno, me están grabando pero 
no importa, no dirijo ningún organismo, ya me gustaría a mí pero no lo dirijo, no 
ya aquí ni en España tampoco). Esa es la cuestión, vamos a ver, ¿cuál es el plan-
teamiento constitucional al respecto, de los preceptos de la Constitución, la doctri-
na constitucional, el bloque de la constitucionalidad y esta norma legislativa con-
creta, que responde a un planteamiento político y tal, en el momento presente, en 
las opciones normativas que adopta, sobrepasa el nivel del reconocimiento cons-
titucional o no?, esa es la cuestión y esa es una cuestión técnica. 

Y ¿dónde vuelve a aparecer el tema político, a mi juicio? Vuelve a apare-
cer en los procesos singulares de negociación, cuando se abre el proceso de ne-
gociación y se abre una negociación colectiva en un ámbito determinado, en este 
caso en la función pública, un organismo, etc. es que vuelve a aparecer el elemen-
to político porque el derecho es a la negociación, no al acuerdo, el derecho es a no 
privar de la negociación, el derecho no es a imponer un acuerdo, una negociación 
colectiva puede conducir a un no acuerdo, entonces el ordenamiento jurídico tie-
ne que establecer los mecanismos de qué se hace con ese desencuentro; la cues-
tión está en ver si la exclusión de determinados colectivos –totalmente o tempo-
ralmente– de negociación se acomoda o no se acomoda a los presupuestos consti-
tucionales. Eso es un tema jurídico y una vez abierto el proceso negociador, como 
toda negociación colectiva, es un proceso político en la mesa, es un proceso polí-
tico en un marco normativo con posibilidades constitucionales y legislativas que 
se pueden pactar y a ver si se llega a un acuerdo. Ahí vuelve a aparecer la políti-
ca, pero me apetecía mucho diferenciar los distintos planos, no vaya a pensarse 
que lo he suscitado yo, que en el plano político cabe todo. 

Eso es lo que quería plantearles. 
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EXPERIENCIAS DE NEGOCIACIÓN COLECTIVA 
EN EL SECTOR PÚBLICO EN AMÉRICA LATINA

22 y 23 de junio de 2015

SESIÓN DEL LUNES 22 DE JUNIO
Presentación de la actividad: Adolfo Ciudad Reynaud

Adolfo Ciudad Reynaud

Muy buenas tardes a todos los asistentes. Estoy muy agradecido por su pre-
sencia esta tarde y les doy la bienvenida en nombre de la Sociedad Peruana de De-
recho del Trabajo y de la Seguridad Social, que me honro en presidir. Como us-
tedes saben, hemos iniciado con nuestra Junta Directiva una serie de conversato-
rios públicos que queremos realizar con la participación de los directamente inte-
resados del mundo del trabajo.

Como ustedes saben, la Sociedad Peruana de Derecho del Trabajo y de la 
Seguridad Social es una asociación dedicada al estudio, la investigación, a la pro-
moción del debate de ideas y a la producción del diálogo social, tan venido a me-
nos en nuestro país, y en esa medida, como Presidente quisiera, en primer lugar, 
agradecer a los expositores aquí presentes. Ellos son, de Costa Rica, el Dr. Fer-
nando Bolaños; de Colombia, señor Viceministro de Trabajo Dr. Enrique Borda; 
al Sr. Juan Diego Gómez, responsable de la Internacional de Servicios Públicos, 
que es una organización sindical mundial que se dedica solamente a los trabaja-
dores del servicio público; al Sr. Pablo Titiro, Director Nacional de Regulaciones 
del Trabajo del Ministerio del Trabajo, Empleo y Seguridad Social de Argentina; 
y al Sr. Fernando Delgado, responsable también de las Negociaciones Colectivas 
con el Sector Público del Ministerio del Trabajo y Seguridad Social del Uruguay.

Como ustedes ven, tenemos aquí el privilegio de poder escuchar a los pro-
pios protagonistas de las negociaciones colectivas en el Sector Público en nuestros 
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países de la región, nuestros países vecinos, de manera que ahora que está en pleno 
debate, en pleno intercambio de ideas en nuestro país cómo es la forma en que pue-
de o no puede desarrollarse la negociación colectiva en el Sector Público, con qué 
características y con qué límites, pues resulta un privilegio para todos nosotros tener 
la oportunidad de escuchar cómo es que lo vienen haciendo en todos estos países.

Quisiéramos también saludar muy especialmente a la Dra. Carmen More-
no, Directora del Equipo Técnico de la OIT para los países Andinos y represen-
tante de la OIT en la región y, a través de ella, queremos agradecer el apoyo de 
la OIT para esta actividad, sin cuyo concurso difícilmente la hubiéramos podido 
llevar adelante.

De otra parte, también quisiéramos agradecer la cooperación de la Facultad 
de Derecho de la Pontificia Universidad Católica del Perú, a través del Dr. Alfre-
do Villavicencio, quien también ha colaborado con esta iniciativa de la Sociedad.

Como ustedes saben, esta es la segunda actividad que realizamos sobre ne-
gociación colectiva en el Sector Público; la primera fue con el Catedrático de la 
Universidad de Salamanca, el Dr. Carlos Palomeque(1). Estas dos actividades va-
mos a transcribirlas y hacer una publicación en físico, con lo que creo que la So-
ciedad Peruana de Derecho del Trabajo habrá contribuido a proporcionar informa-
ción a las autoridades públicas, a las autoridades jurisdiccionales, a empleadores 
y trabajadores en general, para adoptar las mejores decisiones en cada contexto.

El día de mañana vamos a tener una mesa redonda. No están anunciados to-
davía los nombres, pero les adelanto que vamos a tener a dos ex ministros de Tra-
bajo y además el concurso de un importante economista, porque el derecho del 
Trabajo no puede verse en forma aislada, sino que tiene que también verse junto 
con las variables económicas, tanto de la evolución de los ingresos de los traba-
jadores, como de las posibilidades del Estado para poder atender las necesidades 
de los servidores públicos.

Como ustedes ven, hemos hecho una alianza entre diversas instituciones 
para poder estar esta tarde aquí con ustedes y para registrar este evento para que, 
en dos días, la gente de provincias y del extranjero pueda seguir esta actividad en 
el registro que quedará en la página web de la SPDTSS. Muchas gracias enton-
ces y para proseguir con el acto de inauguración, le cedemos el uso de la palabra 
al Dr. Alfredo Villavicencio Ríos, Decano de la Facultad de Derecho de la Ponti-
ficia Universidad Católica del Perú, a quien invitamos a hacer uso de la palabra.

(1) Los conversatorios organizados por la Sociedad Peruana de Derecho del Trabajo y de la Seguridad 
Social pueden ser visualizados en la página web institucional, en forma íntegra: <www.spdtss.org.pe>.
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Alfredo Villavicencio Ríos

Muchísimas gracias Adolfo y muy buenas noches a todos. Quiero saludar 
por supuesto a la Directora de la OIT para los Países Andinos, a Fernando Del-
gado, al Presidente de la SPDTSS, al representante del Sector Público argentino 
que nos acompañan hoy día, igual que agradecerles a todos ustedes su presencia 
en este nuevo acto académico en el que diversas instituciones de la sociedad civil 
peruana de consuno con la OIT volvemos los ojos nuevamente sobre el tema de 
las Relaciones Colectivas del Trabajo en el Sector Público.

Oscar Wilde decía que la insatisfacción es la primera condición para que 
una persona o una nación cambien y creo que en el Perú tenemos muchas razones 
o muchas insatisfacciones de diversa índole: económicas, sociales, políticas y ju-
rídicas que nos movilizan y –sin lugar a dudas– tras ellas hay objetivos que bus-
can consolidar nuestro nivel de desarrollo institucional, nuestro Estado de Dere-
cho, nuestra propia democracia; y una de las insatisfacciones, digamos, presentes 
en la historia del Perú, y que tiene más larga raigambre, es la que se presenta en el 
terreno de las relaciones colectivas de trabajo, tanto privadas como públicas. Es 
cierto que hoy día vamos hablar de las relaciones colectivas, particularmente de 
la negociación en el Sector Público, pero es cierto que tenemos deudas pendientes 
con la propia OIT en materia de relaciones colectivas del trabajo en el sector pri-
vado. El año 92, cuando se dio el Decreto Ley de Relaciones Colectivas de Tra-
bajo, fue objeto de 16 observaciones por graves violaciones de los Convenios In-
ternacionales de Trabajo referidos a libertad sindical. De esas 16, 12 observacio-
nes se levantaron con la Ley de Reforma del año 2002, pero quedan cuatro pen-
dientes, y las cuatro pendientes se refieren al derecho de huelga. Esto obedece a 
que la musculatura del brazo sindical es, como todos comprenderán, la huelga y 
si evidentemente esta se ve reducida tan solo a la suspensión total de labores con 
el abandono del centro de trabajo, el juego de fuerzas que se presenta en la nego-
ciación colectiva tiene claramente a uno de los sectores favorecidos por esa regla.

En las relaciones colectivas de trabajo nuestro Estado ha sido más restric-
tivo. El año 65 se dio la primera norma que permitió la sindicalización y la ne-
gociación colectiva en el magisterio peruano y luego tuvimos que esperar hasta 
la Constitución del año 79, en cuyo texto se reconocía la sindicación y la huelga 
a los funcionarios públicos pero, en forma atípica, no se hablaba de negociación 
colectiva dentro del artículo correspondiente; sin embargo, en la cuarta disposi-
ción final y transitoria se ratificaba el Convenio 151 de la OIT sobre relaciones 
colectivas en el Sector Público. A partir de ahí hubo que reglamentar ese Con-
venio 151: se emitieron tres Decretos Supremos en los años 81 y 82, que inten-
taron por un lado reglamentar el tema de la Constitución y la formación de las 
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organizaciones de trabajo y luego desarrollar también sus posibilidades de nego-
ciación colectiva; en ambos casos la regulación fue muy restrictiva. Lo he escri-
to en algún lugar: en el Perú han habido muchas reformas laborales pero la única 
pendiente se da en las relaciones colectivas de trabajo. Seguimos con el mismo 
modelo restrictivo, reglamentarista, limitante en el sector público y privado des-
de comienzos del siglo pasado. No han habido cambios, no podemos decir que en 
algún momento de nuestra historia hemos pasado por el modelo promocional, se-
guimos con el modelo restrictivo, reglamentarista y limitativo. Ese es el modelo; 
se dio en los Decretos Supremos de los años 81 y 82, que tuvieron particular én-
fasis en reglamentar la negociación colectiva, estableciéndose prácticamente las 
mismas reglas de las que hablamos ahora.

En el Decreto Supremo N° 003 del año 81, se establecía que en materia de 
negociación colectiva no se podía negociar ninguna condición que tuviera tras-
cendencia económica, que solo debería restringirse a condiciones de trabajo pro-
piamente dichas que en ese entonces se entendía por todas aquellas que no signi-
ficasen carácter retributivo alguno; esa misma restricción es la que tenemos aho-
ra en la nueva Ley Servir; han pasado más de 30 años ya desde ese Decreto, casi 
35, y la nueva regulación repite esta fórmula en forma agravada, porque sanciona 
hasta el arbitraje y establece la nulidad de los laudos que se pronuncien en con-
tra de esa norma. Se reproduce agravadamente, decía, una regulación que ya en 
el año 81 era una regulación contraria a los propios compromisos internacionales 
que el Perú había adquirido ratificando el Convenio 151, porque ese instrumen-
to internacional manda establecer procedimientos de negociación colectiva o –de 
no haberlos– de similares mecanismos de participación de los trabajadores en la 
fijación de sus condiciones de trabajo. A pesar de ello, ni en la regulación de los 
80 ni en la actual existe algo así. Por lo tanto, nos encontramos nuevamente con 
una versión subdesarrollada, jurídicamente hablando, de las relaciones colectivas 
de trabajo en el Perú.

Les voy a contar por qué tengo una visión tan crítica de la regulación 
actual. Resulta que la norma actual de Servir, en el primer artículo establece, 
como toda ley, cuál es el ámbito de aplicación de la ley. ¿Cierto? Todos los que 
hemos estudiado Derecho sabemos que la ley empieza por el artículo primero, 
y ese artículo primero dice a quién se aplica la Ley; entonces dice “están com-
prendidos en esta Ley todas las personas que presten servicios para las diver-
sas entidades del Estado”. ¿Correcto? Luego, en la primera disposición final y 
complementaria dice “no están comprendidos en esta Ley los trabajadores de las 
empresas del Estado, los de SUNAT, del BCR y los trabajadores sujetos a regí-
menes especiales cuyas leyes se señalan a continuación: militares, jueces, fisca-
les, profesionales de la salud, diplomáticos”. Todos esos regímenes especiales 
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no están comprendidos; la Ley se hace con palabras y las palabras tienen signi-
ficado claro: “no están comprendidos”.

Sin embargo, en la novena disposición final y transitoria dice la ley, bajo el 
epígrafe es “vigencia” y dice: “el capítulo primero entrará en vigencia dentro de 
tres meses; el capítulo segundo entrará en vigencia dentro de 6 meses; el capítu-
lo de relaciones colectivas, al día siguiente (…)”, por supuesto, entra en vigencia 
de inmediato, pues, es el capítulo donde están las restricciones, pero esa no es mi 
preocupación. Mi preocupación es que luego el Reglamento de la Ley tiene una 
disposición que dice “que en materia de relaciones colectivas no se aplica sola-
mente a aquellos que están comprendidos en el ámbito de aplicación, sino a los 
excluidos explícitamente por la propia norma del ámbito de aplicación de la mis-
ma”, es decir, en su desarrollo jurídico es clamoroso. Si no están comprendidos, 
cuando el legislador dice: “La vigencia de las normas de esta Ley entra con tal 
periodicidad (…)”, solo puede referirse a los que, efectivamente, están compren-
didos, mas no puede involucrar a quienes ya ha excluido, sin modificar la propia 
ley. Sin embargo, el reglamento señala que todos están incluidos dentro de las res-
tricciones. Así, tenemos una curiosa situación: creamos en el Perú, en reiteradas 
ocasiones, un principio que no es el de normas favorables a los trabajadores, sino 
exactamente su contrario, el de la norma menos favorable.

Comprenderán, entonces, que evidentemente la SPDTSS tiene una preo-
cupación clara sobre este particular y cuando busca a la Facultad de Derecho de 
la PUCP yo le ofrezco a Adolfo Ciudad la máxima colaboración, porque frente al 
subdesarrollo académico, creo que la academia, la seria, la de verdad, aquella que 
no hace interpretaciones sesgadas de acuerdo a intereses, sino que por lo menos 
dice “si la ley dice que estos están comprendido y esos no están comprendidos no 
puedo aplicar a los no comprendidos lo que dice la Ley” –por lo menos ese míni-
mo de sindéresis– esta academia no puede mantenerse al margen de la discusión.

Sir Bacon decía que las oportunidades había que crearlas; no había que sen-
tarse a esperar que se presenten y creo que eso es lo que ha hecho ahora la SPDTSS 
conjuntamente con la OIT; viene haciendo en este terreno, donde nuestro subdesa-
rrollo jurídico es clamoroso, donde nuestras disipaciones legales chocan flagran-
temente contra nuestra Constitución y contra los tratados internacionales y des-
de esa perspectiva es que la Facultad de Derecho de la PUCP encontró un terre-
no absolutamente abonado cuando la Sociedad Peruana le planteó, ya no solo dis-
cutir a nivel nacional –porque lo habíamos hecho hace 30 días, cuando habíamos 
tenido un debate nacional– sino cuando como consecuencia de ello dijimos “vea-
mos lo que pasa en el mundo, particularmente en nuestros vecinos más cercanos, 
porque lo último que se puede hacer en la globalizaciones es quedarse mirando el 
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ombligo propio. Entonces, claro, miramos las experiencias en Uruguay, Colom-
bia, Argentina, Costa Rica en un evento para ver si somos capaces de transmitir 
a los peruanos el sencillo dato de que el reconocimiento constitucional de un de-
recho colectivo, de negociación colectiva a los funcionarios públicos, no es un 
acto subversivo, no es un acto contra el Estado, es (más bien) una afirmación de 
una de las libertades que es fundamento de la democracia, que es la libertad sin-
dical, que no es un derecho estático solamente a constituir organizaciones sindi-
cales, sino que es un derecho fundamentalmente dinámico, un derecho de que es-
tas organizaciones puedan cumplir con sus fines fundamentales que, para decir-
lo en términos del Convenio 87 de la OIT, son la defensa y promoción de los de-
rechos de los trabajadores, fines que se cumplen (fundamentalmente) a través de 
la negociación colectiva.

Por esto estamos comprometidos en esta actividad y lo estaremos a lo largo 
de todo el tiempo que sea necesario para que esa insatisfacción que tenemos fren-
te a nuestro subdesarrollo jurídico, pueda verse modificada y podamos encontrar 
que en el Perú nos acercamos un poco más a vivir el paradigma del Estado Cons-
titucional del Derecho, saliendo un poco del margen del Estado legal de Derecho 
a que nos han condenado particularmente las autoridades del Ministerio de Eco-
nomía y Finanzas desde hace unos buenos lustros. Muchísimas gracias.

Adolfo Ciudad Reynaud

Muchas gracias Alfredo por tus palabras; le cedemos entonces el uso de la 
misma a la Dra. Carmen Moreno, Directora de la OIT para los Países Andinos.

Carmen Moreno

Muchas gracias Adolfo, muy buenas tardes a todos, en primer lugar permí-
tanme agradecer tanto a la SPDTSS como a la PUCP el haber depositado la con-
fianza en la OIT para acompañarles en este conversatorio.

Como pueden imaginar, para la OIT, el mandato de la OIT y el corazón, el 
ADN de la OIT, la negociación colectiva, como ha dicho retomando el final de la 
intervención de Alfredo, es un derecho y es un derecho fundamental; entonces, 
es, para nosotros, fundamental encontrar aliados como la academia y el sector la-
boral en este diálogo.

Permítanme agradecer a las personas que van a intervenir, tanto hoy como 
mañana, en este evento. Nuestra contribución ha sido el poder aportar de las ex-
periencias que van a escuchar, experiencias como la colombiana o la argentina, 
las experiencias de la Internacional de Servicios Públicos y también desde la pro-
pia OIT. Por cuestión de tiempo no pudo venir el Dr. Humberto Villasmil pero 
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mañana tendremos una grabación que él ha hecho hablando de la experiencia de 
la negociación colectiva en el ámbito de la OIT.

Como les decía, la negociación colectiva para la OIT forma parte de su 
ADN, es un derecho y es un Convenio, tienen que ver con ella el 98 y el 154, que 
forman parte del grupo de los 8 Convenios que se constituyen en principios y de-
rechos fundamentales en el trabajo. Además, la negociación colectiva es una ex-
presión de otro de los principios que rige a la OIT: el diálogo social. En definiti-
va, la negociación colectiva es un diálogo que permite abonar, y abonar en el buen 
sentido, para fortalecer y fomentar unas buenas relaciones laborales; y cuando ha-
blamos de buenas relaciones laborales, hablamos de negociación colectiva, ha-
blamos de libertad de asociación, hablamos de diálogo social. Estamos hablando 
del principio del trabajo decente, que es aquel trabajo que se ejerce en condicio-
nes de seguridad, en condiciones de protección, en condiciones de dignidad, y en 
condiciones de participación, donde trabajadores y empleadores puedan realmen-
te, a través del diálogo y del acercamiento, decidir de alguna manera cómo mejor 
llevar adelante el desempeño del trabajo.

Sabemos que en el Perú tenemos un problema con la negociación colecti-
va: no es que esté prohibida o mal vista, el problema es que está parcializada. “No 
negocio todo lo que tengo que negociar, sino voy a negociar aquello que me com-
plica menos”. En realidad, la negociación colectiva, negociar las condiciones de 
trabajo, es un paquete completo. Lo que queremos con este evento, como les de-
cía, es contribuir a conocer otras experiencias cercanas, donde no hay miedo a la 
negociación colectiva en todo su paquete; no hay miedo a hablar de salario, a ha-
blar de remuneraciones, que como saben, es el problema que ha llevado al Perú a 
tener, a nivel de los órganos de control de la OIT, una queja y esa queja está allí, 
pero que es responsabilidad de todos, incluida la Oficina, el poder contribuir a su-
perar esa queja, acercar a las partes y a poder ver que hay otros países donde han 
superado ese problema, el problema de la negociación colectiva en el ámbito de 
las remuneraciones; así que confío que estas dos tardes puedan darnos y también 
a los representantes del Gobierno que veo aquí, otro punto de vista de cómo me-
jorar en este sentido. Muchas gracias.
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URUGUAY

Experiencias de negociación colectiva 
en el Sector Público

FERNANDO DELGADO SOARES NETTO
M.T.S.S. Universidad de la República Oriental del Uruguay

Adolfo Ciudad Reynaud

Muy agradecido, Carmen, por tus palabras; sin más entonces vamos a ini-
ciar el programa con la exposición sobre Negociación Colectiva en el Sector Pú-
blico en Uruguay; para esto tenemos la suerte de tener con nosotros al Dr. Fernan-
do Delgado, responsable de la negociación colectiva en el sector público del Mi-
nisterio de Trabajo y Seguridad Social de Uruguay; además de cumplir este car-
go en el Ministerio, es un destacado profesor universitario, discípulo del maes-
tro Plá Rodríguez y que ha sido parte de este famoso Grupo de los Miércoles en 
donde se discutía con el maestro Plá Rodríguez todas las instituciones del Dere-
cho del Trabajo.

Fernando Delgado

Buenas tardes para todos, es un verdadero honor estar aquí y agradezco mu-
cho a la SPDTSS en la persona de Adolfo Ciudad, a la PUCP en la persona de mi 
querido amigo Alfredo Villavicencio y también el apoyo de la OIT con Carmen, 
que está participando en este evento tan interesante.

El tema es muy relevante, muy interesante y es muy bueno intercambiar 
experiencias entre quienes estamos en la misma región, que a veces no nos mi-
ramos todo lo que fuera necesario y es bueno compartir qué nos está pasando 
en los temas de índole laboral, así como en otros temas. Una aclaración breve 
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es que la exposición que haré, que es descriptiva, la realizo a título personal. 
No es institucional, pero refleja más o menos un poco la idea que se me ocurría 
esta tarde, de brindarles un poquito de información sobre el panorama norma-
tivo que tenemos en Uruguay en la materia y también mostrar alguna cuestión 
vinculada con la práctica: he tenido la posibilidad de trabajar en el ámbito prac-
tico del desarrollo de la Ley.

Algunos datos breves acerca del Uruguay:

Población: 3.286.314 (Censo 2011)

P.E.A.: 1.720.000 personas aproximadamente

El Estado (en sentido amplio) es el mayor empleador en Uruguay

A 2013 figuran registrados 298.743 vínculos laborales, incluye funciona-
rios presupuestados y también otras modalidades contractuales (contratos 
temporales, a término, zafrales, etc.)

De ellos, muchas personas tienen más de un vínculo con el Estado, gene-
ralmente docentes y profesionales médicos (por ej. Funcionario del Minis-
terio de Transportes y docente en la Universidad de la República; médico 
en Hospital Militar y prestador de salud pública A.S.S.E., etc.)

Fuente: O.N.S.C. “Vínculos Laborales con el Estado 2013”

Varias de las más importantes empresas del Uruguay son estatales. Ej. 
ANCAP (petrolera), ANTEL (telecomunicaciones), Banco República.

Me parecía importante señalar estos datos para ubicar un poquito en el con-
texto y posteriormente la idea de la exposición es establecer tres módulos o as-
pectos, uno por un lado, las peculiaridades que se dan en las relaciones laborales 
en el sector público, que es un tema muy peculiar, cuál es la naturaleza de la Ley 
18508, que es la Ley que regula el tema en Uruguay, y finalmente alguna referencia 
a los Convenios: que ha pasado en la práctica, que se ha negociado en la práctica.

Datitos muy breves acerca de mi país: en particular, el Estado en sentido 
amplio (no solamente los poderes, sino las empresas públicas) es el empleador 
más importante del Uruguay; es un país pequeñito cuya estructura está muy pau-
tada por el ente estatal y por lo tanto es el patrón más grande que tenemos en Uru-
guay, vean ustedes que si comparamos con la población económicamente activa, 
un millón 700 y pico, cerca de 300 mil vínculos laborales se desarrollan con el Es-
tado en sentido amplio; hay personas que tienen más de un vínculo, por ejemplo 
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en mi caso, soy funcionario del Ministerio de Trabajo y también en la Universi-
dad de la República, pero de todas maneras vean la magnitud que tiene si el con-
venio, si el núcleo, ámbito de trabajadores más amplio del Uruguay, si lo analiza-
mos en conjunto por supuesto que tiene algunas variaciones; y otra peculiaridad 
que se da es que las empresas más importantes del Uruguay son estatales (la em-
presa de comunicaciones, la empresa petrolera, el Banco de la República) si hi-
ciéramos un ranking del top ten de las empresas del Uruguay varias de ellas se-
rian del Estado, lo cual revela la importancia de este tema para las relaciones la-
borales en el Uruguay.

Ahora entonces, la idea es hacer una breve referencia a las peculiaridades 
que se dan en el ámbito de las relaciones laborales. Yo apunto en esta breve ex-
posición seis ítems, y pueden ser muchos más, porque evidentemente las relacio-
nes laborales que se dan en el Estado tienen características muy peculiares que no 
las podemos analizar, no las podemos mirar con el mismo visor que las relacio-
nes privadas de capital de trabajo, sino que hay otro tipo de componentes; no de-
jan de ser laborales, pero tienen otros componentes.

El primero, el tema que se plantea de partida, es la regulación, cómo nos 
repartimos las jurisdicciones entre las distintas ramas del Derecho. Histórica-
mente, quienes siempre han reivindicado su paternidad sobre estas vinculacio-
nes laborales son los administrativistas, aquellos publicistas en la medida de 
que el vínculo del Estado es un vínculo de tipo estatutario, que no tiene carác-
ter laboral y se rige por normas de Derecho Administrativo. Esa posición muy 
radical y muy fuerte hasta pasada la mitad del siglo XX, ha cedido parcialmen-
te ante el Derecho del Trabajo, que todos sabemos que originariamente tiene su 
partida de nacimiento en las grandes fábricas, en los eventos industriales, desde 
donde trata de colonizar, buscar otros terrenos para expandirse, entre los cua-
les están las relaciones de trabajo del sector estatal; y especialmente en la si-
tuación actual, si bien las normas del Derecho Administrativo siguen explican-
do algunos temas vinculados con las relaciones laborales, los institutos del De-
recho Colectivo del Trabajo, los tres institutos que forman el triángulo virtuoso 
del que hablaba De la Cueva: negociación colectiva, huelga y sindicatos, influ-
yen y se aplican también a la negociación colectiva del Sector Público. Esa es 
la primera cuestión, ya de partida, de qué normativa tenemos, bueno, tenemos 
ahí una suerte de contienda de competencias con los administrativistas, por la 
cual incluso se está hablando de un Derecho General de Trabajo de raíz consti-
tucional, la posición más aceptada, es decir, los derechos constitucionales no se 
paran en la frontera del Estado como empleador, sino que tienen un amplio al-
cance y están incluidos los trabajadores públicos.
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Otros problemas del punto de vista de la estructura de la relaciones laborales, 
tiene que ver con la estructura de la administración, los mandos medios, la existen-
cia de una cadena burocrática; en el caso uruguayo la estabilidad laboral, que no es 
unánime, pero sí es un principio general por el cual los trabajadores públicos para ser 
despedidos, para ser exonerados, precisan la acreditación de una causa justa, hace que 
necesariamente las características de las relaciones laborales sean diferentes porque 
por ejemplo, difícilmente está en juego un despido por cierre de empresa en la ma-
teria laboral; eso cambia el eje de las negociaciones desde el punto intra conceptual.

Otro tema muy importante son las llamadas limitaciones constitucionales 
legales y reglamentarias. El Estado es un patrón muy especial que está regido por 
una maraña, por una telaraña de normas a efectos de su actividad; esa es la natura-
leza del Estado en la medida en que es representante de la sociedad como organi-
zación y por ejemplo si yo soy un organismo del Estado y quiero hacer una com-
pra, tengo que seguir determinados procedimientos, si supera determinado monto, 
licitación pública, etcétera; eso hace que ya la cuestión sea diferente que en el ám-
bito privado, en el cual el principio general es la libertad y la posibilidad del em-
presario de manejar justamente en forma bastante libre sus recursos, cosa que no 
ocurre aquí. El problema de las limitaciones de tipo legal se ve en la facultad del 
Consejo Superior, que después vamos a ver, que dice que “están excluidas aque-
llas que tengan limitación o reserva constitucional o legal”.

Otra cuestión es que las retribuciones personales (salarios, primas) siempre tie-
nen que estar respaldadas en alguna norma de tipo presupuestal, sea ley, sea decreto, 
etc., a través de las leyes, por lo cual incluso a veces el Parlamento, cuando se discute la 
Ley Presupuestal, opera como un tercer sujeto –los trabajadores, el Gobierno y el Parla-
mento– interviene como un sujeto atípico de la negociación colectiva en este ámbito.

Otra cuestión que tiene que ver con la peculiaridad es que en cuanto al sis-
tema de fuentes que nosotros en materia laboral tenemos toda una idea, general-
mente siempre hay alguna situación de ida y vuelta entre los convenios colecti-
vos y las normas heterónomas; me explico: quizás hay un convenio colectivo fir-
mado entre un sindicato y un organismo, que establece, que requiere que las nor-
mas acordadas tienen que ser recogidas en la ley presupuestal; entonces, hay una 
suerte de remisión, una remisión con un mandato claro de que la norma presu-
puestal recoja aquello que negocien; y a veces es al revés, hay alguna norma que 
dice “se crea determinada partida cuya distribución interna será objeto de nego-
ciación por los mecanismos de la negociación colectiva”; o sea que ese esquema 
de fuentes que tenemos en el derecho laboral privado, es diferente en la medida 
en que siempre en última instancia hay una norma de tipo heterónomo, que tiene 
que existir a efectos de la eficacia de los convenios colectivos.
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Otro tipo de problema son las cuestiones de reserva legal, como el estatuto 
del funcionario y las limitaciones de ingreso también que están pautadas a ese nivel.

La eficacia de los convenios colectivos, es un tema importante. En materia 
del sector privado básicamente los convenios tienen una eficacia inmediata y son 
autoejecutables. En la materia pública, por los motivos que veníamos diciendo an-
tes, tiene una naturaleza mediata y no son directamente ejecutables, sino que requie-
ren como complemento, como adicional, la existencia de una norma presupuestal; 
claro está que esa norma presupuestal tiene un mandato previo que tiene un deter-
minado tipo de obligaciones que tienen que ser cumplidas por el legislador de al-
guna manera; pero siempre cualquier convenio que haya va a tener esa cuestión.

Finalmente, una cuestión más de tipo sociológico si se quiere, pero que 
también es importante. Es que, evidentemente, en materia pública se manejan los 
conceptos de interés general, a veces con cuestiones reales, a veces con cuestio-
nes demagógicas, pero se supone que lo que está en juego es el dinero de la so-
ciedad en su conjunto, lo que tiene sus vericuetos (más que nada en el campo de 
las relaciones laborales) y la fuerza de la opinión pública es mucho más relevan-
te en algunos conflictos en el Sector Público, en la medida de que está la famosa 
cuestión “qué pasa con los impuestos que yo pago“. Toda esa cuestión tiene im-
portancia en cómo se paran los jugadores en la cancha a la hora de una negocia-
ción colectiva; vean por ejemplo muchas veces –por lo menos en mi país y creo 
que en otros países– la enseñanza, que es un tema muy sentido por la sociedad, es 
una actividad en la que los conflictos tienen una sensibilidad que no tienen otros 
sectores donde quizás los salarios sean mayores. También está la cuestión de que 
se percibe a ciertos funcionarios públicos como “privilegiados”, en fin, existen 
todo tipo de cuestiones alrededor.

Hasta aquí básicamente las peculiaridades que podemos ver en las relacio-
nes laborales, que quizás es un perogrullo pero está bueno hacer una especie de 
índice como para ver esas pequeñas cuestiones específicas que ameritan que nos 
preparemos distinto acerca de la cuestión.

Pasemos ahora directamente a la segunda parte de la exposición, que se re-
fiere a la normativa que rige la negociación colectiva en el Sector Público en el 
Uruguay. Les pregunto: ¿Antes de la ley, no existía nada? ¿La ley comenzó en el 
año cero? No; la negociación colectiva en el Uruguay tenía tradición de mucho 
tiempo, incluso antes de la dictadura militar que duró del 73 al 85 ya había algu-
nas pequeñas experiencias y con posterioridad a la reinstalación democrática tam-
bién empezaron a darse negociaciones colectivas, sobre todo en los gremios más 
fuertes; pero lo que no existía era una norma específica que regulara el tema; lo 
que sí había eran normas de la más alta jerarquía que permitían e impulsaban la 
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negociación colectiva: la Constitución de la República, que consagra la libertad 
sindical, el derecho de huelga –ya desde el año 34– por lo cual estaba implícita la 
negociación colectiva y la ratificación, por parte del Uruguay, de los Convenios 
151 y 154 de la OIT (para que no quepan dudas, los dos son ratificados en el mis-
mo momento, en el año 1989).

Otro elemento muy importante que tenemos que tomar en cuenta es que a 
partir del año 2005 en Uruguay accede al gobierno una fuerza de izquierda deno-
minada Frente Amplio, que representa el actual presidente Tabaré Vázquez y el 
anterior, José Mujica, una de cuyas ideas fuerza fue “llevemos la negociación co-
lectiva a todos los trabajadores” y aquellos que estaban excluidos, por ejemplo el 
sector rural, el sector doméstico, “démosle negociación colectiva y también re-
gulemos el tema de los públicos; y una de las primeras medidas, los decretos del 
año 2005 cuando recién instalado el gobierno, además de reimplantar los consejos 
de salarios del Sector Privado, se convoca a las organizaciones sindicales a efec-
tos de establecer un sistema de negociación; incluso en julio del año 2005, para 
que vean, el gobierno asume en el mes de marzo y ya a los pocos meses se firma 
el acuerdo marco de la negociación colectiva en el Sector Público, uno de cuyos 
objetos justamente fue la elaboración de una ley de negociación colectiva en el 
Sector Público. Otro antecedente muy importante –el compañero Pablo va a refe-
rir con mayor amplitud– es la ley argentina del año 92, que es un antecedente que 
se tomó muy en cuenta en ese sentido.

El acuerdo marco establece, entonces, como uno de sus objetivos la aproba-
ción de una ley que regulara, una ley separada del privado, que regulara las relacio-
nes colectivas y la negociación colectiva en el Sector Público; así se llega especí-
ficamente a la Ley N° 18508 que como les comenté, se aprueba en el año 2009 y 
establece un sistema de negociación colectiva en ese sector; la Ley N° 18508 in-
cluso en la Conferencia Internacional de Trabajo de hace dos años, 2013, la nego-
ciación colectiva fue uno de los temas que se abordó y la ley uruguaya fue men-
cionada en varias oportunidades en ese sentido.

El tema de la ley –y es una brevísima referencia– desde el punto de vista 
conceptual hace que el modelo uruguayo (que históricamente es un modelo abs-
tencionista, que no tenía normas a nivel colectivo, que solamente tenía normas ju-
risdiccionales o de convenios internacionales) pase de un abstencionismo, de una 
arregulación, a un sistema de intervencionismo moderado, pero de soporte, un 
intervencionismo del Estado pero no en el sentido de limitar, sino de promover y 
sostener la existencia de la negociación colectiva.

Hasta aquí entonces los antecedentes y pasemos a ver qué es lo que nos dice 
la ley, qué elementos tiene. Tiene una serie de principios en cuanto a participación, 
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la necesidad de la consulta, la colaboración y se considera un énfasis en la for-
mación de los negociadores colectivos, (en ese sentido es una de las cosas que la 
OIT impulsa mucho, formar a los negociadores colectivos en todos los sentidos).

Se establece el derecho de negociación colectiva como un derecho huma-
no fundamental, que tiene raigambre constitucional y que no se está creando des-
de ahora, sino que pre existe; y hay dos elementos interesantes en cuanto a que la 
ley es un poco osada o quizás un poco avanzada para lo que se venía discutiendo 
en nuestro país anteriormente; uno de ellos es la llamada obligación de negociar 
de buena fe. En algún momento se estuvo discutiendo si había o no la obligación 
de negociar de buena fe, si las partes están obligadas o no a negociar o si esa es 
una mera liberalidad que tienen. Aquí se establece la obligación de negociar de 
las partes y a su vez que la misma sea desarrollada de buena fe; esto en el artícu-
lo quinto está desarrollado. ¿Qué quiere decir que exista una obligación de ne-
gociar de buena fe? Pues que las partes vayan a las reuniones, pero no solamente 
que vayan y calienten las sillas, sino que vayan con personas idóneas, con perso-
nas que tengan posibilidad y capacidad de negociación; que sean representativas y 
que haya una efectiva voluntad de buscar acuerdos, lo que no implica por supues-
to la obligación de acordar, aunque sí implica la obligación de hacer el esfuerzo 
y no generar cuestiones como “yo vine aquí a escuchar, no sé (…)”. Los que van 
no son meros secretarios de actas o de apuntes, sino que van a intercambiar para 
ver si se llega a acuerdos en los temas que se están discutiendo.

Otra cuestión interesante es el derecho de información. En la ley privada 
está establecido como un deber de información pero con carácter bilateral; en el 
caso de la ley de negociación colectiva en el sector público, hay un claro conteni-
do a favor del Estado, que es el que maneja la información de manera más soste-
nida, obviamente; y también el derecho de información está específicamente des-
compuesto en sus distintos componentes, por ejemplo, uno de los temas en los 
que está obligado el Estado es cuando hay una ley presupuestal, mostrar, plantear 
o comunicar a los trabajadores los avances de las leyes presupuestales para que 
los trabajadores conozcan con anterioridad la aprobación de las leyes presupues-
tales, cuáles son las medidas y que eso pueda ser objeto de negociación. También 
los cambios tecnológicos; si hay una empresa que va a cambiar su sistema tecno-
lógico, es necesario que establezca mecanismos de consulta y que se informe a 
los trabajadores de lo mismo. También reestructuras –es muy común en las insti-
tuciones públicas–; influencia de la tecnología, todo eso está englobado a lo que 
es el derecho a la información.

Pasemos ahora a hablar de lo que es el contenido; hasta ahora veíamos 
cuáles son los principios, cuáles son los conceptos generales, ahora veamos el 
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contenido de la negociación y qué es lo que se negocia. El artículo cuarto de la 
ley –este es un tema importante– establece que la negociación colectiva es la que 
tiene lugar entre las partes con el objetivo de llegar a acuerdos en determinados 
puntos, y los señala: condiciones de trabajo, salud e higiene, capacitación y forma-
ción, estructura de carrera funcional, reforma de la gestión del Estado (la famosa 
reforma del Estado) y las relaciones entre empleadores y funcionarios. Como di-
jimos anteriormente, la obligación de negociar no impone obligación de acordar. 
Aquí hay algo que no está –o que al menos en el artículo específico no está– que 
es la materia salarial y que tengo conocimiento claro de que es uno de los temas 
polémicos allí. ¿El hecho de que no esté la cuestión salarial quiere decir que no se 
puede negociar salario o que sí se puede negociar salario? En la práctica, es una 
discusión que está superada, no hay duda alguna de que la materia salarial está in-
cluida dentro de las temáticas que se discuten. Quizás hay un tema que es medio 
de Perogrullo: que la negociación salarial es un tema central de la negociación co-
lectiva, como el corazón, el núcleo; y las demás cosas son caramelitos que se agre-
gan como postre al plato principal (que es el salario). Así ha sido históricamente.

Esta es una cuestión desde el punto de vista de la concepción; esto no obsta 
que haya argumentos específicos que ameritan que la conclusión de que efectiva-
mente la materia salarial está incluida. En primer lugar, alguna doctrina ha seña-
lado que el concepto de condiciones de trabajo tiene una visión amplia que inclu-
ye también las retribuciones. En la práctica, como ya les señalaba, se negocia sa-
lario en forma sostenida, especialmente las rondas, los momentos álgidos (ahora 
tenemos uno) en los momentos de zafra para nosotros es cuando está por aprobar-
se la ley presupuestal. Obviamente porque allí es –como se dice en uruguayo rio-
platense “es donde se corta el bacalao”– por lo cual después de que se aprueba la 
ley presupuestal ya no tiene mayor sentido una negociación, pero en los momen-
tos de las leyes de presupuesto y las rendiciones de cuenta, es el momento clave 
para la negociación salarial y así efectivamente ocurre. Pero además de esto, hay 
normas específicas que complementan esta visión; les pongo un ejemplo, que es 
la ley de presupuesto que ahora va a finalizar en el 2015. El presupuesto del año 
anterior establece en su artículo cuarto una serie de ajustes salariales por inflación 
anuales. Ese era el criterio, pero a continuación dice que “además de que los tra-
bajadores tienen un aumento respetando la inflación, ajustando por inflación, los 
incrementos adicionales que puedan darse se determinarán por los procedimien-
tos y los ámbitos previstos por la Ley N° 18508. Es decir, si quedaba alguna duda 
de que el tema salarial forma parte de los temas que se discuten, tenemos una 
norma presupuestal justamente que habilita esa posibilidad; por supuesto que ese 
acuerdo al cual se llegara en una ocasión posterior, tendrá que ser complementa-
do con una norma presupuestal en la rendición de cuentas; en Uruguay tenemos 
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la ley presupuestal quinquenal y rendiciones de cuentas anuales que también allí 
es un momento en que se agita la cuestión en cuanto a negociación. Por tanto, en 
el caso uruguayo no cabe duda de la inclusión de la materia salarial, con las par-
ticularidades y especificidades que acabo de señalar; un aumento salarial no po-
drá ser pactado cuando es el último año de gobierno y ya no se pueden establecer 
mejoras presupuestales, tenemos claro que son cuestiones peculiares, pero no po-
dríamos sostener, sensatamente, que la materia salarial esté excluida, incluso en 
algún momento, algún organismo –la Suprema Corte de Justicia, precisamente– 
señaló que su lectura de la ley era esa y por la vía de los hechos esa postura se re-
tiró y se accedió en ese sentido.

Veamos ahora muy sucintamente cómo funciona el sistema en el Uruguay, 
cómo funciona la negociación colectiva en el Sector Público. En el sistema uru-
guayo, a diferencia de lo que pasa en el sector privado, no existe un único sistema 
–sistema omnicomprensivo– sino que la negociación colectiva tiene dos grandes 
módulos andariveles, hay uno que es el más importante, es el principal, el que va-
mos a ver ahora, que es el de la negociación colectiva del Poder Ejecutivo y de 
las empresas públicas; y posteriormente hay un segundo andarivel que refiere a 
los organismos con autonomía institucional. El módulo uno, el del Poder Ejecu-
tivo con las empresas públicas tiene tres niveles, está establecido en forma pira-
midal, i) un nivel superior que es el Consejo Superior de la negociación colectiva 
en el sector público; ii) el nivel por rama o sectorial (que vamos a ver ahora); iii) 
y el nivel inferior, por inciso u organismo.

Al vértice de la pirámide tenemos al Consejo Superior de la negociación co-
lectiva en el Sector Público, está integrado en forma bipartita y paritaria, siguien-
do un poco el modelo este; son 16 integrantes, de los cuales 8 son trabajadores 
y el tema es quién representa al gobierno, es uno de los grandes dilemas acerca 
de quiénes son los organismos que deben representar al gobierno; en el caso del 
Uruguay, son cuatro agencias del Estado que participan representando al gobier-
no, una de ellas es el Ministerio de Economía (obviamente es el que tiene la fuer-
za del dinero, es el gran cajero del Estado al que todo el mundo está reclamándo-
le que habilite y que se ponga dadivoso con nuestros pedidos); la Oficina de Pla-
neamiento y Presupuesto, que es un organismo dependiente de Presidencia y que 
como su nombre lo indica participa en la cuestión presupuestal pero a su vez es el 
nexo entre el Poder Ejecutivo y las empresa públicas, tiene un rol muy importan-
te en cuanto a los grandes planes de desarrollo; dos delegados de la Oficina Na-
cional de Servicio Civil –que viene a ser el equivalente a Servir, aquí–; y dos in-
tegrantes por el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. El segundo nivel, sec-
torial o de rama, es un poco complejo desde el punto de vista gramatical porque 
en realidad se importó una definición del sector privado; en realidad en el Estado 
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no existen propiamente sectores o ramas de actividad, pero sí organizaciones, se 
dividen entre administración central por un lado, empresas públicas no financie-
ras, y se integra de la misma forma que el nivel superior. El tercer nivel, por inci-
so u organismo, con el organismo y el sindicato respectivo.

Hay otro andarivel, aquella negociación que se desarrolla en organismos 
que tienen autonomía constitucional; la existencia de este nivel se explica por mo-
tivos de constitucionalidad. Si se establecía un sistema único, la ley podía ser til-
dada de inconstitucional por los gobiernos departamentales; entonces en esos ca-
sos, que son el Poder Legislativo y el Poder Judicial, existe una Mesa de Nego-
ciación en la que participan 3 integrantes por el sector trabajador, 2 integrantes 
por el organismo y 1 delegado del Ministerio de Trabajo.

Otra peculiaridad que tiene esta ley es el rol que tiene el Ministerio de Tra-
bajo, que tiene una especie de doble función que a veces puede parecer contradic-
toria, porque, por un lado integramos el sector a nivel superior, la delegación del 
Estado, y a nivel ramas o sectorial, pero también cumple funciones de concilia-
ción y mediación, cuando hay un conflicto en el Sector Público. Es decir, el Mi-
nisterio de Trabajo es quien toma las riendas, quien busca apaciguar o buscarle la 
vuelta. Pero por si esto fuera poco dice la norma que es el encargado de velar por 
la aplicación de la ley y es el coordinador de las relaciones laborales y negocia-
ción colectiva en el Sector Público.

Hasta aquí entonces lo que establece la ley, los principios, el contenido de 
las negociaciones y la estructura del sistema. Voy a pasar esta última parte (por 
razones de tiempo) para decirles que la negociación colectiva ha tenido un fuer-
te desarrollo en el Uruguay y que hay una perspectiva, con el Gobierno que ha 
asumido en el 2015, de fortalecer los ámbitos de negociación colectiva superio-
res porque se dio mucha negociación por rama pero no tanto a nivel superior, y 
también una fuerte inyección de fuerza para la negociación en los gobiernos de-
partamentales, en las autonomías departamentales; Uruguay es un país unitario 
pero tiene autonomía constitucional de los gobiernos departamentales y han ha-
bido problemas en ese sentido.

Experiencias de negociación hay varias, hay varios convenios. También 
se discutió la ley del estatuto del funcionario que previamente se discutió con los 
trabajadores pero no se llegó a ningún tipo de acuerdo. Hay convenios interesan-
tes, eso es meramente anecdótico, en la banca oficial, que se reestructuró toda; 
un tema –y se los digo muy brevemente– que ha sido discutido en las empresas 
públicas y en los bancos del Estado es el del cumplimiento de metas (algo aná-
logo, si se quiere, a la productividad que se discute en el Sector Privado). Sobre 
todo en el caso de aquellas empresas públicas que compiten en un sistema de libre 
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mercado, que un banco tenga metas para que el cumplimiento de las mismas re-
dunde en las mejora de condiciones de trabajo, o sea que la negociación colecti-
va en el Sector Público no se reduce a aquel funcionario público administrativo y 
a retribución fija, sino también a sistemas de retribución variable y esa experien-
cia se ha dado en ese sentido.

Hay otro tipo de experiencias muy interesantes pero meramente anec-
dóticas y para cumplir con la amonestación que el señor juez Ciudad, va-
mos brevemente a comentar que las relaciones laborales tienen muchísima 
relevancia porque abarcan a un montón de trabajadores que tienen peculia-
ridades de diversa índole, que llevan a que se tengan que analizar paráme-
tros especiales.

La ley de negociación colectiva en el Sector Público es una ley que intro-
duce elementos muy interesantes y muy avanzados en cuanto a determinado tipo 
de concepciones; incluye claramente la parte salarial por más que no esté estable-
cida en el contenido.

Finalmente, que en el periodo anterior se ha dado una negociación muy 
fuerte a pesar de que ha habido también sus chisporroteos como toda negociación 
e intereses encontrados.

Muchas gracias.
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I. ALGUNOS COMENTARIOS

1. Las relaciones laborales en el Sector Público en el Uruguay son de 
especial relevancia, existiendo un importante y creciente número de 
trabajadores tiene vínculos laborales con el Estado.   

2. Tienen una serie de peculiaridades en cuanto a su regulación y están 
sometidas a una serie de limitaciones constitucionales, legales y re-
glamentarias, así como particularidades en cuanto a la actividad del 
Estado como empleador.

3. La Ley de negociación colectiva del Sector Público (Ley 18.508) 
abarca a la generalidad de los trabajadores del Estado con diversos 
módulos y niveles de negociación.

4. En  el periodo 2010-2015 se han celebrado numerosos acuerdos so-
bre temas salariales, productividad y condiciones de trabajo, algu-
nos de los cuales resultan muy interesantes por su carácter innova-
dor. El nuevo gobierno prevé  fortalecer y profundizar el sistema de 
negociación previsto en la norma.

II. PECULIARIDADES DE LAS RELACIONES LABORALES  
EN EL SECTOR PÚBLICO

Algunos datos preliminares sobre Uruguay:

Población 3.286.314 (Censo 2011).

PEA = 1.720.000 personas aproximadamente.

El Estado (en sentido amplio) es el mayor empleador en Uruguay.

Al 2013 figuran registrados 298.743 vínculos laborales. Incluye funciona-
rios presupuestados y también otras modalidades contractuales (contratos tempo-
rales, a término, zafrales, etc.).

De ellos, muchas personas tienen más de un vínculo con el Estado, gene-
ralmente docentes y profesionales médicos. (por ej. Funcionario del Ministerio de 
Transporte y docente en la Universidad de la República, médico en Hospital Mi-
litar y prestador de salud pública A.S.S.E., etc.).

 Fuente: ONSC “Vínculos laborales con el Estado 2013”.
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 Varias de las más importantes empresas del Uruguay son estatales.

 Ej. Ancap (petrolera); Antel (telecomunicaciones); Banco República.

1. Debate sobre regulación

• (¿Derecho Laboral vs. D. Administrativo?).

• Derecho general del trabajo de fuente constitucional.

2. Estructura burocrática y jerárquica de la administración
Mandos medios responden a sistema escalafonario y jerarcas están vincu-

lados al sistema político.

3. Estabilidad laboral de los trabajadores públicos
Establecida como ppio. general (art. 60 y 168 num. 10 Constitución) sin 

perjuicio de otras modalidades más precarias y reg. especiales.

4. Limitaciones constitucionales, legales y reglamentarias

a) Órganos y entidades del Estado sometidas a multiplicidad de normas 
heterónomas.

b) Facultades del Consejo Superior “todas aquellas que las partes 
definan y que no impliquen limitación o reserva constitucional o 
legal”.

c) Retribuciones personales (salarios, primas, compensaciones) sujetas 
a normas de tipo presupuestal (Leyes de Presupuesto, Rendición de 
Cuentas). En estos últimos casos el Parlamento opera como sujeto 
adicional de la negociación.

d) Especialidades en cuanto a la articulación de las fuentes (“ida y 
vuelta” entre convenio Colectivo, Ley y Decreto Reglamentario).

e)  Materias de reserva legal.

f) Limitaciones para ingreso de funcionarios en año electoral.

(Ley 16.127 para Administración Central, artículo 229 de la Constitución 
para P. Legislativo, E. Autónomos, etc.).
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5. Eficacia de los convenios o acuerdos en el sector
Eficacia “mediata”, no autoejecutable, sus disposiciones deben ser comple-

mentadas por normas presupuestales.

6. El “interés general” y los dineros públicos

III. LA LEY 18.508 DE NEGOCIACIÓN COLECTIVA EN EL SECTOR 
PÚBLICO

1. Antecedentes 

• Artículo 57 Constitución que consagra la libertad sindical.

• C.I.T. 151 y 154 , ratificados por Ley 16.039.

• Múltiples convenios del sector (especialmente empresas públicas),sin 
regulación ni sistematización.

• Contexto: Gobierno del Frente Amplio desde 2005, proceso de 
reformas laborales con énfasis protector de los derechos de los 
trabajadores.

• Decretos 104/05 y 113/05 convocatoria a organizaciones sindicales. 

 Acuerdo Marco del 22/07/2005. Ley Argentina (Nº 24.185).

• Ley se aprueba en julio 2009, concomitantemente con Ley 18.566 
de negociación colectiva en el Sector Privado.

• Es mencionada reiteradamente en Documento OIT “Negociación co-
lectiva del Sector Público un camino a seguir” 102 Conferencia OIT 
(2013)

• Transición de modelo “arregulado” a “intervencionismo moderado” 
de relaciones laborales colectivas.

2. Principios y derechos en la Ley 18.508

• Participación, consulta, colaboración y formación (arts. 2 y 7).

• Derecho de negociación colectiva (art. 3) como derecho humano 
fundamental.
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• Obligación de negociar de buena fe (art. 5).

•  Obligación de concurrencia a las reuniones,idoneidad y representa-
tividad de los interlocutores, etc.

• Derecho de información (art. 6).

 El Estado está obligado a informar sobre avances presupuestales, 
cambios tecnológicos, reestructuras, condiciones de trabajo, etc.

3. Contenido de la negociación
Artículo 4.: Negociación colectiva es la que tiene lugar entre las partes con 

el objeto de propender a acuerdos en:

a) Condiciones de Trabajo, salud e higiene

b) Capacitación y formación profesional

c) Estructura de carrera funcional

d) Reforma de la gestión del estado

e) Relaciones entre empleadores y funcionarios

Y todo aquello que las partes acuerden en la agenda de negociación

Obligación de negociar no impone obligación de acordar.

¿Qué ocurre con la materia salarial?

No está incluída expresamente en el artículo 4 de la Ley

a) Se encuentra incluida en una concepción amplia de condiciones  de 
trabajo. 

b) Se trata de un elemento esencial de la neg. colectiva.

c) En la práctica se negocia salario en forma sostenida, sin perjuicio 
de que los eventuales acuerdos deban estar respaldados en normas 
presupuestales heterónomas.

d) Normas complementarias expresas refieren al tema
Ejemplo: Ley Presupuesto Nacional 2010-2015 (Nº 18.719) establece me-

canismos de ajustes salariales por inflación en su artículo 4.
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Incrementos adicionales: “Se determinarán por los procedimientos y en los 
ámbitos previstos por la Ley 18.508”.

4. Estructura y funcionamiento en la práctica
El sistema no es único, funciona en dos “módulos” o “andariveles”

4.1 Módulo 1: Poder Ejecutivo y empresas públicas (art. 10 y ss.)

Es el “núcleo” del sistema.

a) Nivel superior 

 Consejo Superior de la Negociación Colectiva en el Sector Público 
bipartito y paritario, se integra con 8 miembros del Gobierno:

- 2 delegados del Ministerio de Economía y Finanzas.

- 2 delegados de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto (organismo 
dependiente de Presidencia, nexo con emp. públicas).

- 2 delegados de la Oficina Nacional del Servicio Civil (organismo de-
pendiente de Presidencia, especializado en recursos humanos similar 
a Servir en Perú).

- 2 delegados del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y 8 repre-
sentantes de las org sindicales más representativas de funcionarios 
públicos (en Uruguay existe 1 central única PIT-CNT).

b) Nivel sectorial o “de rama”

 Se integra del mismo modo que el nivel superior, pudiendo partici-
par también representantes de los organismos. 

 En la práctica funcionan:

- Adm. central. 

 Funcionarios de Ministerios y entes no comerciales. Su interlocutor 
sindical es la Confederación de Obreros y Funcionarios del Estado 
(COFE).

- Empresas públicas no financieras (Mesa Sindical Coord.de Entes).

- Banca Oficial (AEBU).
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c) Tercer nivel: Por inciso u organismo: C/organismo y el sindicato 
respectivo  

4.2. Módulo 2: Organismos autónomos y sus Mesas de Negociación 
(art. 14)

 Origen de la distinción: En atención a autonomías constitucionales 
(descentralización funcional y territorial).

 Organismos involucrados:

a) Poder Legislativo

b) Poder Judicial

c) Organos de contralor (TCA, C. Electoral y T.Cuentas)

d) Entes autónomos de enseñanza (ANEP y Universidad) 

e) Gobiernos departamentales (intendencias, municipios,  alcaldías, 
etc.)

 Integración: 3 delegados de organización más representativa

2 delegados del organismo
1 representante del MTSS.

5. El papel del MTSS
Debe articular varios roles (que pueden parecer superpuestos o contradic-

torios)

a) Integra delegación del Gobierno en los niveles superior y sectorial 
de “1er. módulo”.

b) Integra Mesas de Negociación del “2º.módulo”.

c) Cumple funciones de conciliación y mediación (art 9).

d) Encargado de velar por la aplicación de la ley. 

e) Coordinador de relaciones laborales y neg.colectiva en Sector 
Público.
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IV. ALGUNAS NOVEDADES EN LA NEGOCIACIÓN DEL SECTOR 
(PERIODO 2010-2015)

1. Tendencias generales del periodo 2010-2015

- La negociación salarial se  desarrolló por rama  (segundo nivel),  en 
forma descentralizada, quitándole contenido  y fortaleza al Consejo 
Superior de Negociación Colectiva en Sector Público.

- Relación conflictiva con el movimiento sindical (especialmente en 
algunos sectores).

- Incremento de competencias e influencia de OPP y ONSC dentro del P.E.

2. Perspectivas del nuevo gobierno asumido en 2015

- Fortalecimiento de los ámbitos superiores, especialmente el Consejo 
Superior.

- Prioridad para negociación en gobiernos departamentales.

3. Acuerdos salariales generales

- Ajuste por inflación esperada más correctivo.

- Se abren nuevas instancias para otros temas salariales generales.

- Acuerdo en Administración Central. 30/12/2010 (denunciado por 
los trabajadores).

- Acuerdo con mesa de entes 14/01/2011.

- Excepción = Acuerdo en enseñanza no universitaria (ANEP-CSEU) 
diciembre 2010. Ajuste más crecimiento de masa salarial.

4. Discusión del nuevo estatuto del funcionario

- Abarca únicamente funcionarios de Adm. Central.

- Refiere a condiciones de trabajo, carrera administrativa, etc.

- Se discutió en los ámbitos superiores, sin acuerdo entre las partes.

- En proceso parlamentario se dieron modificaciones, como por ejem-
plo: definición amplia de funcionario público (Ley 19.121).
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5. Algunos convenios de interés 

Se mencionan algunos acuerdos a vía de ejermplo:

5.1. Convenios en el sector financiero oficial

- Abarca Banco República, Banco de Seguros, Banco Central, etc.

- Acta de acuerdo de 16/05/2012 se establecen las pautas generales 
para el nuevo convenio colectivo finalmente celebrado el 26 de di-
ciembre de 2012.

a) Evaluación por desempeño.

b) Régimen de ascenso.

c) Sistema de Remuneración por Cumplimiento de Metas. 

d) Modificación del “corrimiento automático” en la escala salarial.

5.2. Preacuerdo sobre salario variable en empresas públicas

- Tema objeto de discusión desde 2005.

- Objetivos: Homogeneizar régimen y periodicidad en las distintas 
empresas (petrolera, telecomunicaciones, correos, etc.).

- Vincular una parte del salario al cumplimiento de metas.

- Suscrito ante el MTSS 28/06/2013 entre P. Ejecutivo (OPP y MEF) 
y Mesa Sindical Coordinadora de Entes (MSCE).

- Pre “acuerdo marco” sobre implementación de nuevo sistema de re-
muneración variable (SRV).

a) Basado en logro de metas referidas a indicadores que se documen-
taran en compromisos de gestión.

b) A implementar en cada empresa por Directorio c/aval de OPP y 
MEF.

5.3. Intendencia de Rocha (21/06/2013)

- Acuerdo complementario de convenio salarial de 20/12/2010.
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5.4. ASSE (Hospitales públicos)  Funcionarios no médicos

5.5. Correo - Ingreso de nuevo personal 

- Trabajo en días inhábiles

5.6. Operadores penitenciarios (Ministerio del Interior)

5.7. DINACIA: Funcionarios técnicos de Aeropuerto

Reorganización de carga horaria en régimen de turnos

5.8. Orquesta del SODRE (24/03/2014) Regularización de funcionarios

5.9. Corte electoral: Nuevo sistema retributivo (2015)

- Preacuerdo sobre nuevo sistema retributivo reglamentando lo pre-
visto en artículo 306 de Ley de Rendición de Cuentas 2013 (19.149).
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ARGENTINA 
Experiencias de negociación colectiva 

en el Sector Público 

PEDRO PABLO TITIRO

Director Nacional de Regulación del Trabajo
Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social de Argentina 

Adolfo Ciudad Reynaud

Muy agradecido a Fernando Delgado por su clarísima exposición, llena de 
valiosísima información. En la medida en que estamos mal de tiempo, vamos a 
pasar directamente a la experiencia argentina, luego de la cual tendremos enton-
ces la oportunidad de poder hacer preguntas, apreciaciones, comentarios, espe-
cialmente de los miembros de la SPDTSS, en primer término, y luego del público 
en general. Entonces, Pablo por favor, si fueras tan amable (…).

Pedro Pablo Titiro

Buenas noches a todos, en primer lugar quería agradecer particularmente a 
los organizadores, a la SPDTSS, a la PUCP y también a la OIT Regional Andina, 
que organizan este evento. Es un gusto para mí estar en Lima y compartir esta reu-
nión con ustedes y es un alivio entender que la mayoría son abogados o son gen-
te próxima al Derecho, con lo cual garantiza que no se van a aburrir tanto, como 
normalmente resultan de aburridas estas presentaciones.

Con relación al tema que les voy a presentar, justamente la estructura ju-
rídico normativa de la negociación colectiva en el Sector Público en Argenti-
na y en agradecimiento les traje un libro que tiene una particularidad, Negocia-
ción Colectiva en el Sector Público, está hecho por el Ministerio de Trabajo y por 



Revista Laborem Nº 19

79

la OIT, soy coautor del libro, pero lo particular es que está escrito por funciona-
rios públicos estatales, tanto del Ministerio de Trabajo, como de función pública, 
como también por representantes sindicales; digamos, es un libro que aborda el 
tema desde las distintas miradas que se puede tener, tanto del Estado empleador, 
como del actor sindical, por eso creo que es más valioso, no tanto por su conteni-
do, sino por quienes lo llevaron adelante, con el apoyo de OIT, así que va a que-
dar en la biblioteca de la Sociedad por si a alguno le interesa profundizar un po-
quito lo poco que les pueda transmitir en esta exposición.

Ante todo, una cuestión. Hoy estuvimos en el almuerzo hablando y es un 
tema de mucho debate, entiendo, en este momento en Lima y en Perú, el tema de 
la negociación colectiva en el Sector Público, a partir de una norma que entró en 
vigor no hace mucho tiempo, pero también por lo que ha dicho Alfredo Villavi-
cencio, el tema de la negociación colectiva es un tema importante también hoy en 
Perú. Por eso lo primero que quiero aclarar es que mi intervención es simplemen-
te contarles cuál es el esquema normativo, cómo funciona el modelo de la nego-
ciación colectiva en Argentina, sin querer vender ningún producto ni nada que se 
le parezca; simplemente es un método que a nosotros nos da resultado pero que 
tiene que ver con muchas cuestiones que hacen las relaciones de trabajo en la Ar-
gentina en general, tanto públicas como privadas, a nuestro ordenamiento consti-
tucional, a las normas que hemos rectificado y a las leyes nacionales que regulan 
la materia. Cada país es distinto, somos todos países latinoamericanos pero cada 
uno tiene su ordenamiento, su Constitución, su cultura, sus tradiciones y sus ac-
tores, con lo cual entendemos que nada es replicable directamente si no se ajusta 
a las particularidades específicas.

En el caso de Argentina, seguramente ustedes saben que es un país que tie-
ne una tradición de relaciones laborales bastante desarrolladas; desde mediados 
del siglo XX hay legislación en materia de negociación colectiva a nivel privado 
y esa misma legislación ya se usaba en el Estado nacional, con lo cual estamos ha-
blando de muchos años de este tema, con idas y vueltas como siempre, con pro-
cesos de dictaduras que prohibieron la negociación colectiva en todos los ámbi-
tos y en momentos que una vez de restaurado el sistema democrático las leyes se 
pusieron nuevamente en vigor y se empezó a recuperar la gimnasia de la negocia-
ción colectiva. ¿Por qué digo gimnasia? Porque no se trata solamente de normas, 
sino también de voluntad política de ambos sectores, en el caso de la negociación 
colectiva del Sector Público no solamente el actor público tiene que tener una vo-
luntad política, sino también el actor sindical tiene que tener voluntad política, 
porque la negociación, el mensaje más importante que me gustaría transmitirles 
es que tiene sus riesgos, tiene sus problemas pero la única manera es llevándola 
adelante; es muy fácil temer la negociación colectiva pero una vez que uno tiene 
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la posibilidad de negociar, también hay que tener capacidad de sentarse a nego-
ciar; entonces los invito a que negocien, en el sentido más amplio de la palabra.

He hecho esta introducción básicamente, porque los organizadores contro-
lan el tiempo de cada ponencia con el espíritu de Copa América: hay tarjeta ama-
rilla y tarjeta roja. Espero no terminar como Neymar (quien fue expulsado en un 
partido reciente de dicho campeonato). Aclaro que cambié colores en las filminas 
por la Copa América: van a ver colores más bien patrios, antes verían colores de 
mi equipo en particular pero no quise ser tan grosero.

Bueno, volviendo al marco normativo, esto es fundamental; para los juris-
tas, las normas son lo que nos condicionan la vida, bueno, la Constitución Nacio-
nal de la República Argentina garantiza desde hace muchos años, desde el año 
57 efectivamente, el derecho a la negociación colectiva sin limitaciones, sin dis-
tinguir entre el Sector Público y Privado, con lo cual el derecho a la negociación 
colectiva, por parte de las asociaciones sindicales, es un derecho constitucional. 
Esto cambia mucho porque hay ordenamientos constitucionales que no tienen este 
tipo de previsiones; el ordenamiento constitucional de Argentina garantiza el de-
recho a la negociación colectiva, el derecho a la sindicación y también el derecho 
de huelga, y esto lo traigo a cuento también porque estamos en un contexto OIT y 
ustedes saben que el tema derecho de huelga, aunque a muchos nos parece increí-
ble, está siendo también objeto de debate y si se desprende o no del Convenio 87, 
cosa que durante años y años jamás nadie se había puesto a debatir, parecía que 
era todo tan así, pero hoy se está debatiendo eso, con lo cual, los temas de las re-
laciones laborales son absolutamente dinámicos. En el caso nuestro, supongamos 
que en algún momento alguien llegara a decir que el derecho de huelga no emana 
del Convenio 87 –yo diría que yo no lo suscribo personalmente– nosotros tendría-
mos igual el derecho de huelga porque lo tenemos en la Constitución garantizado.

Segunda cuestión: la articulación con los Convenios. Nosotros nos articu-
lamos con el Convenio 87 y con el Convenio 154; obviamente no está el Con-
venio 98, porque en materia de negociación colectiva hace un paraguas con re-
lación a la negociación colectiva en la Administración Pública. El 154 es el que 
expresamente habla de negociación colectiva stricto sensu; el 151 en su articula-
do es más flexible y habla de promover y fomentar mecanismos de negociación 
pero sin usar la palabra negociación colectiva stricto sensu. En el caso de Argen-
tina, de nuevo vamos a hacer los ejemplos: si un país no tiene ratificados estos 
Convenios, la Constitución puede ser distinta; pero Argentina tiene ratificados el 
151 y el 154 –y no es lo mismo cuando un país tiene ratificado solo el 151 más el 
154– con lo que las obligaciones que asume el Estado son distintas. Decía, en el 
caso de la Argentina, que tiene ratificados los dos, más la Constitución, no había 



Revista Laborem Nº 19

81

mucho que tomar a discutir. Sin embargo, más allá de que la Constitución garan-
tizaba este derecho desde el año 67, las leyes reglamentan el ejercicio de los de-
rechos constitucionales y no había una norma que regulase la negociación colec-
tiva en el Sector Público.

¿Qué se hizo en Argentina durante muchos años? Habían ciertos organismos 
estatales que negociaban en el marco de la ley de negociación colectiva del sector 
privado; el marco específico de regulación de la negociación colectiva en la Argen-
tina se aprobó inmediatamente después que fuera ratificado el Convenio 154, que 
se ratificó en el año 93 y en el mismo año prácticamente se sancionó el Régimen de 
Negociación Colectiva para la Administración Pública Nacional. Otra salvedad con 
diferencias entre países: Argentina es un país federal, esto significa que tiene un Go-
bierno nacional y luego tiene gobiernos provinciales y cada provincia tiene su pro-
pia Constitución; como tal, las relaciones de empleo público entre los trabajadores 
de las provincias y los gobiernos provinciales se rigen por sus propias normas; este 
régimen comprende a los trabajadores que somos funcionarios del Estado nacional 
y no comprende a los trabajadores provinciales; las provincias tienen la facultad de 
tener leyes de negociación colectiva o no, Argentina tiene 24 países, más de la mi-
tad tiene su propio régimen de negociación colectiva, otras no lo han regulado y las 
relaciones laborales siguen a la vieja usanza de relación Estado empleador–trabaja-
dores; y otras que lo tienen regulado todavía no han suscrito ningún convenio, otras 
sí, con lo cual, lo que estoy presentando refiere exclusivamente a los trabajadores 
del Sector Público nacional, como lo soy yo por ejemplo.

Luego está la Ley de Asociaciones Sindicales, que es exactamente igual 
para toda asociación sindical, sea del Sector Público o del Sector Privado; el mar-
co normativo en el cual se desempeñan las asociaciones sindicales en la Argenti-
na, no hace distingos entre ningún tipo de actividad, con lo cual un sindicato cuyo 
núcleo es de trabajadores estatales, tiene la misma regulación que un sindicato que 
nuclea a trabajadores de la industria.

En cuanto a sujetos de la negociación, esto también tiene una particulari-
dad que se da en el caso argentino. Ustedes saben que la Ley Sindical argenti-
na básicamente otorga inscripción gremial a los sindicatos y luego, los sindicatos 
que considera más representativos conforme a lo que establece la ley, se le otor-
ga un estatus superior, que es el de personería gremial, que uno de los derechos 
más distintivos que le otorga al sindicato que tiene personería gremial contra el 
que tiene inscripción, es la potestad de negociar convenios colectivos. En el caso 
particular de la representación de los trabajadores públicos nacionales, hay un fe-
nómeno bastante sui géneris en la Argentina, que hay dos sindicatos que son con-
siderados representativos, hay dos sindicatos que tienen personería para negociar 
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colectivamente en representación de los trabajadores públicos nacionales en todo 
el ámbito nacional. Esto que parece muy simple tal vez no es tan simple porque 
llevó bastante tiempo determinar la representatividad del sector sindical en la 
mesa de negociación, para ver a qué sindicato se le atribuía tal o cual represen-
tación, finalmente se hizo un esquema en el cual se determinó por cantidad de 
trabajadores afiliados cotizantes que tenía cada sindicato para establecer la pro-
porcionalidad de la representación, y de los dos sindicatos que hay UPCM tie-
ne la representación del 70 % en la mesa de negociación y en el caso de la Aso-
ciación de Trabajadores del Estado, el 30 %, esto es, en términos abstractos, 
si hubiera que elegir en diez representantes sindicales, siete serían a propuesta 
UPCM y tres a propuesta de ATE.

Otra aclaración más, como lo vamos a ver después, la negociación tiene 
dos niveles, un nivel general, un poco similar al esquema que usan en Uruguay, y 
después tiene negociaciones a nivel sectoriales, puede suceder también que ade-
más de los dos grandes sindicatos a nivel nacional, a nivel sectorial, –cuando ha-
blamos de nivel sectorial no hablamos de administración central propiamente di-
cha los Ministerios, sino, supongamos, un organismo regulador específico–, pue-
de haber también un sindicato que tiene personería gremial en ese exclusivo ám-
bito de ese organismo, con lo cual ahí el actor sindical va a estar integrado tripar-
titamente, esto es, los dos grandes sindicatos a nivel nacional con personería y se 
le suma también el sindicato con personería en esa unidad de negociación.

El sujeto empleador es más simple, no tiene muchas oscuridades; básicamente 
la representación del Estado está dada por: el Ministerio de Economía y Producción 
y la Subsecretaría de Gestión Pública. En el año 94 hubo una reforma constitucio-
nal que generó la figura de una Jefatura de Gabinete, un poco a la usanza más bien 
europea con la idea de que sea un Primer Ministro, nunca llegó a serlo porque es un 
primus inter pares pero como la Subsecretaría de Gestión Pública en definitiva de-
pende del Consejo de Ministros, la representación del Estado, el Estado patrono, el 
Estado empleador, está conformado por un representante del Ministerio de Econo-
mía, uno de Gestión Pública y uno de Jefatura de Gabinete. Acá hay una nota que 
parece que no tiene mucha importancia pero sí la tiene, esto que dice “o sus respec-
tivos representantes con jerarquía no inferior a Subsecretario”. Esto es clave para 
que las negociaciones sean efectivas: lo primero que tiene que tener un negociador 
es representación suficiente; si la ley dijera “el Ministerio de Economía o sus repre-
sentantes” el Ministro de Economía puede mandar a un funcionario de décimo quin-
ta línea a la mesa de negociación, que no tiene capacidad, no tiene mandato ni toma 
de decisiones. Pero el hecho de que la ley exija que la representación no pueda ser 
inferior al nivel de Subsecretario de Estado le da una dinámica propia porque quien 
se tiene que sentar a la mesa de negociación ya es una persona que tiene mandato 
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suficiente y no un mero empleado que en definitivo, es tan empleado como los que 
están siendo representados por los representantes sindicales, al otro lado de la mesa.

En las negociaciones sectoriales que les citaba, también se replica el mis-
mo fenómeno; supongamos que la negociación es un organismo específico, ejem-
plo el organismo regulador de autopistas, en ese caso la representación estatal, así 
como la representación de los trabajadores va a estar integrada si lo hubiere por 
un sindicato con personería en esa unidad de negociación y también tiene que es-
tar el titular de ese organismo específico.

En cuanto al procedimiento, en Argentina el esquema de la negociación 
colectiva en el Sector Privado, es un sistema de negociación que se puede llamar 
negociación no formal o escasamente reglada; en realidad no es estrictamente no 
formal porque hay una ley de procedimientos de negociación en el sector priva-
do, pero en el caso del Sector Público se entendió que era mucho más útil –y yo 
creo que es correcta esta posición– que haya un mecanismo previsto legislativa-
mente de épocas de convocatoria, formas de convocatoria, plazos de convocato-
ria, de cómo se integran las unidades de negociación que hacen que la negocia-
ción, la misma norma la impulse adelante; tal vez si la ley hubiera dejado abier-
ta a unos mecanismos de negociación muy flexibles, podría haber generado la 
posibilidad de que la negociación se dilate in eternum porque no habría tiem-
pos mínimos para reunirse, fechas de citación, que la ley sí lo establece especí-
ficamente; entonces, para impulsar que la ley no quede muerta, que cuando una 
de las partes inste a que la negociación se dé, la legislación prevé justamente un 
mecanismo, un procedimiento que va impulsando y reglando específicamente 
los pasos que se deben llevar adelante. Por supuesto también es importante esto 
que la misma ley prevé, que en un caso en que las partes no puedan llegar a un 
acuerdo, prevé un sistema de autocomposición, la ley específicamente crea una 
Comisión Permanente de Interpretación del Convenio (en algunas láminas la van 
a ver, se llama COPAR), que funciona también como organismo de autocom-
posición; cuando las partes no se pongan de acuerdo en algún tema en particu-
lar pueden someterlo a consideración de la Comisión, o también la ley permi-
te que las partes de común acuerdo determinen la intervención de un mediador 
para sacar la negociación adelante y expresamente establece las condiciones en 
que se elige un mediador; hasta ahora nunca se usó porque las negociaciones, 
digamos, llegaron a buen término por sí solas, pero si se diese el caso perfecta-
mente podría suceder. Adicionalmente, cabe referir que en la negociación co-
lectiva en el Sector Público también resulta aplicable al mecanismo previsto en 
esta ley especial que hace al Sector Privado, que hace a la conciliación obliga-
toria no en el sentido que se tengan que poner de acuerdo, sino en el sentido de 
suspensión de medidas de fuerza por cualquiera de las partes.
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Esta lámina la vamos a pasar rápidamente porque después vamos a ver los 
tópicos en particular. Aquí hay una cuestión que, para mi manera de ver, es muy 
interesante: la legislación argentina no restringe específicamente ningún tema, 
salvo los que expresamente indica. ¿Qué se puede negociar colectivamente en el 
Sector Público? Se puede negociar todo, ese es el principio, o sea la ley parte del 
principio de que todo es negociable, salvo aquellas cuestiones que expresamente 
están reservadas para el Estado; esas cuatro cuestiones que están reservadas son:

- La estructura de la Administración Pública –obviamente– la organi-
zación, la ley de ministerios;

- La facultad de dirección del Estado (que como cualquier empleador 
tiene que tenerla);

- El principio de unidad para el ingreso, que esto tiene que ver con lo 
que la Constitución establece, que para ingresar a un empleo público 
hay que reunir condiciones de idoneidad;

- El derecho a la carrera; tampoco es negociable porque la Constitución 
nacional exige por un lado la idoneidad y, por otro lado, otorga el de-
recho a la carrera, con lo cual el Estado empleador no podría restrin-
gir este derecho; esto funciona como una limitación más bien para el 
Estado, el tema de la idoneidad y el derecho a la carrera y no tanto 
para el actor sindical, porque el Estado no podría reducir o hacer 
desaparecer, por más que lo acuerde en un convenio colectivo con el 
sindicato, el derecho a la carrera por ser un derecho constitucional.

Bueno, en el primer convenio están dichos los cinco grandes tópicos, que 
son: los ámbitos de aplicación, el periodo de vigencia, la eficacia del convenio, 
la articulación y las condiciones generales de trabajo. Después les voy a decir en 
detalle cuáles son cada uno de estos puntos.

Sobre el “ámbito de aplicación” –esto lo decía hoy el Decano de la Facul-
tad de Derecho de la PUCP– estamos hablando de empleados públicos naciona-
les. No crean que es menor, el número de empleados públicos nacionales de la 
administración central argentina es bastante importante, no es simplemente que 
esta negociación cubre a muy pocos trabajadores, no, realmente cubre a muchos, 
y del Sector Público en el sentido de Administración Pública, central en general, 
o sea lo que está quedando fuera de la órbita de esta ley son las empresas estata-
les, los bancos estatales, pero todo lo que es administración central, esto es Mi-
nisterios y organismos descentralizados, está comprendido en el marco de la ley, 
con lo cual estamos hablando de muchos trabajadores.
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¿Quiénes están excluidos específicamente del ámbito? La ley básicamen-
te excluye a aquellos funcionarios que por sus características no pueden estar su-
jetos a la negociación, claramente, el Presidente y el vicepresidente de la Nación, 
los funcionarios políticos, esto es, desde ministros a subsecretarios, el personal 
del Ministerio de Relaciones Exteriores de determinada jerarquía porque tiene una 
regulación específica, el personal de Fuerzas Armadas y Seguridad; y también se 
puede excluir a colectivos especiales que por su naturaleza deberían quedar afue-
ra del marco de la legislación, pero si el Poder Ejecutivo quiere establecer y sa-
car del ámbito de la ley a un colectivo especial de trabajadores públicos, original-
mente podía consultar a la Comisión de Interpretación, mientras que en el último 
convenio se hizo el cambio de podrá por deberá, con lo cual si el Poder Ejecutivo 
quiere sacar algún colectivo especial de trabajadores por equis razón, previamen-
te tiene que sí o sí consultar a la Comisión Bipartita de Interpretación del conve-
nio, con lo cual, todos los que no están expresamente excluidos de la ley de nego-
ciación colectiva, que son básicamente estos colectivos que les dije, en principio 
están todos comprendidos en la ley y tienen derecho a negociar colectivamente.

En cuanto al periodo de vigencia, aquí hay dos cosas importantes. Prime-
ro, los dos convenios que se firmaron no tienen que incluir sí o sí un plazo expreso 
de vigencia determinado, esto es que si tiene que ser sí o sí tres años o sí o sí cinco 
años, veinte años. En ambos casos los dos convenios que se homologaron –cuan-
do digo los convenios, el primero y el segundo que está actualmente vigentes– te-
nían un plazo de dos años, pero lo que parece como muy importante resaltar acá es 
que la ley, al igual que la ley de negociación colectiva del Sector Privado, establece 
el principio de ultra actividad, que es un tema en discusión en el ámbito académico 
(si la ultra actividad de los convenios es útil o no y en mi opinión personal, yo creo 
que es muy útil). La ultraactividad, en el Derecho argentino, establece que cuando 
un convenio pierde vigencia por el paso del tiempo, porque se cumplió su paso, las 
condiciones normativas del convenio siguen vigentes hasta tanto no se establezcan 
nuevas condiciones en su reemplazo. Personalmente a mí me parece que desde el 
punto de vista del derecho protectorio y de la evolución de las instituciones del De-
recho del Trabajo, el principio de la ultraactividad es una muy buena garantía para 
los trabajadores porque en el caso de que el convenio no se renegociase por cual-
quier razón. Siempre se conservaría el estándar que se obtuvo en su momento en 
condiciones normativas; entonces eso permite que una vez vencido el convenio no 
caiga y empecemos toda la negociación de cero, sino que las condiciones generales 
ya están establecidas y van a estar siempre vigentes hasta tanto otras no las reempla-
cen; eso lo dice igual que en el Sector Privado; obviamente el convenio puede esta-
blecer renuncia a la ultra actividad, en ninguno de los dos convenios se firmó esto, 
o sea, el convenio va a seguir vigente sine die, a menos que se negocie uno nuevo.
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En el caso de la eficacia, este es un tema también resaltable; hoy en el 
almuerzo en algún momento hablamos con el viceministro sobre esto de la 
operatividad de los convenios, y en el caso de la legislación argentina efec-
tivamente, para que una norma que rige las relaciones de trabajo en el sec-
tor público tenga que tener eficacia, obviamente necesitábamos un acto ad-
ministrativo; en el caso de Argentina la homologación –en términos argenti-
nos homologación, se diría como convalidación– de lo que se firmó para que 
sea ejecutorio, tiene que estar refrendado por un Decreto Presidencial como 
acto administrativo porque el Poder Ejecutivo, a través del Presidente –con-
forme a la Constitución argentina– es el empleador de todos los empleados 
públicos nacionales. Entonces, tiene el Presidente o la Presidenta que firmar 
un decreto homologando el convenio, pero la particularidad es que para evi-
tar dilaciones en cuanto a los tiempos que se pueda tomar el Poder Ejecutivo 
para dar ejecutoría a un convenio que ya ha sido firmado, se estableció ese 
plazo máximo de 30 días. Si en 30 días no se homologa, queda homologado 
directamente, sin necesidad del acto expreso de homologación. ¿Por qué esta 
fórmula? Porque el convenio o acuerdo colectivo que se firma ya está firma-
do por gente con mandato suficiente, acuérdense que el representante era el 
ministro de Economía, el secretario de Gestión Pública, la Jefatura del Ga-
binete o alguien con rango no inferior a subsecretario. Si eso ya fue firmado 
por ambas partes, quiere decir que tiene fuerza ejecutoria en sí mismo, con lo 
cual el acto del Poder Ejecutivo es un acto formal de convalidación pero no 
es un acto constitutivo, por eso se estableció y es muy importante este tema 
de que pasados los 30 días tiene fuerza ejecutoria propia.

Otra nota a tener en cuenta es este esquema de articulación. La ley especí-
ficamente establece un sistema de articulación entre las unidades de negociación. 
¿Qué establece? La ley establece dos niveles de negociación, general y sectorial, 
pero la particularidad que tiene es que en el nivel sectorial, específicamente, se 
puede negociar lo que denegó el nivel general. Las materias propias del nivel sec-
torial y las materias que no hayan sido tratadas en el convenio superior, con lo cual 
le da primacía al convenio general por sobre el sectorial. Ahora, que un convenio 
sectorial ya está firmado, luego de firmado prevalecen la previsiones del secto-
rial respecto de las del general y si hubiera alguna duda respecto a algún institu-
to la comparación se hace globalmente por convenio, o sea, no cláusula por cláu-
sula, sino todo el convenio, supongamos del organismo contra el convenio macro 
de la Administración Pública.

¿Qué se negocia básicamente? (¿o qué se negoció?). Entre otros temas: for-
ma de contratación; carrera administrativa; composición de las remuneraciones 
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(acuérdense que para la ley argentina el principio es que todo es negociable, salvo lo 
que no está dicho y lo que está dicho expresamente y no se puede negociar son esas 
cuatro cosas, de todas maneras, en nuestra opinión, cuando uno habla de condicio-
nes de trabajo, no puede no hablar de salario, porque se supone que si el trabajo acá 
y en el mundo moderno siempre es remunerado, mal podría hablarse de condiciones 
de trabajo si no sabemos cuánto nos van a pagar por trabajar, pero bueno, es una dis-
cusión que se puede dar); jornada de trabajo; licencias; normas de salud; compensa-
ciones; régimen disciplinario; recalificación; beneficios sociales; derecho de infor-
mación; balance social(2); y por supuesto también el tema de derechos sindicales.

La referencia a derechos sindicales tiene más que ver no a derechos propia-
mente dichos, sino a licencias, créditos, oficinas, lugares de publicidad y demás. 
En el último convenio que se homologó, que es del 2006 –el texto de este conve-
nio sigue absolutamente vigente por ultraactividad– lo único que se va renego-
ciando es la parte concerniente a los salarios; pero el convenio de fondo es el mis-
mo e incluso a diferencia del otro, que era de 1999, incorpora cuestiones vincu-
ladas a temas como la igualdad de oportunidades, la erradicación de la violencia 
laboral en el empleo público y la sanción a toda forma de acoso sexual. Como se 
ve, se trata de contenidos innovadores que para negociación colectiva en el sec-
tor público nos parece que son de notar.

Se preguntarán cómo funciona esto de la ultraactividad de los salarios; cuan-
do yo les dije lo que sigue ultraactivo al convenio es, digamos, las condiciones 
generales o las condiciones laborales en sentido general; las cuestiones salariales 
pueden ser negociadas perfectamente aunque el convenio in totum no se toque. La 
negociación en el sector público en Argentina anualmente por acuerdo, en vez de 
por convenio, se hace un reajuste salarial utilizando la misma grilla salarial que 
está desde antes y se ajustan determinados porcentuales. Esto permite que, sin te-
ner que renegociar todo el convenio, se pueda –por un acuerdo específico– nego-
ciar salarios, como se pueden negociar también otras cuestiones como corrimien-
to de grados. Por ejemplo, el año pasado en Argentina, con este tema del derecho 
a la carrera ha habido un régimen de cómo se corre grado, cómo se va cambian-
do, que tiene que ver con el paso del tiempo y con la calificación adquirida por el 
personal sin necesidad de negociar todo el convenio, se llega a un acuerdo especí-
fico en el cual se establecieron determinadas particularidades de cómo es el corri-
miento de grado y ya, ese es un acuerdo que modifica en parte el convenio o más 

(2)  El balance social alude a que el Estado tiene la obligación de brindar información. Como señaló la 
exposición de Fernando Delgado, en el caso de Argentina la ley también establece específicamente la 
obligación de negociar de buena fe, que es el principio rector de la negociación colectiva del Sector 
Público y Privado en Argentina.
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que modifica, digamos, lo reglamentaría, pero el convenio in totum sigue entero. 
Esto es muy bueno no solo porque mantiene el estándar, sino también evita una 
negociación absolutamente desgastante: negociar un convenio colectivo in totum 
(desde cuántos días de vacaciones, hasta el derecho a la carrera, a los beneficios 
sociales y encima los salarios) haría que podamos pasar negociando veinte años; 
cuando ya las condiciones más cristalinas y más importantes están determinadas, 
porque son las más dinámicas, después se puede ir negociando fraccionadamen-
te por acuerdo algunas cuestiones.

¿Cuáles son las condiciones más dinámicas de una relación laboral? Los 
salarios, sobre todo para economías que como las nuestras en general, en mayor o 
menor medida, tienen un componente de depreciación monetaria, de inflación que 
es dinámico; en una economía absolutamente estable, que no hubiera inflación el 
tema salarial podría cristalizarse un poco, pero en economías como las nuestras y 
sobre todo como la economía argentina que es bastante dinámica y tiene bastante 
movilidad en materia de ajuste de precios y demás, si cada vez que quieran nego-
ciar salarios habría que negociar todo el convenio completo, sería una cosa de lo-
cos. Con lo cual el convenio sigue vigente por ultra actividad y se van negocian-
do determinadas cosas (salarios por ejemplo, que en el caso de Argentina se ne-
gocian anualmente).

Muchísimas gracias y disculpen por el exceso.
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RÉGIMEN DE NEGOCIACIÓN COLECTIVA 
DEL SECTOR PÚBLICO NACIONAL

ARGENTINA

 MARCO NORMATIVO

• Constitución Nacional

• Convenios 87 y 154 OIT

• Ley Nº 24.185 Régimen de Negociación Colectiva para la 
Administra-ción Pública Nacional (y su Decreto Reglamentario 
Nº 447/93)

• Ley Nº 23.551 Ley de Asociaciones Sindicales

I. SUJETOS DE LA NEGOCIACIÓN: SUJETO SINDICAL

La Ley Nº 24.185 estableció en su artículo 4 que la representación de los 
empleados públicos será ejercida por las asociaciones sindicales con personería 
gremial y ámbito de actuación nacional de acuerdo con lo establecido en el artícu-
lo 6 (se refiere a la estructura de la negociación: convenio marco y convenios 
sectoriales).

En nuestro país existen dos organizaciones sindicales con personería gre-
mial con ámbito personal nacional: Unión Personal Civil de la Nación (UPCN) y 
Asociación Trabajadores del Estado (ATE).

Asimismo, la ley contempló la existencia de sindicatos con personería gre-
mial y ámbito de actuación en determinados organismos del Estado o entes autár-
quicos, que debían participar en la negociación sectorial.

II.  SUJETOS DE LA NEGOCIACIÓN: SUJETO EMPLEADOR

La representación del Estado empleador será ejercida por el Ministerio de 
Economía y Producción y por la Subsecretaría de la Gestión Pública o sus respec-
tivos representantes con jerarquía no inferior a Subsecretario quienes serán res-
ponsables de conducir la negociación con carácter general.
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A partir de la reforma constitucional de 1994, también integra la comisión 
negociadora por el Estado, la Jefatura de Gabinete de Ministros.

En el caso de establecerse negociaciones con alcance sectorial, la represen-
tación se integrará además con los ministros o titulares de la respectiva rama de la 
Administración Pública. Podrá, además, disponerse la designación de otros fun-
cionarios o asesores expertos en materia laboral, a efectos de integrar la represen-
tación estatal y colaborar en las negociaciones.

III. PROCEDIMIENTO DE LA NEGOCIACIÓN

En este tema se han planteado doctrinariamente dos esquemas de negocia-
ción: a) mecanismos de negociación no formales siguiendo el modelo de negocia-
ción colectiva en el Sector Privado; b) un mecanismo previsto legislativamente.

La Ley 24.185 optó por prever el procedimiento a seguir en la negociación 
y por primera vez incluir el principio de negociación de buena fe.

Para ordenar la negociación la ley prevé mecanismos de autocomposición 
del conflicto y de mediación. En el caso de optar las partes por los mecanismos 
de mediación el decreto reglamentario regula el procedimiento de selección de 
los mediadores.

La Ley 24.185 establece la plena vigencia de la ley de instancia de obliga-
toria de conciliación y arbitraje voluntario (Ley 14.786 para los conflictos entre 
el Estado empleador y sus dependientes).

IV. CONTENIDO DE LA NEGOCIACIÓN

El RNCSP comprende todas las cuestiones laborales que hacen a la relación 
de empleo solo excluye las materias reservadas al EE (Estructura de la APN, Fa-
cultad de dirección del Estado, el principio de idoneidad para el ingreso y el de-
recho a la carrera).

En el primer convenio colectivo de trabajo que se negociara, se incluye-
ron, entre otras:

1) ámbito de aplicación

2) periodo de vigencia

3) eficacia del convenio
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4) articulación entre el convenio colectivo general y los convenios sec-
toriales así como la delegación de materias del convenio de unidad 
mayor a los convenios de unida menor

5) condiciones generales de trabajo

El CCT por las características de la relación de empleo público así como 
las materias que se ha reservado el Estado, contiene un capítulo sobre derechos 
de los trabajadores y también de sus obligaciones y prohibiciones, que se comple-
mentan con lo regulado para el Régimen de Empleo Público por la Ley Nº 25.164

 1. Ámbito de aplicación
La Ley 24.185, en su artículo 3 ha excluido del ámbito de aplicación del 

convenio a determinados sujetos por el cargo que revisten.

El artículo se refiere a otros sujetos, que requieran un régimen especial por 
las características de la actividad que desempeñen y que así lo determine por me-
dio de resolución fundada, el PEN. En el primer CCT se estableció que “el Poder 
Ejecutivo podrá consultar a la COPAR para la exclusión del personal que re-
úna dichas características así como la inclusión del personal de las jurisdic-
ciones y entidades a crearse”.

El CCT, ratificado por el Dto Nº 214/06 cambia el verbo “podrá” por “deberá”.

Cuando se suscribió el primer CCT se excluyó al personal civil de las FFAA 
encuadrados en procesos de reestructuración, tampoco se incluyó al personal de 
los establecimientos de salud transferidos a la provincia de Buenos Aires y al per-
sonal de Fabricaciones Militares por estar en proceso de privatización.

Otra cuestión a resolver fue la situación del personal de organismos del Es-
tado (Anses, entre otros), entes reguladores u organismos autárquicos que en su ley 
de creación se había establecido que la relación de empleo se regiría por la LCT.

 2. Periodo de vigencia
El artículo 12 de la Ley Nº 24.185 establece que vencido el plazo de vigen-

cia del CCT, se mantendrán subsistentes las condiciones de trabajo resultantes de 
la misma, al igual que las normas relativas a contribuciones y demás obligaciones 
asumidas por el Estado empleador, hasta que entre en vigencia un nuevo acuerdo, 
siempre que en el anterior no se haya acordado lo contrario.

La ley repite la formula establecida en la Ley 14.250 (conforme texto Ley 
23.545), ratificando el principio de ultraactividad, pero que puede ser modifica-
do por acuerdo de partes.

En los dos convenios colectivos se fijó un término de vigencia de 2 años, 
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pudiendo la comisión negociadora constituirse a pedido de cualquiera de las partes 
dentro de los 60 días corridos anteriores al vencimiento para negociar su renovación.

 3. Eficacia del acuerdo
Cuando se elaboró el proyecto de ley para la negociación colectiva para los 

trabajadores de la APN se discutió el método más adecuado para la ratificación de 
los acuerdos de parte. Se plantearon algunas objeciones vinculadas con la parti-
cipación del Estado como empleador y a la vez como autoridad de aplicación fa-
cultada para homologar el convenio.

El artículo 14 de la Ley Nº 24.185 resolvió la cuestión al establecer que en 
el ámbito de la APN sujeto a esta ley, el acuerdo deberá ser remitido para su ins-
trumentación por el PE mediante el acto administrativo correspondiente. Dicho 
acto debe ser dictado dentro de los 30 días de la suscripción del acuerdo.

El artículo 15 de esa ley, garantiza la plena vigencia del acuerdo suscripto 
por las partes, evitando que la Administración demore la ratificación del acuer-
do en forma indefinida.

 4. Articulación de convenios
Los dos convenios colectivos de ámbito general establecieron un sistema 

de articulación que nació en la propia ley de negociación colectiva, ya que esta 
prevé la negociación dentro del ámbito general o sectorial.

El decreto reglamentario en su artículo 5 establece que en CCT general se 
podrán establecer que en los convenios a nivel sectorial las partes podrán nego-
ciar: las materias no tratadas a nivel general; las materias expresamente remitidas 
por el nivel general y las materias ya tratadas en el nivel general para adecuarlas 
a la organización del trabajo en el sector.

Este es el primer conjunto de normas que establece un sistema de articula-
ción de convenios, con delegación de materias por parte del convenio general a 
los convenios sectoriales.

La misma norma determina la jerarquía de los convenios y el régimen de 
prevalencia, al determinar que el CCT sectorial prevalecerá sobre cualquier otro 
siempre que sea globalmente más favorable para los trabajadores a cuyos efectos 
será unidad de comparación el texto íntegro de cada convenio.

 5. Condiciones generales de trabajo
En el primer convenio colectivo de trabajo que se negociara, se incluyeron, 

entre otras condiciones generales de trabajo:
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- Contratación;
- Carrera administrativa;
- Composición de las remuneraciones;
- Jornada de trabajo;
- Licencias ordinarias y extraordinarias;
- Normas de salud y seguridad en el trabajo;
- Compensaciones, indemnizaciones y subsidios;
- Régimen disciplinario ;
- Recalificación laboral;
- Beneficios sociales;
- Derecho de información;
- Balance social;
- Personal contratado y
- Derechos sindicales.

En el CCT aprobado por Dto. 214/2006 merece especial interés aquellas que 
se vinculan con igualdad de oportunidades; la erradicación de la violencia laboral 
en el empleo público y la sanción a toda forma de acoso sexual.

V. CARACTERÍSTICAS BÁSICAS DE LOS CONVENIOS COLEC-
TIVOS SECTORIALES

Sujeto negociador: en todos los casos conjuntamente con la Jefatura de 
Gabinete de Ministros; la Subsecretaría de la Gestión Pública y el Ministerio de 
Economía y Producción, suscriben el convenio las autoridades del organismo 
respectivo y por el sector sindical ATE y UPCN, conjuntamente con el sindicato 
con personería gremial que representare al personal del organismo en cuestión.

Se regulan salarios conforme las categorías previstas en los escalafones 
respectivos.

Cada acuerdo sectorial, se homologa por vía de un decreto, suscripto por 
el Presidente de la Nación, en Acuerdo General de Ministros, informándose del 
mismo al honorable Congreso de la Nación.

La instrumentación de la homologación por vía de un decreto se susten-
ta en el artículo 99, inciso 3 de la Constitución nacional y en el artículo 14 de la 
Ley Nº 24.185.
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COLOMBIA

Experiencia de negociación colectiva en el Sector Público

ENRIQUE BORDA VILLEGAS

Viceministro de Trabajo de Colombia

JUAN DIEGO GÓMEZ VÁSQUEZ

Coordinador de la  Internacional de  Servicios Públicos  
para la Región Andina (sede Colombia)

Adolfo Ciudad Reynaud

Muy agradecido Pablo, excelentes las exposiciones. Vamos a pasar di-
rectamente a Colombia; tenemos entonces por un lado al viceministro de Tra-
bajo de Colombia, el Dr. Enrique Borda, quien como Viceministro de Trabajo 
ha tenido a su cargo la negociación pública, bueno no les cuento más, él lo hará 
directamente; y también hacemos la invitación al Sr. Juan Diego Gómez, que 
también ha tenido que ver con la negociación colectiva en el Sector Público no 
solo en Colombia, sino también en los demás países andinos como miembro de 
la Internacional del Servicio Público. Concentraremos las preguntas para el fi-
nal de la sesión.

Enrique Borda

Muy buenas noches a todos, quiero felicitar esta extraordinaria forma de 
coordinación de la inteligencia entre el gremio de mis colegas abogados laboralis-
tas, la academia y la OIT, me parece que se crea una extraordinaria sociedad del 
conocimiento cuando se logran estas sinergias en este tipo de eventos y agradecer 
de entrada también a las tres instituciones la posibilidad de estar con ustedes hoy 
tratando este tema de la negociación colectiva del sector público, que para noso-
tros en Colombia se ha convertido en un escenario que algún filósofo de la demo-
cracia colombiana más o menos define como la necesidad de que las sociedades 
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le den espacios institucionales y legales a la solución de los conflictos sociales. 
Cuando se cierran los espacios para solucionar los conflictos, se crean situaciones 
como las que vive nuestro país de más de 50 años de violencia. Nosotros hoy es-
tamos en un escenario de negociación también con la guerrilla de las FARC que 
ha mostrado la posibilidad de negociar con los ilegales, ¿cómo entonces no va-
mos a negociar entre los legales? Esta es una reflexión política.

Para eso es necesario hacer unos análisis que ya los colegas que me ante-
cedieron los hicieron en términos generales y me los ahorran. El primero de ellos 
es cuál es la relación laboral que tienen los empleados del Estado con el estado 
patrón, cuál es la naturaleza jurídica de esa relación y en Colombia está absoluta-
mente aclarado que en principio hay dos grandes tipos de relación laboral del Es-
tado con sus trabajadores. La primera es la relación laboral de los empleados pú-
blicos con el Estado, que es una relación de carácter legal y reglamentario, regida 
específica y primordialmente por el tema de la unilateralidad; y una relación la-
boral de contrato de trabajo regida por la bilateralidad en el caso de los trabajado-
res oficiales, que también son trabajadores del Estado. Entonces tenemos un esce-
nario, haciendo el paralelo con la negociación de trabajadores particulares, fren-
te a los empleados públicos que es a quienes a nuestro modo de ver se les aplica 
el Convenio 151 que nos da este tipo de relación.

En la relación de trabajo de particulares y oficiales tenemos una relación 
laboral de contrato individual de trabajo, convención colectiva o pacto colectivo 
de trabajo y el conflicto colectivo se regula por la negociación colectiva que se 
concreta en una convención colectiva y si no se arregla el conflicto habrá posibi-
lidad de una huelga o si no un tribunal de arbitraje si los trabajadores optan por 
no hacer la huelga. Mientras que en el Estado, la relación laboral legal y regla-
mentaria de los empleados públicos se rige por actos administrativos, por le-
yes y por decretos; no existe la posibilidad de suscribir convenciones colecti-
vas en principio y entonces la regulación del conflicto colectivo, que es la que 
nos llevó a este escenario de negociación colectiva de los empleados públicos, 
parte de la base de que en el artículo constitucional dice que todos los trabaja-
dores colombianos tienen derecho a negociación colectiva y los empleados pú-
blicos son trabajadores colombianos, razón por la cual de entrada no habría ra-
zón jurídica para negar la negociación colectiva, pero adicionalmente, Colom-
bia en 1997 ratifica el Convenio 151 y ya había ratificado el Convenio 154 un 
poco antes, razón por la cual no podría negarse a la negociación colectiva con 
los empleados públicos; y partiendo de la teoría monista en la aplicación de los 
convenios internacionales de la OIT, es decir, aquella que dice que una vez el 
Convenio ingresa a la legislación nacional por medio de la ratificación del Con-
greso hace parte de la legislación interna, no habría necesidad de proferir una 
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nueva ley del Congreso de la República que reglamentara la negociación colec-
tiva y por eso lo hicimos por un Decreto del Presidente de la República; entre la 
Constitución y la reglamentación no había necesidad de expedir una nueva ley 
y ese es nuestro Decreto N° 16014.

¿Cómo es las solución de los conflictos de trabajo de los empleados públi-
cos? Es un acuerdo colectivo de trabajo de empleados públicos que, como decía 
mi colega de Argentina, tiene que llevarse a actos administrativos, estoy diciendo, 
entonces, que la parte sustancial de la negociación colectiva del Sector Público, 
de empleados públicos, es de carácter bilateral, porque la acordamos en un con-
venio colectivo, pero la parte procedimental, específica, la que le da en última la 
eficacia jurídica, es de orden unilateral porque se expresa a través de un acto ad-
ministrativo que es obligatorio expedir en la medida en que la administración se 
comprometió en el acuerdo colectivo expedido.

Entonces tendríamos como una parte sustancial y una parte procedimental 
en nuestra regulación de la negociación colectiva en el Sector Público. La parte 
sustancial regula los términos y procedimientos de la negociación colectiva, indi-
ca a quién se aplica, que es en general a todas aquellas personas que tienen la na-
turaleza jurídica y el vínculo de empleados públicos y no se aplica a empleados 
de alto nivel, trabajadores oficiales porque tienen la regulación del Sector Priva-
do, las fuerzas militares y la Policía; el resto está absolutamente determinado que 
todas las personas que tienen la característica de empleado público en el Estado 
tiene derecho a la negociación colectiva.

El Decreto tiene cuatro condiciones básicas para la negociación y siete defi-
niciones básicas que son fundamentales para entenderlo. Estas siete definiciones tie-
nen que ver con tres aspectos fundamentales, el primero es el de la posibilidad le-
gal de determinar las condiciones de trabajo que puede tener un empleado jefe de la 
administración, es decir, que quien debe negociar las condiciones del empleo con 
los empleados públicos es quien tiene la facultad legal para hacerlo, no quien no la 
tiene; en Colombia como en todos los países de América Latina y los que estamos 
aquí reunidos, existe el principio general de competencia en el sentido de que los 
particulares pueden hacer todo aquello que no les está prohibido, mientras que los 
empleados públicos no podemos hacer sino lo que la ley nos indica que podemos 
hacer y por eso, si vamos a negociar, por ejemplo el salario, entonces hay que mirar 
quién en el Estado tiene la facultad de fijar los salarios de la administración pública 
y con ese funcionario es que hay que ir a negociar ese aspecto del cual está faculta-
do para hacerlo, por ejemplo, en Colombia los salarios de los empleados públicos 
los fija el Presidente de la República y por eso las centrales obreras, las federacio-
nes sindicales le presentaron el pliego al Presidente de la República y no al jefe de 
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una entidad pública que no puede elevar los salarios, entonces cada uno dentro de 
sus competencias tiene que desarrollar la negociación colectiva.

El tema de fueros y permisos sindicales, o sea las garantías para la nego-
ciación, están contenidas como parte fundamental de la regulación de la negocia-
ción colectiva, es decir, que lo creado, lo que se denomina en Colombia el fuero 
circunstancial, estamos diciendo que o pueden ser desvinculados de la Adminis-
tración Pública aquellos trabajadores que están en un proceso de negociación co-
lectiva y lógicamente para desarrollar la negociación tienen derecho los negocia-
dores a permisos sindicales suficientes para poder desarrollar el proceso de nego-
ciación. Y en la parte meramente procedimental, pues entonces se regula la de-
signación de negociadores, cómo se inician las conversaciones (ya lo voy a expli-
car más específicamente), cuánto duran las conversaciones, aspectos económicos 
del pliego tienen una regulación específica en el Decreto N° 160; y en el procedi-
miento para solucionar el conflicto cuando no se llega a un acuerdo en el periodo 
de negociación directa, creamos un procedimiento de mediación adicional en el 
cual el Gobierno tiene la obligación de designar funcionarios de la administración 
o personas que designen entre las partes para lograr un acuerdo en forma consen-
suada y presentar fórmulas; allí tenemos una discusión muy fuerte a la cual segura-
mente se va a referir Juan Diego, a quien agradezco mucho que esté en esta mesa. 
Esa discusión sobre cuál es el mecanismo para solucionar el conflicto es una dis-
cusión que tenemos abierta en Colombia porque el movimiento sindical reclama 
que debe existir un método de arbitraje y o de mediación; yo dejo para que él de 
la discusión y luego en las preguntas podríamos desarrollarlo.

¿Cómo ha sido entonces el desarrollo de todo este proceso en negociación? 
En el año 97 logramos la incorporación del Convenio 151 y el 154 que fue pos-
terior, en el año 99, y luego hemos tenido tres etapas de regulación, una en el año 
2009 con un decreto que fue bastante pírrico en el sentido del avance de la nego-
ciación; en el año 2012 expedimos otro decreto con el que logramos avanzar un 
poco en la concertación; y hasta el año 2014 pudimos expedir el decreto 160 que 
nos llevó a un escenario de negociación mucho más claro y preciso con las orga-
nizaciones sindicales (aunque las organizaciones sindicales, aclaro, manifiestan 
que aún no es perfecto, ya que, según ellos, le falta definición fundamentalmente 
en el tema de la solución del conflicto a través del arbitramento). En el año 2015 
logramos el segundo acuerdo, sobre aspectos sustanciales entre empleados públi-
cos y Gobierno.

¿Qué se negocia y qué no se negocia? Este es el punto central que hemos 
venido tratando; aquí lo que tenemos es que determinar cuál es el contenido y el 
alcance de la expresión condiciones de empleo a que hace referencia el artículo 
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quinto del Convenio 151. ¿Qué quiere decir condiciones de empleo? pues para 
nosotros condiciones de empleo en principio son todas las condiciones que están 
detrás de esa relación legal y reglamentaria, incluyendo lógicamente la relación 
laboral referente al tema salarial, es decir, al tema económico, pero fundamental-
mente son aspectos que mejoran las condiciones de empleo y relaciones entre en-
tidades y autoridades públicas y organizaciones sindicales, es decir, del tipo de-
recho colectivo de trabajo.

¿Qué no se negocia? Un poco más amplios que Argentina, pero coincidi-
mos en lo fundamental, no se negocia: la estructura del Estado; la dirección admi-
nistrativa y fiscalización del Estado, son prerrogativas que están totalmente diri-
gidas por la ley hacia los funcionarios de alto rango del Estado; los procedimien-
tos administrativos; la carrera administrativa y la meritocracia; el régimen disci-
plinario; y el régimen prestacional; ¿por qué el régimen prestacional no? porque 
el régimen prestacional, es decir, lo que tiene que ver fundamentalmente con el 
derecho pensional y con prestaciones específicas de los empleados públicos, está 
absolutamente determinado por leyes de la República y están avalados por el Pre-
sidente de la República y no pueden funcionarios de otros rangos y niveles de la 
Administración Pública negociar temas de orden prestacional, lo cual no signifi-
ca que puedan entre las partes en la negociación, acordar llevar al Congreso de la 
República un proyecto de ley, eso es distinto, pero entonces la obligación del Es-
tado en ese caso es presentar el proyecto de ley y tramitarlo en el Congreso de la 
República, lo aprueba entonces la rama legislativa del poder público. Y en rela-
ción con los aspectos salariales y prestacionales, pues entonces hay que tener en 
cuenta, como ya se ha dicho en las anteriores exposiciones, las posibilidades fis-
cales y presupuestales son un principio general, y se respetan los límites que tie-
ne el Gobierno nacional básicos y las entidades no son competentes para nego-
ciar y concertar, en principio, aspectos salariales y prestacionales cuando no tie-
nen la facultad para ello, estoy hablando de las entidades que no tienen facultad 
para ello, por eso los salarios y las prestaciones se negocian con el Presidente de 
la República en la Mesa Nacional de la cual voy a hacer referencia más adelante.

¿Cuál es el ámbito de la negociación? Hablamos de un ámbito general o de 
contenido común, que es esa negociación grande de los empleados públicos con 
el Presidente de la República y un ámbito singular o de contenido particular con 
efectos para cada entidad; hoy tenemos en trámite –aunque ya se han arreglado 
la mayoría de ellos– más o menos 340 pliegos de solicitudes en diferentes enti-
dades del Estado, distintos a la negociación de ámbito nacional que logramos en 
el mes de mayo de este año. Fundamentalmente es ese el ámbito de negociación 
y es importante aclarar qué pasa con sindicatos que representan empleados públi-
cos y trabajadores oficiales a la vez –porque pueden perfectamente tener los dos 
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tipos de naturaleza jurídica sus afiliados– entonces allí las reglas son clarísimas: 
si presentan un pliego de peticiones sindicatos que representan solamente a tra-
bajadores oficiales, pues no se puede negociar por esta vía (clarísimo); en cam-
bio si presentan pliegos de peticiones para trabajadores oficiales y para emplea-
dos públicos se negociarán por esta vía y por este procedimiento solamente aque-
llos que tengan que ver con empleados públicos, porque los trabajadores oficia-
les lo que tienen que negociar son convenciones colectivas; y si son sindicatos de 
empleados públicos, pues lógicamente con peticiones solamente referidas a em-
pleados públicos, se negociará todo el contenido de los pliegos.

Las etapas de la negociación son muy claras; se presentan los pliegos de 
peticiones o las solicitudes y es obligación de las entidades públicas proceder in-
mediatamente a designar los negociadores, a citar dentro de los cinco días hábi-
les siguientes a los sindicatos para iniciar e instalar la mesa de negociación e ini-
ciar lo que llamaríamos el periodo de arreglo directo, que son 20 días hábiles que 
se pueden prorrogar por 20 días más y ahí se termina el arreglo directo y seguiría 
la etapa de mediación, que cada vez hemos tratado de que sea más eficaz, es de-
cir, que los mediadores realmente sean personas que sean idóneas y que presen-
ten verdaderas fórmulas de negociación en una primera instancia; en el decreto 
1092 fue muy ineficaz la figura del mediador porque quedó a instancia del Minis-
terio del Trabajo que no tenía los recursos para pagar ese trabajo y entonces pasa-
mos a una instancia en la cual son las partes las que designan su negociador y sí 
y solo sí no pueden llegar a un acuerdo, será el Ministerio del Trabajo el que des-
de funcionarios propios de las direcciones territoriales, designe mediadores para 
el conflicto; y el cierre de la negociación tiene que ver fundamentalmente con la 
expedición de los actos administrativos que se desprenden del convenio colecti-
vo, en principio el convenio colectivo como tal, ese acuerdo, esa acta de negocia-
ción no tendría eficacia como título en una discusión de carácter jurisdiccional, 
ningún juez administrativo o magistrado del Consejo de Estado que vaya a deci-
dir un pleito relacionado con este tipo de derechos que se desprenden de un con-
venio colectivo le va a fallar bien un pleito a usted con un simple convenio co-
lectivo, usted tiene que llevar los actos administrativos; entonces ese principio de 
buena fe del que tanto hemos hablado hoy se refiere a eso, todo funcionario pú-
blico de alto rango que firme un convenio colectivo tiene dentro de los 20 días si-
guientes a haberlo firmado, que expedir los actos administrativos a los cuales se 
comprometió en el convenio colectivo.

El Ministerio del Trabajo puede incidir en las entidades públicas, es de-
cir, en inspección, vigilancia y control tenemos plena capacidad y competencia 
para multar a las entidades públicas y a los funcionarios que han incumplido sus 
obligaciones o referirlos a un proceso de carácter disciplinario en la Procuraduría 
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General de la Nación por no cumplir el principio de la buena fe en la negociación 
colectiva; allí están las consecuencias a la negativa o elusión para el inicio de la 
negociación colectiva y como ya dijimos, hay una relación especifica entre nego-
ciación colectiva y presupuesto de la Nación; pero aquí no estamos diciendo que 
para iniciar una negociación colectiva se requiere un certificado de disponibili-
dad presupuestal, ¿Quién le va a dar a usted un certificado de disponibilidad pre-
supuestal para un pliego de peticiones? Nadie se lo va a dar. Lo que se está di-
ciendo a los negociadores del Estado es “oiga, cuando usted se vaya a meter en 
una negociación y empiece a negociar, mire que lo que está negociando tiene po-
sibilidad de incluirlo dentro de un ítem del presupuesto de su entidad o de la Na-
ción –en el caso del Presidente de la República– por lo menos que exista el ítem 
en el presupuesto nacional o en el presupuesto de la entidad que está negociando 
y en el momento de hacer la firma del convenio”. Ahí sí tiene que estar práctica-
mente seguro de que al expedir el acto administrativo le van a dar la disponibili-
dad presupuestal para pagar lo que se comprometió en la negociación colectiva.

Quiero hacer solamente, para ir terminando, una pequeña reseña de lo que 
fue nuestro acuerdo colectivo nacional del año 2015. Allí lo primero que tenemos 
que decir es que tuvimos un escenario de muy buena relación con el movimien-
to sindical; el movimiento sindical tenemos que reconocer que presentó un plie-
go de peticiones técnicamente bien hecho, bien intencionado y también movilizó 
muy fuertemente a sus bases. En el escenario de la negociación tuvimos un paro 
de maestros de doce días, de los más largos que ha habido en los últimos 25 años 
en Colombia, allí tuvimos una fuerte discusión con el sindicato de maestros que 
es tal vez el sindicato más importante del país, porque uno de los aspectos tam-
bién de la buena fe tiene que ver con aquel principio de “yo no hago la huelga o 
no suspendo las labores sino hasta que termino el proceso de arreglo o la etapa 
de arreglo directo”, pero como los maestros de Colombia no tenían negociación 
colectiva, pues entonces muchas veces tuvieron que hacer paro para poder nego-
ciar, pero en este caso nosotros aspiraríamos desde el Gobierno a que entendie-
ran que mientras estemos negociando no debe haber paro, una vez terminada la 
negociación, no estoy diciendo que hagan paro, pero por lo menos terminemos la 
negociación, esa era nuestra gran discusión con ellos, esa vez no asumieron eso 
y dentro de la negociación hicieron un paro de doce días, aun así nos sentamos y 
salimos adelante con un proceso muy importante de negociación con ellos y con 
las demás federaciones de empleados del Estado. De 101 solicitudes que tenía el 
pliego logramos acuerdo en 73 solicitudes, ese es un buen ranking de negocia-
ción; nos gustaría que conocieran el contenido del acuerdo porque nos parece que 
puede ser un buen avance.
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El incremento salarial del 2015 y 2016 se pactó; en un principio el Minis-
terio de Hacienda dijo “no puede el país pagarle a los empleados públicos más de 
la inflación”, que es lo que ordena la Constitución, que el salario es móvil y o se 
puede depreciar, y en la negociación se logró avanzar en un punto adicional, es 
decir que la inflación del año 2014 llegó al 3.66 y aquí lograron los sindicalistas 
un punto adicional, nos arrancaron al calor de la lucha un punto adicional, es de-
cir que quedó en el IPC más uno y ese mismo quedó para el año 2016, indepen-
diente de que la economía se proyecte de una u otra manera.

Hicimos un muy buen acuerdo en materia de formalización de los trabaja-
dores del Estado; tenemos un problema muy grave en Colombia con los contratos 
de prestación de servicios –Juan Diego seguramente hará referencia a este tema– 
y ahí logramos un proceso acordado de cómo esas plantas de empleados públicos 
se van a ir ampliando en la medida en que se vaya garantizando los presupuestos 
suficientes para poder ingresar progresivamente a la nómina a los trabajadores que 
tienen hoy contratos de prestación de servicios.

Se hicieron muchos acuerdos en materia de carrera administrativa y hay un 
tema que sí quiero destacar porque políticamente es muy relevante. Resulta que 
en la medida en que estábamos negociando en la mesa las condiciones de empleo, 
se estaba tramitando en el Congreso de la República nada más y nada menos que 
el Plan de Desarrollo del país para los próximos cuatro años, –es decir, el plan de 
desarrollo para el segundo periodo o la nueva presidencia del presidente Santos– y 
los trabajadores del Estado tuvieron la capacidad política de meter en la discusión 
al Gobierno en los temas del plan de desarrollo y terminamos en el Congreso de la 
República negociando puntos que no eran del pliego, pero que ellos decían que si no 
se negociaban el pliego era absolutamente inocuo; y hubo más o menos unos diez 
artículos del plan de desarrollo que salieron concertados o medianamente concerta-
dos o una parte de su texto con los trabajadores del Estado, o sea, terminaron nego-
ciando por los trabajadores particulares el plan de desarrollo y los salarios del año 
2015-2016, digamos que ahí eso es un avance importante para mostrar.

Pero adicionalmente tenemos que decir que nos vimos abocados a la necesi-
dad de hacer unas mesas de negociación diferenciadas por sectores, porque teníamos 
una mesa –Juan Diego lo va aclarar— de más de 60 sindicalistas contra 15 funcio-
narios del Estado que éramos parte de la comisión negociadora; todos esos 60 sin-
dicalistas representaban a trabajadores de la educación, de la salud, de la justicia, 
profesores de las universidades públicas, entonces terminamos en una mesa central 
que negoció los aspectos centrales del pliego y cuatro mesas adicionales que nego-
ciaron aspectos de esos sectores del Estado diferenciados, en educación, en salud y 
en justicia, que fue donde quedamos más deficitarios, pues faltó realmente entrar en 
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detalles específicos de la negociación porque la Fiscalía General de la Nación tiene 
mucha autonomía y los jueces de la República tienen mucha autonomía y en el mo-
mento en que estábamos negociando se estaban cambiando unas reglas básicas de 
conformación del Gobierno en la rama jurisdiccional del Poder Público, es decir, 
estábamos haciendo lo que en Colombia denominamos la Ley de Equilibrio de Po-
deres y no fue posible que esos funcionarios de primer nivel, el Fiscal General de la 
Nación y el Consejo Superior de la Adjudicaturía que manda a los jueces estuvie-
ran muy presentes en la negociación colectiva y quedó un déficit.

En fin, esa fue nuestra experiencia del año 2015, creo que tenemos que re-
saltar que los países que estamos aquí representados en estas exposiciones hemos 
avanzado sustancialmente en el reconocimiento del derecho de negociación colec-
tiva de los empleados públicos, pero claro, todos tenemos que manifestar, como 
lo hicimos, que nos hace falta avanzar hasta lo que podríamos decir es el conte-
nido y alcance completo del Convenio 151. Seguramente este tipo de actividades 
nos va a servir para poder compartir las mejores experiencias y mirar cuáles son 
las deficiencias en cada uno de los países.

Les agradezco mucho entonces esta audiencia.
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EXPERIENCIAS DE NEGOCIACIÓN COLECTIVA 
EN EL SECTOR PÚBLICO EN AMÉRICA LATINA

SOCIEDAD PERUANA DE DERECHO DEL TRABAJO 

Y DE LA SEGURIDAD SOCIAL

CASO DE COLOMBIA

ENRIQUE BORDA VILLEGAS
Viceministro de Trabajo de Colombia

I.  RELACIÓN JURÍDICA LABORAL DE LOS EMPLEADOS  
PÚBLICOS

NEGOCIACIÓN DE TRABAJADORES 
PARTICULARES Y OFICIALES

NEGOCIACIÓN COLECTIVA DE 
LOS EMPLEADOS PÚBLICOS

Relación laboral:
Contrato individual de Trabajo
Convención colectiva
Pacto colectivo

Relación laboral:
Legal y reglamentaria
Actos administrativos
Leyes y decretos

Regulación de conflicto:
Art. 55 de la CP
Título II arts. 429 y ss del CST

Regulación del conflicto:
Art. 55 de la CP
Convenio 151 de la OIT
Decreto 160 de 2014

Solución del conflicto:
Arreglo directo
Huelga
Arbitramento

Solución del conflicto:
Acuerdo colectivo
Actos administrativos
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II. PRESENTACIÓN DE LA REGULACIÓN Y SUS CAMBIOS 
DECRETO 160 DE 2014

1. Parte sustancial:
- Regula términos y procedimientos - negociación.
- Se aplica a: E.P.
- No se aplica a: Empleados de alto nivel, trabajadores oficiales, 

FFMM y Policía.
- 7 definiciones básicas.
- 4 condiciones para la negociación
- Fueros y permisos

2. Parte procedimental:
- Designación de negociadores.
- Iniciación de las conversaciones
- Duración de las conversaciones.
- Aspectos económicos del pliego.
- Mediación
- Cierre de la negociación
- Depósito de los acuerdos

III. DESARROLLO DE LA NEGOCIACIÓN COLECTIVA DE  
EMPLEADOS PÚBLICOS
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IV. ¿QUÉ SE NEGOCIA Y QUÉ NO SE NEGOCIA?
1. ¿Qué se negocia?
 “Determinación de las condiciones de empleo” (art. 5)

• Aspectos que mejoran las condiciones de empleo.
• Relaciones  entre las entidades y autoridades publicas competentes 

y las organizaciones sindicales  - concertación de las condiciones de 
empleo.

2. ¿Qué no se negocia?
 Autoridades administrativas carecen de competencias (art. 5)

• Estructura organizacional del Estado

• Dirección, administración y fiscalización del Estado

• Procedimientos administrativos

• Carrera administrativa y meritocracia

• Régimen disciplinario

• Régimen prestacional

3. Aspectos salariales y prestacionales (art. 5 parágrafo 2)

• Deberá tenerse en cuenta posibilidades fiscales y presupuestales.

• Se respetarán los límites que fije el Gobierno nacional.

• Las entidades no son competentes para negociar y concertar, pues 
dicha competencia para regular la materia recae en el Presidente de 
la República.

V. ÁMBITO DE LA NEGOCIACIÓN

1. Ámbito general o de contenido común
Con efectos para todos los empleados públicos o para parte de ellos, por re-

gión, departamento o distrito.
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2. Ámbito singular o contenido singular
Con efectos para cada entidad, distrito, región o municipio.

ORGANIZACIONES SINDICALES CON DERECHO
A LA NEGOCIACIÓN COLECTIVA

Titularidad de representación para efectos del Derecho de Negociación Colectiva

Sindicatos de empleados públicos: son aquellas representativas de los empleados públicos 
(ver estatutos).

VI. SINDICATOS DE TRABAJADORES OFICIALES O MIXTOS

1 Pliegos de sindicatos que representan exclusivamente a TO: No se pueden negociar.

2 Pliegos de sindicatos mixtos, que representan a TO y EP e incluyen peticiones para 
ambos: Se deben negociar exclusivamente las solicitudes referidas a EP.

3
Pliegos presentados por sindicatos mixtos, con peticiones referidas exclusivamente 
a EP: Deben negociarse dentro de la competencia de la autoridad pública a la cual 
se dirigieron.

VII. ETAPAS DE LA NEGOCIACIÓN COLECTIVA
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VIII. FUNCIÓN DEL MINISTERIO DE TRABAJO EN EL PROCESO

AUTORIDAD ADMINISTRATIVA 
LABORAL

AUTORIDAD DE POLICÍA 
LABORAL IVC

Dirección, promoción, vigilancia y control de 
las disposiciones de Derecho Colectivo.

Intervenir y multar por violación del Derecho 
de Negociación por negativa o elusión  de la 
obligación de negociar.

IX. NEGATIVA O ELUCIÓN PARA EL INICIO DE 
LA NEGOCIACIÓN COLECTIVA

Los sindicatos pueden:

• Solicitar la intervención del Ministerio de Trabajo como Autoridad 
de Policía Laboral, con atribución para intervenir y multar por vio-
lación del derecho de asociación sindical.

• Acción de tutela por protección de los intereses y derechos colectivos.

• Queja disciplinaria ante la Procuraduría o Personería.

• Denuncia penal por infracción del derecho de asociación en la mo-
dalidad de negociación colectiva.

X. RELACIÓN ENTRE NEGOCIACIÓN COLECTIVA 
Y PRESUPUESTO

• Es soporte para la efectividad de lo acordado, según tenga disponi-
bilidad o deba tenerla en el futuro.

• El Pliego se presenta en el primer bimestre del año. Artículo 11.

• Regla “el respeto al presupuesto publico y provisión presupuestal 
en la ley, ordenanza o acuerdo para la suscripción del acuerdo(s) 
colectivo(s) con incidencia económica presupuestal” artículo 3, nu-
meral 2.

• En materia salarial podrá haber negociación y concertación, consul-
tando las posibilidades fiscales y presupuestales. Artículo 5, pará-
grafo 2.
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XI. ACUERDO COLECTIVO NACIONAL 2015

TEMAS GENERALES ACUERDOS  GENERALES

INCREMENTO SALARIAL 
2015 y 2016

Incremento salarial para el 2015 de 4.66 % y del IPC 
más 1% para el 2016.

FORMALIZACIÓN Proceso serio de formalización gradual de las entidades 
del Estado.

CARRERA ADMINISTRATIVA
Impulso de la regulación de la carrera administrativa 
para Contralorías territoriales y para los servidores del 
sistema de ciencia y tecnología.

TRABAJO DECENTE
Se suscribirá un gran Pacto por el Empleo Digno y De-
cente, en el que se convocarán a las diferentes ramas del 
poder público, órganos de control y las organizaciones 
sindicales.

SALARIOS Y PRESTACIONES
Se expedirá un decreto extendiendo la bonificación por 
servicios prestados que se percibe en el nivel nacional 
para los empleados territoriales a partir de 2016.

FORMALIZACIÓN
En materia de formalización laboral el Congreso de la 
República aprobó dentro del Plan Nacional de Desarro-
llo el artículo 74 propuesto por el Gobierno Nacional.

CARRERA ADMINISTRATIVA

Para fortalecer la carrera administrativa se acordó bus-
car alternativas para proponerle a la Comisión Nacional 
de Servicio Civil - CNSC una metodología de priori-
zación de las entidades de la Rama Ejecutiva con ma-
yores niveles de provisionalidad para estructurar esos 
concursos.

SECTORES ACUERDOS ESPECIALES

EDUCACIÓN

Integrar una comisión paritaria para estudiar la modificación del Decreto 
1279 de 2002. (Régimen salarial y prestacional de los profesores de edu-
cación superior, salario de enganche).

El Gobierno nacional impartirá instrucciones para que los recursos exce-
dentarios, que puedan las universidades reemplazar con los recursos del 
CREE, disponibles en los presupuestos de las universidades públicas se 
destinen a la ampliación de plantas de docentes.

FECODE
Continuar proceso de nivelación salarial, asignado 12 puntos porcentuales 
que se distribuirán del año 2015 al 2019.

Evaluación de carácter diagnóstico -  formativa efectuada por pares.
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SALUD

Solicitar facultades especiales protémpore para que el Gobierno nacional 
expida un régimen laboral especial para los trabajadores de las empresas 
sociales del estado nacionales y territoriales.

Conformar  una mesa bipartita para analizar la viabilidad de la finan-
ciación de las nóminas de las Empresas Sociales del Estado nacionales 
y territoriales, con recursos del sistema general de participación u otras 
fuentes de financiación.

JUSTICIA

Se acuerda trabajar en la reforma de la normatividad actual en torno al 
sistema de administración y vigilancia de carrera del INPEC.

El Gobierno nacional reglamentará lo relacionado con la jornada laboral 
para los miembros del cuerpo de custodia y vigilancia del INPEC.
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Adolfo Ciudad

Muy agradecido, viceministro, muy clara su presentación. Vamos a conocer 
entonces el punto de vista de la parte sindical en Colombia a través del Sr. Juan 
Diego Gómez, de la Internacional de Servicios Públicos para la Región Andina.

Juan Diego Gómez

Inicialmente quiero agradecer a la SPDTSS, a la OIT y a la PUCP por la 
invitación y resaltar que mal haríamos en poner estos temas de discusión y análi-
sis de reflexión sin tener la voz de los trabajadores presentes en el contexto de la 
reflexión política y jurídica de la negociación colectiva para los empleados públi-
cos. Por ello me permito presentar a la organización que represento, la Interna-
cional del Servicio Público, que es un sindicato global, tenemos presencia en 156 
países y representamos aproximadamente unos 20 millones de trabajadores y tra-
bajadoras de la Administración Pública y de los servicios públicos y en particular 
yo tengo la responsabilidad de representar a la ISP para los países andinos, con 
oficina en Bogotá, lo que quiere decir que nuestra reflexión no solo va a estar re-
ferida a la situación colombiana, sino un poco también a cuáles son las dinámicas 
y las tendencias que en términos de la negociación colectiva estamos observando 
a nivel de América Latina y particularmente de los países Andinos.

Permítanme iniciar por unos comentarios generales que aparentemente son 
innecesarios, pero que es necesario traerlos a colación, y es de cuáles son los ele-
mentos y los principios que en el marco de la OIT como organismo tripartito que 
regula las relaciones laborales, dieron pie al Derecho Laboral y a los convenios 
internacionales y aquí hay que entender la dinámica de esas relaciones laborales; 
el derecho internacional se fundamenta en buscar la protección a la parte más dé-
bil en la relación laboral, ese es el principio y la esencia del Derecho Laboral, y 
en el tripartismo y en los convenios internacionales lo que trataba era de eso, de 
proteger, en una relación en donde el Estado tiene el poder político, el empresa-
rio tiene el poder económico y el trabajador no tiene más que su fuerza de traba-
jo, había que proteger esa parte más débil de la relación laboral en el mundo del 
trabajo, que era el trabajador.

Pero miremos la particularidad de los trabajadores de la Administración  
Pública; miren ustedes este fenómeno, el Estado, el Gobierno, es a su vez quien 
tiene el poder político y quien tiene el poder económico en la relación con sus pro-
pios trabajadores, tiene una concentración de poderes en esa relación, por eso en el 
nivel del Estado nosotros no hablamos de una relación tripartita, sino de una rela-
ción bipartita entre Estado, que es a su vez empleador y sus propios trabajadores; 
esto a nuestro juicio es lo que ha originado que se tenga en cuenta en términos del 
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mundo del trabajo y particularmente de la OIT el que existiera la necesidad de te-
ner unos convenios específicos para los trabajadores de la administración públi-
ca, no solo esto de la concentración del poder, sino también de cómo va evolucio-
nando la relación laboral a nivel general, donde se pasa de un proceso industria-
lizado a un proceso de servicios en donde el Estado tiene una gran responsabili-
dad en la prestación de los servicios; esa responsabilidad del Estado en la presta-
ción de los servicios y en buena parte la concentración del Estado como emplea-
dor, fue el que dio origen a los Convenios 151 y 154 de la OIT. A nuestro juicio, 
estos dos convenios que son complementarios de los convenios fundamentales de 
libertad sindical, el 87 y el 98, son los que nos permiten un marco regulatorio in-
ternacional para fundamentar las condiciones de derecho y de sujetos de derecho 
de los empleados públicos y hay que entender que la sola adopción de los Conve-
nios 151 y 154 ya marcó en el ámbito internacional unas condiciones de garantías 
de derecho fundamentales para los trabajadores de la Administración Pública; ahí 
están, están contenidos en los convenios 151 y 154, ¿y esto a qué nos lleva, en tér-
minos de nuestro planteamiento? Quienes han suscrito dichos convenios, tienen 
que trabajar sobre la base de la progresividad en términos del Derecho, este es un 
debate que hay que darlo, porque es imposible que Estados que han suscrito con-
venios como el 87 y el 98 y complementariamente el 151 y el 154, trabajen sobre 
la base, no de esos pisos mínimos, sino incluso por debajo de esos pisos mínimos 
establecidos por los convenios internacionales. Allí no hay progresividad en tér-
minos del Derecho para los trabajadores, hay procesos regresivos en términos de 
Derecho y esos procesos regresivos hay que evacuarlos en el continente: no es po-
sible –y aquí voy hacer alusión no a Colombia sino al Perú– no es posible que el 
Perú, adoptando el convenio 151, saque una ley que definitivamente no establece 
un proceso progresivo del derecho de negociación colectiva para los empleados 
públicos en el Perú, sino que definitivamente lo niega, entonces entramos a esta 
controversia de la progresividad y la regresividad en el Derecho.

Hay que recordar y hay que establecer que los convenios internacionales 
son los pisos mínimos acordados en el mundo del trabajo en el marco de la OIT 
para el respeto y aplicación de los derechos de los trabajadores; si no tenemos eso 
claro, entonces vamos escribiendo leyes a la luz de la adopción de los convenios 
internacionales, vamos adoptando leyes en el ámbito nacional que lo que hacen 
es restringir y limitar esos pisos mínimos establecidos por los convenios interna-
cionales; y aquí hay muchos miedos, y hay que ir borrando esos miedos, porque 
en definitiva hay que establecer cuál es la tendencia que logra someter a los em-
pleados públicos, a los trabajadores de la Administración Pública y del Estado 
como sujetos de derechos fundamentales; no podemos permitir que siga siendo la 
tendencia de la tesis estatutaria, aquella que señala que por tener una vinculación 
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legal y reglamentaria los empleados al servicio del Estado, no son sujetos de dere-
cho. O sea (según esta tesis) es el Estado empleador directamente el que establece 
de manera unilateral cuáles son las condiciones salariales y cuáles son las condi-
ciones laborales de sus trabajadores del Estado. Esa tesis estatutaria tuvo mucha 
fuerza y sigue teniendo mucha fuerza en el continente; aún hoy hay Estados que 
niegan ese derecho sobre la base de esa tesis estatutaria y es que las competen-
cias están dadas es al nominador, las competencias están dadas es al empleador, 
en este caso al Estado y el Gobierno; y si las competencias están dadas, entonces 
no es necesario ni es obligatorio someter la fijación de esas condiciones laborales 
y salariales a un proceso de negociación colectiva.

Pero esto augura peor aún las cosas, cuando hay aún Estados que sobre la 
base de esa misma concepción de la vinculación legal y reglamentaria de los tra-
bajadores del Estado e incluso con otros argumentos posiblemente más sutiles, 
pero más peligrosos, dicen que esos trabajadores no tienen derecho ni siquiera a 
la organización sindical; tenemos países aquí muy cercanos, vecinos, donde des-
de la norma nacional, como en Bolivia, se niega el derecho de la organización sin-
dical a los trabajadores del Estado sobre la base de que allí hay una prelación de 
cuál es la condición y la garantía del Estado sobre todos los ciudadanos y sobre la 
base sutil y peligrosa de que la organización de los trabajadores del propio Esta-
do puede significar un atentado a la seguridad nacional.

Estas son tesis totalmente regresivas en términos de la aplicación del de-
recho laboral y del derecho de libertad sindical y aquí yo quiero poner otro tema 
importante a discusión, porque es que el derecho de libertad sindical como un de-
recho fundamental, como uno de los asuntos fundamentales de la norma interna-
cional de la OIT, está amprado sobre tres patas, es una mesa que tiene tres pa-
tas: el derecho de asociación, el derecho de negociación colectiva y el derecho de 
huelga; si limitamos cualquiera de esas tres patas, estamos coartando e imposibi-
litando la expresión de la libertad sindical, que es uno de los derechos fundamen-
tales de los trabajadores.

Ahora bien, vuelvo entonces a retomar el tema de la progresividad y la re-
gresividad y ahí si me voy a referir un poco a la situación propia del Colombia. Los 
convenios 151 y 154 de la OIT fueron incorporados en Colombia hace aproxima-
damente unos 15 años y ya estaban ratificados el 87 y el 98, o sea no es la falta de 
normatividad. Infelizmente, como dirían los brasileros, pasaron casi 15 años des-
pués de ratificados los convenios 151 y 154 para lograr hacer efectivo el derecho 
de negociación colectiva en Colombia; entonces, aquí tenemos que poner sobre la 
mesa también una discusión que no es solo de Colombia, es una discusión del con-
junto de los países que han ratificado estos convenios y que tienen la obligación 
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de aplicarlos en su integridad como pisos mínimos, no como techo, sino como pi-
sos mínimos en términos de derechos, y mucho menos en una coerción regresiva 
del derecho y de esas condiciones establecidas en los convenios internacionales.

Desde la misma expedición de la Ley 411 del 98, que fue la ley que incor-
poró el convenio 151, el que estableció que era necesario reglamentar la negocia-
ción colectiva para los trabajadores de la administración publica en Colombia; des-
de el 98 y solo hasta el 2009, aparece el primer decreto reglamentario de la nego-
ciación colectiva para los empleados públicos en Colombia, pero ya lo dijo el Vi-
ceministro, un decreto, el 535 del 2009, que más que posibilitar la negociación, 
lo que hacía era negarla y negar el contenido y los principios esenciales estable-
cidos en el convenio 151 y en el convenio 154; esa negación obligó a una amplia 
movilización y a unas estrategias del movimiento sindical para romper esas limi-
taciones establecidas desde un decreto que no posibilitaba la negociación, sino 
que la negaba; y en medio se atravesó un hecho que quiero resaltar políticamen-
te, y es que por primera vez la comisión de expertos en la aplicación de normas y 
recomendaciones de la OIT hace un estudio general en el 2013 sobre la negocia-
ción colectiva en la Administración Pública, que se titula “La negociación colec-
tiva en la Administración Pública, un camino a seguir” y es el primer estudio ge-
neral sobre la aplicación de los convenios 151 y 154 de la OIT y sus respectivas 
recomendaciones, y ese estudio puso en evidencia que aún en términos de la apli-
cación de la negociación colectiva para la Administración Pública a nivel global, 
hay grandes déficits. Hay avances, pero también hay grandes déficits.

En Colombia, tanto el estudio, como las posibilidades de un nuevo marco 
jurídico nacional y de una situación política nueva, después de que habíamos pa-
sado 8 años por un gobierno que diluyó completamente la institucionalidad polí-
tica, se logra recomponer la institucionalidad política; en los 8 años anteriores el 
gobierno había liquidado el Ministerio del Trabajo y nuevamente se restituye el 
Ministerio del Trabajo y se restituye la institucionalidad política para potenciar las 
posibilidades del respeto a los derechos de los trabajadores a nivel general, ¿Por 
qué? Y aquí quiero poner otro tema: progresividad, regresividad, tema de la tesis 
estatutaria contra tesis contractual, los temores de la tesis estatutaria y las posibi-
lidades de que haya realmente negociación bilateral de las condiciones de traba-
jo de los empleados públicos, surge aquí el otro temor, que es el temor de hasta 
dónde podemos avanzar en el proceso de negociación, cuáles son los alcances de 
la negociación y yo diría que aquí tenemos que rescatar aquellas tesis que dicen 
“todo es posible negociar” porque la negación de algunos asuntos de la negocia-
ción después se rompe sobre la vía de los hechos mismos.
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Tenemos la experiencia propia de Colombia. El decreto 535 negaba total-
mente las posibilidades de negociar, hablaba solo de la concertación, no se po-
día presentar pliego de peticiones, no se podían presentar solicitudes respetuosas 
al empleador. Después surge el decreto 1092 que en su artículo 3ro decía “no se 
puede negociar esto, esto, esto, esto y esto” y había un listado totalmente nega-
torio de las posibilidades de la negociación. El movimiento sindical, de manera 
inteligente, dijo “aún con ese decreto 1092, con todo y su negación, sentémonos 
en la mesa de negociación para romper en la propia mesa de negociación las res-
tricciones y limitaciones y la negación al proceso de negociación”. No era toda-
vía viceministro de relaciones laborales el doctor Borda, pero fue el asesor en la 
negociación en el 2013, fue asesor del Gobierno en esa negociación y hay que re-
conocer, con el Viceministro logramos romper esa concepción restrictiva, nega-
tiva y regresiva del derecho de negociación, porque en el 2013 negociamos todo 
lo que el Decreto 1092 decía no se podía negociar, incluyendo salarios; por eso 
negociamos a su vez para considerar el concepto progresivo del respeto del dere-
cho, aplicación plena del derecho, negociar incluso la modificación del Decreto 
1092 que fue lo que dio vida de manera concertada y negociada al Decreto 160.

El Decreto 160 no es la expresión de la voluntad unilateral del Gobierno 
de modificar la norma nacional para garantizar el proceso de negociación, no; es 
el resultado de un proceso de negociación en el 2013, que obligó a las partes a re-
visar cuál era el procedimiento, los alcances y las posibilidades que habían de la 
negociación colectiva para los trabajadores de la Administración Pública; enton-
ces el 160, que es el que regula actualmente la negociación colectiva en Colom-
bia, es el resultado también de un proceso de negociación para eso.

Aquí estaba yo resaltando el tema de la institucionalidad dentro de cualquier 
ámbito nacional para garantizar la negociación. ¿Cuáles son entonces las condi-
ciones institucionales para posibilitar esa negociación? Y hay que decirlo con ho-
nestidad y con tranquilidad; 2013 y 2014, la mesa de negociación en Colombia 
con los trabajadores de la Administración Pública, se sentaron todas las entida-
des del Estado que tenían la obligación y la responsabilidad de negociar: Ministe-
rio de Hacienda, Ministerio del Trabajo, Departamento Administrativo de la Fun-
ción Pública, Departamento de Planeación; pero hay que decirlo también y hay 
que hacer un reconocimiento porque es que la negociación no es un acto unilate-
ral sino bilateral y es que el movimiento sindical colombiano del Estado se sen-
tó de manera unificada a negociar en el 2013 y a negociar en el 2015; fueron las 
tres centrales sindicales de manera concentrada y unificada las que se sentaron en 
el 2013 y lograron un acuerdo en el 2013 con las federaciones de los trabajadores 
del Estado y con la ISP y fueron esas mismas organizaciones del 2015 los que de 
manera unificada u concentrada se sentaron a negociar.
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Adicionalmente quisiera señalar lo siguiente, y es que en ese proceso de nego-
ciación hemos tenido que lograr un aprendizaje de otras experiencias, por eso es muy 
importante traer experiencias hoy al Perú de cuáles han sido las condiciones, los pro-
cesos de negociación en la Argentina, en Uruguay y ahora en las propias experiencias 
que estamos teniendo en Colombia, porque para destrabar el proceso de negociación en 
Colombia, para lograr tener un decreto reglamentario efectivo de negociación colecti-
va, también tuvimos que intercambiar experiencias con Argentina, con Uruguay para 
ver qué era lo rescatable de esas experiencias, que no son propias sino ajenas, pero que 
son beneficiosas para potenciar la negociación colectiva en el ámbito nacional.

Es posible que existan condiciones nacionales en el ámbito jurídico y legal 
pero también es cierto que las tendencias globales obligan a ir en un proceso pro-
gresivo de aplicación de los Convenios fundamentales de la OIT; por eso no pue-
de decirse “este es un Estado tan particular que aquí no podemos aplicar, así lo 
tengamos ratificado, el Convenio 151 de la OIT”, ¿no?, ahí está ese piso mínimo 
y hay que aplicarlo así existan condiciones particulares en el ámbito nacional; y 
las experiencias ajenas son importantes en la medida que nos permiten identificar 
cuáles son aquellos factores que en el ámbito nacional son más aplicables que nos 
permitan desarrollar plenamente el derecho de negociación colectiva.

En razón de ello, creo que es necesario señalar y resaltar que en Colombia 
uno de los temas de discusión, como lo planteó el viceministro, es el tema de cuál 
es el escenario para redimir el conflicto, y la verdad nosotros tenemos que decir 
que el escenario en la mediación hasta ahora no ha sido funcional, es una situa-
ción que tiene características particulares que hoy voy a simplemente señalarlas 
para ir terminando. ¿Cuáles son las características particulares? Hay toda un cul-
tura anti sindical arraigada en Colombia, que en buena medida ha sido potencia-
da por el conflicto armado que hemos vivido en Colombia; esa cultura antisindi-
cal ha llevado a que hace 20 años teníamos aproximadamente un 14 % de índices 
de sindicalización a un 4 % que tenemos en la actualidad, y que no ha sido solo 
fruto de la dificultades propias internas del movimiento sindical, sino que han pe-
sado también los factores externos, la persecución, casi que el exterminio físico 
de la dirigencia sindical, más de 3 mil dirigentes sindicales asesinados a lo largo 
de 20 años, todo esto da cuenta de que existen factores externos que han signifi-
cado toda una expresión de cultura antisindical. En esas condiciones de cultura 
antisindical y de democracias frágiles, es mejor tener mecanismos decisorios que 
mecanismos de mediación que terminan siendo mecanismos muy frágiles para re-
solver el conflicto; el conflicto es mejor dejarlo a un proceso, como hemos dicho, 
de arbitramento como un mecanismo definitorio y no un mecanismo de media-
ción que a veces impide, en las democracias frágiles y en las condiciones de cul-
tura antisindical, que se vuelvan efectivos sus mecanismos.
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Y aquí hay que decirlo también. Es que aquí no tenemos los procesos que 
se tienen en Francia, donde no necesitan ningún tipo de reglamento ni de reglas 
establecidas para la negociación colectiva de los empleados públicos, sino que se 
definen sobre la base de la correlación de fuerzas; los trabajadores de la Adminis-
tración Pública en Francia salen a una huelga general y establecen mediante ella 
las condiciones de la negociación, el ámbito, las características y las posibilidades 
de la negociación. Aquí tenemos también movimiento sindical debilitado, fruto de 
muchos factores externos e internos que nos obligan a pensar en que es necesario 
reglar en lo estrictamente necesario pero lo más ampliamente posible todo lo que 
tiene que ver con los procesos de negociación colectiva. ¿Eso qué quiere decir? 
Que las normas y los reglamentos establecidos son normas y reglamentos esta-
blecidos que nos permitan identificar con precisión y claridad el ámbito, la cober-
tura, el procedimiento, las condiciones de negociación para empleados públicos.

Termino diciendo que nosotros somos y hemos sido portadores de un plan-
teamiento y es que hay que ir rompiendo las diferencias que hay establecidas so-
bre los trabajadores de la Administración Pública y los trabajadores del Sector 
Privado en términos de las condiciones como sujetos de derechos. No se trata de 
considerar que son lo mismo los trabajadores de la administración pública y los 
trabajadores del Sector Privado; se trata de considerar que ambos son sujetos de 
derechos fundamentales y esos derechos fundamentales están establecidos en los 
convenios internacionales de la OIT.

Si logramos entender esa dinámica, logramos entonces interpretar la nece-
sidad que tenemos, en el ámbito nacional, de lograr un concepto y un proceso pro-
gresivo de garantía de derechos. Tengo que decirlo –no puedo yo mismo ponerme 
aquí una censura frente a la situación de Perú porque no soy peruano– la Ley Ser-
vir es una ley negatoria del derecho de negociación colectiva, tal como está esta-
blecida, tal como está planteada, es una ley que ni siquiera establece sobre la base 
del Convenio 151 el piso mínimo del respeto al derecho de negociación colectiva. 
En razón de eso hemos dicho tanto al Director de Servir, Dr. Juan Carlos Cortés, 
como lo dijo incluso un programa de control de la OIT que era necesario revisar 
el contenido y el principio establecido en la Ley Servir: no podemos seguir traba-
jando sobre el concepto del diálogo de sordos, donde se le dice, se le dice y se le 
dice al Gobierno que es necesario modificar una ley que es negatoria del derecho 
de negociación colectiva y que el Gobierno escuche por un oído y le salga por el 
otro. Si no hay una modificación a esa ley, tenemos que decirlo y llevarlo a todos 
los escenarios internacionales necesarios, que aquí en el Perú, se está negando el 
derecho de negociación colectiva para los empleados públicos. Muy agradecido.
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LA VISIÓN DE LA OIT

Sobre negociación colectiva en el Sector Público
Sesión del martes 23 de junio de 2015

HUMBERTO VILLASMIL PRIETO
Oficina Internacional del Trabajo, Ginebra

Adolfo Ciudad Reynaud
El día de hoy nos corresponde iniciar con la conferencia del Dr., Humber-

to Villasmil; él infelizmente no ha podido estar el día de hoy físicamente con no-
sotros pero desde Ginebra, donde él cumple sus labores como Especialista Prin-
cipal del Departamento de Legislación Laboral de la OIT, nos ha grabado un vi-
deo y vamos a poder ver y escuchar su conferencia. Para las preguntas nos va a 
ayudar el colega Eduardo Rodríguez, que es Especialista de la OIT para los paí-
ses Andinos, quien se encuentra aquí presente, de manera que vamos a iniciar en-
tonces la presentación del Dr. Humberto Villasmil Prieto, ampliamente conoci-
do por todos ustedes, una eminencia en Derecho del Trabajo, estupendo exper-
to de nacionalidad venezolana y vinculado con la OIT si no me equivoco desde 
hace 15 o 20 años ya, de manera que cuenta con una experiencia y es una de las 
voces autorizadas de la OIT en la materia. Vamos entonces a estar con Humber-
to en este momento.

Video del Dr. Humberto Villasmil
En primer lugar quería agradecer, como no puede ser de otra manera a la 

SPDTSS en la persona de su Presidente, el profesor Adolfo Ciudad, mi queri-
do Fito, el colega de siempre; agradecer a la PUCP en la persona del decano Al-
fredo Villavicencio Ríos y desearía también aprovechar la ocasión para expre-
sar ahora públicamente mi más sincero enhorabuena por su ingreso a la Acade-
mia Iberoamericana del Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social, su ingre-
so no puede sino prestigiar al Sector Público y, por tanto, en lo personal y sé que 
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colectivamente eso ha sido motivo de profunda alegría y congratulación; y por su-
puesto a Carmen Moreno, la Directora de la Oficina de la OIT para los países An-
dinos, sin cuya intervención, al igual que la de mi colega Eduardo Rodríguez, yo 
no hubiera podido estar presente (aunque de esta manera). Hubiera querido aper-
sonarme a esta actividad, en esta experiencia, este conversatorio laboral sobre un 
tema tan especialmente particular e importante, incluso diría yo en la historia nor-
mativa del a OIT y es lo que voy a tratar demostrar en estos pocos minutos que 
voy a compartir con ustedes.

Lo primero, decir, como es una obviedad, que la libertad sindical tiene car-
ta de ciudadanía desde el mismo momento del nacimiento de la Organización In-
ternacional del Trabajo; el preámbulo de la constitución de la OIT de 1907 es una 
referencia explícita al derecho humano fundamental de la libertad sindical mucho 
tiempo antes de la Declaración Universal de 194; el artículo 427 del Tratado de 
Versalles, que se conoció como la Carta del Trabajo, reconoce de manera explícita 
y directa el derecho a la libertad sindical y a partir de ese momento, del momento 
fundacional como me parece que corresponde decir 1919, comienza una secuen-
cia normativa que nos va a llevar –espero– a un recorrido guiado que no sé si in-
teligentemente, pero sí con profundo afecto hacia ustedes y hacia el Perú, desde 
el año de fundación de la OIT hasta la Conferencia del año 2015.

En 1921, la OIT adopta el primer Convenio que hace mención a lo que en-
tenderíamos hoy como el derecho de libertad sindical, que es el derecho a asocia-
ción en la agricultura; y en 1947 se adopta un segundo Convenio igualmente so-
bre el derecho de asociación ahora en los territorios no metropolitanos; estamos 
antes del Convenio 87 de 1948, son dos convenios referidos a la libertad sindical 
aunque no son convenios generales ni que tuvieron desde luego la trascendencia 
histórica y jurídica internacional del convenio 87.

Pero en el medio del convenio 11 y el convenio 84, sucede lo que para mí 
ha venido a significar la declaración más importante que ha tenido esta casa lo 
largo de su casi siglo de existencia, me refiero a la Declaración de Filadelfia de 
1944, una declaración histórica por donde se le mire, responsable de muchas co-
sas, entre otras para este servidor, de que la OIT no hubiese corrido la suerte de la 
Liga de las Naciones, por eso la OIT es una agencia de la Naciones Unidas pero 
más antigua que las Naciones Unidas.

Esta Declaración del año 44, que viene a determinar los objetivos de la OIT 
en un momento histórico en que empezaba a terminar la Segunda Guerra Mun-
dial, tiene un especialísimo significado para el tema de la libertad sindical y de la 
negociación colectiva. Permítanme apenas mencionar que la Declaración de Fi-
ladelfia viene a decir que la libertad de expresión y la libertad de asociación son 
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esenciales para el progreso constante de la humanidad, pero a propósito de lo que 
nos interesa de manera más particular, la Declaración de Filadelfia por primea vez 
establece un reconocimiento explícito al derecho efectivo a la negociación colec-
tiva de condiciones de trabajo.

Esto es muy importante, porque la declaración de Filadelfia en 1946 pasó 
a formar parte de la Constitución de la OIT, de manera que a partir de la Decla-
ración de Filadelfia del año 44 y de su incorporación al texto constitucional de 
1946, cuando desde la perspectiva de la OIT hablemos de la libertad sindical y 
de la negociación colectiva, estaremos hablando de un derecho de rango constitu-
cional independientemente de que los desarrollos posteriores nos permitan ahora 
decir con propiedad que hablamos de derechos humanos fundamentales y de par-
ticularmente dos convenios fundamentales que referiremos recurrentemente: los 
convenios 87 y 98, pero para eso habrá que esperar a la Declaración de la OIT de 
1998 y eso les ruego esperar apenas unos pocos minutos para referirlo.

Termina la Segunda Guerra Mundial y a partir de entonces ya con la Decla-
ración de Filadelfia del año 44 y la incorporación de ese texto a la constitución de 
la OIT, esta organización adopta el primer gran Tratado Internacional sobre uno 
de los derechos humanos fundamentales que iba a ser materia de reconocimiento 
explícito en la Declaración Universal de los Derechos Humanos adoptada en di-
ciembre del año 1948. Pero debo decir, en honor de nuestra Región, que la car-
ta de voluntad, esto es, la Declaración Americana de Derechos Humanos que se 
adoptó en la ciudad de Bogotá, Colombia, en abril de 1948, reconoció el derecho 
de libertad sindical y de negociación colectiva, incluso el derecho de huelga, con 
anterioridad, unos meses, al Convenio 87 y unos meses antes también de la De-
claración Universal de los Derechos Humanos de 1948.

Ese Convenio 87 que hoy día es uno de los convenios fundamentales de 
la OIT, tiene desde luego un relevancia fundamental para entender el estado del 
arte actual del derecho a la negociación colectiva; permítanme apenas decir lo que 
todo el mundo sabe mejor que yo, que un año después del Convenio 87, la OIT 
adoptaría el Convenio 98, en 1949, sobre el derecho de libertad sindical y de ne-
gociación colectiva, por tanto, con diferencia de un año, esta organización adop-
tó lo que hoy día son los dos convenios fundamentales de la organización referi-
dos al derecho humano fundamental de la libertad sindical.

Pero aquí, permítanme dar un paso en la argumentación, comienzan a susci-
tarse las peculiaridades que tienen que ver con la especificidad de la negociación 
colectiva en el Sector Público. Un dato y un antecedente que esta organización, 
si se ve la secuela histórica de los instrumentos y de la doctrina, –si me permiten 
el término con todas las reservas del caso–, de lo que los órganos de control han 
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dicho a lo largo de muchísimas décadas, yo creo como una idea que nunca estu-
vo ausente del ideario y de la visión que la OIT tiene sobre el tema de la negocia-
ción colectiva en el ámbito de la función pública y del Sector Público en general.

En efecto, el Convenio 87 viene a decir que todos los trabajadores sin ex-
cepción tienen el derecho a organizarse en sindicatos, por tanto, fue un Convenio 
de una significación histórica porque estableciendo de manera expansiva una titu-
laridad general del derecho de sindicación, estableciendo el deber y el derecho de 
las organizaciones de organizarse, –valga la redundancia–, de establecer su pro-
grama de acción, esto es, la autonomía colectiva, estaba sentando las bases de un 
modelo democrático de relaciones laborales, para lo cual era menester derrum-
bar una visión y un modelo corporativo, que fue el modelo de los fascismos eu-
ropeos hasta el fin de la Segunda Guerra Mundial. Esa es la significación históri-
ca del Convenio 87, por tanto, el Convenio 87 también es el Convenio que tutela 
el derecho de organización colectiva, de libertad sindical, de organización sindi-
cal de los funcionarios públicos, de los servidores públicos, independientemente 
de la categoría que se quiera finalmente adoptar.

Pero un año después, en 1949, el Convenio 98 comienza a desarrollar lo 
que llamaríamos hoy y creo que en ello el aporte del laboralismo latinoamerica-
no, y estoy recordando a un queridísimo colega y profesor que se fue demasiado 
pronto, que quiso mucho al Perú y que estoy seguro lo recordaremos todos con 
alegría, el profesor Oscar Ermida Uriarte, estudió cómo los contenidos de los sin-
dicatos, en libertad sindical en un libro célebre que estoy recordando en este mo-
mento. El Convenio 98 viene a establecer por primera vez el contenido de la ne-
gociación colectiva en un instrumento internacional de este tipo, por primera vez 
el derecho a lo que sería hoy día la tutela frente a las prácticas antisindicales, de 
suerte que si alguien se aproxima hoy a estudiar las prácticas antisindicales y sus 
modos de reparación, indudablemente tendrá que comenzar en un primer capítu-
lo por revisar lo que dio de sí con relación a ese tema el Convenio 98.

Pero, con relación a las peculiaridades de la administración o el Sector Pú-
blico, el artículo 6 del Convenio 98 trajo una norma que va a ser consecuentemen-
te responsable de muchas iniciativas normativas e interpretaciones en el futuro. El 
artículo 6 del Convenio 98 viene a decir que este Convenio en su versión en es-
pañol no trata de la situación de los funcionarios encargados en la administración 
del Estado. Desde un primer momento los órganos de control detectaron que po-
día haber en ese caso indudablemente un problema terminológico, de manera tal 
que la terminología en español no era exactamente la terminología traducida o al 
menos equivalente de la versión inglesa del Convenio o de la versión francesa del 
Convenio; quizás en el caso de la versión francesa era más fácil, el texto francés 
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hablaba de “funcionarios públicos” pero en la versión en inglés se hablaba de Pu-
blic Servers Engadgets in the Administration of the State; exactamente la equiva-
lencia a los servidores públicos o los trabajadores o los funcionarios encargados 
de la administración del Estado, en los países de tradición latina y en los países 
de lengua castellana no se entendió que podría ser exactamente igual y el trasla-
do de la categoría dejó en el medio no menos zonas de ambigüedad que después 
comenzaron a evidenciarse.

Desde luego, el debate inicial que se planteó con relación al Convenio 98 y al 
artículo 6 específicamente, era si la exclusión de los funcionarios públicos era una 
exclusión absoluta en favor de toda la categoría de servidores o como un a norma 
excepcional que de alguna manera venía a restringir el derecho de libertad sindical 
que ya había reconocido sin ninguna limitación, dice el Convenio 87 en su artícu-
lo segundo, tendría que consecuentemente entenderse como una norma restrictiva, 
excepcional y, por lo tanto, de interpretación restrictiva, perdón la redundancia, por 
ser una disposición de derecho estricto. Ese fue el tema. Pero, desde luego hay que 
reconocer que el tema no estaba saldado, a pesar de que los órganos de control de 
la OIT, la Comisión de Expertos específicamente, comenzó a interpretar el artículo 
6 del Convenio 98, dejando establecido que la exclusión del ámbito de aplicación 
del convenio no podía ni muchísimo menos amparar o implicar a todos los servido-
res públicos, sino solamente a una categoría, los servidores públicos directamente 
involucrados en la administración del Estado. Pero, debo reconocer que el tema no 
estaba ni muchísimo menos cerrado porque, efectivamente, no quedaba demasiada 
claridad y no dejaron de haber zonas de ambigüedad para cerrar definitivamente el 
tema del ámbito de aplicación del Convenio 98. Explico esto porque de alguna ma-
nera esta es la razón de ser del Convenio 151 que el Perú ratifica en 1980 y que es 
de alguna manera el Convenio que viene a ocuparse de las relaciones de trabajo en 
la Administración Pública, pero ese Convenio es de 1978.

Permítanme por favor cerrar la secuencia, entonces, después de 1949, el 
momento en que se adopta el Convenio 98, la Organización adoptó el Convenio 
135, estamos ya en 1971 y en 1975 se adoptó el Convenio de la organización de 
los trabajadores rurales, con lo cual ya nos estamos aproximando no solo al Con-
venio 151, sino a lo que vino a significar la opinión o las observaciones de los ór-
ganos de control de la OIT a propósito de este convenio tan importante sobre el 
cual me detendré a considerar un poquito más adelante.

En 1978 se adopta el Convenio 151; en 1981 se adopta el Convenio 154, 
aquí de alguna manera se cierra el ámbito de estos instrumentos o esta secuencia 
de la libertad sindical que quería mencionar como una introducción, empezando 
en el Convenio 11 de 1921 y terminando en el Convenio 154 de 1981.
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La razón de ser del Convenio 151 entonces, es de algún modo cerrar, disci-
plinar, aclarar el problema que pudo haber surgido indudablemente de una inter-
pretación más o menos restrictiva del Convenio 98, específicamente en su artículo 
6. Quiero llamar la atención sobre el preámbulo del Convenio 151 y permítanme 
decirles sobre todo a los nuevos, a los jóvenes laboralistas latinoamericanos que 
si quisieran –y estoy seguro les va a interesar– tener una visión de lo que ha sido 
la historia de las ideas del trabajo, los invito a leer los preámbulos de los Conve-
nios de la OIT; algunos preámbulos tienden a ser escuetos, simples, de párrafos 
muy breves, pero algunos, quizás como el del Convenio 151, vienen a ser preám-
bulos que seguramente van a suscitar más de una reflexión.

Permítanme –no lo quería hacer pero por lo que acabo de decir– leer dos 
párrafos muy simples del Convenio 151, sus párrafos preambulares que siempre 
me parecieron particularmente ricos. Dice el Convenio 151 que, observando la di-
versidad de los sistemas políticos, económicos y sociales de los Estados y las di-
ferentes prácticas aplicadas por dichos Estados, por ejemplo, en lo atinente a las 
funciones respectivas de las autoridades centrales y locales, a las funciones de las 
autoridades federales, a las empresas propiedad del Estado y los diversos tipos de 
organismos públicos autónomos o semi autónomos, en lo que respecta a la natu-
raleza de la relación de empleo, siendo esa actividad tan compleja, entonces ha-
brá que tener en cuenta –y cito el Convenio 151– los problemas particulares que 
plantea la delimitación del campo de aplicación de un instrumento internacional 
y la adopción de definiciones a los fines de la aplicación del instrumento, en ra-
zón de las diferencias existentes en muchos países entre el empleo público y el 
empleo privado, así como las dificultades de interpretación que se han planteado 
a propósito de la aplicación de los funcionarios públicos de las disposiciones per-
tinentes del Convenio 98 y las observaciones con la cuales los órganos de control 
de la OIT han señalado en distintas ocasiones que ciertos gobiernos han aplicado 
dichas disposiciones en forma tal que grupos numerosos de empleados públicos 
han quedado excluidos del campo de aplicación del convenio.

Esto es, queda claro en el desiderátum del Convenio 151, que lo que pre-
tendió fue cerrar de una parte una aplicación del convenio que en algunos casos se 
vio en grave restrictiva del ámbito de aplicación seguramente por una interpreta-
ción absolutamente expansiva que quizás podría haber tenido también colisiones 
con el ámbito del Convenio 87, de una parte. Por otro lado, reconoce las diversi-
dades y la especificidad y la complejidad, sin duda, de lo que es el empleo públi-
co, pero al mismo tiempo declara la intención de establecer una definición en el 
texto del instrumento que venga a aclarar y a poner las cosas en su lugar en rela-
ción a las prestaciones laborales en el Sector Público.
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Por esa razón entremos ahora brevísimamente al instrumento que nos va a 
ocupar más y que es ley interna en el Derecho peruano ratificado como lo fue en 
1980, el artículo 1 del convenio 151 comienza diciendo, como no podía ser de otra 
manera si lo que acabamos de leer tiene sentido, que todas las personas emplea-
das en la Administración Pública, en la medida en que no sean parte o no sean fa-
vorecidas por otro convenio internacional del trabajo que les determine un trato 
más beneficioso, están colocadas bajo el ámbito de aplicación del Convenio 151. 
Fíjense ustedes el punto de inflexión, se resuelve una interpretación posiblemente 
restrictiva del ámbito del convenio 98 en su artículo 6 con un convenio como el 
151 que unos años después viene a expandir el convenio a todas las personas em-
pleadas por la Administración Pública.

Pero atención y no se pierda de vista, no solamente hace el artículo 1 una 
definición si se quiere expansiva del ámbito subjetivo del convenio, quiere decir 
que si hubiese, con relación a los funcionarios, otros convenios que le determi-
nen un trato más favorable, este convenio reconoce que aquella disposición tendrá 
que aplicarse prelativamente. Diría un estudioso de las normas de la OIT y aquí 
hay muchísimos, que es en un principio de algún modo que está allá en la Cons-
titución de la OIT, el principio de la norma mínima o del estatuto más favorable, 
pero llama la atención y eso evidencia que se están solapando posiblemente con-
venios con relación al ámbito y al tema de la libertad sindical en la negociación 
colectiva, llama la atención que el Convenio 151 de manera explícita quiera dejar 
a salvo las fuentes más favorables de otros convenios internacionales que regulen 
la negociación colectiva en el ámbito de la función pública.

Pero la segunda disposición y esto ratifica que se quiso de algún modo or-
denar el ámbito de lo que era el Sector Público y los beneficiarios de este conve-
nio y los amparados por el convenio 98, es que el Convenio 151 establece en dos 
disposiciones que le son particulares y que hasta donde llegan mis conocimientos 
le son absolutamente particulares y que por primera vez se dieron en el texto de 
este Convenio 151 en 1978. El primero es que se excluyen del ámbito de aplica-
ción del convenio los empleados de alto nivel que por sus funciones se conside-
ra normalmente que poseen un poder decisorio o que desempeñan cargos directi-
vos, atención, primera exclusión, los empleados de alto nivel que por sus funcio-
nes tienen un poder decisorio y desempeñan de suyo cargos directivos; pero algo 
más dice el Convenio 151, se podrá excluir a los empleados cuyas obligaciones 
sean de naturaleza altamente confidencial. Permítanme dar dos referencias impor-
tantes: no se trata de exclusiones que operen y subyuguen, el convenio no exclu-
ye por su propio texto estas dos categorías de funcionarios, este Convenio per-
mite que el Estado ratificante haga la exclusión, es la misma lógica del Convenio 
87, no hay una exclusión automática de los policías o los cuerpos de seguridad del 
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Estado, hay una delegación normativa, en este caso, a que en la legislación nacio-
nal esas exclusiones se puedan operativizar, aquí pasa exactamente lo mismo con 
dos categorías de funcionarios, los de alta dirección y los funcionarios que tienen 
funciones confidenciales.

Esto es, para este servidor, la ratificación de que lo que el convenio 151 per-
seguía era delimitar lo que fue finalmente una interpretación correcta y consona-
da de aquella norma antigua del convenio 98; para mí es evidente que esto rati-
fica el convenio 98 en su artículo 6 que estaba precisamente pensando no en una 
exclusión general de todos los funcionarios del ámbito de un convenio de liber-
tad sindical, sino exclusivamente de alguna categoría de ellos, los altos cargos, 
los funcionarios de libre movimiento y remoción quizás y desde luego los que es-
tán empeñados en tareas de alta confidencialidad; pero esto sin duda ratifica que 
una interpretación desde el convenio 98 exclusiva y absoluta y tendencialmen-
te expansiva del ámbito de aplicación, no tuvo ningún sentido ni en el ámbito de 
aplicación del convenio ni muchísimo menos en la inteligencia del convenio 151.

Termina el artículo 1 diciendo que la legislación nacional –y esto está en lí-
nea con el convenio 87– determinará hasta qué punto las garantías previstas en el 
presente convenio son aplicables a las fuerzas armadas y a la policía, lo que está 
en línea con el convenio 87 y como es una norma similar me ahorra algún comen-
tario, pero permítanme, por razones de tiempo, saltar al artículo 7 del convenio, 
donde está la segunda novedad del convenio 151. Sostengo que este convenio tie-
ne dos particularidades; la primera que ojalá haya podido yo si no explicar clara-
mente, al menos sugerir, una novedad en relación al ámbito de aplicación; pero 
la segunda está en el artículo 7 y es muy trascendental, lo que puede llamarse una 
novedad, una flexibilidad sobre los métodos de aplicación del convenio, en tanto 
y cuando el artículo 7 del convenio 87 reconoce el derecho a la negociación co-
lectiva de las condiciones de empleo, pero al mismo tiempo admite la posibili-
dad de otros métodos que permitan a los representantes de los empleados públi-
cos participar en la determinación de dichas condiciones.

Atención, esta es una reflexión crucial para el entendimiento de la nego-
ciación colectiva en el sector público. Lo que está fuera de discusión es que si la 
libertad sindical, no por el convenio 151, sino desde el convenio 87 y desde lue-
go desde el convenio 98, penetró al sector público, si el sector público no pudo 
ser un campo vedado al derecho humano fundamental de la libertad sindical, en-
tonces el derecho a la negociación colectiva en el sector público nació por el con-
venio 98 y el artículo 6 correctamente interpretado. Lo que el convenio 151 vie-
ne a hacer años después es admitir, de una parte, otras modalidades de aplicación 
que llama participación, pero que deja claro que las condiciones del trabajo en el 
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Sector Público en la inteligencia del Convenio 151 y desde luego del Convenio 
98, no es un coto bilateral de la administración publica, porque si la libertad sin-
dical penetró en el ámbito del Sector Público, la idea de la democracia entró con 
ella y por esa razón en el Estado democrático que surge en 1948 después de la Se-
gunda Guerra Mundial, el argumento de que el sector público era un poco cerra-
do a la negociación colectiva perdió fuerza, como perdió fuerza en América La-
tina aquella vieja tesis que decía que no era visible la negociación colectiva en el 
sector público porque la función pública era un cargo de honor y que en circuns-
tancias de honor no era visible la idea de una negociación y muchísimo menos la 
idea de relaciones contractuales ni de relaciones colectivas de negociación y de 
solución de conflictos.

En ese escenario, el convenio 151 –por razones de tiempo me permito saltar; 
me da mucha pena, habría querido estar allá con ustedes en este intercambio par-
ticular– a lo que ha sido en este particular los acontecimientos más recientes con 
relación al Perú, y quisiera simplemente hacer una crónica de lo que ha sido lo más 
reciente, indicando alguna documentación toda la cual que vaya yo a mencionar 
son documentos públicos que están a la orden de cualquiera y que, por tanto, en 
ese escenario podrán corregirme si de mi parte hay alguna omisión o algún exceso.

Del año 2010 a la fecha revisé los informes de la Comisión de Expertos del 
2010, 2011, 2012, 2013 hasta la última conferencia que acaba de terminar la se-
mana pasada. No hay observaciones particularmente referidas al tema de la liber-
tad sindical y la negociación colectiva en el sector público, a propósito de comen-
tarios de los Convenios 87 y 98.

Ciertamente en el año 2011 a inicios, hubo comentarios al Perú sobre el 
Convenio 87 y el Convenio 98, alguna referencia desde luego toca al sector pú-
blico cuando se entra a los comentarios del Convenio 98; no es ni muchísimo me-
nos una mención explícita en lo que nos toca este día, que es la negociación co-
lectiva en el Sector Público.

En el año 2013 hubo igualmente una observación de las comisión de ex-
pertos que recogió el informe en la conferencia de ese año donde también se in-
dican observaciones sobre los convenios 87 y 98, pero en las observaciones del 
convenio 98 no hay una referencia directa sobre el tema de la negociación colec-
tiva en el Sector Público.

Pero otra cosa ocurrió con el Convenio 151; en efecto, desde el año 2010 
no había para los órganos de control y no se lee, por lo tanto, en el informe de la 
comisión de expertos, referencias directas sobre el Convenio 151, pero este año 
precisamente la comisión de expertos se detuvo en el Convenio 151 y le incluye 



Sociedad Peruana de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social

126

al Perú por primera vez en comentarios sobre este instrumento después de varios 
años en que no se había referido al Convenio 151. Las observaciones del Comi-
té de expertos están incluidas en el informe, es un documento público que lo pue-
den consultar en los documentos sometidos a la conferencia, bajan el informe de 
la comisión de expertos, se van a la página 125 y hallarán lo que voy a mencio-
nar en este momento: “en relación al convenio 151 y el artículo 7 de la partici-
pación de las organizaciones de los empleados públicos en la determinación de 
sus condiciones de empleo, la comisión de expertos –estoy leyendo textualmente, 
quizás saltando algunas frases por razones meramente de tiempo pero conservan-
do su sentido– tomó nota de las observaciones de la Confederación de Trabaja-
dores del Perú - CTP, de la Central Autónoma de Trabajadores del Perú - CATP, 
de la Confederación General de Trabajadores del Perú - CGTP relativas a la Ley  
N° 30057 del Servicio Civil del 4 de julio de 2013 que se recibieron, dice la co-
misión, el 29 de agosto, 1 de setiembre y 22 de septiembre del 2014, la CATP y 
la CGTP manifiestan que la Ley N° 30057, así como leyes presupuestales del país 
niegan a los trabajadores públicos el derecho de negociación colectiva y la par-
ticipación en la determinación de sus remuneraciones y otras materias con inci-
dencia económica, es decir, colocan el foco las centrales sindicales en el derecho 
de negociación colectiva y principalmente en el tema de contenido de la negocia-
ción colectiva en relación a la negociación, remuneraciones y otras materias, otras 
cláusulas con incidencia económica.

La comisión tomó nota de que el Gobierno del Perú en la respuesta en su 
memoria indicó que en un informe de febrero de 2014, la Defensoría del Pueblo 
había concluido que los artículos 42, 43 y 44 de la Ley N° 30057 afectaban de 
modo injustificado al derecho a la negociación colectiva y además que en un pro-
nunciamiento el 22 de mayo de 2014 el Tribunal Constitucional del Perú exhortó 
al Congreso de la República a que con base al convenio 151 adoptara una norma 
que introduzca un mecanismo que permita un verdadero diálogo entre trabajado-
res públicos y la Administración Pública en materia remunerativa; parece eviden-
te que –y me permito interpretar a la distancia y es casi una obviedad lo que voy 
a decir– que la decisión de la corte se movía teniendo en cuenta los ámbitos y las 
flexibilidades que admite el Convenio 151.

Dicho esto, la Comisión de Expertos observa que las leyes del presupuesto 
del sector público para los años 2013 y 2014 –la Ley N° 29951 y la Ley Nº  30114– 
prohíben el ajuste, reajuste, incremento, creación de cualquier forma de ingreso 
para los trabajadores del Sector Público, cualquiera sea su mecanismo.

La comisión de expertos observa que el artículo 42 de la Ley N° 30057 es-
tablece expresamente que los servidores civiles tienen derecho a solicitar la mejora 
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de sus condiciones no económicas incluyendo el cambio de condiciones de traba-
jo o condiciones de empleo de acuerdo a las posibilidades presupuestales de in-
fraestructura de la entidad de la naturaleza de las funciones que en ella se cumplan.

La comisión observa como que a propósito del artículo 43 de la menciona-
da ley se definen las condiciones de trabajo o empleo materia de la negociación, 
como permisos, licencias, capacitación, uniformes, etc. y en general todas aque-
llas que faciliten la actividad del servidor civil; y que su artículo 44 indica que en 
el transcurso de la negociación la contrapropuesta o propuesta de la entidad rela-
tiva a compensaciones económicas, son nulas de pleno derecho.

La comisión –y voy ya terminando por razón de tiempo– constata con preo-
cupación que las mencionadas disposiciones legislativas excluyen cualquier meca-
nismo de participación, incluida la negociación colectiva, en la determinación de 
los temas salariales o de incidencia económica en el conjunto del Sector Público, 
lo cual es contrario al artículo 7 del convenio, que al referirse a la negociación o a 
la participación de las organizaciones de empleados públicos en la determinación 
de las condiciones de empleo, incluye a los aspectos económicos de estas últimas.

Termino diciendo que el último párrafo del comentario de la comisión de 
expertos a la conferencia del 2015, dice que recordando las obligaciones especí-
ficas surgidas del convenio 98 y del convenio 151, la comisión de expertos pide 
al gobierno que tome las medidas necesarias para poner la legislación de confor-
midad con los artículos entre la Ley de Servicio Civil y las disposiciones del con-
venio 151 y el Convenio 98.

El último comentario sería, por razones de coherencia, decir lo que algunos 
conocen. En su día y con una terminología distinta quizás, menos asertiva que lo 
que acaba de decir la comisión de expertos, lo que debo confesar y no tengo nin-
gún problema decirlo, se justifica entre otras cosas porque entre el informe técni-
co que la OIT envió a solicitud del Parlamento peruano y el informe de la comi-
sión de expertos a la conferencia del 2015, la diferencia es que en aquel momento 
del informe técnico se estaba discutiendo la ley y en este momento la ley ya está 
adoptada y posiblemente haya un énfasis distinto entre las referencias a una ley 
adoptada y la referencia a una ley apenas en proyecto. El informe, repito, de la 
comisión de expertos es un documento público que ustedes podrán ubicar cuan-
do revisen los textos de la Conferencia.

En el informe de la OIT, el informe que se remitió en aquel momento en 
medio del debate de la ley del Servicio Civil, yo destacaría apenas dos tópicos 
que de alguna manera han resurgido en esta conclusión de la comisión de expertos, 
quizás dicho de manera más asertiva, más técnica, más enfática. En relación con lo 
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que fue el artículo 20 del proyecto de la ley, –en su día era el proyecto, lo que noso-
tros analizamos era el proyecto– decía el personal en el servicio civil tiene derecho 
a solicitar condiciones de trabajo respetando el contenido de la constitución, la ley, 
las normas reglamentarias, etc. etc., en aquel momento el informe técnico se permi-
tió decir con toda la consideración del caso, como no puede ser de otra manera, que 
entendíamos que esa redacción no estaba exactamente en línea con el articulo 7 del 
convenio 151, que establece o el derecho a la negociación colectiva o un modelo al-
terno poco más flexible de participación, pero negociación colectiva que surge del 
convenio 98 o formas de participación es evidente que una idea u otra excluye una 
fijación no concertada y unilateral de condiciones de trabajo en el sector público.

El otro comentario que haré simplemente porque es al que más se refiere la 
comisión de expertos, es que en el literal a) del artículo 20 en el proyecto que no-
sotros pudimos revisar en ese momento, comenzaba diciendo “son condiciones 
de trabajo” y que no comprendía las compensaciones económicas, de una mane-
ra absolutamente condicional y buscando quizás haber podido incidir en ese mo-
mento, el informe de la OIT establecía que esa norma, así como estaba estableci-
da, no parecía dejar establecido el derecho de negociación colectiva al no incluir 
la negociación sobre fijación de salarios.

Esa es la referencia que pudiera yo en este momento destacar y como debo 
terminar y lamento mucho no poder estar allá para poder haber aportado otros co-
mentarios y seguramente contestar algunas preguntas, decir dos cosas en un minu-
to: uno, que para este servidor lo que evidencia todo este debate y todo lo que debe 
decir en el Perú y en cualquier país de nuestra tierra una discusión sobre el ámbito y 
el ejercicio de la libertad sindical en el Sector Público, lo que para mí pone de ma-
nifiesto es un fenómeno que quizás sea de los fenómenos más sugerentes del dere-
cho laboral latinoamericano desde muchas décadas para acá, que el tema de la la-
boralización de la función pública, cómo los institutos del Derecho Laboral han in-
fluenciado, han penetrado en el sector público y cómo ya las barreras entre un dere-
cho administrativo que cerraba filas para no dejar entrar a las instituciones del labo-
ralismo clásico, han tenido que entender que por la vía de los Derechos Humanos y 
para mí del derecho humano de la libertad sindical, no es posible seguir sostenien-
do –y lo digo con todo respeto– una distinción radical entre el Servicio Público y el 
Sector Privado, sin que eso quiera decir, ni muchísimo menos, que la OIT no haya 
reconocido desde un primer momento y desde siempre, las especificidades del sec-
tor público, y eso explica por ejemplo que se admitan negociaciones salariales en el 
sector público, que no tendrían por qué admitirse en el ámbito del Sector Privado.

Una última referencia apenas para agradecer estos minutos; debo confesar 
que es la primera vez que me toca grabar esto, yo sé que la diferencia horaria nos 
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juega en este caso una mala pasada, les deseo el mejor de los éxitos y si hubiera 
algún comentario en Lima conocen mi dirección electrónica para poder contestar 
ya que no pude estar allá. Agradezco infinitamente su atención, perdonen el tener 
que intentar decir muchas cosas en pocos minutos, pero he tratado de dar una pa-
norámica de lo que es este tema tan fascinante de la negociación colectiva en el 
Sector Público, desde la secuencia, desde las ideas de la OIT, desde su historia y 
específicamente desde sus normas y desde lo que han dicho a lo largo del tiempo 
sus órganos de control. Muchas gracias.

Adolfo Ciudad Reynaud

Muy agradecido por la exposición de Humberto Villasmil y el esfuerzo de 
haber estado con nosotros a través de una videoconferencia, aunque lamentable-
mente no tenemos la ocasión de contestar algunas preguntas. Para reparar un poco 
esta situación, tenemos la colaboración de Eduardo Rodríguez, especialista de la 
OIT en Lima, quien puede absolver las preguntas que ustedes estimen convenientes.

1.- Pregunta de una participante (Andrea Sánchez, abogada)

 Buenas noches, quisiera preguntar si actualmente existe alguna asis-
tencia técnica de la OIT que esté asesorando al gobierno peruano 
para levantar las observaciones que han sido referidas.

2.- Raúl Saco (profesor universitario y miembro de la SPDTSS)

 Quisiera preguntar algo muy concreto. En el Perú naturalmente 
como miembros de la OIT, en atención a la Declaración de 1978 
y además de haberlos ratificado son claros los convenios 87 y 98 
como parte del derecho interno; lo mismo podemos decir del Con-
venio 151 y el 154 no ha sido ratificado por el país; lo que quiero 
preguntar –yo tengo una opinión formada pero quisiera conocer 
la opinión de Eduardo– si en situaciones específicas concretas sea 
ante la administración del trabajo, es decir, Ministerio de Trabajo y 
Promoción del Empleo, sea ante la Justicia del Trabajo, es decir, el 
órgano jurisdiccional que administra la justicia laboral en el Perú, 
o quizás en algún tipo de arbitraje de composición de conflictos 
jurídicos o económicos, si es posible aplicar también el Convenio 
154, no obstante no formar parte, desde un punto de vista ortodoxo 
del derecho interno.
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 Eduardo Rodríguez

 En primer lugar muchísimas gracias, para mí es un honor y un privi-
legio tratar de hacer comentarios o absolver preguntas que le hubie-
sen sido formuladas a nuestro colega y amigo Humberto Villasmil.

 En relación con la primera pregunta, la respuesta es no, no se está 
brindando; incluso el propio informe de la Comisión de Expertos 
de este año, en su parte final, cuando se refiere al Convenio 151, 
dice que “al respecto le recuerda al Gobierno que puede recurrir a 
la asistencia técnica de la Oficina”, no hay a este momento algún 
pedido que yo conozca, y aquí está la Directora de la Oficina, no hay 
ninguna petición concreta y específica, a pesar del intercambio y del 
conocimiento público de estos documentos oficiales que son, como 
decía Humberto, mucho más contundentes, claros y directos y con 
autoridad respecto a la propia opinión técnica que se brindó en su 
momento respecto del proyecto.

 En relación al segundo aspecto, bueno, habría que decir que obvia-
mente la obligación de aplicar y cumplir los convenios internaciona-
les de trabajo es debido al acto soberano y libre de la ratificación de 
un convenio; sin embargo, obviamente que los administradores de 
la justicia laboral pueden tomar como una fuente, como un referente 
para la interpretación o para dilucidar distintos aspectos que le sean 
presentados, tanto en el ámbito administrativo, como en el ámbito 
judicial, no solamente los convenios internacionales de trabajo, sino 
incluso las propias recomendaciones internacionales de trabajo que 
puedan existir al respecto. En ese sentido, no hay una obligación, 
pero sí es una fuente, es un referente de inspiración que las autorida-
des pueden tomar en consideración para resolver. Cosa distinta es, 
lo que el mismo Humberto señalaba, en relación de cuál es la nor-
ma más favorable que pueda aplicarse a los trabajadores del Sector 
Público y en ese sentido está el Convenio 98, que es un convenio 
que tiene algunos otros aspectos de mayor protección o tutela de los 
trabajadores de la Administración Pública.

3.- Fausta Suárez (abogada).

 Quiero agradecer y felicitar a la SPDTSS. Podríamos nosotros con-
siderar que no habría ninguna intención del Gobierno de siquiera 
levantar las observaciones ya advertidas por la OIT; esto nos quiere 
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decir que a los trabajadores –pese a que nuestras organizaciones 
sindicales ya han hecho llegar su preocupación– se nos estaría in-
duciendo a tomar medidas de fuerza. ¿Qué se espera? ¿Que hayan 
más muertes, como sucedió en el pasado, en Colombia? Realmente 
esta respuesta es muy urgente para los trabajadores, que seguramen-
te en nuestras asambleas vamos a tener que tomar acuerdos por-
que realmente hay poco interés de parte del Estado en levantar estas 
observaciones.

4.- Alejandro Milla (Federación de Trabajadores Municipales)

 Mi comentario es por este estado de cosas que vienen pasando los 
empleados del Estado en el Perú, data pues desde la época de los 
años noventa, cuando Fujimori cambió la Constitución del Estados; 
desde entonces se desaparecen todos los sindicatos en la adminis-
tración pública y hoy recién vienen resurgiendo después de largos 
años, y en la actividad privada ni qué decir, desaparecieron los sin-
dicatos; entonces pues, este neo liberalismo –la implementación del 
modelo económico implementado por Fujimori– fue nefasto para 
los trabajadores en todas las instancias de la administración pública 
y de la administración privada. Hoy estamos en una realidad tan di-
fícil y lo ha manifestado el Dr. Villasmil: vía la Ley de Presupuesto 
se prohíben las negociaciones colectivas, cuando en la Constitución 
Política del Estado está contemplada la negociación colectiva. Sin 
embargo, vía normas de menor jerarquía, se prohíbe este derecho y 
las autoridades, los administradores del Estado, hacen cumplir esto 
porque les conviene.

 Este modelo indudablemente está desapareciendo a los trabajadores 
de la Administración Pública porque han creado nuevas normas. Los 
gobiernos desde Fujimori hasta el actual, de Ollanta Humala (quien 
había surgido compartiendo el punto de vista de los trabajadores) 
han sepultado todas la normas favorables a los trabajadores para dar 
esta nueva Ley Servir. Por lo tanto, las observaciones vertidas en 
esta conferencia nos hacen ver que, en realidad, no estamos solos. 
Creo que a los trabajadores nos queda seguir ordenando nuestros 
sindicatos, seguir organizando nuestros sindicatos y federaciones y 
luego estaremos en la vísperas de nuevas jornadas de lucha. Muchas 
gracias.
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 Eduardo Rodríguez

 Quisiera hacer un par de comentarios finales. En primer lugar, hacer 
un explícito reconocimiento al trabajo de las organizaciones sindica-
les, que han coadyuvado al trabajo de los órganos de control norma-
tivo, como mismo hizo referencia Humberto Villasmil, en el último 
informe de la Comisión de Expertos de este año hace justamente la 
referencia a los planteamientos de tres de las cuatro centrales sindi-
cales más importantes de este país, que expresaron sus observacio-
nes respecto de la falta de aplicación y cumplimiento del Convenio 
151 y que ha servido de base justamente para estas observaciones y 
esos requerimientos que ha hecho de manera explícita este órganos 
de control normativo.

 En segundo lugar, Humberto se refirió y solamente voy aquí a citar-
lo, el hecho de que el Comité de Libertad Sindical ha conocido de 
quejas que se han presentado también por las organizaciones sin-
dicales respecto de las restricciones al ejercicio de la negociación 
colectiva y particularmente a las restricciones de la propia, en ese 
momento proyecto de la Ley de Servicio Civil, porque las quejas 
que se presentaron se presentaron en mayo, es decir, antes del inicio 
de la dirigencia de la propia Ley del Servicio Civil en tanto y cuanto 
eran actos inminentes de posible violación a la libertad sindical y en 
ese sentido les invitaría a que ustedes vean en la base de datos de 
Norflex, realmente se las recomiendo, justamente las recomendacio-
nes de este caso, el 3026, así como también del 2941, en donde hace 
explícitos los señalamientos, entre otros, de poner la legislación en 
conformidad con los convenios ratificados por el Perú y reitera de 
manera señalada en varias de sus recomendaciones la necesidad de 
fortalecer los procesos de consulta justamente para lo que tiene que 
ver con el tema de las negociación de las remuneraciones, tanto por 
lo que se re refiere a los funcionarios públicos de la administración, 
como también a lo que se refiere a los trabajadores y empleados de 
instituciones descentralizadas como también de empresas públicas. 
Con esto quiero resaltar la importancia de la participación del movi-
miento sindical en este proceso de vigencia y de efectividad de las 
propias normas internacionales del trabajo.

 Un último comentario, simplemente reiterar que estamos frente a 
derechos humanos y en ese sentido simplemente recordar cuatro 
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obligaciones fundamentales que tiene el Estado y que en ese sentido 
creo que desde la propia Sociedad Peruana de Derecho del Trabajo 
puede exhortase y pueden también desarrollarse propuestas, y estas 
cuatro obligaciones son: la de difusión, información, orientación so-
bre el alcance y la aplicación de los Derechos Humanos; en segundo 
lugar, los mecanismos y procedimientos de garantía de eficacia de 
estos derechos; el de la restitución de la violación a los derechos 
cuando estos son conculcados; y una cuarta que generalmente queda 
más en el olvido, que es la reparación de los daños y perjuicios que 
son generados por la violación a los propios derechos humanos.
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COSTA RICA 
Experiencia de negociación colectiva en el Sector Público

Sesión del martes 23 de junio de 2015

FERNANDO BOLAÑOS CÉSPEDES
Profesor de la Universidad de Costa Rica

Adolfo Ciudad Reynaud

Pasamos entonces al segundo tema que nos convoca el día de hoy; vamos a 
terminar la secuencia de los distintos países que hemos venido examinando, con el 
caso de Costa Rica. Para ello, tenemos el privilegio de contar con uno de sus juris-
tas más importantes, el Dr. Fernando Bolaños, profesor de Derecho de la Univer-
sidad Estatal a Distancia de Costa Rica, Presidente de la Asociación Costarricen-
se del Derecho del Trabajo, ex Magistrado Suplente de la Sala de Tasación Labo-
ral, abogado litigante, consultor externo de la OIT y autor de varias obras jurídi-
cas publicadas en Costa Rica y España.

Para conocer el caso de la negociación colectiva en el Sector Público en 
Costa Rica, tenemos al Dr. Fernando Bolaños.

Fernando Bolaños

Buenas noches a todos, en primer lugar mi agradecimiento a las organiza-
ciones convocantes de este importante seminario internacional de la Sociedad Pe-
ruana de Derecho del Trabajo, especialmente a mi amigo de tantos años, Adolfo 
Ciudad; a la PUCP, a doña Carmen Moreno y a la OIT en su representación en 
América del Sur.

Me propongo hablarles básicamente de tres temas; haría primero una in-
troducción que yo llamaría de Derecho comparado para tratar de situarnos en al-
gunas tendencias que históricamente se han dado respecto de este tema de la ne-
gociación colectiva en el Sector Público. En un segundo momento de mi exposi-
ción quisiera hablar sobre algunos antecedentes de lo que ha sido históricamente 
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el tema y el desarrollo de la negociación colectiva en el Sector Público en Costa 
Rica, que no ha sido un camino recto, que ha tenido ires y venires porque la his-
toria no es lineal, no creo que haya una historia lineal en nada de esto, creo que 
la historia nos demuestra que lo que hay son fuerzas contra fuerzas. Y en tercer 
lugar les hablaría de la legislación actual en Costa Rica donde creo que podemos 
encontrar también algunos temas interesantes para el debate.

En cuanto a lo primero, a lo que he llamado introducción de Derecho 
comparado, es indudable que nosotros, los países de América Latina, nos he-
mos visto envueltos en una influencia muy importante del Derecho Adminis-
trativo francés, del Derecho Administrativo continental europeo que sigue pe-
sando mucho. Quiero decirles que por lo menos en Costa Rica la influencia 
que tienen los administrativistas o los publicistas –como nosotros los llama-
mos– es muy grande, quizás superior a la influencia que podamos tener los la-
boralistas; y la única manera de poder contrarrestar eso es gracias a la fuer-
za que pueda tener el movimiento de los trabajadores y el movimiento sindi-
cal para inclinar la balanza en otro sentido. Pero a la posición clásica del De-
recho Administrativo sobre este tema es muy clara y muy evidente, ellos no 
creen que haya un contrato de parte de los trabajadores del Estado respecto al 
Estado, Estado patrono; ellos no creen en el tema de los derechos adquiridos 
como parte de la doctrina jus laboralista; ellos creen en una especie de acto 
condición por el cual estos funcionarios del Estado son enganchados y desde 
el punto de vista de los intereses en juego, ellos consideran que el Estado re-
presente el general y que los trabajadores organizados lo que representan son 
intereses sectoriales y que dentro de la balanza o el equilibrio entre ese inte-
rés general del Estado y los intereses sectoriales de los trabajadores, por su-
puesto que debe prevalecer el interés general del Estado.

Esa visión que tiene toda una connotación ideológica se ha visto cuestio-
nada seriamente en el mismo país de origen, Francia, y en el Derecho continen-
tal europeo, yo diría que gracias a varias situaciones; en primer lugar, gracias a la 
constitucionalización de derechos fundamentales, particularmente el derecho a la 
libertad sindical que comprende, como lo ha dicho claramente el Tribunal Cons-
titucional español, también el derecho a la negociación colectiva y también el de-
recho a la huelga; en segundo lugar, me parece que ha influido poderosamente 
en el cuestionamiento de las tesis administrativistas el desarrollo del derecho a 
la huelga en general en todo el mundo y particularmente en derecho a la huelga 
ejercido por los trabajadores del Sector Público; como decía un magistrado cos-
tarricense en una sentencia de hace unos años, resulta un contrasentido que mien-
tras los trabajadores del Sector Público tengan derecho a la huelga, en cambio no 
tengan derecho a la negociación colectiva, cómo puede traducirse el convenio al 
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que se llegue después de un movimiento de huelga si no hay un receptáculo jurí-
dico como sería la negociación colectiva para recibir el fruto de la negociación; y 
finalmente, los convenios de la OIT, ya citados ampliamente por don Humberto 
Villasmil y que también juegan un papel muy importante en este estira y encoge 
entre los laboralistas y los administrativistas.

De hecho la tesis esta tradicional de que el Estado defiende el interés pú-
blico y los trabajadores intersectoriales también, ha sido cuestionada, en el senti-
do de decir que no solamente el Estado no tiene el monopolio del servicio públi-
co y que también sectorialmente hay un grupo de la sociedad civil que puede de-
fender intereses públicos.

Dentro de esta evolución del derecho a la negociación colectiva versus las 
tesis tradicionales, es muy importante el avance que ha habido con los convenios 
que se han firmado de la OIT y a mí particularmente me llama mucho la atención 
el convenio 154, porque me parece que en el fondo nosotros los laboralistas tam-
poco estamos en contra de la tesis de que la negociación colectiva en el Sector 
Público tiene modalidades propias, es decir, yo como laboralista no estoy en con-
tra de una posición que acepte que la negociación colectiva en el Sector Público, 
dado el tipo de empleador que tenemos al frente, no puede ser igual a la negocia-
ción colectiva que se da en el Sector Privado, en otras instancias; es una negocia-
ción que tiene particularidades que derivan precisamente de la condición que tie-
ne el Estado como patrono y de los intereses que representa; y creo que el con-
venio 154 esto lo acepta también cuando en el artículo 1, inciso 3), establece que 
la legislación nacional de cada país puede contener especificas modulaciones de 
acuerdo con la práctica nacional.

Ahora, es indudable que ya por otra razones, asistimos en este momen-
to también a una contraofensiva de los sectores más conservadores con relación 
a este tema, pero ahora producto de otras situaciones, producto de lo que yo lla-
maría las tesis fiscalistas que se están poniendo en voga en Europa y que también 
llegan a nuestras playas y producto yo lo llamaría también de posiciones autori-
tarias de nuevo tipo que se están desarrollando con mucha fuerza tanto en Euro-
pa, como en nuestro continente.

Si yo tuviera que pensar en una legislación que me parece se acerca al mo-
delo de lo que podría ser un desarrollo del derecho a la negociación colectiva, con 
todos los defectos que todavía le podamos señalar, yo pensaría en la legislación 
española actual, concretamente en el estatuto básico del empleado público pro-
mulgado en abril de 2007. La legislación española lo que hace es dividir a los tra-
bajadores del Sector Público en dos categorías, –de lo cual se habló también ano-
che– distinguiendo el personal funcionarial propiamente, del personal laboral, de 
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modo que el personal funcionarial es el personal que ocupa por su posición las 
posiciones de más alto nivel, el personal de confianza, el personal propiamente de 
dirección política de Estado; y el personal laboral todo aquel que se contrata me-
diante una relación laboral normal; y lo que dice y la solución que da la legisla-
ción española es sencilla, respecto del personal laboral, es decir, del personal co-
mún que ocupa posiciones altas dentro de la jerarquía del Estado, que no tiene esa 
posición de dirección política, existen la libre negociación y los institutos de la 
negociación colectiva son los mismos que establece el estatuto de los trabajado-
res para cualquier empleado; y con relación al personal funcionarial, no es que se 
prohíbe la negociación colectiva, se admite la negociación colectiva aunque con 
algunas restricciones, sobre todo en materia presupuestaria, no porque esté pro-
hibida la negociación salarial o la negociación económica, sino porque la nego-
ciación salarial o económica se sujeta a determinados procedimientos que exigi-
rían, por ejemplo, que la ley de presupuesto recoja lo que se haya negociado en-
tre las organizaciones sindicales y los ministros de Estado, pero además estable-
cer algunas limitaciones tratándose de algunas facultades que el Estado no puede 
ceder, como sería, por ejemplo, la forma de ingreso a la Administración Pública, 
las decisiones en cuanto a las políticas propiamente de Estado, que no son nego-
ciables y alguna otras que no viene al caso mencionar ahora pero que si fuera ne-
cesario podríamos repasar.

Dicho lo anterior, voy a referirme ahora a lo que ha sucedido en Costa Rica 
y para compararlo también con esta visión rápida que he hecho del Derecho com-
parado. En Costa Rica históricamente había libre negociación colectiva, es decir, 
los trabajadores del Sector Público organizados en sindicatos tenían las mismas 
posibilidades, la misma libertad y utilizaban los mismos institutos para negociar 
colectivamente, y habían convenios colectivos en el Sector Privado, como los ha-
bía en el Sector Público. Sin embargo, a partir del año 1979, gracias a la influencia 
nuevamente del Derecho Administrativo y de una nueva ley que es la Ley Gene-
ral de Administración Pública de ese año, se empieza a cuestionar la posibilidad 
de que haya libre negociación colectiva en el Sector Público. Esta ley concreta-
mente hace un separación interesante, yo no la he visto de esa manera en otras le-
gislaciones, pero separa a los trabajadores que realizan gestión pública, de los tra-
bajadores del Sector Público que no realizan gestión pública, y entonces tratan-
do de entender esa diferencia, pareciera y lo que la jurisprudencia ha ido decan-
tando, es que los trabajadores que realizan gestión pública son aquellos que tie-
nen competencias de Derecho Público, y los trabajadores que no realizan gestión 
pública pues serían todos los demás y entonces la jurisprudencia sobre la base de 
esta normativa ha ido delimitando también el campo de aplicación del derecho a 
la negociación colectiva.
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Lo interesante en Costa Rica es que no ha sido propiamente la legislación 
la que ha definido esta bifurcación o la que ha determinado cuáles son los dere-
chos de unos y de otros; veo que en el caso de Uruguay que se mencionó ayer y 
en el caso de Argentina sí hay leyes que han venido a determinar cuál es el ám-
bito subjetivo de la negociación colectiva y si se puede negociar y el ámbito ob-
jetivo que se puede negociar. En Costa Rica –yo digo que por miedo a legislar, 
por miedo a regular estos temas– hemos dejado el espacio para que sea el Tribu-
nal Constitucional (que no es muy avanzado precisamente en el tema) el que ven-
ga a decir quiénes sí y quiénes no. Entonces, en una sentencia del año 2000, la 
sala constitucional definió que los trabajadores que pertenecían o que realizaban 
gestión pública, no podían negociar colectivamente y que el resto de trabajadores 
sí podían hacerlo; nuevamente el problema es definir quiénes están de un lado y 
quiénes están del otro lado.

De acuerdo a la jurisprudencia de la misma sala constitucional pareciera 
que pueden negociar libremente todos los trabajadores que pertenecen a las em-
presas del Estado, es decir, todos los trabajadores que laboran con empresas co-
merciales, industriales, por ejemplo la banca estatal, los seguros en manos del Es-
tado, la refinadora de petróleo, las empresas industriales en manos del Estado, es-
tos trabajadores según la tesis de la sala constitucional, sí pueden negociar colec-
tivamente; y en el caso de los trabajadores que ocupan puestos de dirección en es-
tas empresas públicas tendrían vedada la negociación.

A una consulta expresa que se le hace a la sala para que aclare más el tema, 
entonces explica que en realidad ella nunca ha dicho que haya empresas o institu-
ciones enteras a las que les está prohibida la negociación colectiva, sino que ha-
bría que distinguir en cada institución y en cada empresa pública quiénes realizan 
gestión pública y quiénes no. Esto dio pie hace uno años a que la sala de casación 
laboral en Costa Rica, a quien le tocaba interpretar el fallo del Tribunal Constitu-
cional, dictara una sentencia en el año 2007 bastante favorable desde el punto de 
vista de la interpretación jurídica de lo que el Tribunal Constitucional había di-
cho en el año 2000, me refiero a que la sala de casación ha hecho una interpreta-
ción muy amplia de esta sentencia y entonces ha interpretado que realmente los 
únicos que tienen vedado el campo de la negociación colectiva son los gerentes, 
los directores de las empresas e instituciones del Estado, los auditores, las perso-
nas que laboran directamente administrando ingresos y egresos del Estado, los re-
gidores municipales –munícipes, en el caso de las municipalidades– y que el res-
to del personal tiene libre negociación colectiva.

Esto ha significado un avance muy importante, hasta el punto que el año 
pasado se firmó por primera vez en Costa Rica una convención colectiva entre el 
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sindicato de maestros y el Poder Ejecutivo y también se han desarrollado impor-
tantes convenios colectivos en el sector salud, que eran algo así como lugares ve-
dados para la negociación colectiva y, sin embargo, se está dando; recientemen-
te incluso se está hablando de la posibilidad de que los policías, la guardia civil 
que en Costa Rica tiene libre sindicalización, puedan también negociar su con-
venio colectivo.

La sala constitucional, sin embargo, restringió, por otro lado, el ámbito ob-
jetivo de la negociación colectiva y quizás es allí donde yo veo el principal pro-
blema en este momento, porque si bien como les dije los tribunales comunes –no 
el Tribunal Constitucional– han hecho una interpretación ampliativa para que el 
ámbito subjetivo de la negociación llegue a muchos trabajadores, no se ha podido 
lograr lo mismo en cuanto al ámbito objetivo, es decir, en cuanto a qué se puede 
negociar, puesto que la posición del Tribunal Constitucional ha sido que no es po-
sible negociar todas aquellas materias donde haya una previa regulación del Es-
tado ya sea por medio de leyes, reglamentos o aun circulares y esto restringe bas-
tante la negociación colectiva.

Ahora, históricamente en Costa Rica ha habido un instituto muy interesan-
te y es porque aparte de toda esta discusión de lo que sí se puede y de lo que no se 
puede, lo cierto es que en Costa Rica por medio de un decreto ejecutivo que vie-
ne desde los años ochenta (pero que en su versión más reciente es del año 2010) 
existe una Comisión de Salarios del sector público que la integran los dirigentes 
o representantes de las más importantes organizaciones sindicales y en la que se 
sienta también el ministro de Hacienda y su viceministro, se sienta el ministro de 
Trabajo y el viceministro, se sienta el director del Servicio Civil y el ministro de 
la Presidencia con su viceministro, y esta comisión se reúne en Costa Rica semes-
tralmente y negocia los salarios para todo el Sector Público, tanto para los traba-
jadores de la Administración Pública propiamente, es decir, del Gobierno central, 
sus instituciones y entidades autónomas, como también de las empresas del Esta-
do, de lo que nosotros llamamos los servicios económicos del Estado; todo esto 
que conforma el llamado Sector Público, porque recuerden que sector público no 
es homogéneo, en el Sector Público hay distintas organizaciones y entidades, pero 
lo interesante de este decreto es que lo que se negocia en la comisión de salarios 
del Sector Público vale para todo dicho sector y para todos los trabajadores in-
distintamente de si son del Gobierno central o de otras instituciones o empresas.

Preguntaba el Dr. Ciudad sobre el funcionamiento de esta comisión, yo le 
comentaba que el tema ahí es que no siempre hay acuerdo, puede ser que no haya 
acuerdos, pero cuando los hay el Gobierno suele cumplir sobre lo acordado. ¿Y 
qué pasa cuando no hay acuerdo?: intervienen los otros factores sociológicos 
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–no jurídicos– y es que los trabajadores pueden en ese momento utilizar los me-
dios de presión que tengan a mano para presionar una solución negociada; o hay 
acuerdo o hay medidas de presión normalmente de las organizaciones sindicales 
y ahí dependerá de la fuerza del movimiento sindical del Sector Público para lo-
grar o no lograr un acuerdo más o menos progresista desde el punto de vista de 
los intereses de los trabajadores.

Ahora lo interesante de este mecanismo es que lo normal, lo ordinario es que 
haya reajustes salariales cada semestre y lo que se hace prácticamente es tomar en 
cuenta la inflación del semestre siguiente, se hace una proyección de la inflación 
del próximo año y con base en esa proyección se negocia, ya sea una tasa igual a 
la inflación previsible, o ya sea la inflación más uno o dos puntos, es decir, lo que 
las organizaciones sindicales logren en ese momento negociar y lo que el Gobier-
no esté dispuesto a dar de acuerdo a las condiciones económicas del momento.

Estos son más o menos los antecedentes que nos llevan a la situación actual: 
una nueva ley que va a entrar en vigencia el próximo año, que constituye una re-
forma procesal que más o menos implica una modificación al 60 % de los artícu-
los del Código del Trabajo y que mejora en mucho la situación que nos habían 
dejado las sentencias del Tribunal Constitucional, a la espera de que no venga ese 
Tribunal y nos diga que es inconstitucional lo que se habría implementado.

Pero vamos a ver en qué se avanza concretamente con la nueva ley que va 
entrar en vigencia el próximo año: se avanza en cuanto al tema del ámbito subje-
tivo de la negociación, porque ahora el Código del Trabajo es el que va a definir 
quiénes pueden negociar colectivamente y quiénes no y para ese efecto la técnica 
que ha utilizado es definir nominalmente, es decir, prácticamente diciendo los tí-
tulos y los puestos de quienes no pueden negociar colectivamente, y la lista em-
pieza por el Presidente de la República, sus ministros, los diputados, el contra-
lor y subcontralor de la República, el Defensor del Pueblo, el procurador gene-
ral, el subprocurador… y nos da una lista de altos cargos que no pueden negociar 
colectivamente, más todas aquellas personas que intervengan directamente en la 
negociación, lo cual es lógico, porque no se puede ser juez y parte en una nego-
ciación colectiva.

En cuanto al ámbito objetivo de la negociación, es decir, qué se puede ne-
gociar, la ley no puede desprenderse como quisiera de la que ha sido la línea ju-
risprudencial de la sala constitucional pero aun así admite una serie de posibili-
dades incluyendo, por ejemplo, la negociación de incentivos salariales, –que era 
un tema que creo se tocó ayer y alguien lo preguntó–, la posibilidad de que el Es-
tado o las empresas del Estado puedan negociar incentivos salariales de acuer-
do a índices de aumento de la productividad en las empresas; concretamente en 
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Costa Rica en este momento en los bancos del Estado existen convenios colecti-
vos que establecen sistemas de incentivos para los trabajadores del sector banca-
rio de acuerdo a índices de productividad que puedan ser medidos objetivamen-
te, pero eso ahora ya no va a ser solo en los bancos del Estado, sino que también 
se va a poder en otras instituciones

Se toca el tema salarial, se permite la negociación salarial bajo la condi-
ción, eso sí, de que cualquier ajuste salarial tenga que ser incorporado a las leyes 
de presupuesto, o en el caso de instituciones como las municipalidades, cuyo pre-
supuesto es independiente y autónomo, que esos presupuestos sean aprobados por 
la Contraloría General de la República, que en Costa Rica es el órgano que aprue-
ba los presupuestos de los Municipios. Pero además establece esta ley –que antes 
no lo decía el decreto que les comente anteriormente–, lo que se negocie en la co-
misión de salarios –que como les dije se reúnen semestralmente–, en adelante va 
a tener un carácter vinculante y obligatorio porque en este momento, si bien cada 
seis meses los sindicatos y el Poder Ejecutivo se reúnen para negociar salarios, el 
Poder Ejecutivo no está obligado a respetar lo que ahí se diga, e incluso tenemos 
una sentencia del Tribunal Constitucional que declaró inconstitucional una nego-
ciación argumentando que el Poder Ejecutivo no puede ceder la potestad de fijar 
salarios para la administración pública puesto que esta es una potestad que solo 
legalmente se puede regular. Ahora con la reforma al Código del Trabajo que va 
a entrar el año entrante, el fruto de esa negociación, o lo que se diga en esa nego-
ciación, tendrá carácter vinculante para los demás.

Por supuesto que toda esta situación jurídica que nos plantea la reforma del 
Código del Trabajo le plantea a su vez al Poder Ejecutivo una serie de retos inte-
resantes; yo recuerdo hace unos años que en Italia se dio un cambio muy impor-
tante en el tema de la naturaleza del empleo público, tengo entendido que eso está 
cambiando en Italia y que hay todo un retroceso y ahora hay un interés de volver 
a reasumir posiciones por parte del Estado italiano, pero lo interesante fue lo si-
guiente: cuando el Estado italiano decide privatizar el empleo público –porque 
eso fue los que hicieron en el año noventa– y entonces permitió la libre negocia-
ción colectiva, alguien hizo un estudio para ver si los convenios colectivos que se 
firmaron en Italia antes de la privatización del empleo público eran más o menos 
favorables para los trabajadores y resulta que el estudio demostró que con la pri-
vatización del empleo público y con la libre negociación colectiva de condiciones 
que se dio en Italia, los trabajadores a la larga estaban obteniendo menos benefi-
cios, quizás porque el Estado italiano se preocupó en adelante de que sus nego-
ciadores fueran los mejores abogados y los mejores economistas que podía con-
seguir en el mercado y entonces el Estado se preocupó a la larga por una negocia-
ción colectiva más razonable, más racional desde el punto de vista de los intereses 
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del Estado; por eso en el fondo a mí no me preocupa que con la reforma del Códi-
go de Trabajo que vamos a tener el año entrante, haya posibilidades de negocia-
ción mucho más amplias que las que hasta ahora hemos tenido y no me preocupa 
la crítica que se hace en este momento de parte de un sector de la prensa en Cos-
ta Rica y de un sector también de los partidos políticos representados en el Con-
greso, cuando dicen que esto va a ser el acabose y que lo que vamos a tener es un 
aumento del déficit público; yo pienso que no, pienso que eso depende de la se-
riedad de quienes negocien, eso depende de que el Estado tenga buenos negocia-
dores y eso depende de que el Estado sepa negociar racionalmente, porque si te-
nemos un Estado que sabe negociar razonable y racionalmente, y tenemos tam-
bién organizaciones sindicales serias y responsables, yo diría que no habría que 
temerle a una negociación colectiva de este tipo.

Creo que con esto termino y les doy las gracias.

Adolfo Ciudad Reynaud

Muy agradecido Fernando por tu clara exposición que nos traslada a Cos-
ta Rica y a toda su problemática en relación con la negociación colectiva. Inicie-
mos, entonces, una ronda de intervenciones, comentarios, preguntas.

Estación de preguntas

1.- Alberto Rengifo, del Sindicato del Ministerio de Cultura

Mi pregunta para el Dr. Bolaños es la siguiente. A la luz de su experien-
cia qué nos podría indicar porque usted ha hablado del Código de Trabajo y en 
el Perú, por ejemplo, parece que estamos en un retroceso porque tenemos la Ley 
Servir que no cumple con los Convenios de la OIT, pero también creo que a la 
luz –como le decía– de su experiencia, en Costa Rica, usted no solamente tienen 
el Código de Trabajo sino que están reformando ese Código, pero en el Perú no 
tenemos un Código similar, nunca lo hemos tenido. Tenemos, en cambio, una le-
gislación dispersa, especialmente en cuanto a los trabajadores o servidores públi-
cos. Mi pregunta es en el sentido de que si constitucionalizamos el derecho labo-
ral también en este código laboral podremos considerar lo que es libertad sindical 
y negociación colectiva para que esto sea perenne ya que un código es más per-
manente y si se quiere modificar, como usted dice, sería por consenso de todos 
los trabajadores con el Estado y con el empleador.

2.- Persona del público toma la palabra, sin identificarse

Agradezco por su intervención tan clara y quisiera preguntarle si en Costa 
Rica y en su experiencia sobre la OIT también si conoce si en otros países como 
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en el nuestro existen trabajadores públicos que están regulados por la ley del régi-
men privado; nosotros tenemos en nuestro país, por ejemplo, algo anecdótico, los 
inspectores de trabajo, que son funcionarios públicos, trabajadores públicos, es-
tán regulados por el llamado régimen 728 (régimen privado) y, sin embargo, tam-
bién hay inspectores que están por el régimen 276 (régimen público) y eso gene-
ra dentro de los mismos trabajadores una discriminación, una diferenciación en 
el trato porque reciben remuneraciones muy diferentes. ¿En otros países también 
hay esta situación, que en realidad es muy irregular, en que existen trabajadores 
del Sector Público que se regulan por el régimen privado?

Luz Pacheco, profesora universitaria y asociada de la SPDTSS

Muchas gracias, también agradecer su intervención, soy profesora de 
la Universidad de Piura y quería que me aclarara ese punto, las remuneracio-
nes tienen que estar dentro de la Ley de Presupuesto, imagino que también en 
Costa Rica, si se hace una negociación, ¿cómo van a salvar la posibilidad de 
una inconstitucionalidad de esa negociación si es que excede los límites del 
presupuesto?

Adolfo Ciudad Reynaud

Con esta intervención cerramos las preguntas y pedimos al Dr. Bolaños por 
favor pueda absolverlas.

Fernando Bolaños

En cuanto a la primera pregunta lo que entendería es que hay distintos mo-
delos, no en todos los países de América existe una legislación laboral codificada; 
en Argentina por ejemplo no existe legislación codificada y sin embargo es una le-
gislación que creo que desde el punto de vista social es de las más avanzadas. En 
el caso nuestro pues posiblemente por influencia de la ley mexicana y también de 
la ley del código colombiano, tenemos una legislación laboral codificada; yo no 
creo que para incorporar a la legislación ordinaria las garantías de la negociación 
colectiva o del derecho a huelga o de la libre sindicalización sea necesario tener 
un código. De hecho, en España también toda la regulación de la huelga está en 
un decreto –incluso un decreto pre constitucional– que se ha mantenido a lo lar-
go del tiempo. El hecho de que la legislación sindical esté incorporada al Código 
en el caso nuestro lo que permite es organizar –digámoslo así– más esos institu-
tos, acercarlos tal vez más al derecho laboral y separarlos de la influencia del de-
recho administrativo, pero no veo ningún inconveniente en que por medio de le-
yes ordinarias no codificadas pueda haber legislación suficiente para la materia 
sindical, derechos colectivos y derecho de huelga.



Revista Laborem Nº 19

145

En relación con esta separación entre régimen público y régimen privado, 
esto tiene su origen en la historia de nuestras sociedades. Habría que remontar-
se al pasado para darse cuenta que el funcionario público en su origen era un fun-
cionario privilegiado, ya hoy en día no lo es, pero durante mucho tiempo el fun-
cionario público en nuestras sociedades era un trabajador con una serie de privi-
legios que no tenían otros trabajadores, sobre todo en materia de pensiones, por 
ejemplo, o incluso en materia de estabilidad laboral. La bifurcación entre traba-
jadores con régimen de empleo público y régimen de empleo privado se ha acre-
centado de manera muy importante por la necesidad que ha tenido el Estado tam-
bién de una mayor flexibilidad en la contratación, porque si yo tengo personal del 
Estado que lo contrato con contratos laborales, esto me permite a la larga tener 
más flexibilidad en el ingreso y en el despido, que es lo que está pasando en mu-
chos países y sobre todo en Europa, en donde ya el personal laboral superó al per-
sonal funcionarial porque las instituciones del Estado quieren tener las manos li-
bres para contratar libremente y para tener condiciones de trabajo distintas –se-
guramente discriminatorias– contra los trabajadores que laboran en régimen pri-
vado del empleo. Pero ciertamente la persona que me hacia la pregunta tiene la 
razón en que esto a la larga va creando toda una discriminación; ahora, lo intere-
sante en mi país es que más bien quienes tienen un régimen privado de empleo a 
la larga hoy en día tienen mejores condiciones, porque se les ha permitido nego-
ciar colectivamente y han superado, gracias a la negociación colectiva, las con-
diciones de los trabajadores del sector digamos público tradicional, llamémoslo 
empleados del Poder Ejecutivo; los empleados del Poder Ejecutivo en Costa Rica 
en este momento están salarialmente por debajo de los empleados de otras institu-
ciones y de las empresas del Estado porque no tienen negociación colectiva; aho-
ra, pienso que efectivamente lo que habría que tratar es de ir unificando estos re-
gímenes para que no se de esa separación entre trabajadores con una serie de con-
diciones laborales propias y otros con condiciones laborales inferiores y esto se 
logra permitiendo la libre negociación colectiva a todo nivel.

Finalmente, en cuanto a la pregunta que me hace la profesora sobre la Ley 
de Presupuesto, bueno, yo entendería que la ley de presupuesto se convierte en 
un requisito de eficacia de lo que ha sido negociado; indudablemente que los ne-
gociadores del Poder Ejecutivo (llamémoslos Ministros que se sientan en la mesa 
de negociación y que deban negociar la parte salarial) tendrán que asumir el cos-
to político que significa llevar lo negociado luego al Parlamento para que ahí se 
apruebe. Perfectamente podría suceder que el Parlamento decida no aprobar o no 
darle contenido económico en la ley de presupuesto a lo que ha sido ya negocia-
do. Me imagino que este es un tema más político que jurídico, pero perfectamen-
te se podría plantear, como usted lo dice, que una vez llegado al Parlamento no 
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se pueda incorporar a la ley de presupuesto lo negociado, en cuyo caso me parece 
que habría dos situaciones interesantes: una, desde el punto de vista social. ¿Qué 
van a hacer las organizaciones de trabajadores cuando los partidos políticos re-
presentados en el parlamento no quieran honrar lo negociado?; y dos, que es más 
bien un tema de responsabilidad civil y de responsabilidad administrativa, yo me 
preguntaría ¿Cuál es la responsabilidad que le compete al Estado que negoció y 
no cumplió? ¿Habría ahí una responsabilidad desde el punto de vista del derecho 
público administrativo? Yo me atrevería a decir que sí.

Gracias.
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MESA REDONDA 
Sobre negociación colectiva en el Sector Público

Víctor Ferro

Continuamos la sesión dando inicio a una Mesa Redonda de alto nivel.  
Para establecer la mecánica que vamos a utilizar, vamos a poner un tema central 
de los que se han discutido estos dos días, para efectos que puedan ser materia de 
reflexión y debate por parte de los integrantes de la mesa y por supuesto aportar 
sus propias ideas sobre estos planteamientos.

Entonces vamos a comenzar con el Dr. Neves y seguiremos en el orden de 
la mesa, con un tema puntual que paso a detallar. Uno de los argumentos centra-
les que se han planteado por parte de quienes postulan la Ley Servir, es que en 
el Sector Público existe una gran dispersión regulatoria y que los ingresos de los 
trabajadores de las entidades del Estado que cuentan con recursos propios o con 
financiamiento de fuentes propias, pueden acceder a mejores ingresos que aque-
llas entidades que carecen de esta disponibilidad y, por tanto, pretender una nego-
ciación colectiva que parte de una enorme distorsión, lo que provocaría sería ge-
nerar aún mayores distorsiones. Entonces, se plantea la idea sobre si es necesario 
que previamente se establezca un sistema integrado de remuneraciones en el sec-
tor público que ordene las diferentes categorías ocupaciones en función de ingre-
sos más o menos semejantes para categorías análogas y a partir de allí recién se 
pueda entrar a un sistema pleno de negociación colectiva. Este un tema que pone-
mos sobre la mesa y comenzamos con el Dr. Neves.

Javier Neves

Buenas noches. Tenemos un tiempo bastante limitado y yo quisiera hacer 
algunas afirmaciones y preguntas que me parecen muy importantes en esta mate-
ria, dentro del tiempo asignado. Primero, creo que sería importante distinguir en-
tre funcionarios y trabajadores, porque respecto de los funcionarios, ha dicho la 
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Comisión de Expertos, solo los funcionarios públicos empleados en las entidades 
del Estado pueden quedar excluidos del ámbito de aplicación del Convenio 98, lo 
que incluye el derecho de negociación colectiva; y los trabajadores comunes, que 
no tienen poder de dirección ni desempeñan un cargo de confianza, tienen dere-
cho de negociación colectiva. A partir de eso, lo primero que yo me preguntaría 
es cuál es el sustento constitucional del derecho de negociación colectiva de los 
trabajadores públicos en el Perú, y me parece importante que el Tribunal Consti-
tucional, en el proceso de amparo del sindicato de Sunat contra Sunat y en la sen-
tencia de inconstitucionalidad contra La Ley del Servicio Civil tanto en los tres 
votos a favor como en los tres votos en contra, han reconocido que el artículo 28 
de la Constitución, que reconoce derechos laborales, se aplica también a los tra-
bajadores públicos; ya lo había dicho el Tribunal en el proceso de inconstitucio-
nalidad contra la Ley Marco del Empleo Público, lo ha reiterado, todos coinciden 
en eso, o sea, los derechos laborales íntegramente, incluyendo la negociación co-
lectiva, se aplican a los trabajadores públicos.

¿Por qué el artículo 42?, también lo ha dicho el Tribunal Constitucional, 
porque el artículo 42, que reconoce la sindicación y la huelga, omite la negocia-
ción colectiva pero, primero, la negociación colectiva es parte sustancial de la li-
bertad sindical, y segundo, el artículo es importante porque excluye a ciertas ca-
tegorías de trabajadores –poder de decisión, cargo de confianza– en concordancia 
con la Comisión de Expertos, de esos derechos colectivos.

¿La negociación colectiva comprende las remuneraciones? Yo creo que el 
tema fundamental en el Perú en materia de negociación colectiva son las remune-
raciones, a tal punto que, muchas veces, los sindicatos en los procedimientos de 
negociación colectiva están dispuestos a sacrificar todas las otras peticiones y que-
darse solo con el aumento de remuneraciones y con el bono por cierre de pliego.

¿Forman parte importante las remuneraciones del contenido esencial del de-
recho a la negociación colectiva? Yo creo que una prohibición como la que existe 
en el Perú, vulnera el contenido esencial; el Tribunal Constitucional ha dicho en 
algunos pronunciamientos y lo ha reiterado varias veces, lo siguiente: “los dere-
chos fundamentales no son absolutos, pueden limitarse, pero cuando no se afecte 
su contenido esencial”; entonces, si las remuneraciones forman parte del conte-
nido esencial del derecho a la negociación colectiva, no puede afectarse con una 
prohibición la negociación de remuneraciones.

¿Qué se hace cuando dos derechos o bienes o valores constitucionales 
entran en conflicto? ¿Se sacrifica un bien enteramente en aras del otro? ¿O se 
pondera?: se pondera, hay que establecer un balance y determinar, de acuerdo 
con el peso constitucional que tiene cada uno de esos bienes o valores, cuánto 
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se sacrifica de cada uno de os dos, pero o se puede eliminar uno enteramente 
en aras del otro.

En el Perú ¿qué se ha hecho? Se ha establecido una prohibición absoluta 
y permanente de negociar colectivamente remuneraciones para todos los trabaja-
dores del Estado, sujetos a régimen público, sujetos a régimen privado, absolu-
tamente, comprende a todos los trabajadores del Estado, permanente, porque no 
tiene un tiempo de vigencia, o sea, la más severa forma de limitación. Esta prohi-
bición viene impuesta por la ley de presupuesto y por la ley del Servicio Civil; la 
ley del servicio civil ha sido, desde mi punto de vista, convalidada por el Tribu-
nal Constitucional, porque se requerían cinco votos para declararla inconstitucio-
nal y se obtuvieron tres. Contradictoriamente, la ley de presupuesto, según el ru-
mor que circula por los ambientes jurídicos de Lima, va a ser declarada inconsti-
tucional por el Tribunal, entonces vamos a entrar a un escenario bastante curioso, 
¿no?, la composición anterior del Tribunal convalida la Ley de Servicio Civil que 
realiza la misma prohibición que la Ley de Presupuesto que va a ser declarada in-
constitucional (…) veremos los fundamentos y qué pasa en adelante.

¿Qué dijo el Tribunal Constitucional cuando convalidó la Ley de Servicio 
Civil? Citando el Convenio 151, dijo que era válido establecer otros mecanismos 
distintos a la negociación, como la consulta. La consulta ya existió en el Perú; 
hubo dos decretos supremos en 1982 que establecieron un régimen de consulta. 
¿Funcionó? No, fue una farsa, eso simplemente, yo le pregunto a los sindicatos, 
el aumento que estoy dispuesto a darte es “x”. ¿Lo aceptas o no? Perfecto te doy 
“x”, ya te consulté. O sea, digamos que si hay algo que puede prestarse a ser una 
burla, es esa consulta tal como fue concebida, por lo menos en el Perú.

Por último, la pregunta que hacía Víctor. Hemos escuchado la experiencia 
de otros países, se dice desde Servir y desde el Ministerio de Economía, que la 
negociación colectiva conduciría a la destrucción del sistema de remuneraciones 
y de la meritocracia; yo creo que eso es mentira, porque una negociación colec-
tiva de remuneraciones en el Estado tendría que ser centralizada, es decir, el pro-
yecto tendría que ser –y así se ha propuesto en el Perú–, que hubiera un proyec-
to que presentan las centrales sindicales de trabajadores públicos al Poder Ejecu-
tivo, negocian con él, cuando se llega a un arreglo el Poder Ejecutivo lo incorpo-
ra en el proyecto de Ley de Presupuesto para el ejercicio siguiente y el Congreso 
se compromete a aprobarlo; es difícil, sí, es difícil pero no es imposible, claro, es 
más fácil autoritariamente tener a los trabajadores públicos privados de todo in-
cremento desde hace 30 años, eso es más fácil. ¿No? Pero es no es democrático 
y el Perú quiere vivir en democracia, entonces, aunque tenga costos, tramites di-
fíciles, delicados, tenemos que ensayar los procedimientos democráticos que son 
los que corresponden a un Estado que quiere ser democrático. Muchas gracias.
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Germán Alarco, profesor de la Escuela de Posgrado de la Universidad del 
Pacífico y experto en temas macroeconómicos y distributivos.

Muchas gracias, en primer lugar agradecer la invitación de Adolfo y obvia-
mente esta primera jornada para mí de capacitación en temas de negociación co-
lectiva en el Sector Público, de los doctores Villasmil y Bolaños, saludos a todos.

Lo que quiero transmitir son dos conjuntos de ideas, una relativa a la eco-
nomía y estos aspectos de la negociación colectiva y la otra más puntual relativa 
al asunto de Servir.

La primera idea que quiero transmitir es que no todos los economistas somos 
enemigos –y lo digo abiertamente– de la negociación colectiva y de la remunera-
ción mínima vital; es decir, si vemos en los medios vamos a ver una ofensiva me-
diática en términos de que el ajuste de la remuneración es malo para la economía 
y que toda intervención en relación al tema de las negociaciones también es malo 
para la economía; entonces quiero partir con una definición: que no todos los eco-
nomistas estamos en contra de estos dos grandes instrumentos del ámbito laboral.

La segunda idea que quiero transmitir es que las propuestas del Gobierno 
se fundamentan en una teoría –no en la teoría económica en general– en la teo-
ría económica que llamamos estándar, en particular le decimos nosotros los eco-
nomistas la teoría neoclásica, donde el salario real es solo un costo de la produc-
ción, la reducción de la remuneración minina y el evitamiento de las negociacio-
nes colectivas son sus instrumentos, instrumentos del Gobierno.

Voy a avanzar en esta discusión, la tercera idea que quiero transmitir sobre 
el tema de lo económico y negociación colectiva es que las propuestas del Go-
bierno, que están orientadas a reducir el peso de la masa salarial sobre el produc-
to, elevar la parte correspondiente a las ganancias y de esta forma intentarían pro-
mover –dicen ellos– la inversión privada y las exportaciones netas. Hay un enfo-
que claro en términos de reducir el peso de los salarios en el producto. Y ahí vie-
ne el problema y la diferencia respecto de nosotros economistas en otras líneas 
respecto de lo planteado por la economía neoclásica.

La cuarta idea es que la reducción de la participación de la masa salarial 
en el producto erosiona –y hay evidencia empírica– el crecimiento del producto, 
y aumenta la desigualdad en términos de la distribución funcional o factorial, es-
tamos hablando de la distribución en términos de la participación de los salarios 
en el producto, las ganancias, los ingresos de  los independientes y la personal re-
lativa a las familias medidas por estratos, por decirles como decimos los econo-
mistas; y lo que sigue a continuación es que para nosotros, economistas inscritos 



Revista Laborem Nº 19

151

en la corriente keynesiana y postkeynesiana, este incremento de la desigualdad a 
lo que nos lleva es a menor crecimiento económico y nos lleva a efectos no solo 
en el ámbito económico, sino efectos en el ámbito social y en el ámbito político. 
Entonces, somos parte de un grupo de economistas no alineados en las líneas del 
Gobierno, que pensamos que hay que procurar que las remuneraciones se eleven, 
hay que defender las negociaciones colectivas porque de esta forma lo que pro-
curamos es que aumente o al menos se mantenga la participación salarial en el 
producto y si esto ocurre eso es garantía de que la economía siga creciendo. Voy 
a comentar hacia el final, que aun documentos del Fondo Monetario Internacio-
nal recientes han demostrado la correspondencia o la correlación entre participa-
ción salarial y crecimiento económico; esto es que los planteamientos por el lado 
del Gobierno en términos de su negativa a los ajustes del salario mínimo, en tér-
minos de las negociaciones colectivas, ya han sido superados aun por organismos 
financieros como el Fondo Monetario Internacional.

Una quinta idea que quiero transmitir es que la teoría estándar, esta que do-
mina el Gobierno y que –hay que señalarlo– también es parte de segmentos im-
portantes de los grupos empresariales, supone una serie de supuestos de elementos 
que explican que este resultado, según esto, el incremento de las remuneraciones 
sea negativa al crecimiento y al producto; suponen por ejemplo, voy a comentar 
dos o tres puntos, que opera una ley por la que solo los factores por el lado de la 
oferta determinan la demanda, esto es, cualquier política por el lado de la deman-
da, por el lado de las remuneraciones, no tiene efecto real alguno, esto es, es una 
teoría que tiene un enfoque predeterminado por el lado de la oferta, opuesto al que 
plantearían economistas keynesianos o poskeynesianos que planteamos que es la 
demanda  el factor conductor más importante del nivel de actividad económica. 

Hay un conjunto de otros supuestos, sería largo señalar; por ejemplo, para 
la teoría neoclásica el incremento de los salarios o los salarios son un costo de 
producción y en realidad los salarios son dos cosas: efectivamente a nivel micro, 
a nivel de las empresas, son un costo, pero a nivel agregado, son la fuente de de-
manda y si yo pretendo reprimir salarios lo único que estoy haciendo es teniendo 
como contrapartida una reducción de la demanda que afecta al conjunto de los tra-
bajadores y a la sociedad de forma global.  Esto es, los salarios son efectivamente 
un costo de producción para las empresas y efectivamente cuando yo le pregunto 
a un empresario qué opina del incremento de salarios, me va a decir que no, pero 
aquí hay una paradoja, una cosa es el nivel micro, a nivel de la empresas, y otro 
es el efecto agregado, cuando yo establezco modelos agregados y si todos pre-
tendemos reducir el peso de los salarios en el producto, el único impacto que va-
mos a generar es reducir el tamaño de la masa salarial en el producto y lo único 
que vamos a generar es reducir el tamaño del mercado interno y si pensamos que 
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la economía peruana y muchas de las latinoamericanas tienen problemas de cre-
cimiento por su eslabón, su vinculación con las economías internacionales, es ab-
surdo en estos momentos tratar de comprimir los mercados internos cuando tam-
bién hay problemas por el lado de los mercados externos.

La sexta idea que quiero transmitir es que es imprescindible incorporar otras 
teorías económicas, sabemos, comentábamos justo con el profesor Neves, que hay 
un dominio mediático de un conjunto de actores que tratan de simplemente aca-
llar otras escuelas económicas, y en ese sentido nosotros decimos que es impres-
cindible incorporar otras escuelas como la keynesiana. Por ejemplo, Kalecki (au-
tor de la corriente postkeynesiana) en los años cincuenta, hablaba de la necesi-
dad de sindicatos fuertes y los sindicatos fuertes eran importantes porque a través 
de la negociación colectiva permitirían reducir –él lo llamaba– “el grado de mo-
nopolio” era un contrapeso a los márgenes de ganancia y un contrapeso para lo-
grar estructuras distributivas mejores para todo el conjunto de la sociedad. En ese 
sentido este enfoque que plantea que hay que reprimir a los salarios es negativo 
del bienestar colectivo y hay teoría y hay evidencias empíricas que así lo señalan.

La última idea que quiero transmitir, creo que ya no podré hablar de Ser-
vir,  es lo relativo a los planteamientos recientes del Fondo Monetario Interna-
cional; son documentos del año 2015, de hace un par de meses. ¿Qué dicen estos 
documentos?: cosas muy interesantes. La reducción de la tasa de sindicalización 
y la caída del salario mínimo, son factores explicativos importantes para explicar 
el incremento creciente de la desigualdad, esto es, el incremento de la desigual-
dad a nivel mundial no solo se explica por factores como la desregulación finan-
ciera, la reducción de impuestos a la renta en los últimos 20 o 30 años, sino tam-
bién la destrucción de toda esta normatividad, toda esta institucionalidad labo-
ral ha contribuido a la desigualdad. Dice, “la menos sindicalización trae apareja-
da una mayor participación de los grupos de ingresos más altos de las economías 
avanzadas entre los años 80 y 2010, que se dice también que el debilitamiento de 
los sindicatos puede llevar a una menor redistribución del ingreso y a una mayor 
desigualdad del ingreso neto, es decir, después ya de impuestos y transferencias; 
luego, que la reconcentración del ingreso a favor de los más ricos genera que las 
fluctuaciones del valor de sus activos, efecto riqueza, impacten más severamen-
te en las economías. 

¿Qué nos está diciendo el Fondo Monetario Internacional? Que el tema de 
la extrema desigualdad es un tema complejo, es un tema que afecta el crecimien-
to económico, que afecta a la sociedad y que afecta a las instituciones políticas 
y en ese sentido es una suerte de llamada de atención a este gobierno que sigue 
con teorías del siglo XIX, pensando que los trabajadores, que la negociaciones 
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colectivas son enemigos del progreso, mientras que en la realidad son todo lo con-
trario. Muchas gracias.

Eduardo Rodríguez Calderón, especialista de la OIT en actividades para 
los trabajadores.

Muchas gracias, en primer lugar señalar que es un privilegio participar de 
esta mesa con tan ilustres integrantes. Voy a hacer una reflexión desde otro án-
gulo, no voy a referirme a lo que ya el Dr. Neves refirió, que son los criterios de 
la propia OIT en cuanto al tema de la negociación salarial.  ¿Qué quiero señalar? 
En primer lugar, que la OIT lo que plantea como aporte para la construcción de 
la justicia social es el trabajo decente; entonces tendríamos que preguntarnos si 
en el Sector Público también debería haber trabajo decente, y la respuesta obvia 
es sí, y no solamente trabajo decente, sino aquí está un representante de la ISP 
y ellos tienen una campaña mundidal sobre servicios públicos de calidad, enton-
ces la pregunta que tendríamos que hacernos es si los servicios públicos de cali-
dad pueden garantizarse con trabajadores, empleados y funcionarios de baja  ca-
lificación, desmotivados, mal remunerados y, por tanto, entonces precarios en ese 
sentido; la repuesta creo que también es obvia en ese aspecto, por tanto entonces, 
¿cuál es el elemento  dinamizador o articulador de estos tres aspectos? Es la par-
ticipación, el diálogo y la negociación colectiva.

Quiero para esta reflexión, trae a colación algunos aspectos que están en la 
recomendación referida al Convenio 154, a la cual generalmente no hacemos re-
ferencia pero que me parece que es muy importante, y es importante para lo que 
está señalándose y también para la reflexión sobre algunos elementos críticos de 
cómo mejorar la Ley del Servicio Civil. En primer lugar es cómo se fortalece la 
participación.  Si uno analiza la ley Servir lo que se va a encontrar es que hay una 
unidireccionalidad y verticalidad en todos los aspectos que tienen que ver con for-
mación, en todos los distintos elementos que tienen que ver incluso con la evalua-
ción y con cómo mejorar los servicios, no hay ninguna participación de los usua-
rios ni por parte de los propios trabajadores, que son quienes están prestando es-
tos servicios de manera cotidiana, por tanto, ese modelo de administración me pa-
rece que es un modelo bastante deficitario y que podría acercarse a ese siglo XIX 
del que aquí se habló en términos de concepción.

Pero esta recomendación plantea otros dos aspectos que me parecen muy 
importantes y que tienen que ver también con la cualificación del proceso de 
diálogo y negociación y es el derecho a la información; si no hay derecho a la 
información para la negociación, esa negociación es una negociación de rega-
teo y por tanto entones es una negociación que lo que va a llevar es a una ma-
yor confrontación  entre los propios actores de la relación laboral, por tanto, el 
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elemento de la información y de la información que tiene que ver con la dispo-
nibilidad presupuestal y con otra serie de aspectos, es un aspecto central para el 
mejoramiento de los propios salarios y en ese sentido, entonces, trato de respon-
der de manera directa el tema de las entidades que tienen ingresos propios ver-
sus las que no lo tienen; a mí me parece que este es un tema de política de Es-
tado y que tiene que haber en ese sentido también una política que evite la dis-
criminación, porque todas las entidades del Sector Publico tienen un cometido 
fundamental, y es que estas instituciones son las que garantizan el resto de los 
derechos humanos: a la educación, a la salud, al saneamiento, etc., etc. Enton-
ces, en ese sentido, el elemento de cuáles son las entidades que tienen ingresos 
públicos y cuáles son las que no, me parece que no es un criterio sostenible para 
garantizar una equidad y una justicia social.

¿Qué otro aspecto plantea la recomendación del Convenio 154? Un aspec-
to que me parece fundamental y central y es el que haya la disponibilidad de re-
cursos para la formación y para la negociación colectiva y esos recursos no sola-
mente deben ser obviamente para los trabajadores, sino también para los funcio-
narios que se encargan de la administración de las relaciones laborales.  

Finalmente, dos aspectos, uno es una anécdota, hace algún tiempo estába-
mos con la directora de la OIT en una reunión de la Corte en Colombia y se esta-
ba discutiendo el rezago que había de conflictos laborales y preguntamos ¿de dón-
de vienen estos conflictos laborales? Vienen fundamentalmente del Sector Públi-
co; entonces, el nombrar magistrados supernumerarios o una sala adicional para 
resolver el rezago pues era una decisión inmediata pero no resolvía los problemas 
de fondo que eran cómo formar y profesionalizar la administración de las relacio-
nes laborales en el Sector Público.

Termino, por razones de tiempo, con una idea central también. En Perú –a 
mi opinión personal– falta el desarrollo de una institucionalidad que lleve a cabo 
la administración de las relaciones laborales en el sector público. Muchas gracias.

Jorge Villasante ex ministro de Trabajo

Muchas gracias, buenas noches, agradecer la invitación. Vamos de frente 
al grano: ocurre lo siguiente. Se muestra a los abogados con una formación labo-
ralista como irresponsables cuando planteamos temas como por ejemplo la defen-
sa de la negociación colectiva, que se garantice el derecho de huelga, la libertad 
sindical, porque se asume desde alguna posición de economistas del país y prác-
ticamente del Ministerio más poderoso, ustedes saben que el Ministerio más po-
deroso en el Perú y en cualquier otro país es, pues, el Ministerio de Economía, 
¿no es verdad?, entonces, en ese Ministerio han puesto, pues, una tecnocracia que 
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obviamente muestra a los otros ministerios hasta cierto punto como irresponsa-
bles cuando se plantean y se discuten temas como estos. 

Ahora bien, personalmente uno puede ver en el desarrollo de sus activida-
des profesionales, académicas y eventualmente muchos de los que estamos aquí 
nos desempeñamos como árbitros laborales, uno puede ver cómo es que en las 
negociaciones colectivas que al momento se han venido llevando a cabo en dis-
tintas entidades del Estado, se recurre a una serie de mecanismos para burlar pre-
cisamente aquellas “restricciones presupuestales” que existen. Un caso concreto, 
–obviamente no se pueden decir instituciones ni mucho menos–, ocurre que en 
una determinada institución a los trabajadores afiliados a la organización sindical 
se les dice “oiga ¿usted quiere aumento? Muy bien, mañana convoco a un proce-
so convocatoria CAS y usted preséntese y eso qué va a significar? Que dobla el 
sueldo, entonces ¿qué prefiere? Mantenerse aquí en este régimen –digamos 728– 
o prefiere usted pasar al nuevo régimen? Entonces, muchos obviamente por la ex-
pectativa económica dejan de lado el régimen que tuvieron al ingreso a la admi-
nistración pública y optan por pasar a un régimen 1057, régimen CAS bajo nue-
vas condiciones económicas; eso ocurre y yo me pregunto si eso no significa in-
centivar prácticas anti sindicales, desafiliación para tener que promover incremen-
tos salariales, y eso existe en el país.  Un tema a considerar.

Por otro lado, la Constitución establece claramente en el artículo 28, que el 
Estado reconoce la negociación colectiva, el derecho de sindicación y el derecho 
de huelga, y además dice en el inciso 2do que fomenta la negociación colectiva y 
promueve la solución pacífica de los conflictos laborales. Me pregunto si es pro-
mover la solución pacífica de los conflicto laborales cuando por ejemplo por man-
dato legal se dice “oiga, los arbitrajes son nulos de puro derecho si es que conce-
den beneficios económicos”; y es más, “los árbitros que lauden y otorguen bene-
ficios económicos no podrán volver a ser designados en procesos arbitrales en los 
cuales el Estado sea parte”. ¡Qué tal forma de promover la solución pacífica de los 
conflictos laborales! Ahí propiamente lo que se hace es ponerle una cruz a aque-
llos árbitros que osan tener que pronunciarse  contra las restricciones presupues-
tales que vienen de antes de la Ley Servir, no hay que olvidar el artículo 6to de 
la Ley de Presupuesto, se habló aquí mismo también y el profesor Villasmil hizo 
referencia a la Ley Anual de Presupuesto del año 2013 que es nefasta porque en 
la quincuagésima octava disposición transitoria complementaria, porque esta es 
la ley ómnibus –para nuestros amigos que vienen de fuera– esta es una ley ómni-
bus, es una ley corta, tiene once artículos pero de ahí tiene setenta disposiciones 
transitorias y complementarias, y en el año 2013 se dijo precisamente eso, “no se 
puede otorgar ningún tipo de beneficios (…) etc.”, y esta es una norma de carác-
ter permanente en el tiempo, no limitada al ejercicio presupuestal.
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Al respecto la OIT también ya dijo “oiga, si bien se pueden  imponer al-
gunas restricciones, tienen que ser temporales y atendiendo obviamente a algu-
nas causas objetivas que sustenten una situación de emergencia (…)”, pero aquí 
no hay ninguna de esas situaciones, entonces habrá que decir que esa Ley suma-
do pues a otros temas de la propia Ley Servir, que dicho sea de paso nace pues 
con una serie de incongruencias, porque en el ámbito de la Ley dice “están com-
prendidos dentro de la ley –expresamente dice– el Poder Legislativo (…)” y en 
una disposición transitoria dice “están excluidos la Sunat el Banco Central de Re-
serva, el Congreso de la República (…)”, pregunto si el Congreso de la Repúbli-
ca es una institución distinta al Poder Legislativo en el Perú o es el mismo? (...) 
parece que los congresistas no se dieron cuenta que en realidad el Congreso es el 
Poder Legislativo, de repente por eso cometen las barbaridades que cometen (…) 
entonces de inicio ahí tiene problemas (…).

La gran pregunta y respondiendo a la pregunta que nos hacía el Dr. Ferro; si 
esta norma eventualmente, si los incrementos salariales tienen alguna justificación, 
habrá que decir, si pues cuando uno ve el Estado y dice, claro, tengo más de 500 
normas que regulan los temas remunerativos en la Administración Pública, tengo 
tres regímenes laborales generales, además voy a sumarles un cuatro, la Ley Ser-
vir, además, a los regímenes laborales especiales, el gran tema es, y aquí viene la 
pregunta del millón seguramente, ¿Cuánto tiempo más va a durar reste régimen? 

Se pretende solucionar el problema remunerativo con la aplicación de la 
Ley Servir y la pregunta es ¿qué tiempo va a demorarse este Estado para tener 
que tener a sus trabajadores bajo el nuevo régimen? eso nadie lo sabe, porque es 
un procesos gradual, se estableció una primera etapa, siete años, hasta el día de 
hoy ya estamos yendo al segundo año de vigencia de la ley y no hay una prime-
ra resolución que hubiese calificado, certificado, acreditado a una institución para 
poder pasar, están preparando las resoluciones, no sabemos cuándo saldrá ello, y 
ocurre lo siguiente, ¿cuánto tiempo más van a estar los trabajadores de la Admi-
nistración Pública sujetos a estos regímenes? 

Que motivador debe ser para un trabajador de la administración pública, 
uno de ellos sujeto al régimen 728 con 14 sueldos, –12 remuneraciones ordina-
rias, dos gratificaciones completas al año con un 9 % más por la Ley de Desgra-
vación de las Gratificaciones, más la Compensación por Tiempo de Servicios 
completa–; y otro trabajador, régimen 276 que tiene los 12 sueldos, los agui-
naldos que son 300 soles, un equivalente a100 dólares más o menos– en julio 
y en diciembre y después paramos de contar;  el régimen CAS con sus propias 
particularidades; entonces la pregunta es, si pretendes ordenar las remuneracio-
nes en el Sector Público. ¿No será preferible de repente que te atrevas a ir a un 
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proceso de negociación con el Sector Público y le pongas punto final a estas di-
ferencias que existen actualmente? 

Lo que pasa es que obviamente hay quienes le tienen miedo a sentarse con 
las organizaciones sindicales porque han olvidado o no quieren recordar que hay 
derechos fundamentales que ya están reconocidos –como se ha dicho muy bien– 
en distintos instrumentos interacciónales y concluyo con esto, decir que la cuar-
ta disposición final y transitoria de la Constitución establece que las normas rela-
tivas a los derechos y libertades que la Constitución reconoce, se interpretan de 
conformidad con la Declaración Universal de Derechos Humanos y otros instru-
mentos; aparte de los convenios de la OIT tenemos la Declaración Universal de 
Derechos Humanos, el Pacto Internacional de Derechos económicos, sociales y 
culturales que establece obviamente derecho de sindicación, derecho de huelga. 
Habrá que decir sindicación y huelga obviamente garantizan el derecho a la ne-
gociación colectiva. Gracias.

Víctor Ferro

Tendremos una segunda ronda con una intervención de solo tres minutos, so-
bre un tema muy puntual: una de las objeciones que se plantea al régimen de nego-
ciación en el Sector Público es que esto es opuesto a un sistema de meritocracia; se 
quiere modernizar la administración pública, se quieren establecer objetivos y me-
tas a ser alcanzados en plazos determinados, con parámetros a ser medibles y que 
por tanto la negociación colectiva, en su esfera tradicional, lo único que pretende 
son incrementos salariales, al margen de resultados de productividad y eficiencia 
que se puedan plantear y, por tanto, se sostiene desde el punto de vista de quienes 
están en esa línea de pensamiento, de que la negociación colectiva que se plantea 
finalmente lo que hace es perpetuar un estado de cosas que no apunta a la moderni-
zación ni a un servicio público más eficiente. ¿Qué podemos comentar sobre esto?

Javier Neves

Quisiera decir dos cosas: la primera, más o menos en la línea de lo que aca-
ba de decir Jorge, no solamente se está vulnerando el derecho a la negociación co-
lectiva, se está vulnerando también el derecho fundamental a la igualdad, porque 
la cantidad de regímenes que hay en el Estado, los trabajadores del Estado suje-
tos a régimen público no podrían negociar remuneraciones por el Decreto Legis-
lativo N° 276 lo decía desde 1984; sin embargo, en los hechos, algunos negocia-
ban; los trabajadores del Estado sujetos al régimen público pero regímenes espe-
ciales –médicos, maestros– negocian todos los años porque tienen el poder sindi-
cal para negociar; los trabajadores del Estado sujetos a régimen privado, tienen la 
prohibición de la Ley de Presupuesto y ahora Servir los incluye para lo malo, 
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o sea, en lo que se trata de perjudicarlos, se les incluye en la norma; lo mismo de-
berá ocurrir con la sentencia Huatuco, lo mismo, pierden la reposición los traba-
jadores de Estado sujetos a régimen privado, o sea, para todo lo malo, están in-
cluidos y para todo lo bueno están excluidos (…) ah, hay una norma que segu-
ramente a nuestros compañeros extranjeros les ocasionará risa, hay un artículo, 
el artículo 1ro de la Ley de Relaciones Colectivas de Trabajo que dice que se les 
aplica la ley en todo lo que sea menos favorable se aplicará el régimen especifi-
co, o sea si el régimen especifico es menos favorable que la ley, la ley no se apli-
ca, los peruanos hemos creado el principio de la norma menos favorable: Plá sal-
tará en la tumba (…).

Respecto de la meritocracia creo que sí hay manera de establecer rangos, 
es decir, se puede determinar incrementos que vayan en atención efectivamente al 
rendimiento de los trabajadores y de rendimientos permanentes; lo que no puede 
ocurrir, me parece, lo que sucede en el Perú, que las remuneraciones de los traba-
jadores públicos se queden estancadas décadas, mientras las de los trabajadores 
de la actividad privada, por lo menos una porción que negocia puedan irse incre-
mentando, creo que ahí tienen que haber un trato igual.

Germán Alarco

Dos comentarios. El primero es sobre la Ley Servir, en realidad en este Go-
bierno se emitió como la gran reforma de la Administración Pública y eso no es la 
gran reforma de la administración pública; en realidad aquí había puesto “Servir 
es como una resina útil para fijar la estructura del Estado”, esto es, efectivamen-
te agrega algunos elementos que en teoría pueden sonar positivos, pero vulneran 
una serie de temas como los mencionados en relación a la negociación colectiva. 

En realidad la gran reforma que se requiere por el lado del Estado es una, 
podemos hablar de los diferentes poderes del Estado, podemos hablar en concre-
to del Poder Ejecutivo, es lo que comentaba Jorge, por ejemplo: primero,  balan-
cear la estructura de poder entre los ministerios; una segunda, potenciar el rol del 
planeamiento estratégico, que no existe en el país; una tercera, en términos prác-
ticos y operativos, dividir el ministerio de Economía en dos, en un área de pla-
neamiento y economía respecto de un área que maneje estrictamente la caja, que 
sería un ministerio de hacienda; o parar, en cuanto lugar, con esta política –para 
mí: equivocada– de desmembrar el Estado, esto es, crear “islas de eficiencia” que 
en realidad para mí son islotes, porque muchos están sembrados o construidos 
sobre nada, en lugar de acometer lo que sería una verdadera reforma del Estado.

Creo que hay un desenfoque por parte del Gobierno pensando que esto es la 
reforma básica de la Administración Pública, mientras que es una norma particular 
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relativa a lo servidores públicos y, en realidad lo que faltaría hacer es una verda-
dera reforma del Estado y, en particular, si no nos metemos con los otros Poderes 
del Estado, del Poder Ejecutivo.

La segunda idea es simplemente retomar lo planteado por Javier, en el sen-
tido que, efectivamente, si uno examina la evolución de las remuneraciones en el 
Perú, si uno examina por ejemplo la evolución de la remuneración mínima vital 
desde 1962 a la fecha y dice pretendo establecer el poder de compra de este pri-
mer mes del año 62, en realidad lo que habría que hacer con la remuneración mí-
nima es multiplicarla por dos y si pretendo establecer el poder de compra de di-
ciembre de 1967, la remuneración mínima en lugar de ser 750, debería ser 1800 
soles al mes y esa es la parte de la historia que se olvidan en el Gobierno. Si que-
remos hacer lo mismo con las remuneraciones del Sector Público, sirve traer una 
pequeña anécdota a la mesa. El día de ayer, un profesor de mi universidad, el pro-
fesor Jorge Gonzales Izquierdo señalaba que no entendía –se me hizo raro– por 
qué él había podido estudiar en la Universidad del Pacífico siendo que su padre 
era un trabajador público, y en realidad era porque su padre siendo trabajador pú-
blico hace 30 años tenía un salario con un  poder de compra que era cinco veces 
superior al poder de compra que tiene un, trabajador público ahora, y la segunda 
razón era porque la Universidad del Pacífico tenía mecanismos de subsidio total 
a muchísimos de sus alumnos (…).

Creo que este balance que se plantea de la meritocracia, sí, se puede, y efec-
tivamente se trata de buscar los balances de los aumentos generales con los aumen-
tos asociados a mejoras de productividad o mejora de resultados, que también hay 
que ser honestos, son muy difíciles de cuantificar, son más mitos que realidades.

Eduardo Rodríguez

Quiero decir que voy hablar a título personal. De lo que quiero partir es que 
efectivamente hay un caos en la Administración Pública. La pregunta es ¿ese caos 
lo han generado los trabajadores o lo ha generado la incapacidad de la gestión pú-
blica? Ahí hay una situación, por tanto, el objetivo de la ley que se plantea a mí 
me parece pertinente, ahora ¿cómo quieren resolver esto? Lo quieren resolver de 
manera unilateral y autoritaria, sin consulta, sin negociación, sin diálogo, entonces 
la pregunta es: ¿Se puede resolver así? ¿Se puede generar estímulos? ¿Se puede 
generar deseos de superación, de mejoras, etc., por parte de los trabajadores?  A 
mí me perece que ahí está faltando una visión de cómo obtener un clima de desa-
rrollo laboral y en ese sentido habría que recordar también algunos convenios de 
la OIT que tienen que ver con temas de formación profesional.
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En ese sentido, creo que para avanzar a la meritocracia el elemento funda-
mental es generar un proceso de diálogo y negociación en la propia instituciona-
lidad, porque esa es la forma democrática de avanzar en el desarrollo de las rela-
ciones laborares y de generar entonces condiciones también de compromiso e in-
cluso de paz laboral, que es otro elemento fundamental que puede ayudar también 
al desarrollo de los propios servicios públicos en el entendido de que hay meca-
nismos adecuados para resolver los conflictos laborales.

Ayer se trató –y lo trato aquí rápidamente– sobre el tema de si arbitraje sí, 
arbitraje no; el arbitraje está reconocido en el Convenio 154 y en las recomenda-
ciones como uno entre otros mecanismos de resolver los conflictos, por eso insis-
to en la necesidad de la institucionalización; si se quiere avanzar en el tema de la 
meritocracia es indispensable fortalecer la institucionalidad de formación para la 
Administración Pública, si no. ¿cómo se hace?; y por otro lado  ¿Se puede mejorar 
la formación profesional sin identificar las necesidades de formación de los pro-
pios trabajadores, con su propia participación? Es decir, ¿hay alguien fuera de los 
trabajadores que sabe cuáles son las necesidades que tiene el trabajador de forma-
ción sin preguntarles, sin hacerlos partícipe? A mí me parece que no.

Termino –por razones de tiempo– retomando uno de los primeros aspectos 
que planteó el Dr. Neves. ¿Qué hacer? Este año hay que recordar que el Perú tie-
ne que presentar la Memoria sobre el Convenio 87 y 98 y me parece que el pri-
mer aspecto que planteó el Dr. Neves es un aspecto que no se ha resaltado sufi-
cientemente para impugnar la Ley de Servicio Civil, en el sentido de que trata de 
llevar a todos los trabajadores a un mismo régimen prohibitivito, limitativo etc. 
de la negociación colectiva cuando, como decía Humberto el día de hoy, la nor-
ma más favorable es el Convenio 98 para la inmensa mayoría de trabajadores del 
Sector Público y no los criterios que están establecidos en la Ley Servir que son 
absolutamente restrictivos y contrarios al propio Convenio 98 y 151.

Jorge Villasante

Un tema a considerar es si el Estado debería estar al margen de lo que sig-
nifica gestión de recursos humanos, gestión de talento humano, hay que ser cla-
ros, y creo que eso viene de décadas atrás. ¿En el Estado cuál ha sido el papel de 
la gerencia, oficina, jefatura de recursos humanos? Ha sido propiamente la de con-
trolar la asistencia y elaborar las planillas ¿No. es verdad? ¿Ha habido alguna ges-
tión adicional para preocuparse por la formación, la capacitación de los trabaja-
dores? No. ¿Ha habido inversión del Estado como empleador para efectivamen-
te mejorar las condiciones de sus trabajadores? No.  ¿Los trabajadores han teni-
do las condiciones como para poder invertir en capacitación? Con lo que ganan, 
hay que pedir mucho, ¿Verdad? Mucho esfuerzo, mucho sacrificio y hay quienes 
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lo han hecho, hay quienes pueden tener las posibilidad y hay quienes en la admi-
nistración pública, podemos demostrarlo, hay personas que han hecho sus maes-
trías, doctorados, pero haciendo esfuerzos adicionales porque de repente tuvieron, 
pues la suerte de tener un esposo o esposa que ayude con ingresos que permitan 
atender esas obligaciones porque sabemos que uno de los costos más elevados es 
la educación; entonces el tema de fondo es, si yo Estado empleador no me he pre-
ocupado y no pienso ni he hecho inversión en mis trabajadores. ¿Les puedo pedir 
de la noche a la mañana? Hay que decir que este es un proceso, obviamente, no 
creo que nadie en su sano juicio va a oponerse y pregunto –aquí hay muchos tra-
bajadores de la Administración Pública– si ustedes ¿van a oponerse a la merito-
cracia? Y nosotros como usuarios de los servicios. ¿Somos opuestos? No, todos 
queremos tener un servicio público más eficiente, efectivamente, que atienda me-
jor los servicios a los cuales recurrimos, pero obviamente no le podemos pedir de 
la noche a la mañana, entonces, es parte de un proceso gradual en el cual el Es-
tado como empleador va a tener que cumplir sus papel, y no solamente ver cómo 
incorporamos nuevos trabajadores, porque una encuesta de hace unos años a los 
chicos que egresan de las universidades se les preguntaba si aspiraban a ingresar al 
Estado y más del 80 % decía que no, obviamente por las condiciones económicas, 
básicamente y muchas veces las condiciones de inestabilidad también, entonces 
hay que hacer el Estado atractivo también, atractivo efectivamente garantizándoles 
que exista una línea de carrera, que se pueda progresar, que existan buenas condi-
ciones remunerativas y que obviamente vaya de la mano con un reconocimiento 
que tiene que darse con el nivel de formación que en el tiempo uno va logrando.

Víctor Ferro

Damos por terminadas nuestras sesiones, creo que hemos tenido un estu-
pendo encuentro, han sido exposiciones de primerísimo nivel y queremos con-
cluirla con un caluroso  aplauso a nuestros participantes.
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COMENTARIOS A LA SENTENCIA 
DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL SOBRE 
LA INCONSTITUCIONALIDAD DE LA LEY 

DEL SERVICIO CIVIL 
Una sentencia histórica

ADOLFO CIUDAD REYNAUD(1) 

La sentencia del Tribunal Constitucional del 26 de abril de 2016 tiene un 
significado histórico en las relaciones laborales en Perú, pues tiende hacia la con-
solidación del diálogo social entre el Gobierno y las organizaciones de trabajado-
res del sector estatal, y contribuye así al afianzamiento de la democracia y de un 
sistema de relaciones de trabajo basado en la cooperación y en la solución pacífi-
ca de los conflictos laborales.

Esta sentencia tiene una enorme importancia, pues afecta a más de 600 mil 
trabajadores activos en la Administración Pública, e implica un cambio trascen-
dental en el país, ya que hasta ahora el derecho de negociación colectiva siempre 
le fue negado a este importante sector de trabajadores, con algunas excepciones 
que se dieron por la presión social en algunas entidades estatales.

Debemos recordar que para el conjunto de los trabajadores de la Adminis-
tración Pública primó siempre, en nuestro país, una política de imposición verti-
cal y autoritaria, en donde el Estado unilateralmente establecía las escalas salaria-
les, la valorización de puestos, las condiciones de trabajo y demás derechos y be-
neficios, sobre los que no se podía discutir ni negociar colectivamente. La voz de 

(1) Profesor de la Universidad Nacional Mayor de San Marcos y de la Pontificia Universidad Católica del 
Perú. Abogado y consultor independiente. Se desempeñó como Especialista Principal en Legislación 
Laboral, y Administración del Trabajo de la OIT. adolfo.ciudad.reynaud@gmail.com
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los trabajadores de la Administración Pública fue históricamente ignorada, como 
parte de nuestra débil democracia afectada por sucesivos gobiernos dictatoriales, 
e incluso durante gobiernos de origen democrático que tampoco entendieron la 
necesidad del establecimiento de un sistema de relaciones de trabajo basado en el 
diálogo social y la concertación.

Si lo que necesita el país es afianzar la democracia, el diálogo y el mutuo 
entendimiento, debemos remover los obstáculos a la sindicación y a la negocia-
ción colectiva. Como dijo Bobbio: “hasta que los dos grandes bloques de poder 
que existen en lo más alto de las sociedades avanzadas, la empresa y el aparato 
administrativo, no sean afectados por el proceso de democratización (…) (este) 
no podrá considerarse realizado plenamente”(2).

Lo dicho queda corroborado si hacemos un breve recuento de la normati-
va sobre el particular. Así, el Decreto Ley N° 11377, del 29 de mayo de 1950, Es-
tatuto y Escalafón del Servicio Civil, dictado por la Junta de Gobierno que presi-
dió Manuel Odría, estableció un Cuadro de Categorías para los denominados ser-
vidores civiles que determinaban sus remuneraciones sobre el que no era posible 
negociación alguna, y además, prohibió expresamente el derecho de sindicaliza-
ción y de huelga (art. 49).

El Decreto Legislativo Nº 276, del 24 de marzo de 1984, dictado ya no por 
un gobierno de facto sino por el gobierno de Fernando Belaúnde, de origen demo-
crático, prohibió también a las entidades públicas negociar con sus servidores, di-
rectamente o a través de sus organizaciones sindicales, las condiciones de trabajo 
o beneficios que impliquen incrementos remunerativos o que modifiquen el Siste-
ma Único de Remuneraciones (art. 44). Durante esta administración gubernamen-
tal, no obstante, se dictaron –en un clima de presión social– una serie de dispo-
siciones legales que establecieron procedimientos especiales para la negociación 
colectiva en el ámbito municipal y local, que dieron origen a una sólida tradición 
negocial hasta que en el 2014 fueron derogadas en el gobierno de Ollanta Humala.

De otra parte, las Leyes del Presupuesto del Sector Público de los años, 2006, 
2007, 2008, 2009, 2010, 2011, 2012, 2013, 2014, 2015 y 2016, establecieron pro-
hibiciones a todas las entidades del Gobierno nacional, gobiernos regionales y lo-
cales, que afectaron a la negociación colectiva, pues se prohibió el reajuste o in-
cremento de remuneraciones, bonificaciones y asignaciones de toda índole, cual-
quiera sea su forma, modalidad, periodicidad, mecanismo y fuente de financia-
miento. También se prohibió la aprobación de nuevas bonificaciones, asignaciones, 

(2) BOBBIO, Norberto. El futuro de la democracia. Fondo de Cultura Económica, México. 1996, p. 18.
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compensaciones económicas y beneficios de toda índole. Para que no quede duda, 
se dispuso también que los arbitrajes en materia laboral se debían sujetar a dichas 
limitaciones legales, lo que implicó que a falta de acuerdo entre las partes, los tri-
bunales arbitrales debían emitir sus laudos de acuerdo con esas directrices, aten-
tando contra la independencia de la jurisdicción arbitral.

En el gobierno de Humala se dictó la Ley Nº 30057, Ley del Servicio Civil, 
promulgada el 3 de julio de 2013, que restringió con carácter general la negocia-
ción colectiva solo a condiciones de trabajo, y prohibió al igual que los anterio-
res gobiernos, que a través de ese instrumento de diálogo social se negocien suel-
dos, compensaciones económicas, aguinaldos, la valorización de los puestos, en-
tre otros. Esta ley que fue dictada sin un proceso de consulta, negociación o bús-
queda de consenso con las organizaciones de trabajadores del Sector Público, le-
sionó el derecho de negociación colectiva en diversos artículos.

I. ARTÍCULOS DECLARADOS INCONSTITUCIONALES

El 12 de diciembre de 2013 las principales centrales sindicales de trabaja-
dores(3) interpusieron una demanda de inconstitucionalidad, en mérito a la cual se 
emitió la sentencia del Tribunal Constitucional del 26 de abril de 2016 que decla-
ró inconstitucionales los siguientes artículos:

1) El artículo 31.2, que disponía que las compensaciones económicas 
no son materia de negociación.

2) El artículo 40, que establecía que ninguna negociación colectiva 
puede alterar la valorización de puestos de las entidades.

3) El artículo 42, que solo permitía a los trabajadores públicos solicitar 
la mejora de sus compensaciones no económicas.

4) El artículo 44 b), que disponía que las propuestas de la entidad es-
tatal relativas a compensaciones económicas son nulas de pleno de-
recho, y que también son nulos los acuerdos adoptados en violación 
de dicho artículo.

(3) Fueron firmantes de esta demanda la Confederación General de Trabajadores del Perú – CGTP, la Con-
federación Intersectorial de Trabajadores Estatales – CITE, la Unión Nacional de Sindicatos del Sector 
Estatal – Unasse y la Confederación Nacional de Trabajadores Estatales del Perú; que sustentaron la 
demanda en la firma de 14,512 ciudadanos comprobadas por el Jurado Nacional de Elecciones. El autor 
de estas líneas tuvo el honor de actuar como abogado defensor de los demandantes.



Sociedad Peruana de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social

276

Respecto al artículo 43 e), que señala que el pliego que da inicio a la ne-
gociación colectiva solo puede contener peticiones respecto a condiciones de tra-
bajo, si bien el Tribunal Constitucional declaró infundada la demanda respecto 
de este extremo, ha dispuesto que debe interpretarse “que la expresión ‘condicio-
nes de trabajo o condiciones de empleo’ incluye también la materia remunera-
tiva y otras materias con incidencia económica” (punto 2 de la parte resolutiva).

Adicionalmente, ha declarado inconstitucionales por conexión, los siguien-
tes artículos del Reglamento General de la Ley Nº 30057:

5) Artículo 66 Reglamento: que en concordancia con los artículos 40 
y 44 de la Ley reafirmaba la nulidad de propuestas de la entidades 
estatales sobre compensaciones económicas y que ninguna negocia-
ción puede alterar la valorización de puestos.

6) Artículo 72 Reglamento: que establecía que la Dirección General 
de Gestión de Recursos humanos del Ministerio de Economía y 
Finanzas podía opinar respecto de si alguna de las peticiones con-
tenidas en el pliego que da inicio al proceso implicaban una con-
travención al articulo 40 de la Ley (si pliego de reclamos incluye 
valorización de los puestos de una entidad).

7) Artículo 78 Reglamento: que prohibía también la negociación co-
lectiva de la valorización de puesto de las entidades.

8) Artículo 68 Reglamento: que en la definición de convenio colec-
tivo no consideraba a las compensaciones económicas, limitándola 
solo a la regulación de condiciones de trabajo.

El Tribunal Constitucional ha tenido en consideración que el artículo 28 de 
la Constitución Política, que reconoce los derechos de sindicación, negociación 
colectiva y huelga, que está ubicado dentro del Título I, “De la persona y de la 
sociedad”, es aplicable a todos los ciudadanos peruanos que trabajan, incluyen-
do a los trabajadores al servicio del Estado; y que además, el referido artículo no 
solo garantiza la negociación colectiva sino que impone la obligación al Estado 
de fomentarla como parte de la promoción de formas de solución pacífica de los 
conflictos laborales.

1. Negociación colectiva es derecho de todos los ciudadanos
De esta forma, el Tribunal ha hecho prevalecer el criterio que la Constitu-

ción reconoce el derecho de negociación colectiva en forma completa e integral 
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para todos los ciudadanos sin excepción (salvo la Policía y las Fuerzas Armadas), 
y que la Ley N° 30057 solo reconoce una parte de la negociación colectiva (para 
condiciones de trabajo), mientras que prohíbe la otra parte más sustancial de la 
misma (las condiciones económicas). Con ello, se restringe, limita y vacía de con-
tenido a este importante derecho fundamental en el trabajo.

De esta manera el Tribunal ha reafirmado (fundamento 147) que la negocia-
ción colectiva es un derecho fundamental por el que permite a los empleadores y 
a los trabajadores “realizar un proceso de diálogo encaminado a lograr un acuer-
do, contrato o convenio colectivo, con el objeto de mejorar, reglamentar o fijar 
las condiciones de trabajo y de empleo” (…) incluyendo la materia remunerativa 
y otras materias con incidencia económica, como se indicó antes.

En esa misma línea, el Tribunal deslindó con aquella discusión sobre el apa-
rente doble estándar que establecían los artículos 28 y 42 constitucionales, decan-
tándose por realizar una interpretación sistemática de los mismos de la que “se 
puede obtener el sentido interpretativo de que los empleados o servidores públi-
cos tienen derecho a la negociación colectiva, toda vez que el primero de los ar-
tículos mencionados reconoce de manera expresa dicho derecho a todos los tra-
bajadores, entre los que se encuentran los trabajadores públicos, mientras que el 
segundo no los excluye expresa o implícitamente a este grupo de trabajadores”.

Asímismo, el Tribunal hace referencia a que la negociación colectiva es 
uno de los mecanismos básicos para la armonización de intereses contradictorios 
y que es por ello que los convenios 98 y 151 de la OIT imponen la obligación de 
adoptar medidas para estimularla y fomentarla, así como para que los convenios 
colectivos aprobados por las partes tengan fuerza vinculante en el ámbito de lo 
concertado (art. 28.2 de la Constitución) (fundamento 148).

2. Negociación colectiva y libertad sindical
De otra parte, el Tribunal hace muy bien en vincular el derecho de negocia-

ción colectiva con el derecho de libertad sindical y el derecho a la huelga (funda-
mentos 143 al 146), destacando que la negociación colectiva es una de la princi-
pales actividades de las organizaciones sindicales de trabajadores y que la huelga 
es un derecho fundamental para satisfacer sus intereses colectivos.

Con ello se reafirma a la negociación colectiva como contenido esencial 
de la libertad sindical, lo que ha sido reconocido expresamente por los órganos 
de aplicación y control de la OIT. En tal sentido, el Comité de Libertad Sindical 
ha señalado que “(…) el derecho de la libre negociación colectiva para todos los 
trabajadores (…) constituye un derecho sindical fundamental, (...) el derecho a 
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negociar libremente con los empleadores las condiciones de trabajo constituye un 
elemento esencial de la libertad sindical. (…)”.

Es por ello que el Estado debe abstenerse de realizar cualquier actividad, 
normativa o administrativa, que signifique un impedimento para que las organi-
zaciones de empleadores y trabajadores puedan negociar libremente, celebrar un 
convenio colectivo que es su resultado y que este convenio colectivo sea ejecuta-
do conforme la libre voluntad de ambas partes. En otras palabras, constituye una 
verdadera obligación por parte del Estado de respetar la facultad normativa de los 
sujetos sociales; de manera tal que esta sea efectivamente autónoma y libre de im-
posiciones de terceros y en especial del propio Estado.

De otro lado, este deber a cargo del Estado, demanda una actitud proactiva 
de este para garantizar el desarrollo y efectividad de esta facultad autonormativa, 
despejando cualquier obstáculo que impida o limite el ejercicio de este derecho.

3. Objeto de la negociación colectiva
El Tribunal se basa en el artículo 4 del Convenio 98 y en el artículo 7 del 

Convenio 151 de la OIT que establecen la obligación de los Estados de adoptar 
las medidas adecuadas para estimular y fomentar el pleno desarrollo y uso de pro-
cedimientos de negociación voluntaria, con el objeto de reglamentar por medio 
de contratos colectivos, las “condiciones de empleo”. A este respecto el Tribunal 
Constitucional ha señalado que el concepto “condiciones de trabajo o condiciones 
de empleo es uno de amplio alcance que rebasa o trasciende a los permisos, licen-
cias, capacitación, uniformes, ambiente de trabajo u otras facilidades para el de-
sarrollo de la actividad laboral y comprende también cuestiones como las contra-
prestaciones dinerarias directas, estímulos, ascensos, periodos de descanso, prác-
ticas laborales y en general toda medida que facilite la actividad del servidor pú-
blico en el cumplimiento de sus funciones” (fundamento 154).

Además, se basa en lo afirmado por la Comisión de Expertos de la OIT en 
el sentido de que “el concepto condiciones de trabajo o condiciones de empleo” 
puede abarcar temas como la jornada laboral, horas extras, periodos de descanso, 
ascensos, traslados, supresión de puestos, e incluso salarios y otras materias con 
incidencia económica” (párrafos 314 y 320 del Informe de la CEACR, 2013). Esta 
postura incluso ha sido reiterada al precisarse que cuando el artículo 7 del Con-
venio 151 de la OIT se refiere “a la negociación o participación de las organiza-
ciones de empleados públicos en la determinación de las condiciones de empleo, 
incluye los aspectos económicos de estas últimas” (Informe de la CEACR, 2015, 
p.136). De igual forma se cita la decisión del Comité de Libertad Sindical que se-
ñala que los salarios, prestaciones y subsidios, entre otros, pueden ser objeto de 
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la negociación colectiva (párrafo 450 del Caso 2326 – Australia, Informe Nº 338) 
(fundamento 155).

Asimismo, el Tribunal acude al criterio pro homine utilizado en la aplicación 
de disposiciones fundamentales, con relación al Convenio 151 de la OIT que estable-
ce que las condiciones de trabajo o de empleo en la Administración Pública pueden 
ser objeto de métodos distintos de la negociación colectiva, para señalar que esta úl-
tima es el mecanismo adecuado y privilegiado para discutir las condiciones de traba-
jo o empleo en el contexto de una relación laboral. En ese mismo sentido hace tam-
bién referencia al criterio adoptado por el Comité de Libertad Sindical que ha esta-
blecido que “las autoridades deberían privilegiar en la mayor medida posible la nego-
ciación colectiva como mecanismo para determinar las condiciones de empleo de los 
funcionarios” (párrafo 1257 del Caso 2934-Perú, Informe Nº 365) (fundamento 158).

No obstante, somos de la opinión que esta opción acogida por el Tribunal 
Constitucional tiene otro sustento más claro y específico en materia laboral rela-
tivo a que ningún convenio internacional del trabajo de la OIT puede menoscabar 
condiciones más favorables existentes en el país, que está prescrito en el artículo 
19, párrafo 8, de la Constitución de la OIT.

Para referirse a este asunto hay que tener en cuenta que el voto singular so-
bre la sentencia del 26 de abril de 2016 del magistrado Urviola Hani, se pronun-
cia en minoría señalando que la obligación del Estado peruano respecto del Con-
venio 151 es la de adoptar “métodos que permitan a los representantes de los tra-
bajadores estatales participar en la determinación de las condiciones de empleo, 
siendo la negociación colectiva un método más y no el único capaz de conseguir 
este resultado”. Este criterio ya había sido señalado por este magistrado en su voto 
emitido el 21 de mayo de 2014 con los entonces magistrados Eto Cruz y Álvarez 
Miranda recaído en el Expediente N° 18-2013-PI/TC.

A este respecto debemos precisar que artículo 7 del Convenio 151 de la 
OIT, Convenio sobre las relaciones de trabajo en la administración pública, adop-
tado en 1978, y ratificado por Perú el 27 de octubre de 1980, dispone lo siguiente:

 “Artículo 7.- Deberán adoptarse, de ser necesario, medidas 
adecuadas a las condiciones nacionales para estimular y fo-
mentar el pleno desarrollo y utilización de procedimientos de 
negociación entre las autoridades públicas competentes y las 
organizaciones de empleados públicos acerca de las condicio-
nes de empleo, o de cualesquiera otros métodos que permi-
tan a los representantes de los empleados públicos participar 
en la determinación de dichas condiciones”.
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La interpretación del magistrado Urviola Hani implica que a pesar de que la 
Constitución reconoce y fomenta el derecho de negociación colectiva, en la me-
dida que el artículo 7 del Convenio 151 no la menciona expresamente sino que 
se refiere a “cualesquiera otros métodos” que permitan participar en la determi-
nación de las condiciones de empleo, entonces eso significa que los trabajado-
res públicos no tienen el derecho de negociación colectiva en forma plena, o que 
pueden tener menor negociación colectiva que lo dispuesto en el artículo 28 de la 
Constitución Política.

No obstante, como se han señalado en los fundamentos 140 y siguientes de 
la sentencia que comentamos, en Perú el derecho de negociación colectiva de los 
trabajadores públicos se sustenta principalmente en la Constitución (art. 28), y sub-
sidiariamente, en el Convenio 151. En nuestro caso el Convenio 151 solo puede 
complementar, ampliar, pero no puede restringir ni menoscabar. Esto es así en vir-
tud de que el artículo 19, párrafo 8, de la Constitución de la OIT dice, textualmente:

 “8. En ningún caso podrá considerarse que la adopción de 
un convenio o de una recomendación por la Conferencia, o la 
ratificación de un convenio por un Miembro, menoscabará 
cualquier ley, sentencia, costumbre o acuerdo que garantice a 
los trabajadores interesados condiciones más favorables que 
las que figuren en el convenio o en la recomendación”.

Como señala Nicolás Válticos, el objeto de los convenios es mejorar la con-
dición de los trabajadores y que estos tienen el carácter de normas mínimas. Por 
esta razón señala que:

 “Si un país que ratifica un convenio posee ya una legislación 
y una práctica más favorable a los trabajadores que el con-
tenido del convenio, esta ratificación no le obliga en absoluto 
a reducir el nivel de su legislación y de su práctica hasta los 
límites del convenio. Este no podría invocarse en ningún 
caso para apoyar la reducción de la protección existente en 
virtud de la legislación anterior” (4).

En otras palabras, si ya la Constitución reconoció y garantizó la negocia-
ción colectiva de los empleados públicos, por aplicación del Convenio 151 no 
se la puede menoscabar sustituyéndola por otras formas de participación que tal 
norma internacional ha establecido para países de menor desarrollo legal, pues en 

(4) VÁLTICOS, Nicolás. Derecho Internacional del Trabajo. Editorial Tecnos, Madrid, 1977, p. 478.
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nuestro caso el artículo 28.2. de la Constitución peruana ya reconoció con carác-
ter general el derecho de negociación colectiva para todos los trabajadores perua-
nos. Finalmente señalar que coincidimos con el criterio del Tribunal Constitucio-
nal que “nada impide que las partes, por iniciativa propia o por razones de conve-
niencia, puedan voluntariamente hacer uso de procedimientos distintos de la ne-
gociación colectiva, como lo sería la consulta con los resultados que ella propor-
ciona, la que sin embargo, en ningún caso puede excluir el uso de la negociación 
colectiva” (fundamento 160).

4. El principio de equilibrio presupuestal
La negociación colectiva en el Sector Público debe tener en cuenta el prin-

cipio de equilibrio presupuestal, establecido en el artículo 77 de la Constitución, 
que señala que el presupuesto asigna equitativamente los recursos públicos. Eso 
la diferencia de la negociación colectiva en el Sector Privado, pues las condicio-
nes de trabajo y empleo que se otorgan a los empleados públicos se financian con 
recursos de los contribuyentes y de la Nación. En consecuencia, concluye acerta-
damente el Tribunal, en que el principio de equilibrio presupuestal constituye un 
límite a la negociación colectiva.

No obstante, el Tribunal señala que la existencia del límite presupuestario 
“no puede llevar al extremo de considerar la negociación colectiva en la adminis-
tración pública como derecho vacío o ineficaz, puesto que una interpretación en 
ese sentido sería contraria a la concepción de la Constitución como norma jurídi-
ca” (fundamento 164).

A pesar de estas limitaciones el Tribunal Constitucional concluye muy bien 
señalando que “una interpretación adecuada y razonable de los artículos 28.2, 42, 
77 y 78 del texto constitucional y los Convenios 98 y 151 de la OIT, referidos al 
mecanismo de la negociación colectiva en el ámbito de la Administración Públi-
ca es aquella que permite o faculta a los trabajadores o servidores públicos la po-
sibilidad de discutir o plantear el incremento de las remuneraciones y otros aspec-
tos de naturaleza económica a través del mecanismo de la negociación colectiva, 
siempre que sea respetuosa del principio de equilibrio presupuestal”. Y a conti-
nuación añade el Tribunal que la expresión “condiciones de trabajo o condicio-
nes de empleo” incluye también los aspectos económicos de toda relación labo-
ral (fundamentos 165 y 166), criterio que ya fue adelantado en forma sucinta por 
la sentencia recaída en el caso de inconstitucionalidad de la Ley de Presupuesto 
(STC Exp. N° 3-2013 y otros, fundamento 62).
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5. La ausencia de regulación integral de la negociación colectiva
Finalmente, el Tribunal señala que existe una carencia normativa integral 

y que mientras el Decreto Legislativo N° 276 se limitó a prohibir la negociación 
con sus servidores, la Ley de Relaciones Colectivas del Sector Privado se apli-
ca a los trabajadores estatales únicamente del régimen de la actividad privada, en 
tanto que la Ley N° 30057, del Servicio Civil, formula algunas disposiciones so-
bre negociación colectiva, sin que se haya dispuesto una regulación integral de la 
negociación colectiva en el Sector Público.

Así, se señalan temas importantes que una ley de esa naturaleza debiera de 
cubrir:

a) Acceso a la información;

b) Intervención de autoridades públicas que tengan atribuidas respon-
sabilidades financieras;

c) Instancias gubernamentales competentes para participar en los pro-
cesos de negociación;

d) Niveles negociales: central, sectorial, e instancias específicas de las 
instituciones públicas individualmente consideradas (modelos cen-
tralizados, descentralizados y mixtos);

e) Principio de autonomía de las partes en el proceso negocial y marco 
legal que garantice el reajuste salarial de los trabajadores;

f) Previsiones y salvaguardas que se derivan del principio de equilibrio 
presupuestal; y,

g) Limitaciones excepcionales a la negociación colectiva.

Finalmente, el Tribunal deja expresado que el reajuste de las remunera-
ciones o compensaciones económicas de los servidores civiles no deba llevar-
se en forma exclusiva a través de la negociación colectiva, sino que el Estado 
como empleador puede adecuar los salarios al contexto económico-social del 
país, sin que sea contrario al principio de equilibrio presupuestal (fundamen-
to 193). Este es un criterio muy importante pues destaca la iniciativa que pue-
de tener el Estado para efectuar reajustes de remuneraciones teniendo en cuen-
ta la realidad nacional, sin que se vea imposibilitado por la existencia del dere-
cho de negociación colectiva.
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6. La vacatio sententiae
Con base en la omisión legislativa en materia de negociación colectiva en 

el sector público destacada ya con ocasión de la sentencia del 3 de setiembre de 
2015, sobre la inconstitucionalidad de la Ley de Presupuesto, el Tribunal reite-
ra la exhortación al Congreso de la República para que en el plazo que no podrá 
exceder de un año que empezará a contarse desde la primera legislatura ordinaria 
del periodo 2016-2017, emita la legislación pertinente conforme a lo que estable-
ció en la sentencia. A tal efecto, reiteró el establecimiento de un tiempo de vaca-
tio sententiae, lo que es reiterado en el punto 4 de la parte resolutiva, señalando 
que durante el plazo de un año se decreta esa vacatio del punto resolutivo 1.b a. 
1.i y el punto resolutivo 2 de la sentencia (que interpreta que la expresión “condi-
ciones de trabajo o condiciones de empleo” incluye también la materia remune-
rativa y otras materias con incidencia económica).

Consideramos que este es un aspecto criticable de la sentencia pues el 
Tribunal Constitucional no puede suspender el derecho de negociación colec-
tiva de los trabajadores del Sector Público hasta que el Congreso de la Repú-
blica, en el plazo de un año contado a partir del 27 de julio de 2016, expida 
la ley que regule la negociación pública para dicho sector. La libertad sindi-
cal y la negociación colectiva son derechos fundamentales que están inclui-
dos en la Constitución de la OIT y que deben ser respetados y cumplidos aún 
en los países que no han ratificado los Convenios 87 y 98. La Declaración de 
Principios y Derechos Fundamentales de la OIT comprende a la libertad sin-
dical y a la negociación colectiva, y en consecuencia, se trata de normas que 
están por encima del alcance de otras normas jurídicas positivas y no pueden 
ser suspendidas por ninguna autoridad en ejercicio de sus funciones, ni siquie-
ra por un Tribunal Constitucional.

Los derechos fundamentales son una serie de valores mínimos aplicables y 
exigibles con independencia del nivel de desarrollo del país. Esta necesidad gene-
ral implica la idea de armonización en el reconocimiento (al mismo nivel) de di-
chos principios de forma que se conviertan en derechos “mundializados”.

Por esto, la Declaración de la OIT antes indicada consideró que el creci-
miento económico debe ir acompañado de un mínimo de reglas de funcionamien-
to social fundadas en valores comunes, en virtud de las cuales los propios intere-
sados tengan la posibilidad de reivindicar una participación justa en las riquezas 
que han contribuido a crear.

Así, la OIT asumió el reto de intentar conciliar la preocupación por estimu-
lar los esfuerzos que todos los países dedican a lograr que el progreso social vaya 
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a la par con el progreso de la economía, por una parte, con la de respetar la diver-
sidad de situaciones, las posibilidades y las preferencias de cada país, por la otra.

En tal virtud, la Declaración de la OIT especifica cuatro categorías de prin-
cipios y derechos fundamentales:

a) La libertad de asociación y la libertad sindical y el reconocimiento 
efectivo del derecho de negociación colectiva;

b) La eliminación del trabajo forzoso u obligatorio;

c) La abolición efectiva del trabajo infantil; y,

d) La eliminación de la discriminación en el empleo y la ocupación.

En la medida en que tales principios responden a la idea de valores esen-
ciales, ocho convenios de la OIT han sido calificados por su Consejo de Admi-
nistración, como fundamentales para garantizar los derechos de quienes trabajan, 
independientemente del nivel de desarrollo de cada Estado Miembro. No obstan-
te, ello no implica que todos los demás instrumentos no contribuyan en mayor o 
menor medida al fomento y a la defensa de los derechos humanos. Fue así que la 
OIT declaró como fundamentales el Convenio sobre libertad sindical y la protec-
ción del derecho de sindicación, 1948 (núm. 87) y el Convenio sobre el derecho 
de sindicación y negociación colectiva, 1949 (núm. 98).

Hay que tener presente que son principios aplicables sin necesidad de rati-
ficación o adhesión. En efecto, aunque no hayan ratificado los Convenios califica-
dos como fundamentales, todos los miembros de la OIT tienen la obligación ante 
sí mismos y ante los compromisos adquiridos en tanto Estados Miembros de po-
ner en práctica los principios generales que originan estos derechos, en la medida 
en que estos son la expresión de unos valores que fueron aceptados al adherirse 
libremente a la Constitución de la OIT. Este es el mandato específico que fue es-
pecialmente confirmado en la Declaración de Principios y Derechos Fundamen-
tales en el Trabajo de 1998 de la OIT.

A diferencia de los Convenios, que una vez ratificados originan obligacio-
nes jurídicas específicas, la Declaración, por expresar normas del ius cogens in-
ternacional, no está sujeta a ratificación en la medida en que reafirma principios 
generales de aceptación universal.

En definitiva, en nuestra opinión, se trata de reglas del “ius cogens” interna-
cional, pues son principios que salvaguardan valores de importancia vital para la 
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humanidad y que corresponden a principios morales fundamentales(5). En efecto, 
los principios y derechos fundamentales en el trabajo reúnen los caracteres esen-
ciales del ius cogens:

a) Son normas aceptadas y reconocidas por la comunidad de Estados 
en su conjunto;

b) Son normas imperativas, es decir, no admiten pacto en contrario;

c) Solo puede ser modificada por otra norma de la misma jerarquía y 
fuerza vinculante;

d) Es una norma que pertenece al Derecho Internacional general, en 
tanto es aplicable a todos los Estados que componen la comunidad 
internacional; y,

e) Su violación por un Estado afecta a todos los demás. Las disposicio-
nes contrarias al ius cogens son nulas o terminan.

Con respecto a la primera característica, debe tenerse en cuenta que para la 
formulación e identificación de una norma del ius cogens, resulta decisiva la per-
cepción que se aprecia en función de un juicio de valor ampliamente compartido 
por los miembros de la sociedad internacional, aunque no necesariamente unánime.

Con respecto a la segunda característica, si bien las reglas del Derecho In-
ternacional son obligatorias, lo que significa que su violación constituiría un acto 
ilícito, las normas del ius cogens contienen un tipo específico de obligatoriedad, 
un plus respecto de la obligatoriedad normal de las reglas internacionales. Este 
consiste en el carácter ineluctable, en el cumplimiento irrefragable en cuanto los 
interesados y las partes tienen que ajustarse a esas normas y no pueden renunciar 
a su aplicación ni pactar excepciones. Por consiguiente, esas normas están por en-
cima de las voluntades de los sujetos de Derecho Internacional.

La prohibición de derogar, suspender o condicionar una norma del ius co-
gens encuentra su fundamento en que aquí no estamos simplemente ante una re-
nuncia individual de parte de un Estado a sus propios derechos, de los que puede 
disponer según sus propios intereses; sino que nos encontramos ante una norma 
que protege intereses colectivos de orden superior, comunes a todos los miembros 
de la comunidad internacional.

(5) Cfr. NOVAK TALAVERA, Fabián y GARCÍA-CORROCHANO MOYANO, Luis. Derecho Internacional 
Público. Tomo I, Pontificia Universidad Católica del Perú, Instituto de Estudios Internacionales, Fondo 
Editorial, Lima, 2000, p. 419 y ss.
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En el mismo sentido se expresa Sanguinetti cuando señala que estamos en 
una etapa en que los derechos fundamentales del trabajo se encuentran ya reco-
nocidos por la mayor parte de declaraciones internacionales de Derechos Huma-
nos y por las constituciones nacionales, “por lo que es posible entender que for-
man parte del ius cogens internacional(6).

Según Remiro Brotóns, la existencia de normas de ius cogens en el Dere-
cho Internacional resulta fundamental para la seguridad y estabilidad del Siste-
ma Internacional, en tanto constituyen la base constitucional de todo el ordena-
miento internacional(7).

En consecuencia, se trata de normas que están por encima del alcance de 
otras normas jurídicas positivas (incluso transnacionales como los tratados o las 
convenciones internacionales), vinculantes por ser esenciales y que no necesitan 
de la adhesión o ratificación de cualquier institución nacional, en cuanto son vá-
lidas por sí mismas.

De otra parte, desde el punto de vista semántico, fundamental es todo aque-
llo manifiesto, claro; que no se cuestiona. Por esto existen con carácter general 
y con independencia del grado de desarrollo de cada país. Así está entendido en 
el artículo 1 de la Declaración de la Conferencia Mundial de Derechos Humanos 
de Viena (1993):

“La comunidad internacional debe tratar los derechos fundamentales en ge-
neral de manera justa y equitativa, en pie de igualdad y dándoles a todos el mis-
mo énfasis. Debe tenerse en cuenta la importancia de las particularidades nacio-
nales y regionales, pero los Estados tienen el deber, sean cuales fueren sus sis-
temas políticos, económicos y culturales, de promover y proteger todos los de-
rechos humanos y libertades fundamentales”.

En consecuencia, desde nuestro punto de vista el Tribunal Constitucional 
podrá decretar la vacatio sententiae de sus sentencias en tanto no afecten derechos 
fundamentales en el trabajo, como la libertad sindical y la negociación colectiva.

En efecto, la ausencia de legislación sobre la materia no es un óbice para que 
se negocie y convenga cuando haya acuerdo directo entre las partes. El artículo 28 
de la Constitución es de carácter auto ejecutivo, no requiere de una legislación de 

(6) SANGUINETTI RAYMOND, Wilfredo. “Globalización, derechos fundamentales del trabajo y ciudada-
nía social”, multigrafiado, conferencia pronunciada el 21 de agosto del 2003, en el marco del Seminario 
“Constitución y derechos sociales”, organizada por la Sociedad Peruana de Derecho del Trabajo y de la 
Seguridad Social, p. 9.

(7) NOVAK TALAVERA, Fabián y GARCÍA-CORROCHANO MOYANO, Luis. Ob. cit., p. 429.
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desarrollo para su validez allí donde haya acuerdo. Es más la negociación colec-
tiva ha estado vigente en diversos países aún sin que exista una legislación que la 
autorice y regule. Allí donde exista voluntad de negociar y de llegar a un acuer-
do no se puede impedir a las partes que celebren los convenios colectivos que es-
tén dispuestos a celebrar.

Además, de conformidad con el artículo 204 de la Constitución vigente la 
sentencia del Tribunal que declara la inconstitucionalidad de una norma se publi-
ca en el diario oficial y “Al día siguiente dicha norma queda sin efecto”. El cita-
do artículo dice lo siguiente:

 “Artículo 204.- Sentencia del Tribunal Constitucional

 La sentencia del Tribunal que declara la inconstitucionalidad 
de una norma se publica en el diario oficial. Al día siguiente 
de la publicación, dicha norma queda sin efecto”.

 (…)

La vacatio dispuesta por el Tribunal implicaría continuar dando vigencia a 
las distintas partes de la Ley N° 30057 que prohibió la negociación de remunera-
ciones y otras condiciones económicas, lo que por el artículo 204 no es posible por 
haber quedado sin efecto. Ya fueron expulsadas del ordenamiento jurídico nacional.

7. Alcance general del régimen del Servicio Civil y sus excepciones
La sentencia del Tribunal ha declarado inconstitucional el primer párrafo 

de la Primera Disposición Complementaria Final de la Ley N° 30057 en el ex-
tremo que dispone la exclusión de la misma de diversas entidades estatales como 
el Banco Central de Reserva del Perú, el Congreso de la República, la Superin-
tendencia Nacional de Aduanas y de Administración Tributaria, entre otras. Así 
como también el tercer párrafo que excluyó a los obreros de los gobiernos regio-
nales y gobiernos locales.

Ha fundado la sentencia a este respecto en el sentido de que el objeto de la 
Ley N° 30057 es establecer un régimen único y exclusivo para las personas que 
prestan servicio en las entidades públicas del Estado (art. I de su Título Prelimi-
nar), y por tanto, toda exclusión debe estar razonablemente fundada en la espe-
cial naturaleza o la particularidad de la prestación del servicio. El Tribunal ha se-
ñalado que con excepción de los trabajadores de las empresas del Estado y los 
servidores sujetos a carreras especiales, no tiene la especial naturaleza o la par-
ticularidad requerida en relación con la prestación de servicios de los demás ser-
vidores civiles, de manera tal que sea indispensable o necesaria la regulación de 
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un tratamiento especial. Para el Tribunal la función de los servidores públicos a 
que se refiere la citada Disposición no son especiales como lo sería la prestación 
de servicios de los docentes de la carrera magisterial, los docentes universitarios, 
etc., ni tienen alguna particularidad como la tendrían la prestación de servicios de 
los profesionales de la salud, el personal de la Policía Nacional, etc., por lo que 
dicha exclusión resulta arbitraria e irrazonable, y por lo mismo, el precepto legal 
impugnado deviene en inconstitucional.

Este criterio que está en armonía con el derecho a la igualdad y a la no dis-
criminación no debería preocupar a ningún colectivo laboral en la medida en que, 
por una parte, todos los trabajadores de la Administración Pública cuentan ahora 
con un amplio e irrestricto derecho de negociar colectivamente sus remuneracio-
nes y condiciones de trabajo, en vista de lo resuelto por el máximo intérprete de 
la Constitución Política. Y de otra parte, los colectivos de trabajadores que no de-
seen acogerse al régimen del servicio civil tienen la libertad de no hacerlo, o de 
negociar a través de la negociación colectiva la forma en que podrían trasladarse.

Por otra parte, el Tribunal Constitucional no ha declarado la inconstitucio-
nalidad por conexión del artículo 44, e) que establece que los acuerdos suscritos 
en el proceso de negociación colectiva tienen un plazo de vigencia no menor de 
dos años. Este artículo es también inconstitucional, pues la duración de los conve-
nios colectivos o el plazo de vigencia de los mismos es un asunto de suma impor-
tancia en toda negociación colectiva y de acuerdo con el Convenio 98 de la OIT 
y de la doctrina establecida en su aplicación por sus órganos de control, es una 
materia que corresponde en primer término a las partes concernidas. Es la aplica-
ción del principio de voluntariedad que debe primar en toda negociación colecti-
va entre empleadores y trabajadores. Una ley no tiene por qué imponer un plazo 
de vigencia, sino que ello debe ser regulado por las partes. Además, esa es la tra-
dición negocial en aquellos sectores de la Administración Pública que sí han ne-
gociado, como el sector municipal y regional, así como diversas entidades estata-
les y empresas estatales que en un clima de armonía y cooperación han venido ne-
gociando colectivamente sus condiciones remunerativas y condiciones de trabajo.

Lima, mayo de 2015
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EL ROL INTERPRETATIVO DEL TRIBUNAL 
CONSTITUCIONAL: CONTENIDO MÍNIMO DE 
LA SENTENCIA DE INCONSTITUCIONALIDAD, 

COSA JUZGADA Y PRECEDENTE

PAUL PAREDES PALACIOS

I.  PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA: EL ROL INTERPRETATIVO 
DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL Y EL CONTENIDO MÍNIMO 
DE LA SENTENCIA DE INCONSTITUCIONALIDAD

El Tribunal Constitucional peruano resolvió la demanda de inconstitu-
cionalidad planteada contra diversos artículos de la Ley del Servicio Civil, Ley 
Nº 30057, de una manera singular. No expidió una sentencia1(1). El diario oficial 
El Peruano del 29 de mayo de 2014 publicaba la razón de relatoría –la comuni-
cación del relator del tribunal– la misma que daba cuenta que la causa bajo el Ex-
pediente Nº 00018-2013-PI/TC –la demanda de inconstitucionalidad– había sido 
votada por los seis magistrados integrantes del tribunal, pero sin llegar a elaborar 
un documento-sentencia. Asimismo, este refería –respecto de los votos– la exis-
tencia de una pequeña zona de coincidencia y una más amplia ausencia de con-
fluencias. Ante ello anunciaba las consecuencias de la ley aplicables en esa situa-
ción. Es el relator quien, luego de sumas y restas, declara fundada en parte la de-
manda e infundada en sus demás extremos. Junto con la razón del relator se pu-
blicaron, en dos documentos, los votos de los magistrados.

(1) Quiero con esto referirme a aquel documento que contiene, por lo menos, los antecedentes del caso, la 
fundamentación de la decisión y la decisión misma; presentados, por lo menos formalmente, como un 
todo con pretensión de congruencia.
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Uno con la firma de los magistrados Urviola Hani, Eto Cruz y Álvarez 
Miranda; y el segundo con la de los señores Mesía Ramírez, Vergara Gotelli y 
Calle Hayen:

 RAZÓN DE RELATORÍA

 La causa correspondiente al Expediente Nº 00018- 2013-PI/
TC ha sido votada por los magistrados Urviola Hani, Vergara 
Gotelli, Masía Ramírez, Calle Hayen, Eto Cruz y Álvarez 
Miranda, cuyos votos se acompañan. Se deja constancia que, 
de conformidad con el artículo 5 (párrafo primero) de la Ley 
Orgánica del Tribunal Constitucional, se ha alcanzado la ma-
yoría de votos necesaria para declarar FUNDADA EN PARTE 
la demanda y, en consecuencia, INCONSTITUCIONAL la 
expresión “o judicial” del segundo párrafo de la Cuarta 
Disposición Complementaria Transitoria de la Ley Nº 30057.

 En los demás extremos de la demanda, no se ha alcanzado los 
cinco votos en favor de la inconstitucionalidad de la norma 
impugnada, por lo que la demanda es INFUNDADA en di-
chos extremos, como prevé el segundo párrafo del artículo 5 
precitado.

 Lima, 21 de mayo de 2014

 ÓSCAR DÍAZ MUÑOZ Secretario Relator

Esta particular manera de resolver una demanda de inconstitucionalidad pro-
veniente del más alto tribunal peruano pone sobre el tapete algunos problemas. Uno 
primero formal es sobre el contenido mínimo que debe tener una sentencia en es-
tos casos. Pero, en este punto, lo más relevante no es tanto sobre las partes mínimas 
de una sentencia de inconstitucionalidad, sino en qué momento, o a partir de cuán-
do, existe sentencia. ¿Es suficiente que se sumen los votos para que un tercero –el 
relator o cualquier ciudadano– construya, por inferencia, la sentencia (o solo el fa-
llo) de inconstitucionalidad? ¿Es legítima, desde alguna perspectiva, la técnica del 
arme- usted-el-fallo? ¿Existe un deber del Tribunal Constitucional de elaborar una 
sentencia aun cuando esta sea declarando infundada la demanda? ¿Aun cuando pa-
rezca ocioso construir una sentencia que confirme la constitucionalidad de una ley, 
cuya constitucionalidad –valga la redundancia– se presumía desde antes del proceso?

Un segundo problema –que podría ser visto como la cara sustantiva del 
primero– tiene que ver con el rol del Tribunal Constitucional y sus límites.  
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El Tribunal Constitucional es el órgano de control de la Constitución(2) y esto deri-
va en dos consecuencias importantes: es el supremo intérprete de la Constitución(3) 
y el garante de la vigencia efectiva de los derechos constitucionales(4). Esto estaría 
significando que el quehacer ineludible del Tribunal Constitucional es interpretar 
(la Constitución, las leyes, las normas en general) positivamente, poniendo frente 
a la ciudadanía sus supremas interpretaciones(5). Supremas interpretaciones cuyo 
propósito no es la mera erudición sino la vigencia efectiva de los derechos consti-
tucionales. De ahí podría derivarse como un límite del Tribunal Constitucional el 
hecho que no podría interpretar o resolver por defecto u omisión. Esta exigencia 
surgiría, además, como una connotación sustancial al hecho de interpretar en un 
colegiado: el compromiso con las interpretaciones dadas y la necesidad de alcan-
zar consensos en un medio plural como lo es la sede del Tribunal Constitucional.

Cabe, finalmente, anotar un tercer problema con relación a los efectos ju-
rídicos de la técnica del arme-usted-el fallo. Estos efectos están referidos a dos 
instituciones: i) el precedente visto desde la perspectiva de la ratio decidendi, y  
ii) la cosa juzgada constitucional. El caso narrado muestra que no existe, en estric-
to, una sentencia que contenga la ratio decidendi que justifique el fallo, sino que 
solo existe el fallo, puesto por el relator, como una consecuencia ficta en aplica-
ción de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional(6). ¿Cabe dispensar las mis-
mas consecuencias tanto cuando hay sentencia expresa como cuando solo hay un 
fallo sin ratio decidendi que lo respalde?

¿En ambos casos opera la cosa juzgada? ¿Los jueces no pueden apartarse 
del texto de la ley aun cuando no existe ninguna ratio decidendi que seguir? Nue-
vamente me adentro en los campos del rol y los límites del Tribunal Constitucio-
nal al momento de resolver una demanda de inconstitucionalidad. Pero no desde 
una perspectiva meramente procedimental, sino argumentativa de lo que el Dere-
cho es en un Estado Constitucional(7) . Lo que quiero advertir es que si no se tiene 
claro los límites de la función interpretativa del Tribunal Constitucional se corre 

(2) Cfr. con el primer párrafo del artículo 201 de la Constitución.
(3) Cfr. con los artículos 1 de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional, Ley Nº 28301; y 1 del Reglamento 

Normativo del TC.
(4) Cfr., artículo II del Título Preliminar del Código Procesal Constitucional, Ley Nº 28237.
(5) Guastini (2014, p. 314) al referirse a los intérpretes de la Constitución dice: “Si el control de las leyes es 

concentrado, entonces solo el Tribunal Constitucional es intérprete ‘auténtico’ de última instancia de 
las normas constitucionales en cuestión”. Las comillas han sido agregadas por el autor.

(6) Vid., segundo párrafo del artículo 5 de la LOTC, Ley Nº 28301: “De no alcanzarse la mayoría calificada 
de cinco votos en favor de la inconstitucionalidad de la norma impugnada, el Tribunal dictará sentencia 
declarando infundada la demanda de inconstitucionalidad”.

(7) En este punto sigo las ideas del profesor Aguiló expuestas en su libro: Aguiló Regla. La Constitución 
del Estado constitucional.
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el riesgo de convertir sus decisiones en fetiches. Así, el riesgo es pasar de la mera 
autoridad del legislador, a la autoridad del Tribunal Constitucional.

Dos comentarios adicionales antes de pasar a desarrollar los problemas plan-
teados. La técnica del arme-usted-el- fallo no es una práctica usual del tribunal 
constitucional peruano, pero ciertamente ha sido una alternativa abierta cuando 
los consensos han sido difíciles. Esto mismo ha ocurrido –el mismo día del caso 
bajo análisis– con la resolución de la demanda de inconstitucionalidad contra la 
Ley del Servicio Militar(8) y también en procesos de amparo, digamos, difíciles(9). 
¿Es una conducta legítima? Considero que no y encuentro interesante dar las ra-
zones para negarle validez a estas prácticas.

Por otra parte, respecto del tema de fondo relacionado con el arme-usted-
el- fallo, este estuvo referido, centralmente, al derecho de negociación colectiva 
de los trabajadores del Sector Público en materia remunerativa. La ley impugnada 
–la Ley del Servicio Civil– negó este derecho. Una vez publicada la razón de re-
latoría la opinión mayoritaria(10) entendió que al estimarse infundada la demanda, 
ningún árbitro o juez podía, en adelante, inaplicarla, puesto que ya no cabía po-
ner en duda su constitucionalidad, a pesar de carecer, obviamente, de ratio deci-
dendi. Lo interesante del caso es que hace muy poco tiempo, el pasado 18 de se-
tiembre de 2015, se ha publicado en El Peruano la sentencia(11) que resuelve las 
demandas de inconstitucionalidad contra las leyes de presupuesto que reiterada-
mente venían negando –a igual modo que la Ley del Servicio Civil– el derecho 
a negociar colectivamente las remuneraciones en el Sector Público. El tribunal 
en esta sentencia ha declarado inconstitucional dicha prohibición y ha expuesto 
in extenso las razones de su decisión. Entre la publicación de la razón de relato-
ría (29 de mayo de 2014) que fictamente declara infundada la demanda en lo que 
respecta al derecho de negociación colectiva de los trabajadores del Sector Públi-
co y la publicación de la sentencia (18 de setiembre de 2015) que expresamente 
declara inconstitucional la prohibición de negociar remuneraciones ha transcurri-
do más de un año y se han sucedido diversos eventos cuya solución pasa por afir-
mar o negar, en ese lapso, la validez o no de la prohibición. El hecho de presentar 

(8) Cfr., Exp. Nº 00015-2013-PI/TC, publicado en El Peruano el 29 de mayo de 2014
(9) Cfr. con los casos Exp. Nº 02566-2012-PA/TC (sobre negociación colectiva en el Sector Público) y Exp. 

Nº 04617-2012-PA/TC (sobre inexigibilidad del cobro de tributos).
(10) En el medio de la doctrina laboral peruana resultaron representativas las opiniones de los profesores 

Carlos Blancas y Javier Neves quienes, de modo muy similar, consideraron que lo resuelto por los magis-
trados del Tribunal Constitucional constituía una sentencia y que, en consecuencia, desde ese momento 
los jueces y árbitros laborales se encontraban impedidos de hacer control difuso de la prohibición de 
negociar remuneraciones en el Sector Público. Más adelante regresaré sobre este punto.

(11) SSTC Exps Nºs 00003-2013-PI/TC, 00004-2013-PI/TC y 00023-2013-PI/TC.
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soluciones para los eventos sucedidos en dicho lapso muestra lo interesante que 
resulta este documento.

Planteados así los problemas mi tesis es que el derecho en un Estado Consti-
tucional como actividad argumentativa exige al Tribunal Constitucional interpretar 
explícitamente (positivamente) siempre, pues sus límites y el control ciudadano al 
que se somete responderán, siempre, a la corrección de las razones que exponga.

En la segunda parte utilizaré como criterio de contraste de mi tesis la opi-
nión de los profesores Blancas y Neves para quienes la razón de relatoría ano-
tada constituye una sentencia desestimatoria de la demanda de inconstitucionali-
dad y que ello implica, por tanto, de un lado, que la ley cuestionada es (definiti-
vamente) constitucional y, de otro lado, que ningún juez ni árbitro puede, en con-
secuencia, hacer control difuso de la misma.

Para el desarrollo central de la tesis, la tercera parte, abordaré los dos prime-
ros problemas anotados (el contenido mínimo de la sentencia y el rol del tribunal 
constitucional) de manera conjunta debido a que, como he señalado, cada uno re-
sulta siendo la cara de una misma moneda. La perspectiva formal de la sentencia 
del Tribunal Constitucional termina siendo delimitada por el rol (interpretativo) 
del Tribunal Constitucional y, a su vez, expresa los límites a los que se encuentra 
sometido el tribunal en un Estado Constitucional de Derecho. Para ello presenta-
ré, de un modo sumario, cómo es el proceso de inconstitucionalidad peruano. A 
continuación, analizaré los posibles contenidos mínimos de una sentencia de in-
constitucionalidad y abordaré el rol interpretativo del Tribunal Constitucional en 
un Estado Constitucional de Derecho. Luego, haré una presentación de la cosa 
juzgada constitucional y del precedente desde la perspectiva de la ratio decidendi.

Finalmente, en la conclusión del trabajo, expondré la propuesta de solución 
al problema (la tesis) a partir de hacer un contraste entre una posición formalis-
ta que ha sustituido el fetiche de la ley por el de la autoridad del Tribunal Consti-
tucional, y una posición que reclama el imperio de la razón como marco de legi-
timación del Tribunal Constitucional que le exige siempre poner sus razones en 
un documento-sentencia.

II.  ANÁLISIS Y EVALUACIÓN DE LAS ARGUMENTACIONES  
A FAVOR DE UNA SENTENCIA DE INCONSTITUCIONALIDAD 
FICTA Y DESESTIMATORIA

Al poco tiempo de haberse publicado la razón de relatoría recaída en el Ex-
pediente Nº 00018-2013-PI/TC circuló en el medio la opinión del profesor Carlos 
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Blancas Bustamante, exministro de trabajo. Según esta, a partir del día siguiente 
de su publicación los jueces y los árbitros ya no podían inaplicar la Ley del Servi-
cio Civil (LSC) en el extremo que prohibía el incremento de remuneraciones por 
negociación colectiva para los trabajadores del Sector Público. Esta es su posición:

 La sentencia expedida por el TC, en el caso materia del pre-
sente informe, tiene autoridad de “cosa juzgada” y vincula a 
todos los poderes públicos, de acuerdo a lo que establece el 
artículo 82 del Código Procesal Constitucional (en adelante, 
CPCO). El efecto de la sentencia que declara INFUNDADA 
la demanda de inconstitucionalidad consiste en confirmar la 
constitucionalidad de la norma impugnada, razón por la cual, 
a tenor de lo que indica el artículo VI del Título Preliminar 
del CPCO, los jueces no pueden dejar de aplicar dicha nor-
ma en los casos sujetos a su conocimiento. Ello significa que 
en este supuesto, los jueces ya no pueden ejercer el control 
difuso de constitucionalidad, previsto en el artículo 138 de la 
Constitución, toda vez que, en vía del control concentrado, el 
TC ha ratificado la constitucionalidad de la norma materia 
de la demanda de inconstitucionalidad. Por el mismo moti-
vo, los árbitros o tribunales arbitrales tampoco pueden ejer-
cer el control difuso y, en virtud de este, inaplicar la referida 
norma(12).

(...). En consecuencia, bajo los términos de la LSC, ahora confir-
mada por la sentencia del TC, no es legalmente posible que 
el órgano arbitral laude concediendo aumentos salariales ni 
otros beneficios de naturaleza económica(13).

 Conforme antes se indicó la STC Nº 00018-2013-PI/TC, es 
una sentencia firme, con autoridad de cosa juzgada respec-
to a las disposiciones de la LSC que fueron impugnadas en 
la demanda de inconstitucionalidad. Por consiguiente, ni los 
jueces ni los árbitros pueden inaplicar dichas normas, en 
vía de control difuso de constitucionalidad bajo sanción de 
nulidad en caso contrario. La existencia de otras demandas 
de inconstitucionalidad sobre la LSC no abre la posibilidad 

(12) BLANCAS BUSTAMANTE, Carlos (2012, párrafo 2).
(13) Párrafo 4.
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de una modificación de la mencionada sentencia, pues el TC 
solo podrá pronunciarse sobre aquellas disposiciones de la 
LSC que no fueron específicamente impugnadas en la deman-
da que dio lugar a esa sentencia(14).

En similar sentido ha opinado el profesor Javier Neves al resolver, en cali-
dad de árbitro unipersonal, la negociación colectiva del Sindicato de Trabajado-
res del Programa de Gobierno Regional de Lima Metropolitana. En el laudo del 
8 de noviembre de 2014(15) ha expresado lo siguiente:

38. No obstante [encontrar que la prohibición de los incrementos 
remunerativos por negociación colectiva es inconstitucional], 
en el presente caso existe un nuevo elemento a tomar en cuen-
ta. Nos referimos a la sentencia del Tribunal Constitucional 
publicada en el diario oficial El Peruano el 29 de mayo de 
2014, en razón a la demanda de inconstitucionalidad presen-
tada respecto a varios aspectos de LSC, entre ellos los referi-
dos a las restricciones en materia de negociación colectiva. 
El máximo intérprete de la constitución en sentencia recaída 
en el expediente Nº 00018-2013-PI/TC ha emitido su pronun-
ciamiento declarando fundada en parte la demanda (...).

 Agregando más adelante:

 En los demás extremos de la demanda, no se ha alcanzado 
los cinco votos en favor de la inconstitucionalidad de la nor- 
ma impugnada, por lo que la demanda es INFUNDADA en 
dichos extremos, como prevé el segundo párrafo del artículo 
5 precitado(16).

39. Es decir, la demanda fue declarada infundada respecto a las 
restricciones en materia de negociación colectiva contenidas 
en la LSC, por aplicación del segundo párrafo del artículo 5 
de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional, ante la au-
sencia de un voto calificado de los magistrados, y por tanto, 
la LSC ha quedado convalidada en dichos extremos por el 
Tribunal Constitucional.

(14) Párrafo 8.
(15) NEVES MUJICA, Javier (2014).
(16) Énfasis añadido por el autor.
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 Por lo que consideramos que al margen de la coherencia 
jurídica de dicho pronunciamiento, habiendo el Tribunal 
Constitucional, como máximo intérprete de la constitución, 
validado la constitucionalidad de la LSC, no es posible 
inaplicar dicha norma pues el lo iría en contra de la ga-
rantía del control de constitucionalidad y la seguridad de 
nuestro sistema jurídico. Solo un nuevo criterio del Tribunal 
Constitucional podría corregir lo establecido por este y 
no un fallo arbitral, a riesgo de crear una incoherencia 
jurídica.

Podríamos resumir la posición expresada por los dos profesores en los  
siguientes argumentos:

• Se afirma, sin mediar cuestionamiento, que nos encontramos ante 
una sentencia.

• Que dicha sentencia confirma, ratifica, convalida, la constituciona-
lidad de la norma impugnada, debido a que esta interpretación con-
forme proviene del máximo intérprete de la constitución.

• Que ni los jueces ni los árbitros pueden, en adelante, dejar de aplicar 
la ley y, por consiguiente, el control difuso (para conceder aumentos 
salariales) queda descartado bajo sanción de nulidad.

• Que la sentencia tiene calidad de cosa juzgada y su desobediencia 
afectaría la seguridad jurídica. Incluso –en la posición de Blancas– 
ni el tribunal constitucional podría decidir cosa distinta en otras sen-
tencias pendientes de emisión.

Llama la atención que ambos autores afirmen, de un lado, que nos encontra-
mos ante una sentencia (formal) y que este conlleva la convalidación o confirma-
ción de la constitucionalidad de la ley impugnada. Esta es, me parece, una posición 
formalista que ve en la razón de relatoría una formal sentencia y extrae de ella la 
convalidación de la constitucionalidad de la norma aun cuando, evidentemente, se 
trataría de una sentencia ficta o vacía. Y todas las consecuencias jurídicas no de-
rivan de la autoridad argumentativa de la sentencia (que es inexistente), sino de la 
mera autoridad de donde proviene –el tribunal constitucional– aun cuando este no 
haya dicho, en estricto, nada.

Claramente se puede apreciar que esta posición es opuesta a la que planteo 
en la presente tesis y, a su desarrollo, paso a continuación.
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III.  PROPUESTA DE SOLUCIÓN AL PROBLEMA DE LAS SENTEN-
CIAS FICTAS Y DESESTIMATORIAS DEL TRIBUNAL CONSTI-
TUCIONAL

Como he anunciado mi tesis es que el Derecho en un Estado Consti-
tucional como actividad argumentativa exige al Tribunal Constitucional in-
terpretar explícitamente (positivamente) siempre, pues sus límites y el con-
trol ciudadano al que se somete responderán, siempre, a la corrección de las 
razones que exponga. Para situar en perspectiva la propuesta haré una pre-
sentación breve del proceso de inconstitucionalidad peruano. Luego analiza-
ré los posibles contenidos mínimos de una sentencia de inconstitucionalidad 
y el rol interpretativo del Tribunal Constitucional en un Estado Constitucio-
nal de Derecho. Y de allí pasaré al estudio de la cosa juzgada constitucional 
y del precedente como ratio decidendi.

1. El proceso de inconstitucionalidad peruano

El proceso (o acción) de inconstitucionalidad en el Perú está regulado en el 
artículo 103 y, principalmente, en el Título V, De las garantías constitucionales, 
de la Constitución. También, en el Código Procesal Constitucional. La Ley Or-
gánica del Tribunal Constitucional(17) regula el funcionamiento de este importan-
te órgano y, entre otras disposiciones, establece el cuórum necesario para adoptar 
la declaración de inconstitucionalidad.

En líneas muy generales tenemos que, conforme al artículo 200.4 de 
la Constitución, la acción de inconstitucionalidad procede contra las normas 
con rango de ley que contravienen la Constitución ya sea por la forma o por 
el fondo. El artículo 103 precisa que el efecto de la declaración de inconsti-
tucionalidad de una norma con rango de ley es dejarla sin efecto, lo cual ocu-
rre, a tenor del artículo 204, al día siguiente de haber sido publicada la sen-
tencia en el diario oficial, sin tener efecto retroactivo. Asimismo, el artículo 
202 señala que su conocimiento corresponde al Tribunal Constitucional en 
instancia única(18).

(17) Ley Nº 28301 del 23 de julio de 2004.
(18) El artículo 81, primer párrafo, del Código Procesal Constitucional reitera estas ideas: “Las sentencias 

fundadas recaídas en el proceso de inconstitucionalidad dejan sin efecto las normas sobre las cuales se 
pronuncian. Tienen alcances generales y carecen de efectos retroactivos. Se publican íntegramente en 
el diario oficial El Peruano y producen efectos desde el día siguiente de su publicación”.
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Asimismo, para los fines del presente documento se tendrá presente dos dis-
posiciones del Código Procesal Constitucional: el artículo 82 que regula la cosa 
juzgada en los procesos de inconstitucionalidad y el artículo VI del Título Preli-
minar sobre el control difuso de constitucionalidad de las leyes.

El artículo 82 regula la cosa juzgada en los procesos de inconstituciona-
lidad señalando que cuando estas quedan firmes tienen autoridad de cosa juzga-
da, “por lo que vinculan a todos los poderes públicos y producen efectos genera-
les desde el día siguiente a la fecha de su publicación”. Agrega que la declarato-
ria de inconstitucionalidad de una norma impugnada por vicios formales no obs-
ta para que esta sea demandada ulteriormente por razones de fondo, siempre que 
se interponga dentro del plazo correspondiente.

Por su parte, el artículo VI del Título Preliminar precisa, ante la posi-
bilidad del control difuso que “los jueces no pueden dejar de aplicar una nor-
ma cuya constitucionalidad haya sido confirmada en un proceso de inconsti-
tucionalidad o en un proceso de acción popular. Agregando: “Los jueces in-
terpretan y aplican las leyes o toda norma con rango de ley y los reglamen-
tos según los preceptos y principios constitucionales, conforme a la interpre-
tación de los mismos que resulte de las resoluciones dictadas por el Tribu-
nal Constitucional”.

Finalmente, en cuanto al cuórum para formar sentencia que declara la 
inconstitucionalidad de una ley, el artículo 5 de la Ley Orgánica del Tribunal 
Constitucional exige cinco votos conformes. “De no alcanzarse la mayoría ca-
lificada de cinco votos en favor de la inconstitucionalidad de la norma impug-
nada, el Tribunal dictará sentencia declarando infundada la demanda de incons-
titucionalidad”.

2. Contenido mínimo de una sentencia de inconstitucionalidad y el rol  
interpretativo del Tribunal Constitucional
Es una obviedad afirmar que el contenido formal mínimo de una sentencia 

de inconstitucionalidad (y de cualquier sentencia) es tripartito y que está con-
formado por: i) los antecedentes del caso, ii) la fundamentación de la decisión  
y iii) el fallo (la decisión o decisum) presentados como un todo con preten-
sión de congruencia. Esta, podría decirse, constituiría la forma común, ordi-
naria o típica de confeccionar una sentencia. Subyacen a esta forma dos ideas 
que considero son tributarias del rol interpretativo del Tribunal Constitucional 
desde la perspectiva argumentativa del derecho: la idea de consenso mayori-
tario sin la cual no podría pasarse a elaborar la sentencia, y la de proyección 
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de corrección del Derecho para casos futuros que legitima al tribunal y a los 
jueces del caso futuro(19).

Un modelo detallado del contenido de la sentencia de inconstitucionalidad 
lo encontramos en México(20) . En ese ordenamiento se consignan hasta seis par-
tes, de entre las cuales, cabe resaltar la quinta según la cual la sentencia ha de con-
tener “los puntos resolutivos que decreten el sobreseimiento, o declaren la vali-
dez o invalidez de las normas generales o actos impugnados, y en su caso la abso-
lución o condena respectivas, fijando el término para el cumplimiento de las ac-
tuaciones que se señalen”(21). Para decidir la causa sobre normas generales (con 
alcances generales) se requiere una mayoría de ocho votos (de once), de lo con-
trario se “declarará desestimadas dichas controversias”(22). De la desestimación 
de la inconstitucionalidad de una ley, no se sigue que la ley sea, en consecuencia, 
constitucional y, por tanto, de obligatorio cumplimiento erga omnes. Solo cuan-
do la decisión es tomada por la mayoría de ocho votos entonces, allí sí, “las razo-
nes [la ratio decidendi] contenidas en los considerandos que funden los resoluti-
vos de las sentencias aprobadas por cuando menos ocho votos, serán obligatorias 
para las Salas, Plenos de Circuito, tribunales unitarios y colegiados de circuito, 
juzgados de distrito, tribunales militares, agrarios y judiciales del orden común de 

(19) Esta idea de legalità futura la he encontrado expuesta por Taruffo (2008, p. 207) al exponer sobre el 
modelo angloamericano de corte suprema.

(20) Para ilustrarme sobre el modelo mexicano he seguido el libro de: Brage Camazano, Joaquín. La acción 
de inconstitucionalidad. México, D.F: UNAM, Instituto de Investigaciones Jurídicas, 1998, Instituto de 
Investigaciones Jurídicas Nº 191. En especial los capítulos segundo, la acción de inconstitucionalidad 
como instituto procesal para el control abstracto de la constitucionalidad, y el quinto, el proceso de la 
acción de inconstitucionalidad.

(21) México regula las controversias constitucionales y las acciones de inconstitucionalidad en el artículo 
105 de su Constitución. El artículo 41 de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del artículo 105 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos es la norma que con gran detalle señala 
las partes de la sentencia en esos casos:

 ArtÍculo 41. Las sentencias deberán contener:
I. La fijación breve y precisa de las normas generales o actos objeto de la controversia y, en su caso, 

la apreciación de las pruebas conducentes a tenerlos o no por demostrados;
II. Los preceptos que la fundamenten;
III. Las consideraciones que sustenten su sentido, así como los preceptos que en su caso se estimaren 

violados;
IV. Los alcances y efectos de la sentencia, fijando con precisión, en su caso, los órganos obligados a 

cumplirla, las normas generales o actos respecto de los cuales opere y todos aquellos elementos 
necesarios para su plena eficacia en el ámbito que corresponda. Cuando la sentencia declare la 
invalidez de una norma general, sus efectos deberán extenderse a todas aquellas normas cuya 
validez dependa de la propia norma invalidada;

V. Los puntos resolutivos que decreten el sobreseimiento, o declaren la validez o invalidez de las 
normas generales o actos impugnados, y en su caso la absolución o condena respectivas, fijando 
el término para el cumplimiento de las actuaciones que se señalen;

VI. En su caso, el término en el que la parte condenada deba realizar una actuación.
(22) Cfr. con el segundo párrafo del artículo 42 de la Ley Reglamentaria citada.
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los Estados y del Distrito Federal, y administrativos y del trabajo, sean estos fe-
derales o locales”(23). Por otra parte, cabe recordar que México, también reconoce 
a sus jueces el control difuso de constitucionalidad de las normas(24).

Colombia(25), por otro lado, no regula con detalle el contenido de la sen-
tencia de inconstitucionalidad pero deja en claro que esta está compuesta por dos 
partes: i) los considerandos y ii) las decisiones(26). Estas partes son, además, inelu-
dibles, porque todas las decisiones se toman por mayoría de votos, y el consenso 
mayoritario para adoptarlas es necesario. Por ello: “[c]uando no se reúna la ma-
yoría necesaria, volverán a discutirse y votarse los puntos en que hayan disentido 
los votantes”(27). Al igual que México y Perú, Colombia reconoce a sus jueces la 
facultad de ejercer el control difuso sobre las normas(28).

El ordenamiento peruano, como hemos visto al presentar el proceso de in-
constitucionalidad, no recoge un contenido determinado de la sentencia de incons-
titucionalidad lo cual no obsta, por cierto, para acoger el contenido mínimo tri-
partito indicado precedentemente. Es evidente que si se consiguen los votos sufi-
cientes a favor de la inconstitucionalidad de una norma, habrá sentencia. El pro-
blema surge cuando no se alcanzan los votos para la declaración de inconstitu-
cionalidad y, en consecuencia, se presenta la alternativa de a) elaborar una sen-
tencia que exponga las razones por las cuales la norma es constitucional; o b) de-
sestimar la demanda directamente ante la constatación de la falta de votos para 
disponer lo contrario. Esto último es lo que sucede con la técnica que he llamado 
arme-usted-el- fallo.

La técnica del arme-usted-el fallo da pie, entonces, a un contenido menor. 
Según esta –como se puede apreciar en la razón de relatoría copiada al inicio– 
el contenido mínimo pero suficiente de una sentencia de inconstitucionalidad que 
desestima la demanda sería el fallo, el decisum. En este caso no hay consenso,  

(23) Vid., artículo 43 de la Ley Reglamentaria. 
(24) Véase al respecto los artículos 51 III, 52 III, 54 II y 55 II - III de la Ley Orgánica del Poder Judicial de 

la Federación.
(25) Para mejor entender el modelo colombiano me ha resultado ilustrativa la Sentencia C-113/93 de la Corte 

Constitucional (1993), que resolvió la demanda de inconstitucionalidad planteada sobre ciertos artículos 
del Decreto 2067 de 1991, norma reguladora de los procedimientos ante la Corte Constitucio

(26) El artículo 14 del Decreto 2067 de 1991, Por el cual se dicta el régimen procedimental de los juicios y 
actuaciones que deban surtirse ante la Corte Constitucional señala que los considerandos de la senten-
cia son aprobados por la mayoría de los miembros de la Corte Constitucional asistentes a las sesiones; 
mientras que las decisiones son adoptadas por la mayoría de sus miembros.

(27) Vid., artículo 15 del Decreto 2067.
(28) Así conforme al artículo 4 de su Constitución: “La Constitución es norma de normas. En todo caso de 

incompatibilidad entre la Constitución y la ley u otra norma jurídica, se aplicarán las disposiciones 
constitucionales. (...)
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ni siquiera para afirmar la constitucionalidad de la norma impugnada. Evidente-
mente tampoco podría hablarse de una proyección motivada (la ratio decidendi ) 
hacia casos futuros o reguladora de la decisión del resto de órganos jurisdiccio-
nales. En estricto, tampoco hay un fallo puesto por el tribunal, sino un fallo ficto  
–infundada la demanda– derivado de la circunstancia de no haberse alcanzado los 
votos suficientes. Es posible, también, pensar en un caso en que el tribunal se li-
mitase, ante la falta de consenso, a declarar simple y llanamente infundada la de-
manda. En ambos casos nos encontraríamos con una sentencia sin ratio deciden-
di. Una sentencia vacía. La explicación de este modo de proceder podría encon-
trarse en el siguiente razonamiento:

1. La ley (P) es constitucional o inconstitucional;

2. La ley (P) no ha sido declarada inconstitucional;

3. Entonces, la ley (P) es constitucional(29).

Sin embargo, considero que este razonamiento incurre en una falacia: del 
hecho que la ley (P) no haya sido declarada inconstitucional, de ahí no se sigue 
necesariamente que sea constitucional. Esto no niega, por cierto, la presunción de 
constitucionalidad de las leyes. Porque, justamente, todas las leyes gozan de esta 
presunción sin necesidad de pasar por un proceso de inconstitucionalidad. Todas 
las leyes son, presuntamente, constitucionales. Y las leyes sobre las que recae una 
sentencia vacía que se limita a desestimar la demanda, mantienen la misma presun-
ción, pero no podría afirmarse que, por haber pasado por un proceso de inconsti-
tucionalidad, ahora son necesariamente constitucionales. Solo así cobra sentido el 
artículo VI del Título Preliminar del Código Procesal Constitucional cuando pre-
cisa que los jueces no pueden dejar de aplicar una norma cuya constitucionalidad 
haya sido confirmada en un proceso de inconstitucionalidad.

La idea de consenso y de proyección de las decisiones a futuros casos per-
mite concluir que la técnica del arme-usted-el-fallo es ilegítima en el contexto de 
un Estado Constitucional de Derecho porque no da razones. El fallo ficto hace ho-
menaje a una posición formalista que vacía de contenido al rol interpretativo del 
Tribunal Constitucional. Justamente en los casos difíciles, aquellos que requieren 
un mayor despliegue argumentativo y justificatorio de las decisiones terminarían 
siendo resueltos por la inactividad del Tribunal. La falta de consenso sería la mejor 

(29) Otro modo de presentarlo sería recurriendo a la falacia de la afirmación del consecuente: 1. Si la ley (P) 
es constitucional, entonces la demanda es infundada. 2. La demanda es infundada. 3. Entonces, la ley 
es constitucional.
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forma de enfrentar un caso difícil, polémico, controversial y rehuir al rol de supre-
mo intérprete de la Constitución. Pero esta técnica es, finalmente, el resultado de 
la más floja de las interpretaciones que podría darse a la norma del consenso ma-
yoritario contenida en el artículo 5 de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucio-
nal. Esta norma establece que “ [d]e no alcanzarse la mayoría calificada de cinco 
votos en favor de la inconstitucionalidad de la norma impugnada, el Tribunal dic-
tará sentencia declarando infundada la demanda de inconstitucionalidad”. Entre 
la alternativa de admitirse i) la sentencia ficta o ii) o la sentencia expresa, el rol 
interpretativo del Tribunal Constitucional, sin duda, lleva a optar por la segunda.

3. La cosa juzgada
Siguiendo la definición de cosa juzgada que nos da Montero Aroca esta es 

“un vínculo de naturaleza jurídico-público que obliga a los jueces a no fallar de 
nuevo lo ya decidido”(30). Consistente con esta idea básica de cosa juzgada tene-
mos los incisos 2 y 13 del artículo 139 de la Constitución peruana. El inciso 2 se-
ñala que es principio y derecho de la función jurisdiccional que ninguna autori-
dad “pued[a] dejar sin efecto resoluciones que han pasado en autoridad de cosa 
juzgada, (...), ni modificar sentencias(...)”. Lo cual se traduce en, inciso 13: “La 
prohibición de revivir procesos fenecidos con resolución ejecutoriada (...)”. que, 
de otro modo, implicaría dejar sin efecto o modificar sentencias firmes.

El concepto de cosa juzgada nos remite a dos consecuencias: la irrevoca-
bilidad de la sentencia firme(31); y, la ineficacia de una segunda decisión (de cual-
quier autoridad) dirigida a alterar o anular la primera.

La irrevocabilidad de la sentencia firme significa, en primer lugar, su eje-
cución. La autoridad de la cosa juzgada determina la firmeza de la decisión y, por 
consiguiente, su eficacia directa e inmediata será la ejecución de esta. En ese sen-
tido, en el caso de la acción de inconstitucionalidad, el primer párrafo del artículo 
82 del Código Procesal Constitucional concluye que, por la autoridad de la cosa 
juzgada, la sentencia firme vincula a todos los poderes públicos y produce efec-
tos generales desde el día siguiente a la fecha de su publicación. ¿En qué se tra-
duce esto en concreto? Dependiendo del sentido de la declaración de inconstitu-
cionalidad de la norma impugnada nos encontraremos en una de las siguientes 
dos posibilidades:

(30) MONTERO AROCA, Juam (2005, p. 121).
(31) Una sentencia resulta firme cuando el sistema procesal ya no admite su impugnación o bien, admitién-

dola, no lo ha sido dentro del plazo establecido. En el caso de la acción de inconstitucionalidad, al ser 
tramitada en instancia única, la sentencia del Tribunal Constitucional es firme, sin perder de vista que 
podría ser revisada en una instancia supranacional como la Corte Interamericana de Derechos Humanos.
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1. Fundada la demanda: cuando la sentencia declara la inconstitucio-
nalidad de la norma impugnada. Ello significa la expulsión de la 
norma del sistema jurídico peruano. La deja sin efecto. La anula. 
En este caso la norma deja de existir a partir del día siguiente de la 
publicación de la sentencia en el diario oficial. El hecho de que la 
norma deje de existir por haberse declarado su inconstitucionalidad 
va a incidir de dos modos:

a) Ninguna autoridad y, en particular, ningún juez, podría resol-
ver una causa futura apoyándose en la norma derogada; y,

b) Los autores de la norma legal expulsada, por ejemplo, el 
Congreso, resultarían constreñidos en sus facultades legisla-
tivas en tanto no podrían impulsar una norma idéntica a la 
dejada sin efecto por inconstitucional. Podrían hacerlo, pero, 
lo previsible sería que el Tribunal Constitucional la interprete 
del mismo modo que su homóloga.

2. Infundada la demanda: cuando la sentencia no declara la in-
constitucionalidad de la norma y, por tanto, la norma permanece 
en el sistema jurídico. Cabe aquí, sin embargo, distinguir dos 
escenarios:

a) Cuando la sentencia declara [expresamente] la constituciona-
lidad de la norma y, al hacerlo, confirma su validez constitu-
cional. Esta declaración de conformidad implica la afirmación 
o puesta de una o más lecturas conformes de la ley respecto 
de la Constitución y, subsecuentemente, la negación de las 
lecturas no conformes. En este escenario la sentencia si bien 
desestima la demanda contiene un conjunto de directivas para 
interpretar o aplicar la ley conforme a la Constitución. Es de-
cir, contiene un precedente, una ratio decidendi, en tanto la 
lectura conforme que surge de la sentencia [es decir, la in-
terpretación que da el Tribunal Constitucional] vincula a to-
dos los poderes públicos(32). Esta es, además, a mi entender, 

(32) Por otra parte, esta idea del precedente (aunque así no lo llame y se distinga del precedente llamado 
vinculante) también está recogida en el tercer párrafo del artículo VI del Título Preliminar del Código 
Procesal Constitucional cuando dispone: “Los jueces interpretan y aplican las leyes o toda norma con 
rango de ley y los reglamentos según los preceptos y principios constitucionales, conforme a la inter-
pretación de los mismos que resulte de las resoluciones dictadas por el Tribunal Constitucional”.
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la correcta interpretación del artículo 5 de la Ley Orgánica 
del Tribunal Constitucional cuando dispone que, ante la falta 
de votos para declarar inconstitucional la norma, “el Tribunal 
dictará sentencia declarando infundada la demanda de in-
constitucionalidad”. Es decir, no solo hay necesidad de emitir 
sentencia cuando se declara inconstitucional la norma impug-
nada, sino también cuando se declara infundada la demanda 
porque solo así se confirma su constitucionalidad.

b) Cuando no se alcanzan los votos para declarar la inconsti-
tucionalidad de la norma y, además, los magistrados no re-
dactan la sentencia desestimatoria. En ese caso el problema 
se presentará por el valor y significado que se le asigne a la 
razón de relatoría que dé cuenta de este suceso. En un caso 
así propiamente no hay sentencia, salvo que se entienda que 
esta puede ser ficta. La demanda será infundada [la norma 
subsiste], pero la sentencia (ficta) no contiene las razones de 
su constitucionalidad y, por consiguiente, su validez constitu-
cional no es confirmada. No hay nada, no hay decisión (sal-
vo las respetables opiniones de los magistrados) que ponga, 
afirme o revele cuál es o cuáles son las lecturas conformes de 
la ley respecto de la Constitución. En este escenario no hay 
precedente, no hay ratio decidendi.

La irrevocabilidad de la sentencia firme significa, en segundo lugar, su pre-
servación. Su eficacia directa ataca la validez de un segundo proceso idéntico al 
anterior, preservando la definición de la primera decisión. Un proceso idéntico a 
otro es aquel, a decir del Código Procesal Civil(33), en el cual las partes, el petito-
rio y el interés para obrar son los mismos. Esta exigencia necesita ser modulada 
en el caso de la acción de inconstitucionalidad considerando los efectos generales 
de la sentencia que, por tanto, excede el ámbito de las partes. Así, en una acción 
de inconstitucionalidad habrá identidad de procesos cuando uno segundo conten-
ga el mismo petitorio que uno anterior concluido, ya sea porque las razones de 
fondo, o los vicios formales propuestos son los mismos(34).

(33) Véase el artículo 452 del CPC.
(34) Recordemos que la Constitución (art. 200.4) habilita la acción de inconstitucionalidad por razones de 

forma o de fondo. Por ello el tercer párrafo del artículo 82 del Código Procesal Constitucional dispone: 
“La declaratoria de inconstitucionalidad o ilegalidad de una norma impugnada por vicios formales no 
obsta para que esta sea demandada ulteriormente por razones de fondo, siempre que se interponga dentro 
del plazo señalado en el presente Código”.
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La ineficacia del segundo proceso tiene sentido, en la acción de inconsti-
tucionalidad (considerando su alcance general) cuando el primer proceso deses-
timó la demanda y se busca, en uno segundo, insistir en la inconstitucionalidad 
de la norma. Desde la mirada de la preservación de la decisión firme, una prime-
ra utilidad de esta será la de ayudar a identificar los petitorios idénticos. ¿Cuán-
do un petitorio es idéntico a otro? En nuestro ordenamiento se distingue entre ra-
zones de fondo y vicios de forma. Con lo cual no habrá identidad de petitorios 
(no habrá cosa juzgada) si el primer proceso atacó solo los vicios formales y, el 
segundo proceso, se fundamenta en razones de fondo. Pero tampoco habrá peti-
torios idénticos si las disposiciones concretas impugnadas difieren de un proce-
so a otro, aun cuando en ambos procesos lo alegado sean razones de fondo o vi-
cios de forma. Un asunto de difícil respuesta sería aquel que distinguiese los pe-
titorios a partir de los argumentos de impugnación opuestos: ¿existiría identidad 
de petitorios si a pesar de tratarse de la misma disposición impugnada las razones 
opuestas son distintas? La respuesta más sencilla sería sostener que sí existe iden-
tidad, aun cuando en estricta lógica no lo serían. Justamente para evitar ese deba-
te es que la sentencia del Tribunal Constitucional debería ser lo suficientemente 
exhaustiva como para agotar todos los posibles argumentos de inconstitucionali-
dad de la norma impugnada.

Ahora bien, considerando que la cosa juzgada constitucional no puede equi-
pararse simple y llanamente a la institución del proceso civil cabe preguntarse si 
en el caso de la sentencia ficta (donde no habría en estricto una sentencia, sino 
solo la consecuencia de desestimar la demanda y no expulsar la norma impugna-
da) se produce también el paso a cosa juzgada. Y entonces, si nos apoyamos en el 
formalismo (la sentencia ficta) y la mera autoridad del Tribunal Constitucional, 
entonces tendríamos que concluir afirmativamente; por el contrario, si conside-
ramos que debido al rol interpretativo del Tribunal Constitucional siempre se re-
quiere la expedición de una sentencia que contenga las razones que le dan susten-
to (ratio decidendi ) entonces no haría pase a cosa juzgada y el cuestionamiento 
de inconstitucionalidad podría plantearse nuevamente.

4.  El precedente sustentado en la ratio decidendi y el control difuso
La figura del precedente que quiero resaltar es la que proviene de la doctri-

na del stare decisis(35) según la cual la decisión de un (alto) tribunal vincula, por 

(35) Stare decisis et non quieta movere. Sobre el stare decisis como pilar del Common Law resulta intere-
sante la presentación del profesor van Caenegem (2011). “Algunos dicen que [la jurisprudencia] tiene la 
ventaja de la certeza, debido al stare decisis: si una corte ha decidido en cierto sentido respecto de un 
caso, no cambiará esa interpretación del Derecho para otra persona si un caso similar se presenta. Es 
cierto que este concepto solía ser considerado un principio sagrado del Common Law y que los jueces 
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las razones allí expuestas, a otros tribunales (posteriores o de inferior jerarquía) 
cuando resuelven un caso semejante.

Mientras que la cosa juzgada es la decisión definitiva que vincula a las par-
tes (y, en el caso de la acción de inconstitucionalidad, su alcance excede al de las 
partes procesales por ser general), el precedente o jurisprudencia (de observancia 
obligatoria) es el criterio o razón que sirve para resolver un caso diferente en tan-
to dicha razón es la misma para la solución del segundo caso. Así, por ejemplo, 
si el Tribunal Constitucional dice que la lectura correcta de determinada disposi-
ción es equis, entonces, los otros órganos jurisdiccionales cuando resuelvan una 
causa diferente (pero en la que corresponde aplicar la misma disposición) debe-
rán usar el mismo criterio o razón.

Esto es particularmente interesante en lo que se refiere al control difuso(36). 
Si la norma impugnada fue expulsada del sistema jurídico el problema (posterior) 

se encontraban tan comprometidos con esta certeza, que estaban dispuestos a sacrificar a la justicia 
y la equidad en su altar: era mejor respetar un precedente injusto, e incluso absurdo, en nombre de 
la seguridad jurídica, pues si los jueces comenzaran a ignorar precedentes o incluso a derogarlos, 
uno de los pilares del Common Law, posiblemente el más importante de ellos, sería demolido. Es bajo 
esta luz que uno puede entender la decisión tomada por la Casa de los Lores a finales del sigo XIX de 
considerarse limitados por su vinculación a sus propios precedentes. Sin embargo, no todos los jueces 
están de acuerdo con este punto de vista; algunos alegan que la justicia debe siempre prevalecer sobre 
la certeza o que, como lo puso uno de ellos en el siglo XVII, un juez no debe respetar un precedente 
errado porque eso significaría “causarle un daño a todo hombre que tuviera una causa similar, por 
el hecho que se le causó un daño a otro anteriormente”. Ya se ha señalado que Lord Denning fue un 
gran partidario de este enfoque, y que la Cámara de los Lores cambió en 1966 su posición y ahora se 
siente en la capacidad de revertir sus propios precedentes. Puede ser que el hecho que (algunas) cortes 
ya no se consideren vinculadas a precedentes que en nuestro tiempo son considerados injustos, incluso 
cuando parecieron perfectamente justos en el momento en el que fueron establecidos por primera vez, 
sea una victoria para la justicia y la flexibilidad, pero es un duro golpe para la certeza. En muchos 
casos, por supuesto, el principio de stare decisis sigue siendo la regla general, pero uno no puede estar 
absolutamente seguro que la Corte no derogará el precedente por alguna razón que en este momento 
considera imperativa. Es desconcertante encontrar que una escuela del pensamiento elogia a la juris-
prudencia por su certeza, mientras que otra lo hace por su flexibilidad (este último punto es enfatizado 
particularmente por los adversarios de la codificación). Las cosas tampoco se hacen más fáciles por el 
hecho que algunos jueces consideren, como se ha señalado anteriormente, que rara vez es difícil sortear 
un precedente cuando este parece representar un obstáculo para una sentencia que consideran deseable. 
La siguiente cita de Lord Denning le dará al lector algo respecto de lo cual pensar: “La verdad es que 
el Derecho es incierto (...) nadie puede decir cuál es la interpretación correcta del Derecho hasta que 
la Corte la decide. Los jueces efectivamente crean Derecho todos los días, incluso cuando parece una 
herejía admitirlo”. (...).” (van Caenegem, 2011, pp. 141-14).

(36) Guastini (2014, p. 315) lo presenta del siguiente modo: “Si, por el contrario, el control sobre las leyes 
es difuso, entonces, en principio, todo juez es competente para aplicar las normas consti- tucionales 
en cuestión. A pesar de esto, siempre que el control difuso se combine con el principio de common 
law del precedente vinculante ‘vertical’, como sucede (por ejemplo) en los Estados Unidos, el tribunal 
supremo dispone prácticamente del mismo poder que un tribunal constitucional. En efecto, incluso si, 
en principio, una decisión suya de inconstitucionalidad produce solo efectos inter partes, válidos solo 
para la controversia específica en la que es pronunciada, su interpretación de la constitución es al mismo 
tiempo vinculante para los jueces inferiores, que estarán por tanto obligados a considerar también el 
los inconstitucional la ley declarada inconstitucional por la Corte Suprema”. (Las comillas pertenecen 
al autor).
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del control difuso no existe porque simplemente la norma, al quedar sin efecto, 
anulada, ya no podría ser aplicada. Pero, si la norma no fue expulsada ¿podrían 
los jueces realizar control difuso?

Al respecto, el segundo párrafo del artículo VI del Título Preliminar del Có-
digo Procesal Constitucional dispone que:

Los jueces no pueden dejar de aplicar una norma cuya constitucionalidad 
haya sido confirmada en un proceso de inconstitucionalidad o en un proceso de 
acción popular.

Esta disposición merece dos interpretaciones: la primera según la cual la 
confirmación de la constitucionalidad puede ser expresa o ficta; y la segunda que 
solo admite la confirmación expresa de constitucionalidad. La confirmación ex-
presa ocurre, como hemos visto, cuando el Tribunal Constitucional pone, afirma 
o revela las razones de constitucionalidad de la norma; mientras que la confirma-
ción ficta se produciría cuando no se alcanzan los votos suficientes para formar 
sentencia estimatoria y la demanda de inconstitucionalidad es declarada infunda-
da sin contener, por tanto, ninguna ratio decidendi. Ya he señalado que esta al-
ternativa responde a una interpretación equivocada del artículo 5 de la Ley Orgá-
nica del Tribunal Constitucional; sin embargo, es una práctica que se ha venido 
dando y, por consiguiente, corresponde darle una respuesta que reivindique el rol 
interpretativo del Tribunal Constitucional.

Entre ambas lecturas debemos optar por aquella interpretación que mejor 
maximice los principios y valores constitucionales y, en consecuencia, cabe re-
chazar aquella que admite la confirmación ficta pues, en ese caso, la confirma-
ción termina siendo una fórmula vacía que no contiene ninguna razón o motivo 
de corrección de la norma impugnada. Si bien la norma se reputa existente y no 
sale del ordenamiento jurídico, ello no implica que sea válida (que sea conforme 
con la Constitución), pues justamente no se ha expresado ninguna razón que con-
firme su validez constitucional. Si nos preguntásemos ¿qué ha confirmado el tri-
bunal? ¿Qué criterio de validez ha expuesto?

¿Cuáles son las directrices a observar en futuros casos? ¿Cuál es el prece-
dente? La respuesta es sencillamente nada, ninguna.

Desde esta perspectiva los jueces no pueden dejar de aplicar una nor-
ma cuando su constitucionalidad ha sido confirmada expresamente por el 
Tribunal Constitucional, en tanto lo que aplica el juez para resolver las cau-
sas son esas razones (la ratio decidendi) que le dan un determinado signifi-
cado a las normas.
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En otras palabras, cuando la demanda de inconstitucionalidad es declarada 
infundada sin procederse, luego, a elaborar una sentencia en su debida forma, no 
se produce la confirmación de validez de la norma, no hay precedente y, por con-
siguiente, los jueces ordinarios (civiles, laborales, etc.) se encuentran habilitados 
para efectuar el control de constitucionalidad de las leyes y exponer las razones 
de validez (o invalidez) de las normas. De este modo, si bien la norma se mantie-
ne vigente, en el caso concreto futuro puede ser inaplicada por el juez ordinario 
que recién, en esa oportunidad, presenta las razones de validez o invalidez de las 
normas, lo cual es propio del Estado Constitucional de Derecho.

Desde la mirada del Estado Constitucional de Derecho por contraposición 
al Estado Legislativo de Derecho el sistema jurídico gira en torno a la Constitu-
ción y los principios y valores que recoge. Una diferenciación que, en consecuen-
cia, se hace necesaria es aquella que distingue entre vigencia y validez de la nor-
ma(37). Una norma es vigente cuando ha sido producida conforme a las pautas se-
ñaladas en el ordenamiento. Su efecto práctico es su eficacia, es decir, que resulta 
exigible y “debe ser aplicada como un mandato dentro del Derecho(38)”.

Ahora bien –dice Rubio– “[p]uede por tanto suceder que una norma vi-
gente, y por tanto eficaz, tenga algún vicio jurídico que debiera conducir a que 
no sea aplicada. Para evitar la eficacia, esto es, la exigibilidad de una norma ju-
rídica vigente porque atenta contra el Derecho, debemos recurrir al concepto de 
validez”(39). Así, una norma legal para ser válida debe guardar coherencia y com-
patibilidad con los principios y valores constitucionales cuyo control correspon-
de a los jueces, a través del control difuso, o al Tribunal Constitucional mediante 
la acción de inconstitucionalidad, y ello exige, expresar, afirmar, poner, revelar, 
las razones de la validez o invalidez. Lo contrario, la decisión vacía, caería en la 
arbitrariedad (y el autoritarismo) de la sin razón.

Asimismo, debe tenerse presente que el control de constitucionalidad (con-
centrado o difuso) recae sobre las normas y no sobre las disposiciones en el sen-
tido siguiente:

(37) El Tribunal Constitucional lo dice del siguiente modo en la STC Exp. N° 00014-2003-AI/TC, funda- 
mento 15, segundo párrafo:

 “Desde esta perspectiva, la validez de una norma jurídica puede ser formal y material. Es válida for-
malmente cuando el proceso de su producción se ajusta al Derecho vigente que determina el iter de 
formación de esa norma jurídica, esto es, que haya sido emitida por el órgano competente y a través del 
procedimiento establecido. En tanto que es válida materialmente cuando su contenido es compatible 
y coherente con otras normas de rango superior dentro del ordenamiento jurídico”. Segundo párrafo, 
fundamento 15, STC Exp. Nº 00014-2003-AI/TC.

(38) RUBIO CORREA, Marcial. (2005, p. 9).
(39) Ídem. 
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La disposición es el texto o “conjunto de palabras que integran un de-
terminado precepto legal(40)”; mientras que el enunciado normativo o norma es 
“la significación que se le asigna(41)”. Ferrer Mac-Gregor y Sánchez Gil, en la  
página 257 expresan esta consideración en los siguientes términos:

“El objeto del litigio constitucional son las normas y no las disposiciones 
legales, o, más claramente: las posibles interpretaciones de estas.

En él se controvierte la validez del texto, pero a través de la eficacia que 
adquiera por su interpretación, supuestamente transgresora de las normas consti-
tucionales –o sea, del significado que se dé a ese parámetro de control–. Lo que 
contraviene la Constitución es el significado que se otorgue a la disposición, no 
su fórmula textual, porque esta no puede tener vida práctica si no es interpretada”.

Si la tarea de interpretación del Tribunal Constitucional consiste en desen-
trañar y poner el significado normativo de la disposición impugnada, cuando no 
lo hace, por ejemplo, por no elaborar, en debida forma, una sentencia desestima-
toria, no surge entonces un significado normativo, no hay precedente, no hay ra-
tio decidendi y no hay, por tanto, nada que otro órgano jurisdiccional deba obe-
decer bajo el argumento de la fuerza del precedente (que no tiene, que, en estric-
to, no existe)(42).

5. El control difuso y la STC Exp. N° 02132-2008-PA/TC
Como se ha visto el segundo párrafo del artículo VI del Título Preliminar 

del Código Procesal Civil manda a los jueces ordinarios a observar inexorable-
mente la norma cuya constitucionalidad haya sido confirmada en el respectivo 
proceso constitucional.

En la STC Exp. N° 02132-2008-PA/TC el Tribunal Constitucional estable-
ció los criterios para aplicar el control judicial difuso(43). No dijo, de manera clara 

(40) FERRER MAC-GREGOR, Eduardo y SÁNCHEZ GIL, Rubén. (2009, p. 257).
(41) Ídem.
(42) Emilio Garrote llama la atención en la diferencia (muchas veces desapercibida) entre aplicar e interpretar 

una ley. Él nos dice que:
 “El juez a la hora de determinar lo justo para el caso concreto mediante la aplicación de la ley, no solo la 

aplica sino que además la debe interpretar. Independiente del tiempo y talento invertido en la producción 
de normas claras y unívocas, muchas normas jurídicas admiten más de una lectura. Como bien señala 
Hernán Hormazábal: “Cuando un juez aplica un precepto legal a un caso concreto, previamente lo ha 
de interpretar. No puede haber aplicación sin una previa interpretación”. La inaplicabilidad implica un 
juicio de constitucionalidad respecto de la aplicación de un precepto legal al caso particular, lo que se 
traduce necesariamente en un enjuiciamiento de la interpretación de la norma” (Garrote Campillay, 
2012, pp. 416-417).

(43) Allí estableció los siguientes criterios:
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y distinta, si la confirmación de constitucionalidad exige declaración expresa o si 
da lo mismo que sea ficta como cuando la demanda es declarada infundada y no 
se elabora la sentencia desestimatoria y no existe, por tanto, un pronunciamiento 
sobre las directivas de validez de la norma impugnada.

Sin embargo, podría concluirse que sí considera la necesidad de pronuncia-
miento expreso en dos párrafos: en el párrafo 21, cuando alude a la necesidad de 
verificar la inexistencia de un pronunciamiento previo del Tribunal Constitucio-
nal “cuya validez haya sido confirmada por este Tribunal en el seno de un con-
trol abstracto de constitucionalidad”; y, en el párrafo 26, donde exige al juez or-
dinario verificar si la norma legal es manifiestamente incompatible con la Cons-
titución, lo cual solo sería innecesario cuando exista pronunciamiento expreso de 
las razones de constitucionalidad de la norma impugnada.

IV. CONCLUSIÓN

La tesis que vengo sosteniendo es que al Tribunal Constitucional le corres-
ponde el deber de interpretar las normas impugnadas explícitamente (positivamen-
te) siempre. Sin excusas. Así, la posibilidad de la sentencia ficta debe ser descartada.

Para llegar a esta conclusión parto de una posición pacífica y muy exten-
dida según la cual el rol sustancial, la razón de ser del Tribunal Constitucional es 
–valga el pleonasmo– interpretar la Constitución. Es su supremo intérprete(44). Y 
esta suprema interpretación debe ser, además, en clave de garante de la vigencia 
efectiva de los derechos constitucionales(45).

Parece obvio, en consecuencia, que esa tarea interpretativa la realiza el 
Tribunal Constitucional al expedir sus sentencias. El Tribunal Constitucional no 

1. Verificación de la existencia de una norma autoaplicativa o que el objeto de impugnación sea un 
acto que constituya la aplicación de una norma considerada inconstitucional;

2. Relevancia del control de la ley respecto de la solución del caso;
3. Identificación de un perjuicio ocasionado por la ley;
4 Verificación de la inexistencia de pronunciamiento previo del Tribunal Constitucional respecto de 

la constitucionalidad de la ley objeto de control;
5. Búsqueda de otro sentido interpretativo que pueda salvar la disposición acusada de inconstitucio-

nalidad; y,
6. Verificación de que la norma a inaplicarse resulta evidentemente incompatible con la Constitución 

y declaración de inaplicación de esta al caso concreto.
(44) Cfr. con los artículos 1 de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional, Ley Nº 28301; y 1 del Reglamento 

Normativo del TC.
(45) Cfr. artículo II del Título Preliminar del Código Procesal Constitucional, Ley Nº 28237.
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absuelve consultas de los poderes públicos o de los particulares, sino que resuel-
ve casos declarando derecho, ya sean con efecto solo entre las partes (p. ej. en 
una acción de amparo), o erga omnes (como en las acciones de inconstituciona-
lidad). Es claro, entonces, que esas decisiones tienen que ser explícitas porque es 
imperativo que el Tribunal comunique las razones que justifican su decisión. De 
lo contrario, su decisión sería arbitraria.

A pesar de la claridad –y obviedad– de lo dicho, en el caso de las decisio-
nes de inconstitucionalidad –aun cuando su importancia es incuestionable– este 
no ha sido el modo corriente de obrar, tal como da cuenta el caso expuesto desde 
el inicio: en los procesos de inconstitucionalidad en los que no se llegó a formar 
una sentencia estimatoria de la inconstitucionalidad, tampoco se consiguió con-
feccionar una sentencia desestimatoria que, en consecuencia, confirme –con ra-
zones– la constitucionalidad de la norma impugnada.

Al parecer, este modo de obrar afirmando la existencia de sentencias fictas 
que desestiman las demandas de inconstitucionalidad se origina en la aplicación 
de una lógica procesal muy evidente, al punto de constituirse en una perogrulla-
da: si una demanda es declarada fundada es porque su pretensión ha sido afirma-
da en juicio, en caso negativo, será infundada. Si aplicamos esta misma lógica al 
proceso de inconstitucionalidad tendríamos que la demanda será fundada si la pre-
tensión de inconstitucionalidad de la ley es afirmada por el Tribunal Constitucio-
nal, de lo contrario, será infundada.

Pero aquí encuentro en un error. La validez de la lógica procesal se susten-
ta en el carácter binario de la decisión judicial. Un juez en cualquier proceso, o 
afirma la pretensión (fundada la demanda), o la niega. Pero ningún juez emite una 
sentencia ficta. No hay ningún caso judicial en que la decisión del juez sea ficta 
por falta de convencimiento sobre la pretensión deducida en juicio. Toda decisión 
judicial –afirmando o negando la pretensión– es expresa.

Por tanto, cuando al proceso de inconstitucionalidad se aplica lisa y llama 
la lógica binaria del proceso civil se incurre en una falacia. En el proceso de in-
constitucionalidad no cabe aplicar la lógica binaria porque existe una tercera po-
sibilidad: la falta de consenso para estimar la demanda. En consecuencia, del he-
cho que la demanda sea considerada infundada no necesariamente se sigue, que la 
norma impugnada, sea constitucional. Como ocurre en el caso mexicano.

Esta falacia, a su vez, termina apoyando una posición formalista, vacía y me-
ramente autoritativa del Tribunal Constitucional. Un tribunal que no se legitima en 
sus razones, sino en las consecuencias de sus silencios. Pero su silencio, no pue-
de ser considerado una decisión porque, por lo menos desde su rol interpretativo, 
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para que sea una decisión esta debe tener una entidad positiva, concreta. Tiene 
que ser un decir derecho.

Asimismo, si se admitiese como válido el actuar silencioso del Tribunal 
Constitucional ¿para qué habría proceso de inconstitucionalidad? Afirmar o ne-
gar la constitucionalidad de una ley tiene que ser una actuación positiva porque, 
de lo contrario, no existiría ninguna diferencia entre una norma impugnada y una 
no impugnada. Si una norma es impugnada por inconstitucionalidad, sin duda, nos 
remite a un caso difícil. Es obvio que no todas las normas se impugnan, sino solo 
un grupo muy pequeño. Es, por tanto, un caso que, por diferentes razones, genera 
discrepancias que merecen un pronunciamiento claro, tanto para afirmar o confir-
mar su constitucionalidad como, evidentemente, para negarla. Así, dejar el caso 
sin resolver expresamente es una irresponsabilidad y una claudicación del rol in-
terpretativo, pero además, un homenaje al Estado legalista porque, al margen de 
la presunción de constitucionalidad de las leyes, resulta que la constitucionalidad 
de las mismas sería confirmado sin que haya pronunciamiento alguno. Y así, la 
ley sería constitucional no por su conformidad con el ordenamiento, sino simple-
mente porque es la ley. Pero para eso no era necesario un proceso de inconstitu-
cionalidad porque, ya lo sabemos, toda ley se presume constitucional.

Una última reflexión. Como lo anticipé, el caso materia de análisis fue re-
suelto con el silencio del Tribunal Constitucional y la posición mayoritaria de la 
doctrina entendió que las normas que prohibían el incremento de remuneracio-
nes vía la negociación colectiva en el Sector Público resultaban siendo constitu-
cionales y ningún juez o árbitro podía, en adelante, inaplicarlas. Recientemente, 
el pasado 18 de setiembre de 2015, el Tribunal Constitucional ha publicado una 
sentencia(46) en la cual declara inconstitucional dicha prohibición y ha expuesto  
in extenso las razones de su decisión.

En consecuencia, parece claro que en la interpretación del derecho a la ne-
gociación colectiva de los trabajadores del Sector Público corresponde tener pre-
sente la ratio decidendi expuesta en esta última sentencia.

(46) STC Exps. Nºs 00003-2013-PI/TC, 00004-2013-PI/TC y 00023-2013-PI.
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NEGOCIACIÓN COLECTIVA EN 
EL SECTOR PÚBLICO ¿Y LA LEY SERVIR?

Comentarios a la Sentencia del Caso 
“Ley de Presupuesto Público”(1)

JAIME ZAVALA COSTA
Ex ministro de Trabajo

La sentencia emitida en el Caso Ley de Presupuesto Público, constituye uno 
de los más trascedentes pronunciamientos que el Tribunal Constitucional (TC) ha 
expedido en materia laboral dentro de la última década, dada su trascendencia po-
lítica y económica. A través de ella se ha declarado la inconstitucionalidad de la 
prohibición de la negociación colectiva para incrementos salariales del Sector Pú-
blico, que se venían repitiendo en las leyes anuales de presupuesto. Comprende 
las leyes de presupuesto del sector público para el año fiscal 2013 (directamen-
te cuestionada en la demanda) y las del 2014 y 2015 (por conexión y por reflejar 
una “situación de hecho inconstitucional”).

Apoyándose en la Constitución Política, en los tratados internacionales de 
la OIT y en su propia jurisprudencia, el TC ha resuelto que las leyes que sustraen 
el contenido económico de la negociación colectiva del Sector Público son incons-
titucionales. “La negociación colectiva es el principal instrumento para la armoni-
zación de los intereses contradictorios de las partes en el contexto de una relación 
laboral, precisa el máximo intérprete de la Constitución. En ese sentido, dentro del 
respeto del orden público constitucional, la Constitución impone al Estado el de-
ber de fomentar la negociación colectiva y promover formas de solución pacífica 

(1) Artículo publicado originalmente en el diario Gestión, el día 22 de setiembre de 2015.
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de los conflictos laborales. Al lado de esas tareas de fomento y estímulo, al Estado 
también le corresponde la obligación constitucional de asegurar y garantizar que 
los convenios aprobados tengan fuerza vinculante en el ámbito de lo concertado”.

Sin embargo, el Tribunal entiende (y así lo dice expresamente) que pueden 
imponerse restricciones de orden presupuestario en esas negociaciones colectivas, 
en virtud del principio de equilibrio y legalidad presupuestales. Estos límites, re-
fiere el Colegiado, serán admisibles cuando tenga lugar una circunstancia excep-
cional. Es decir, siempre que sean razonables, proporcionales (que no desnatura-
licen la esencia de ese derecho) y sujetas a criterios de temporalidad.

Es importante remarcar que el TC ha decretado la vacatio sententiae de la 
inconstitucionalidad de lo resuelto sobre la prohibición para incrementos salaria-
les de los trabajadores de la Admiración Pública, lo que significa que sus efectos 
quedan en suspenso, hasta que se dicte la “futura ley de desarrollo de la negocia-
ción colectiva en el Sector Público”, que el Tribunal exhorta al Congreso a apro-
bar dentro de la legislatura 2016-2017.

Es claro que la sentencia comentada refuerza la posición de las organizacio-
nes sindicales en el Sector Público y promoverá, qué duda cabe, la negociación co-
lectiva de los trabajadores estatales. Se viene, pues, un nuevo esquema de relacio-
nes laborales dentro del Estado, donde las condiciones de trabajo y empleo com-
prenderán también la posibilidad de que entre trabajadores y empleadores se al-
cancen acuerdos relacionados con el aumento de remuneraciones y otro beneficios.

Además, la decisión adoptada por el TC coloca dos puntos importantes en 
el escenario nacional. En primer lugar, introduce el tema laboral en la agenda po-
lítica. Las discusiones sobre la mencionada “futura ley de desarrollo de la nego-
ciación colectiva en el Sector Público”, puede constituir una coyuntura favorable 
para tratar otros asuntos en ese ámbito, como la pendiente Ley General de Trabajo.

En segundo lugar, como quiera que hay otra ley –Ley del Servicio Civil– 
contra la cual se han presentado seis demandas de inconstitucionalidad, por con-
tener reglas que imposibilitan negociar aumentos salariales, podemos avizorar que 
esas restricciones también serán declaradas inconstitucionales y, por ende, se ga-
rantizará la negociación colectiva en el sector. El nuevo rumbo de las relaciones 
colectivas de trabajo en el Estado ya está en marcha.
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HACIA UN NUEVO RUMBO EN LA NEGOCIACIÓN 
COLECTIVA DEL SECTOR PÚBLICO(1)

JAIME ZAVALA COSTA(2)

Equipo de Solución de Conflictos Colectivos   
de Trabajo de Ferrero Abogados(3)

La sentencia emitida en el caso Ley de Presupuesto Público es una de las 
más importantes que el Tribunal Constitucional (en adelante, TC) ha expedido en 
materia laboral dentro de la última década, por su trascendencia política, econó-
mica y social. A través de ella, se ha declarado la inconstitucionalidad por el fon-
do de las prohibiciones absolutas al contenido económico de la negociación co-
lectiva de la Administración Pública.

La decisión adoptada por el TC ofrece una solución definitiva a las li-
mitaciones que se venían repitiendo anualmente en las leyes de presupuesto. 
A nuestro entender, su alcance comprende tres grupos en cuestión: las leyes de 
presupuesto de los años 2012 y 2013 (directamente cuestionadas en la deman-
da de inconstitucionalidad), las del 2014 y 2015 (por conexión, dado que a la 
fecha del pronunciamiento ya habían sido promulgadas) y perfila, como se verá 
más adelante, el desarrollo de una futura ley, cuya aprobación ha sido ordena-
da al Poder Legislativo.

En el presente artículo presentamos, sucintamente, algunos de los temas 
más destacados que se abordan en esta sentencia que, a nuestro juicio, rediseña 

(1) Artículo publicado originalmente en la revista Análisis Laboral de AELE, en setiembre de 2015.
(2) Socio principal del Equipo de Solución de Conflictos Colectivos de Trabajo de Ferrero Abogados.
(3) El Equipo de Solución de Conflictos Colectivos de Trabajo de Ferrero Abogados, se encuentra confor-

mado por los doctores Lidia Vílchez Garcés, Luis Mendoza Legoas, Katy Noriega Góngora y Claudia 
Cermeño Durand.
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el rumbo –de ahora en adelante– de la negociación colectiva de los trabajadores 
del Sector Público.

I. LAS LIMITACIONES AL CONTENIDO ECONÓMICO DE LA  
NEGOCIACIÓN COLECTIVA EN EL SECTOR ESTATAL

Como reconoce la doctrina(4) la negociación colectiva en el sector estatal 
no tiene el mismo desarrollo que en el Sector Privado. La negociación colectiva 
con el Estado es mucho más joven, al punto que solo un grupo de países la admite 
abiertamente. De hecho, el reconocimiento de este derecho suele darse de mane-
ra parcial (se le imponen diversos límites) y, en otras experiencias, en vez de ne-
gociación colectiva, se aplican mecanismos similares a ella.

En el caso peruano, la negociación colectiva en el Sector Público ha esta-
do sujeta a diversas restricciones legislativas, a pesar de su reconocimiento como 
derecho efectivo por parte del máximo intérprete de la Constitución, desde hace 
casi una década. En efecto, en un caso anterior, el TC ya había postulado que:

 “(…) para una adecuada interpretación del ejercicio del dere-
cho a la negociación colectiva de los servidores, conforme 
a la Cuarta Disposición Final y Transitoria de la Constitución, 
debemos tener presente el Convenio N° 151 de la OIT rela-
tivo a la protección del derecho de sindicación y los proce-
dimientos para determinar las condiciones del empleo en la 
administración pública”(5).

(El énfasis es añadido)

Siguiendo esta línea jurisprudencial, en la sentencia materia de comentario 
el TC reitera el reconocimiento del derecho de negociación colectiva a los que la-
boran en entidades públicas, distinguiendo sus particularidades respecto de la que 
involucra a las relaciones laborales del Sector Privado:

 “(…) no es inconstitucional, por afectación del principio de 
igualdad, que el legislador establezca un régimen jurídico 

(4) Vid. ERMIDA, Óscar. “América Latina: tendencias de la negociación colectiva en las empresas del 
Estado”. En: Negociación Colectiva en las empresas del Estado. Asociación Laboral para el Desarrollo, 
Lima, 1989, pp. 16-17.

(5) Fundamento número 52 de la Sentencia recaída en el Exp. N° 008-2005-PI/TC, caso “Ley Marco del 
Empleo Público”.
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diferenciado según el proceso de negociación, y que la ma-
terialización de los acuerdos colectivos comprenda a los tra-
bajadores del ámbito privado o, en cambio, a los servidores 
públicos”(6).

(El énfasis es añadido)

De este modo, y sin perjuicio de lo indicado en los votos singulares(7), el TC 
–como órgano colegiado– ha ratificado que el derecho a la negociación colectiva 
también asiste a los servidores públicos. Sin embargo, ello –qué duda cabe– tam-
bién viene implícitamente reconocido en las propias leyes de presupuesto cues-
tionadas pues, de otro modo, no podrían proponerse restricciones.

Los impedimentos para negociar aspectos económicos en las peticiones co-
lectivas que formulen los trabajadores estatales, se han materializado a través de 
diversas y sucesivas normas, de similar tenor, insertas dentro de cada ley de pre-
supuesto. Conforme se recordará, aquellas pueden sintetizarse en los siguientes 
puntos:(8)

a) Se prohibió que las entidades de todos los niveles de gobierno adop-
ten reajustes, incrementos de remuneraciones, bonificaciones y cua-
lesquiera otros ingresos de corte económico.

b) Se impidió la aprobación de nuevos beneficios económicos (de cual-
quier índole).

c) Se pretendió extender el mandato a los arbitrajes en los que parti-
cipen empresas estatales o entidades públicas, ordenando que los 
árbitros que resuelvan las controversias apliquen las normas presu-
puestarias en forma absoluta.

(6) Fundamento número 52 de la Sentencia recaída en el Exp. N° 008-2005-PI/TC, caso “Ley Marco del 
Empleo Público”.

(7) Por tanto, discrepamos respetuosamente de lo expresado por los magistrados Sardón de Taboada y Urviola 
Hani, quienes en su voto singular (caso Ley de Presupuesto Público) sostienen que a los trabajadores 
de la Administración Pública no les correspondería el derecho de negociación colectiva, toda vez que 
el artículo 42 no prevé expresamente dicho derecho (como sí ocurre con la sindicación y la huelga).

 Este razonamiento, además de contradecir la jurisprudencia del propio TC, es falaz, toda vez que, de 
seguirse esa línea argumentativa, podría concluirse (equivocadamente) que a las relaciones colectivas 
del Sector Público no le son aplicables los límites al derecho de huelga o la fuerza vinculante de los 
convenios colectivos (que sí están previstos en el artículo 28 de la Constitución, mas no lo están dentro 
del artículo 42).

(8) Consúltese: el artículo 6 de las respectivas Leyes N°s 29951, 29812, 30114 y 30281.
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Precisamente, la controversia gira en torno a las limitaciones al contenido 
económico de la negociación colectiva en las recientes leyes anuales del presu-
puesto público. El reconocimiento efectivo de la negociación colectiva en el sec-
tor estatal no es el debate central, sino cómo ponderar dicha garantía con el equi-
librio presupuestal del Estado.

Sin embargo, antes de abordar cómo el TC se ha aproximado a la contro-
versia central, consideramos pertinente apuntar que, en el presente caso, el cole-
giado ha zanjado la discusión de si el Estado podía negociar únicamente condi-
ciones de empleo y condiciones de trabajo, o también incrementos remunerati-
vos. Nuestra legislación interna ha venido manejando ambos conceptos, sin defi-
nirlos con claridad, al punto que se llegó a interpretar que “la negociación colec-
tiva [en el Sector Público] solamente puede referirse a la mejora de las compen-
saciones no económicas o condiciones de trabajo (…)”(9). Por su lado, el Conve-
nio OIT Núm. 151, sobre las relaciones de trabajo en la Administración Pública –
ratificado por el Perú– tampoco contribuyó a dilucidar la discusión pues tan solo  
se refiere a las “condiciones de empleo” en la negociación colectiva.

Pues bien, en el panorama indicado, el TC ha precisado que los conceptos alu-
didos son equiparables y, además, comprenden el incremento de remuneraciones. 
Así, el TC señaló que “(…) el concepto ‘condiciones de trabajo y empleo’ com-
prende la posibilidad de que entre trabajadores y empleadores se alcancen acuerdos 
relacionados con el incremento de remuneraciones”(10) (el énfasis es añadido).

II. NEGOCIACIÓN COLECTIVA VS. EL PRINCIPIO DE EQUILI-
BRIO PRESUPUESTAL

Los problemas centrales abordados en sentencia del TC materia de comen-
tario, se resolvieron de esta manera:

a) Se evidenció que la legislación sobre presupuesto público carecía de com-
petencia formal para prohibir, eficazmente, el incremento remunerativo 
mediante negociación colectiva o arbitraje.

b) En cuanto al fondo, el TC consideró injustificada a la intensidad de las pro-
hibiciones absolutas al contenido económico de la negociación colectiva y 
arbitraje dentro de la Administración Pública.

(9) Informe Técnico N° 5888-2014-SERVIR/GPGSC, de fecha 15 de setiembre de 2014.
(10) Fundamento número 52 de la Sentencia recaída en el Exp. N° 008-2005-PI/TC, caso “Ley Marco del 

Empleo Público”.
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La construcción de este razonamiento nos remite –irremediablemente– al 
test de proporcionalidad y, específicamente, al juicio de ponderación entre dere-
chos fundamentales que existen en ambos extremos del debate, a saber: (i) por 
un lado, el derecho a la negociación colectiva; y (ii) del otro, los derechos funda-
mentales conexos al principio de equilibrio presupuestario o estabilidad econó-
mica del Estado.

Pese a que la sentencia no hace referencia explícita al referido test, no 
cabe duda de que el razonamiento expuesto en la sentencia da cuenta de ello. 
Frente a los derechos fundamentales en conflicto, el TC ha considerado como 
inconstitucionales a las disposiciones que terminaban “vaciando de conteni-
do” al derecho de negociación colectiva. De esta manera, se reconoce que este 
derecho –independientemente del régimen laboral a los que estén adscritos– tie-
ne la importante función de componer los intereses y conflictos cuando el Esta-
do actúa como empleador.

 “(…) la negociación colectiva es el principal instrumento para 
la armonización de los intereses contradictorios de las partes 
en el contexto de una relación laboral. En ese sentido, dentro 
del respeto del orden público constitucional, la Constitución 
impone al Estado el deber de fomentar la negociación co-
lectiva (…). Al lado de estas tareas de fomento y estímulo, al 
Estado también le corresponde la obligación constitucio-
nal de asegurar y garantizar que los convenios aprobados 
tengan fuerza vinculante en el ámbito de lo concertado”(11).

(El énfasis es añadido)

En el orden de ideas, el TC afirma que la disponibilidad presupuestaria es 
un límite natural a la extensión del contenido de una negociación pues, un incre-
mento pactado en una entidad pública, no puede llegar a ser capaz de generar un 
desbalance en alguna entidad. No obstante ello, desestima que dicho principio jus-
tifique la exclusión de los temas salariales de los contenidos de la negociación co-
lectiva del Sector Público.

Apoyándose en la Constitución(12) en la normativa internacional de la 

(11) Fundamento número 52 de la Sentencia recaída en el Exp. N° 008-2005-PI/TC, caso “Ley Marco del 
Empleo Público”.

(12) Artículos 42 y 28 de la Constitución, interpretados en forma armonizadora y conforme con los tratados 
internacionales sobre la materia, ratificados por el Perú. Así, el TC sostiene que “la omisión legislativa 
acotada [contenido económico de la negociación colectiva dentro de la Administración pública] constituye 
(…) una violación por omisión de la Constitución” (fundamento jurídico número 69 de la Sentencia del 
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OIT(13) y en su propia jurisprudencia(14), el TC ha calificado a la práctica legislati-
va que perpetró la sustracción del contenido económico de la negociación colec-
tiva del Sector Público como una situación de hecho inconstitucional(15). Para su 
corrección, la sentencia contiene una exhortación explícita hacia el Congreso de 
la República para que dicte, dentro del primer año del periodo de legislatura ordi-
naria 2016-2017, una futura ley de desarrollo del derecho a la negociación colec-
tiva en el Sector Público, que incluya la materia remunerativa.

III. LA EXHORTACIÓN AL CONGRESO DE LA REPÚBLICA Y LA 
VACATIO SENTENTIAE

En su propia jurisprudencia, el TC ha establecido que las sentencias exhor-
tativas son aquellas en las que se declara la inconstitucionalidad de parte o la to-
talidad de una ley, pese a lo cual no se dispone su inmediata expulsión del orde-
namiento constitucional. De este modo, se recomienda al Parlamento que, dentro 
de un plazo razonable, expida una ley sustitutoria con un contenido acorde a las 
normas, principios o valores constitucionales. Con relación a este tipo de senten-
cias, el TC ha indicado que:

“(…) La exhortación puede concluir por alguna de las tres vías 
siguientes:

 - Expedición de la ley sustitutiva y reformante de la norma 
declarada incompatible con la Constitución.

  - Conclusión in totum de la etapa suspensiva; y, por ende, aplica-
ción plenaria de los alcances de la sentencia. Dicha situación se 
[da] cuando el legislador ha incumplido con dictar la ley sustitu-
tiva dentro del plazo expresamente fijado en la sentencia.

caso Ley de Presupuesto Público).
(13) En el fundamento jurídico número 69 de la Sentencia comentada, el TC sostiene que la omisión sobre la 

materia remunerativa en la negociación colectiva del sector público “constituye un incumplimiento de 
obligaciones internacionales a los que el Estado peruano se sometió con la ratificación de los Convenios 
de la OIT 98 y 151 (…)”.

(14) En la Sentencia el TC manifiesta que, existiendo una relación de identidad entre las normas contra las 
que se interpuso la demanda y las siguientes leyes de presupuesto, que repetían su contenido semántico, 
debían prevalecer los principios de supremacía constitucional, coherencia y unidad del ordenamiento 
jurídico, por lo que la declaratoria de inconstitucionalidad alcanza también a las normas posteriores 
(fundamento jurídico número 97).

(15) Como es sabido, los pronunciamientos de órganos de control como el Comité de Libertad Sindical 
permiten establecer el contenido y alcances de los derechos constitucionales, conforme con el artículo 
V del Título Preliminar del Código Procesal Constitucional, aprobado por la Ley N° 28237.
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 - Expedición de una segunda sentencia. Dicha situación se 
produce por el no uso parlamentario del plazo razonable para 
aprobar la ley sustitutiva.

 Asimismo, este Tribunal ha emitido en múltiples procesos 
constitucionales sentencias exhortativas que, a diferencia 
de las anteriormente descritas, no tiene efectos vinculantes. 
(…)”(16).

La exhortación que el TC dirige al Poder Legislativo en la sentencia anali-
zada, se produce en el marco de una vacatio sententiae. Esta es una figura no pre-
vista en la Constitución ni en el Código Procesal Constitucional. En lo que res-
pecta a la jurisprudencia constitucional, esta figura se ha utilizado para modular 
la aplicación de una declaración de inconstitucionalidad, cuando la expulsión in-
mediata de la ley enjuiciada podría acarrear problemas en la salvaguarda de otros 
bienes constitucionalmente reconocidos(17).

Precisamente, su invocación en el presente caso, permite concluir que el TC 
no desea dejar desprotegido al Estado ni al principio de equilibrio presupuestal. 
De ahí que este colegiado traza los elementos para que se apruebe –con arreglo a 
la Constitución– una futura ley de desarrollo del derecho a la negociación colec-
tiva en el sector público, que permita armonizar el ejercicio del derecho a la ne-
gociación colectiva en el Sector Público, con el equilibrio presupuestas.

Lo cierto es que el Congreso de la República no se ha caracterizado por 
atender fielmente las exhortaciones del TC para que legisle sobre temas concre-
tos(18). Por ello, es pertinente plantear algunos escenarios hipotéticos, tales como: 
(i) que el legislador incumpliese el mandato del TC y no emitiese la futura ley 
dentro del plazo señalado; o (ii) que reiterase el sentido de las normas declaradas 
inconstitucionales. En cualquier de los supuestos anotados, los resultados son ne-
gativos para todos los involucrados.

La afectación del interés de las organizaciones de trabajadores del Sector 
Público es manifiesta, al no contar con las vías para hacer efectivo un derecho que 
les es constitucionalmente reconocido. Por su lado, el propio Estado también se 

(16) Fundamento número 3.3 de la Sentencia recaída en el Exp. N° 004-2004-CC/TC, de fecha 31 de diciembre 
de 2004.

(17) Vid. CASTRO, Karin. “El Tribunal Constitucional y las exhortaciones al legislador: el caso peruano”. 
En: Revista Derecho del Estado, Nº 27, 2011, p. 97.

(18) Por esa razón, con fecha 22 de setiembre de 2015, el Colegio de Abogados del Callao (una de las organi-
zaciones promotoras del proceso de inconstitucionalidad que fue resuelto por la Sentencia comentada) 
ha solicitado una aclaración al TC, consultándole sobre lo que sucedería si el Congreso de la República 
no cumple con la exhortación del TC.
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vería afectado como empleador, pues podría ver incrementada la conflictividad 
dentro de las relaciones laborales a su cargo. Al mismo tiempo, se pondría en pe-
ligro al interés público en general, al no preverse reglas por las que se preservará 
el principio de equilibrio presupuestal.

IV. ALGUNOS ELEMENTOS QUE PODRÍAN CONSIDERARSE DEN-
TRO DE LA FUTURA LEY DE DESARROLLO DEL DERECHO  
A LA NEGOCIACIÓN COLECTIVA EN EL SECTOR PÚBLICO

Entre el contenido relevante de esa regulación próxima, podemos resumir, 
en forma breve, los siguientes temas que el Colegiado ha propuesto:

a) El ámbito de negociación: La futura ley debiera establecer si la ne-
gociación se seguirá en un nivel central (nivel sectorial o dentro de 
instituciones específicas de instituciones públicas particularmente 
consideradas), a nivel descentralizado o, inclusive, en niveles mix-
tos. Esto podría significar un replanteamiento a lo establecido en la 
Ley N° 30057 - Ley del Servicio Civil, que manifestaba una prefe-
rencia por la negociación en cada entidad estatal.

b) El proceso de “ratificación” de los convenios colectivos por el Poder 
Legislativo: Según el TC, la futura ley podría prever que sea el poder 
legislativo quien “ratifique” los incrementos de salarios acordados en 
las negociaciones colectivas de los trabajadores públicos(19). A nuestro 
juicio, es difícil anticipar cómo se llevaría a cabo esto, de ser recogido 
en la futura ley, puesto que un Parlamento es un foro político, por lo 
que la definición de los términos exactos de esa “ratificación” podría 
resultar un formalismo inadecuado, si se interpretase en forma literal.

c) Ponderación de derechos: El TC establece que el legislador “no debe 
olvidar las previsiones y salvaguardas que explícita o implícitamente se 
deriven de los principios que regulan el derecho constitucional presu-
puestario y, en particular, el principio de equilibrio presupuestal”(20). 
De cierto modo, esto lleva a que la futura ley contempla que su regula-

(19) En el fundamento jurídico 79, la sentencia comentada menciona que, en tanto el Poder Legislativo es el 
titular y responsable de las decisiones en materia presupuestaria por aplicación del principio de legalidad 
presupuestal, es posible que sea el Congreso de la República quien ratifique las negociaciones colectivas 
relacionadas con el incremento de salarios.

(20) Fundamento jurídico 80 de la sentencia comentada.
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ción debe ser razonable y proporcional toda vez que la modificación de 
la política remunerativa en el Estado afecta a las finanzas del país.

d) La consideración de otros mandatos constitucionales: La senten-
cia expresamente se refiere a la necesidad de que la futura ley recoja 
la aplicación de los principios de eficiencia y de descentralización 
que vinculan a la programación y ejecución del presupuesto público. 
Esto cumpliría con la doble finalidad de evitar que, por un lado, los 
pliegos de reclamos planteen resultados contradictorios con dichos 
procesos (que se consideran “de implementación continua”) y, de 
otro, que el dimensionamiento económico de las pretensiones sindi-
cales se armonice con las necesidades de financiamiento que aque-
llos principios demandan dentro de sus propios espacios de acción.

Es importante subrayar que el TC ha seguido la línea del Comité de Libertad 
Sindical de la OIT, al prever que la futura ley podría admitir límites al contenido eco-
nómico de la negociación colectiva en entidades estatales cuando se presenten situa-
ciones excepcionales (por ejemplo: crisis económicas), casos en los cuales, las restric-
ciones deberán ser razonables y proporcionales(21). De lo anotado se desprende que la 
temporalidad de los referidos límites debe estar ajustada a elementos objetivos.

Inclusive, el TC llega a mencionar que resultaría irrazonable que la nego-
ciación colectiva en el sector público se mantenga vigente por espacio mayor a 
tres años. A nuestro entender, dicho plazo máximo se recoge de las pautas emiti-
das por el Comité de Libertad Sindical para las restricciones a la negociación co-
lectiva en materia salarial(22). En todo caso, el TC establece que el Estado debe ha-
cer todo lo posible por revertir la situación generada por la limitación de la nego-
ciación colectiva para trabajadores del Sector Público.

(21) La recomendación emitida por el Comité de Libertad Sindical en el Caso 2690, Trabajadores de Sunat 
c/ Perú ya ha advertido que “la imposibilidad de negociar aumentos salariales de manera indeterminada 
es contraria al principio de negociación libre y voluntaria consagrado en el Convenio 98”.

(22) Sin embargo, cabe anotar que el Comité de Libertad Sindical establece que esas restricciones se enmar-
quen dentro de una política de estabilización económica que haga frente a la crisis y que otorgue sentido 
a la restricción sobre la base de resultados esperados y acciones concretas para alcanzarlos. Además, se 
reconoce la sujeción de esos límites a una cláusula de “variabilidad” (rebus sic stantibus) en tanto que 
la mejora de la situación económica y financiera permitiría el fin de la restricción al contenido salarial 
de la negociación colectiva en el Sector Público. Confróntese con: OIT. La negociación colectiva en la 
Administración Pública. Un camino a seguir. OIT, Ginebra, 2013, p. 136.
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V. ALGUNOS IMPACTOS QUE ESTA SENTENCIA PODRÍA  
GENERAR

En forma muy resumida, presentamos algunas de las consecuencias que, 
por su alta probabilidad e inminencia, en algunos casos, vale la pena considerar:

a) Fortalecimiento del sindicalismo en el Sector Público: En el pla-
no social, las organizaciones sindicales del Estado se verán fortale-
cidas y, por ende, se verá incrementada la actividad sindical.

b) Fomento de la negociación colectiva: Se verá repotenciada en el 
ámbito público, promoviéndose su desarrollo, lo que eventualmente 
puede llevar a conflictos laborales.

c) Se complementarán los alcances de la reforma del empleo públi-
co: Al haber declarado la inconstitucionalidad de las restricciones a 
los incrementos salariales y señalado el TC que la regulación sobre 
negociación colectiva en la Ley del Servicio Civil (Ley Nº 30057) 
resulta insuficiente(23), podría entenderse cuál podría ser el sentido de 
la sentencia respecto de las demandas de inconstitucionalidad plan-
teadas contra dicha ley.  Otra conclusión podría ser la regulación de 
un mecanismo alternativo a la negociación colectiva en materia de 
remuneraciones,  acorde con el Convenio 151 de la OIT.

d) Se introduce la discusión de temas laborales en la agenda polí-
tica: El empleo público, incluidos los derechos colectivos, forman 
parte de un tema clave para nuestro país, esto es, la reforma del 
Estado. Por ello, es inevitable que los partidos políticos se vean obli-
gados a tomar posición ya sea ahora, en la presente coyuntura pre 
electoral, así como, al inicio del próximo gobierno. En este panora-
ma, la vacatio sententiae dispuesta por el TC no hace más que pro-
longar esta discusión puesto que, mientras el Congreso no cumpla el 
mandato del colegiado, el presente tema continuará en agenda.

e) Consecuencias en el Sector Privado: No podrían considerarse ago-
tadas las consecuencias de esta sentencia dentro de la estera del sector 
público, pues el caso resuelto por el TC podría favorecer una coyuntura 
en la que se discutan ampliamente temas pasados por alto en este y 
otros gobiernos, como la pendiente aprobación de una Ley General de 
Trabajo.

(23) Vid., artículo 43 de la Ley Reglamentaria.
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TRASCENDENTE REFORMA 
EN EL SECTOR PÚBLICO(1)

JAIME ZAVALA COSTA
Ex ministro de Trabajo

Recientemente, el Tribunal Constitucional (TC) ha dictado una sentencia 
que, sumada a un pronunciamiento emitido también por el TC en noviembre pa-
sado, modifica estructuralmente las relaciones laborales de las entidades y em-
presas del Estado. En la primera, las Leyes de Presupuesto que prohibían los in-
crementos salariales de los trabajadores del Sector Público, fueron declaradas in-
constitucionales. En la segunda, se dispuso la inconstitucionalidad de la prohibi-
ción de otorgar compensaciones económicas en las entidades comprendidas en la 
Ley Servir, norma que tiene por finalidad, crear un régimen laboral unificado para 
el personal de la Administración Pública, sujeto al Poder Ejecutivo. En otras pa-
labras, de ahora en adelante y, como resultado de una sentencia y no de una nor-
ma aprobada por el Congreso, los servidores públicos podrán solicitar, mejoras 
en sus condiciones de trabajo (remuneraciones incluidas), respetando el principio 
de equilibrio y legalidad presupuestales.

Ambas resoluciones reafirman el derecho a la libertad sindical y a la ne-
gociación colectiva, que constituyen derechos fundamentales reconocidos en la 
Constitución y en los Convenios OIT, así como en otros tratados internacionales 
(como los TLC), de los que Perú es parte.

El impacto de estas sentencias alcanza cuando menos al orden político, 
económico y social. En lo político, abre el debate público y, toda vez que el TC 

(1) Artículo publicado originalmente en el diario El Comercio, el día 13 de mayo de 2016.
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exhorta al Congreso a dictar una ley que regule la negociación colectiva en el Sec-
tor Público, se obligará a los partidos políticos a tomar posición sobre el tema. En 
lo económico, reconoce el derecho de los trabajadores del Estado, a negociar be-
neficios económicos, lo cual durante años, estuvo prohibido. Ello, evidentemen-
te, tendrá un impacto en la formulación anual del Presupuesto de la República. 
Por su parte, en lo social, democratiza la sindicalización y la negociación colecti-
va, fortaleciendo estos derechos y promoviendo su desarrollo.

Un tema adicional que contiene la última sentencia, que nos genera preocu-
pación, es la inclusión en los alcances de la Ley Servir, a los servidores civiles del 
Banco Central de Reserva del Perú (BCR), el Congreso, la Sunat, la Superinten-
dencia de Banca, Seguros y AFP, y la Contraloría General, si bien sí mantuvo la 
exclusión respecto del personal de las Fuerzas Armadas y de las empresas estatales.

Este pronunciamiento, fundamentado erróneamente en el principio de igual-
dad, podría ser –en algunos casos y en nuestra opinión– contrario a la propia Cons-
titución y a los intereses del país, pues no analiza las características especiales de 
ciertas entidades, que justifican objetivamente la exclusión.

Un claro ejemplo lo constituye el BCR, entidad cuyo personal pertenece ín-
tegramente al régimen laboral de la actividad privada (por tanto, sin restricciones 
de sindicalización ni negociación), que se encuentra fuera del Presupuesto de la 
República, y a la cual la Constitución le otorga autonomía en materias de estruc-
tura, funcionamiento y personal, de acuerdo a su ley orgánica. Más aún, conside-
rando que el BCR tiene por finalidad preservar la estabilidad monetaria del país, 
podría resultar sumamente peligroso que se pretenda establecer una dependencia 
directa del Poder Ejecutivo, además de imponerle un régimen que afecte su capaci-
dad de contratar profesionales de alto nivel, evaluar su desempeño, definir su per-
manencia en la entidad, entre otros, introduciendo limitaciones sin sustento razo-
nable. Ello exige una revisión responsable y urgente, de la que estaremos atentos.
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LA REFORMA DE LA NEGOCIACIÓN COLECTIVA 
EN EL SECTOR PÚBLICO:

APUNTES SOBRE LA SENTENCIA DEL TC 
Y LA LEY DEL SERVICIO CIVIL(1)

JAIME ZAVALA COSTA
Ex ministro de Trabajo

El Tribunal Constitucional (TC) ha profundizado el reconocimiento del de-
recho de negociación colectiva, avanzando en la línea que ya había afirmado en 
el caso “Ley de presupuesto público”. En aquella ocasión se declaró la inconsti-
tucionalidad de las prohibiciones absolutas de contenido económico que diver-
sas leyes de presupuesto imponían en las relaciones colectivas donde el Estado 
es el empleador.

En este mismo espacio, ya habíamos adelantado que aquella sentencia, de 
setiembre de 2015, marcaba el derrotero que el Colegiado seguiría ante las de-
mandas de inconstitucionalidad presentadas contra diversos artículos de la Ley  
N° 30057, del Servicio Civil (LSC). Y así ha sido. En la reciente sentencia, del 26 
de abril de 2016, la reforma de la negociación colectiva en la administración pú-
blica constituye un capítulo aparte, dentro de la declaratoria de inconstitucionali-
dad que recae sobre varios artículos de la Ley cuestionada.

La nueva sentencia zanja definitivamente la discusión sobre si el artícu-
lo 42 de la Constitución excluye o no derecho de negociación colectiva por parte 
de los servidores públicos. El Tribunal ha establecido que “al contenido constitu-
cionalmente protegido del derecho de sindicación debe añadirse la garantía para el 

(1) Artículo publicado en la revista Análisis Laboral, de AELE, edición de mayo de 2016.
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ejercicio real de aquellas actividades que hagan factible la defensa y protección de 
los intereses de los miembros”(2). Ese derecho de sindicación constituye entonces 
el presupuesto material para el ejercicio del derecho a la negociación colectiva. 
Consecuentemente, ha declarado inconstitucional a la exclusión de las compen-
saciones económicas en los pliegos de reclamo del Sector Público, reconociendo 
que la expresión “condiciones de trabajo o condiciones de empleo” (que sí están 
permitidas en la LSC como contenidos de la negociación colectiva estatal) inclu-
ye a las materias remunerativas y a otras que tienen incidencia económica.

Coincidimos plenamente con esta decisión que ya la veníamos sostenien-
do a través de reiterados laudos arbitrales, (aplicando el control difuso), recaídos 
en entidades y empresas del Estado, ya que una prohibición absoluta de negociar 
colectivamente remuneraciones resulta contraria a la Constitución y obligaciones 
internacionales a las que el Estado peruano se sometió con la ratificación de los 
Convenios de la OIT 98 y 151. Recordemos que desde hace más de 25 años no 
había negociación salarial en el Estado, desconociéndose el núcleo o esencia de 
la misma que es el tema económico.

Así, el TC ha reconocido que los beneficios económicos que reciben los tra-
bajadores estatales (régimen laboral 276 728 y CAS), pueden ser objeto de discu-
siones en negociación colectiva, consolidándose así el derecho que tienen los sin-
dicatos a negociar. De esa forma, ha declarado inconstitucionales las normas de 
la LSC (y de su Reglamento) que: i) excluían a las compensaciones económicas 
de cualquier posibilidad de mejora; ii) a las que sancionaban con nulidad las pro-
puestas y acuerdos de mejora; y iii) a las que impedían que se acuerden modifica-
ciones a la valorización de los puestos.

Es preciso destacar que el TC reafirma que se debe aceptar el parámetro 
constitucional del presupuesto equitativo y equilibrado como un necesario límite 
a los contenidos de la negociación colectiva, por lo que este derecho constitucio-
nal de los trabajadores está condicionado por los procedimientos presupuesta-
rios y su dinámica. Como recordamos, ya en la sentencia del caso “Ley del Pre-
supuesto Público” se había planteado una vacatio sententiae para que se regule la 
negociación colectiva de los servidores civiles en forma integral. Esto se impone 
como un asunto imperativo en la agenda del Congreso que iniciará funciones en 
este año, pues el TC exhorta a que en la próxima legislatura se regule la negocia-
ción colectiva para el Sector Público, plazo que no podrá exceder de un año, que, 
no dudamos, será imposible de cumplir.

(2) STC, Caso Ley del Servicio Civil, fundamento 146, p. 46.
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En ese sentido, el Intérprete Constitucional ha expuesto los lineamientos 
que la nueva regulación debería incluir, incidiendo en que “Un proceso adecua-
do de negociación colectiva exige que las organizaciones sindicales o grupo de 
trabajadores públicos dispongan, con la suficiente antelación, de la información 
y de los elementos necesarios para negociar en condiciones de igualdad. La enti-
dad pública debe proporcionar a los trabajadores la información sobre la situación 
económica y social que sea necesaria para negociar con conocimiento de causa. 
Esta información debe estar referida al marco presupuestal que incluya los recur-
sos ordinarios, los recursos directamente recaudados, la ejecución presupuestaria 
del ejercicio fiscal, etc.”(3).

Asimismo, el TC puntualiza que “al desarrollarse legislativamente el dere-
cho a la negociación colectiva de los trabajadores públicos, el legislador no debe 
olvidar las previsiones y salvaguardas que explícita o implícitamente se deriven de 
los principios que regular el derecho constitucional presupuestario y, en particular, 
el principio de equilibrio presupuestal. Aquello debe darse no solo desde el pun-
to de vista de la asignación equitativa de los recursos públicos, sino también del 
hecho de que su programación y ejecución debe estar orientada a responder a cri-
terios de eficiencia de necesidades sociales básicas y de descentralización” (fun-
damento 80 de la STC Exp. Nª 0003-2013-PI/TC y otros)”(4).

Solo en un caso el principio de equilibrio presupuestal es preponderante fren-
te al derecho de negociación colectiva. Dicho supuesto, de excepción, se cumpliría 
ante la eventualidad de una crisis económica nacional que afecte la disponibilidad 
presupuestaria frente a pliegos de reclamos. En tal caso, el TC plantea la validez 
de la limitación excepcional de la negociación colectiva, que tendría que ceñirse 
temporalmente recortes o suspensiones, siempre que la duración de tales medidas 
no sea excesiva. Sin embargo, según lo expresado por el máximo intérprete de la 
Constitución, tendrían que ofrecerse las garantías necesarias para asegurar el ni-
vel de vida de los trabajadores estatales mientras dure la vigencia de la limitación.

Una cuestión de especial atención, que deberá ser tomada en cuenta en la 
“futura ley”, es el que refiere al órgano estatal que debe negociar. El Tribunal con-
fía al legislador el definir “la competencia para entablar procedimientos de nego-
ciación colectiva a entes del nivel central de gobierno, del nivel sectorial o inclu-
so a instancias específicas de la institución pública individualmente considerada. 
También son admisibles otros niveles de negociación existentes en el Derecho 
comparado, al que la OIT ha reconocido su admisibilidad desde el punto de vista 

(3) STC, Caso Ley del Servicio Civil, fundamento 178, p. 55.
(4) STC, Caso Ley del Servicio Civil, fundamento 183, p. 57.
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del Derecho Internacional de los Derechos Humanos. Entre estos se encuentran 
los modelos de negociación en niveles descentralizados o, incluso, la configura-
ción de modelos mixtos, es decir, que combinen niveles de negociación colectiva 
centralizada con niveles de negociación colectiva descentralizados (fundamento 
73 de la STC Exp. N° 0003-2013-PI/TC y otros)”(5).

Un aspecto controvertido de la sentencia se centra en la extensión que hace 
sobre la aplicación de la LSC al personal del BCR, el Congreso de la República, 
la Sunat, la SBS y la Contraloría General de la República y a los obreros de los 
niveles descentralizados de gobierno (regiones), que estaban fuera por mandato 
de la ley. La exclusión a la ley –remarca el TC basado en el principio de igual-
dad– solo debe ser razonable en servidores con carreras especiales, así como en el 
caso de los trabajadores de las empresas del Estado. No compartimos este extre-
mo del fallo, pues la sentencia no analiza las características particulares de cier-
tas entidades como es el caso puntual del BCR que, por su autonomía constitu-
cional tanto política como económica, tiene justificación válida o base objetiva 
que sustentan su exclusión.

Toda esta ampliación de los contenidos de la negociación colectiva en el 
sector público y redefinición de los sujetos en el régimen de la LSC, traerá como 
resultado el incremento de la actividad sindical y de la negociación colectiva en 
el ámbito del Estado. En un artículo publicado hace poco decíamos: “El impac-
to de estas sentencias es, cuando menos, de orden político, económico y social. 
En lo político, abre el debate público y, toda vez que el TC exhorta al Congreso 
a dictar una ley que regule la negociación colectiva en el Sector Público, se obli-
gará a los partidos políticos a tomar posición sobre el tema. En lo económico, re-
conoce el derecho de los trabajadores del Estado, a negociar beneficios económi-
cos, lo cual durante años, estuvo prohibido. Ello, evidentemente, tendrá un im-
pacto en la formulación anual del Presupuesto de la República. Por su parte, en 
lo social, democratiza la sindicalización y la negociación colectiva, fortaleciendo 
estos derechos y promoviendo su desarrollo”(6).

(5) STC, Caso Ley del Servicio Civil, fundamento 180, p. 56.
(6) Artículo “Trascendente reforma en el Sector Público”, diario El Comercio, 13 de mayo de 2016.
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SISMO LABORAL EN EL SECTOR PÚBLICO: 
LA REFORMA DE LA NEGOCIACIÓN COLECTIVA

JAIME ZAVALA COSTA(1)

LUIS MENDOZA LEGOAS(2)

CLAUDIA CERMEÑO DURAND(3)

El sentido histórico de la Sentencia del Tribunal Constitucional del 26 de 
abril de 2016, sobre los expedientes acumulados N°s 0025-2013-PI/TC, 0003-
2014-PI/TC, 0008-2014.PI/TC, 0017-2014-PI/TC (en adelante, la Sentencia del 
Caso Ley Servir) es destacable, dada su trascendencia para las relaciones labora-
les dentro del Sector Público. Si bien los temas abordados en dicha Sentencia son 
diversos, en esta oportunidad prestaremos especial atención a uno de sus conteni-
dos más importantes, como es el referido a la ampliación de los alcances del de-
recho a la negociación colectiva en la Administración Pública.

Sin embargo, antes de abordar el tema que nos concierne, es importante re-
cordar que no es la primera vez que el Tribunal Constitucional (en adelante, TC) 
profundiza en el reconocimiento del derecho de negociación colectiva en el sector 
público. Ciertamente, en septiembre del año pasado el TC resolvió los cuestiona-
mientos formulados en el caso “Ley de Presupuesto Público”(4) en el que se decla-
ró la inconstitucionalidad de las prohibiciones absolutas de contenido económico 

(1) Ex ministro de Trabajo y ex presidente de la Sociedad Peruana de Derecho del Trabajo y de la Seguridad 
Social. Socio en Philippi Pietrocarrizosa Ferrero DU & Uría.

(2) Asociado senior del área Laboral en Philippi Pietrocarrizosa Ferrero DU & Uría. Miembro de la Junta 
Directiva 2015-2017 de la Sociedad Peruana de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social.

(3) Asociada del área Laboral en Philippi Pietrocarrizosa Ferrero DU & Uría, con estudios de especialización 
en Derecho del Trabajo por la Universidad de Salamanca, España.

(4) Sentencia recaída en los expedientes acumulados Nºs 0003-2013-PI/TC, 0004-2013-PI/TC y 0023-2013-
PI/TC (acumulados), del 18 de septiembre de 2015.
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que diversas leyes de presupuesto imponían en las relaciones colectivas donde el 
Estado es el empleador, ordenando al Poder Legislativo el desarrollo de una futu-
ra ley sobre negociación colectiva en el Sector Público(5).

En su oportunidad, adelantamos que en aquella Sentencia el TC se encon-
traba trazando el derrotero argumentativo para resolver las distintas demandas de 
inconstitucionalidad planteadas contra la Ley N° 30057, Ley del Servicio Civil 
(en adelante, LSC)(6). Ello no solo por priorizar el derecho a la negociación colec-
tiva sobre el principio de equilibrio presupuestal, sino también, por aclarar que 
el TC no tiene una posición concluyente sobre la constitucionalidad de la LSC.

En efecto, la sentencia del TC de mayo de 2014, que declaró infundada par-
cialmente la demanda de inconstitucionalidad interpuesta contra la LSC, permi-
tía concluir que para el Tribunal las restricciones a la negociación colectiva no 
eran contrarias a la Constitución. Este pronunciamiento dificultó una lectura e in-
terpretación contrarias de tales disposiciones. Sin embargo, la sentencia recaída 
en la “Ley de Presupuesto Público” ya permitía prever que el Colegiado recién se 
pronunciaría definitivamente sobre la constitucionalidad de la LSC y, de hecho, 
no nos equivocamos.

Dicho ello, en los siguientes apartados nos referiremos al rumbo que adqui-
rirá la negociación colectiva en el Sector Público luego de la emisión de la Sen-
tencia del TC, no sin antes anotar que los temas abordados en aquel pronuncia-
miento no se limitan a esta materia, de modo que nos reservamos su mención y 
desarrollo, para otro momento.

I. UNA POLÉMICA DE ANTAÑO RESUELTA: LOS TRABAJADO-
RES DEL SECTOR PÚBLICO TAMBIÉN TIENEN DERECHO A LA  
NEGOCIACIÓN COLECTIVA

En lo que respecta a los derechos colectivos, nuestra Constitución tiene un 
especial tratamiento cuando se trata de los servidores públicos. Así, en su artícu-
lo 42 se les reconoce expresamente los derechos de sindicación y huelga, más no 
existe referencia alguna al derecho de negociación colectiva. Vista esta situación, 

(5) Cabe precisar que si bien la declaración de inconstitucionalidad recayó sobre las Leyes de Presupuesto 
para los años 2012 y 2013, el Tribunal señaló que desde que todas las Leyes de Presupuesto contenían 
las mismas prohibiciones, existía una situación de hecho inconstitucional motivo por el cual, resultaban 
inconstitucionales por conexión las leyes de presupuesto correspondientes a otros años que contienen 
las mismas prohibiciones (f.j. 92).

(6) Véase el artículo: “Hacia un nuevo rumbo en la Negociación Colectiva del Sector Público”, publicado 
en la edición de la revista Análisis Laboral de AELE del mes de setiembre de 2015.
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el TC ha zanjado en forma definitiva, la vieja discusión sobre si dicho artículo ex-
cluía al derecho de negociación colectiva del conjunto de derechos reconocidos 
a los trabajadores público.

Ciertamente, mediante una lectura articulada entre dicho artículo que  
–como hemos indicado– omite mencionar explícitamente a la negociación colec-
tiva y el 28 de la Constitución que, por el contrario, expresamente reconoce dicho 
derecho, el TC ha reconocido la vigencia del derecho constitucional de negocia-
ción colectiva de los trabajadores del Sector Público.

Tras superar aquel primer problema, aparece el referido a la eficacia de la 
negociación colectiva en el Sector Público con relación al principio de equilibrio 
presupuestal. Si bien ya pocas voces sustentaban la tesis de inaplicación del dere-
cho a la negociación colectiva frente a dicho conflicto, la discusión actual se cen-
traba en definir su ámbito de extensión y su ponderación con otros derechos e in-
tereses constitucionalmente también protegidos.

En la sentencia del caso Ley del Presupuesto Público ya se había plantea-
do el tema de la necesaria ponderación entre el equilibrio presupuestal (que goza 
de reconocimiento en la Constitución) y el derecho constitucional de negociación 
colectiva, expresándose la prohibición de que el primero “vacíe de contenido” al 
segundo. Ahora, con la Sentencia del caso Ley del Servicio Civil se ha profundi-
zado el reconocimiento de la eficacia de la negociación colectiva, y se ha enfati-
zado el deber de su fomento por parte del Estado.

Esto es muy importante pues, de entrada, la posición del TC sobre el tema 
del reconocimiento de los derechos colectivos laborales se alinea con lo expresa-
do desde antiguo por los órganos de control de la Organización Internacional del 
Trabajo (OIT). Por décadas, tanto el Comité de Libertad Sindical y la Comisión 
de Expertos en Aplicación de Convenios y Recomendaciones han apuntalado a 
que las excepciones o restricciones a la negociación colectiva en el Sector Públi-
co son legítimas, siempre que tengan carácter excepcional y temporal(7), por con-
siderar que se trata de derechos interconectados.

De otro lado, la sentencia bajo comentario evidencia claramente la posi-
ción del TC sobre el hecho de que la Administración Pública en sí misma no re-
presenta un contexto que impida reconocer a la negociación colectiva como pro-
cedimiento idóneo para la composición de los intereses de la parte trabajadora y 

(7) En ese sentido, consúltense los párrafos 882 y 1039 de la Recopilación de casos del Comité de Libertad 
Sindical de 1996.
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la empleadora(8), Si bien hasta hace poco se solía respaldar las restricciones a la 
negociación colectiva en el hecho de que existirían otros mecanismos que coad-
yuvarían al mismo fin, el máximo intérprete de la Constitución ha afirmado que 
la negociación colectiva es el procedimiento aplicable para la fijación de condi-
ciones de empleo en el Sector Público.

Ha de tomarse en cuenta que el Perú únicamente ha ratificado el Convenio so-
bre las relaciones de trabajo en la Administración Pública, 1978 (núm. 151). Esta pre-
cisión es trascendente pues permitirá que el Estado como legislador y, a la vez, como 
empleador sujeto a la negociación colectiva, no rehúya al deber de fomentarla al cum-
plir ambos roles: (i) como legislador, en virtud del cual, está comprometido a regular 
promocionalmente la negociación colectiva en el Estado; y (ii) como Empleador, lo 
que lo exhorta a considerar la eficacia de este importante derecho fundamental.

Cuadro Nº 1:

El Perú y los convenios de la OIT sobre negociación colectiva 
en la Administración Pública

Convenio sobre las relaciones de trabajo en la 
Administración Pública, 1978 (núm. 151)

Convenio sobre la negociación colectiva, 1981 
(núm. 154)

- Ratificado por el Perú el 27 de octubre de 
1980.

- Reconoce el derecho de sindicación, la pro-
tección contra actos antisindicales y otorga 
determinadas facilidades.

- Ordena al Estado a adoptar medidas adecua-
das para el desarrollo de procedimientos de 
negociación sobre condiciones de empleo.

- Complementado por la recomendación núm. 
159.

- No ratificado por el Perú.
- Este convenio, general sobre negociación co-

lectiva en los sectores público y privado,  se 
refiere explícitamente a la negociación co-
lectiva, señalando que la Administración 
Pública de cada país tendrá sus reglas par-
ticulares de aplicación.

- Complementado por la recomendación núm. 
163.

Lo exhibido en el Cuadro N° 1 demuestra que el TC ha resuelto en el “Caso 
Ley del Servicio Civil”, llegando a la misma conclusión del Convenio sobre la ne-
gociación colectiva, 1981 (núm. 154). Esto, a partir de premisas internas (la lectu-
ra integrada de los artículos 42 y 28 de la Constitución), del test de proporcionali-
dad (f.j. 160 de la Sentencia) y respaldándose extensamente en pronunciamientos 

(8) Véase: f.j. número 158 de la Sentencia bajo comentario, en la que se indica que “la preferencia de la 
disposición que obliga el fomento de la negociación colectiva en el Sector Público frente a la disposición 
que faculta el uso de un método distinto a ella no solo permite garantizar de manera más [e]fectiva y 
extensa posible el derecho a la negociación colectiva en el ámbito de la Administración Pública, sino 
que además permite cumplir adecuadamente el mandato contenido en el artículo 28 de la Constitución, 
que establece de manera expresa la obligación del Estado de fomentarla”.
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de los órganos de control de la OIT, como consta en diversas citas de la parte con-
siderativa de la sentencia del Caso Ley del Servicio Civil.

Todo esto indica que, a partir del mandato del TC (dirigido al legislador) 
y con el nuevo régimen que está pendiente se apruebe sobre negociación colec-
tiva estatal, se debería alcanzar un estándar de reconocimiento y protección del 
derecho de negociación colectiva al menos equivalente al enunciado internacio-
nalmente, lo que representará una modificación estructural de la dinámica de las  
relaciones colectivas del Sector Público.

II. INTRODUCCIÓN AL NUEVO RÉGIMEN DE LA NEGOCIACIÓN 
COLECTIVA DEL SECTOR PÚBLICO: LOS CONTENIDOS DE 
LA FUTURA LEY DE DESARROLLO DE ESTE DERECHO

Tal y como consta en la Sentencia del Caso Ley del Servicio Civil (consideran-
do jurídico 172 y siguientes), esta reforma tiene un proceso que encontrará su periodo 
culminante en la aprobación de una legislación que, en contraste con lo ocurrido hasta 
hoy, “regule de manera integral todos los aspectos vinculados con la negociación co-
lectiva en el ámbito de la administración pública”. En rigor, el TC ha preordenado no 
solamente el contenido que el legislador deberá observar, sino también el plazo (pri-
mera legislatura ordinaria del periodo 2016-2017) e inclusive el cómo.

Sin embargo, hoy en día ya no puede hablarse de la reforma de la negocia-
ción colectiva en el Sector Público exclusivamente como un tema de agenda fu-
tura. Al contrario, esta reforma ha tenido su punto de partida con las sentencias 
del caso Ley de Presupuesto Público y Ley del Servicio Civil. Esta reforma tiene 
varios aspectos destacables, que el TC ha establecido al nivel de “lineamientos”, 
los cuales pasamos a comentar.

a) La negociación colectiva y el equilibrio presupuestal

 El TC mantiene al principio de equilibrio presupuestal como un lí-
mite determinante para establecer los contenidos y periodos de de-
sarrollo de la negociación colectiva en el Estado. Por tanto, al menos 
en el ámbito estatal, la negociación colectiva su sujeta a los procedi-
mientos presupuestarios y su dinámica, situación que tiene un doble 
impacto:

i) De un lado, obviamente la negociación se limita, en su con-
tenido, a los procesos de formación de presupuesto y debido 
respeto del equilibrio presupuestal.
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ii) Pero, en dirección opuesta, la necesaria ponderación entre 
este derecho colectivo y el presupuesto público, ocasiona: (i) 
que los gobiernos de turno deban elaborar sus políticas econó-
micas teniendo en cuenta al derecho de negociación colectiva; 
y (ii) que las modificaciones que se pretendan operar sobre 
el aparato público deban incluir fases de negociación con las 
organizaciones de trabajadores legitimadas.

 Esto último cobra actualidad si se toma en cuenta que en la campaña 
electoral que está corriendo en estos días, se ha mencionado más de 
una vez la posibilidad de reducir el número de ministerios, priva-
tizar empresas públicas o modificar la estructura de determinados 
organismos. Todas estas medidas impactarían indudablemente en 
las relaciones laborales de cada sector, ámbito empresarial o ins-
titucional, por lo cual se prevé que la negociación colectiva en el 
Sector Público encontraría novedosos espacios de desarrollo en esos 
aspectos.

 Por otro lado, de presentarse una crisis económica nacional, el TC 
indica que la ponderación entre el equilibrio presupuestal y el dere-
cho a la negociación colectiva se manifestaría a favor del primero. 
En ese supuesto excepcional, la limitación temporal a la determina-
ción del monto de remuneraciones por negociación colectiva sería 
legítima, siempre que su duración no sea excesiva y que se ofrezcan 
garantías para asegurar el nivel de vida de los trabajadores estatales 
durante su vigencia.

 La importancia del equilibrio que debe existir entre el interés colec-
tivo de quienes se ven representados en una negociación colectiva y 
el interés general plasmado en la preservación del presupuesto pú-
blico se verá reflejado –según el TC– en la aprobación parlamentaria 
de un procedimiento de “negociación colectiva que no genere un 
exceso de gastos, al punto de conlleven un desbalance en el presu-
puesto general de la República”.

b) El contenido de la negociación colectiva

 El TC ha declarado inconstitucional la exclusión de las compensa-
ciones económicas en los pliegos de reclamo del Sector Público, 
reconociendo así que la expresión “condiciones de trabajo o con-
diciones de empleo” (que sí estaban permitidas en la LSC como 



Revista Laborem Nº 19

339

contenidos de la negociación colectiva estatal) incluye, en defini-
tiva, a las materias remunerativas y a otras que tienen incidencia 
económica.

 Con ello, el TC ha dado término a las artificiosas distinciones nominales 
que el legislador había introducido en la LSC, y que atribuían distinta 
naturaleza a “condiciones de trabajo” y “condiciones de empleo”, a pe-
sar de ser todas ellas compensaciones económicas que se reconocen hoy 
en día dentro del ámbito de la negociación colectiva del Sector Público.

 La declaratoria de inconstitucionalidad en este extremo alcanza –por 
extensión– a las disposiciones del Reglamento de la LSC, aprobado por 
el Decreto Supremo N° 040-2014-PCM, que: (i) excluían a las compen-
saciones económicas de cualquier posibilidad de mejora; (ii) sanciona-
ban con nulidad las propuestas y acuerdos de mejora; y (iii) impedían 
que se acuerden modificaciones a la valorización de los puestos.

 Ahora bien, lo cierto es que la Sentencia comentada no desconoce el 
principio de competitividad regulado en el artículo 30 de la LSC, por 
el cual se “busca atraer y retener el personal idóneo en el Servicio 
Civil peruano”. Con base en este reconocimiento, el TC descarta 
que las remuneraciones pasen a ser exclusivamente fijadas mediante 
negociación colectiva.

 Por otro lado, el Tribunal confía al legislador el definir qué instan-
cias gubernamentales podrán participar en las distintas negociacio-
nes que se lleven a cabo, sin limitar desproporcionalmente la auto-
nomía de las partes.

 Finalmente, resulta interesante lo indicado por el TC respecto a 
que los incrementos de remuneraciones por negociación colectiva 
en el Estado, tendrían que incorporar una fase de aprobación par-
lamentaria. Sin duda, esta afirmación está en línea de lo sosteni-
do por la Comisión de Expertos en la Aplicación de Convenios y 
Recomendaciones de la OIT, que ha destacado la importancia de 
que el legislativo ratifique los convenios colectivos que incrementen 
las remuneraciones en la Administración Pública o que –en general– 
impacten en el presupuesto público(9).

(9) OIT. La negociación colectiva en la Administración Pública: un camino a seguir. 102 Conferencia 
Internacional del Trabajo. OIT, Ginebra, p. 132.
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c) El proceso de la negociación colectiva

 En primer lugar, dentro de los lineamientos que el TC ha con-
templado para el nuevo régimen de negociación colectiva es-
tatal, destaca el referido a que la información económica del 
marco presupuestal específico y otras condiciones importantes 
para la viabilidad de las tratativas sean puestas a disposición 
de los sindicatos oportunamente. Así, respecto a la informa-
ción económica del marco presupuesta, el TC afirma que aquella 
debe incluir a los recursos ordinarios, los recursos directamente 
recaudados, la ejecución presupuestaria del ejercicio fiscal ante-
rior, entre otros (f.j. 178).

 Vinculado a lo anterior, debemos señalar que el nuevo régimen 
podría contar: (i) o bien con una asignación presupuestal global y 
fija, dentro de cuyo marco las entidades puedan negociar lo que 
los sindicatos planteen; o (ii) con un órgano al que el legislador le 
otorgue competencias en materia presupuestaria a efectos de esta-
blecer un “abanico salarial” que sea considerado por los sujetos en 
negociación.

 Cualquiera de estas posibilidades cumpliría con la función de garan-
tizar la efectividad del reajuste salarial y, de otro lado, que el equili-
brio presupuestal no sea quebrado por planteamientos irrazonables 
que puedan formular tanto las organizaciones de trabajadores como 
las propias entidades estatales.

 De otro lado, el TC señala la posibilidad de que se disponga la 
intervención de una autoridad en la negociación, que permita 
cautelar los intereses generales, siempre que –claro está– ello 
no afecte la autonomía colectiva de las partes. Tomando como 
base al Informe del Comité de Expertos en la Aplicación de 
Convenios y Recomendaciones de la OIT (2013), el TC indica 
que el legislador será quien defina qué instancias gubernamen-
tales serán las competentes y sus límites, con lo que se configu-
raría un esquema tripartito que deberá ser llevado a la práctica 
en forma cuidadosa a fin de no afectar al derecho de negociación 
colectiva.
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 Otro aspecto fundamental de la sentencia del TC tiene que ver con 
los niveles de negociación en la Administración Pública. Sobre el 
particular, el TC ordena legislar considerando la amplitud de niveles 
que los instrumentos internacionales y el Derecho Comparado reco-
nocen, para que se entablen negociaciones colectivas centralizadas, 
descentralizadas o mixtas, de nivel sectorial o a nivel atomizado 
dentro de cada institución pública, entre otras (f.j. 180).

 Por último, como se sabe, no toda negociación culmina necesaria-
mente en la suscripción de un convenio colectivo de trabajo. El TC 
reconoce que una negociación entablada puede resultar infructuo-
sa, de tal forma que ha adelantado el reconocimiento a la huelga 
y al arbitraje como formas alternativas para resolver el conflicto 
en forma definitiva. Ante ello, se afirma como componente del de-
recho de la negociación a la buena fe que atraviesa a las etapas de 
información, diálogo, suscripción de acuerdos y aplicación de los 
mismos.

 Todas estas medidas son pertinentes ya que tienen por objeto lograr 
que la negociación colectiva se celebre (y, eventualmente, culmine) 
con anticipación a la formulación del presupuesto anual de la enti-
dad pública y sobre la base de información que aterrice las preten-
siones de una y otra parte a la disposición presupuestal existente. Es 
importante observar con atención la concreción que el Congreso de 
la República efectúe de ello, a fin de determinar la compatibilidad 
del nuevo régimen de la negociación colectiva del Sector Público 
con el parámetro de constitucionalidad afirmado por el TC.

III. A MODO DE CONCLUSIÓN: ¿Y LA VACATIO SENTENTIAE?

La ampliación del contenido de la negociación colectiva en el Sector Pú-
blico y redefinición de los sujetos en el régimen de la LSC, incrementará induda-
blemente la actividad sindical en el Estado. Nótese que la regulación de la nego-
ciación colectiva del Sector Público será parte de la agenda del nuevo Congreso 
que inicie funciones en este año, pues el TC no ha esperado siquiera que este se 
instale para reiterar la exhortación a que se legisle una nueva regulación de la ne-
gociación colectiva para el Sector Público.

Asimismo, mientras se discute en el próximo Parlamento la nueva regula-
ción sobre negociación colectiva en el Sector Público, se espera que los gremios 
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de trabajadores impulsen –por su lado– modificaciones a la Ley de Relaciones Co-
lectivas de Trabajo en lo que respecta a negociaciones colectivas con sindicatos 
de grupo de empresas, arbitraje potestativo, huelga, entre otros temas, lo que muy 
probablemente tendrá impacto también dentro del Sector Privado.

Finalmente, como hemos anotado en este artículo, la brecha existente entre 
el estándar del Convenio sobre la negociación colectiva de 1981 (núm 154) aún 
no ratificado, y la legislación peruana sobre este tema para el Sector Público, se 
habría reducido notablemente. Con ello, podemos intuir que se reforzará la pre-
sión para que el Estado ratifique dicho instrumento internacional, que no se cir-
cunscribe al Sector Público, pues también rige a las negociaciones colectivas del 
Sector Privado. Por ello, es posible que, independientemente de cuál sea el go-
bierno entrante en julio de 2016, la negociación colectiva en todos los sectores 
se vea, efectivamente, fomentada a partir de esta trascendente sentencia del TC.




